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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Economía, Fomento y Turismo, señor Juan Andrés Fontaine Talavera. 

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:32, en presencia de 36 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 10ª y 11ª, ambas ordinarias, en 19 y 20 de abril del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Treinta y cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República: 



Con los dieciocho primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas: 



1.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines N°s 5.522-07 y 5324-07, refundidos). 



2.- Proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (boletín N° 7.194-05). 



3.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07). 



4.- Proyecto de ley que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios, en los sectores medios (boletín N° 7.320-14). 



5.- Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín N° 7.240-08). 



6.- Proyecto que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito (boletín N° 7.212-15). 



7.- Proyecto que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (boletín N° 7.187-04). 



8.- Proyecto que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor (boletín N° 7.075-06). 



9.- Proyecto de ley que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (boletín N° 6.952-07). 



10.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19). 



11.- Proyecto de ley que crea una comisión permanente de coordinación del sistema de justicia penal (boletín N° 7.193-07). 



12.- Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (boletín Nº 4.832-07). 



13.- Proyecto que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias (boletín N° 5.363-03). 



14.- Proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al Servicio Nacional del Consumidor (boletín N° 7.094-03). 



15.- Proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (boletín N° 7.338-07).



16.- Proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios (boletín N° 7.534-07). 



17.- Proyecto de ley sobre indulto general (boletín N° 7.533-07). 



18.- Proyecto de ley en materia de duración del descanso de maternidad (boletín N° 7.526-13). 



Con los dieciséis restantes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos: 



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide y del ex Senador señor Ominami, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (boletín N° 6.499-11). 



2.- Proyecto que modifica el DFL N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, incorporando la presunción de declaración y no pago de las cotizaciones de salud al sistema de Isapres, y homologando el interés penal y la multa por no pago de tales cotizaciones a los contemplados en el DL N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (boletín N° 6.312-11). 



3.- Proyecto que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro (boletín N° 6.242-21).



4.- Proyecto que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (boletín N° 4.864-29). 



5.- Proyecto que modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares, y renueva su vigencia (boletín N° 6.830-14). 



6.- Proyecto de ley que crea juzgados de policía local en las comunas que indica (boletín N° 5.906-07). 



7.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03). 



8.- Proyecto de ley relativo al uso del pabellón patrio (boletines N°s 7.273-06, 7.095-06 y 7.195-06, refundidos). 



9.- Proyecto de ley que establece las bases y procedimientos de fijación de tarifas de los servicios de gas en la Duodécima Región (boletín N° 7.239-08). 



10.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín (don Hernán) y Prokurica y del ex Senador señor Allamand, relativo a las facultades de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones para practicar, sin orden previa, las primeras diligencias de investigación de un delito (boletín N° 7.050-07). 



11.- Proyecto de ley que denomina “Ruka Moñen Tayu Folil, Juan Cayupi Huechicura” al Museo Folclórico Araucano Juan Antonio Ríos (boletín N° 7.023-24). 



12.- Proyecto de ley relativo al Sistema de Alta Dirección Pública (boletín N° 7.485-05). 



13.- Proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal “CONAF” (boletín N° 7.486-01). 



14.- Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas (boletín N° 7.487-12). 



15.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales” (boletín N° 6.426-10). 



16.- Proyecto que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342 (boletín N° 6.355-01). 



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes. 

Oficios 



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que indica que rechazó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de reforma constitucional que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales (boletín N° 6.946-07) (con urgencia calificada de “suma”), e informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República (Véase en los Anexos, documento 1). 



--Se toma conocimiento y, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, se designa miembros de la referida Comisión Mixta a los señores Senadores integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



Del señor Contralor General de la República, con el que pone en conocimiento de la Corporación, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 142 de la ley N° 10.336, el Informe de la Gestión Financiera del Estado correspondiente al ejercicio contable del año 2010. 



Del señor Presidente del Banco Central de Chile, con el que remite la Memoria Anual de esa institución -año 2010-, en virtud de lo establecido en los artículos 78 y 79 de la Ley Orgánica Constitucional de la entidad. 



De los Ministros de Hacienda; Economía, Fomento y Turismo; Trabajo y Previsión Social; Salud (s); Medio Ambiente, y Minería, con los que envían, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sendos ejemplares del Balance de Gestión Integral 2010 de la correspondiente Secretaría de Estado y de los servicios dependientes o relacionados.



Del señor Director Administrativo de la Presidencia de la República, con el que remite el Balance de Gestión Integral 2010 de aquella Dirección. 



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que responde sendos oficios del Senado, en que se hizo presente la inquietud por las dificultades financieras de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile. 



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, con el que da respuesta a una petición, enviada en nombre del Senador señor Frei (don Eduardo), para que se consideren las propuestas presentadas por la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Educación, relativas al proyecto de ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y su fiscalización. 



Cuatro del señor Subsecretario General de la Presidencia: 



Con el primero expone que se ha requerido un informe al señor Ministro de Hacienda para resolver fundadamente la petición, remitida en nombre de los Senadores señores Escalona, Frei (don Eduardo) y Muñoz Aburto, en orden a que se presente un proyecto de ley que conceda un bono extraordinario de invierno, de cargo fiscal. 



Con el segundo indica que se ha solicitado informe a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, con similar propósito, respecto de la petición cursada en nombre de los Senadores señor Muñoz Aburto, señora Allende y señores Bianchi, Escalona y Ruiz-Esquide, en el sentido de iniciar la tramitación de un proyecto de ley sobre requisitos exigidos a funcionarios públicos para acceder al bono poslaboral. 



Con el siguiente, en respuesta a la petición remitida en nombre de los Senadores señores Larraín (don Hernán), Horvath y Orpis, para que se estudie un proyecto con el objeto de fortalecer el Fondo de Protección Ambiental, da a conocer que se pidió informe a la señora Ministra del Medio Ambiente. 



Con el último comunica que ha recabado el informe del señor Ministro de Obras Públicas, para considerar la petición enviada en nombre de los Senadores señores Prokurica, Bianchi, Cantero y Horvath, de que se estudie un proyecto de ley sobre suspensión del pago de patente a beneficio fiscal por no utilización de las aguas. 



Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social, con el que suministra la información solicitada en nombre de la Senadora señora Rincón, respecto del número de pensiones básicas solidarias a las que se aplica el descuento de las cotizaciones del seguro de salud. 



De la señora Directora del Servicio de Salud Atacama, con el que da respuesta a una petición de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Prokurica, acerca de materias relacionadas con las becas otorgadas a médicos generales en la Región de Atacama. 



Del señor Secretario Ministerial de Bienes Nacionales de la Región de Aysén, con el que contesta una petición, remitida en nombre del Senador señor Horvath, en cuanto a la situación que afecta a las familias Nahuelquín Delgado, que residen en la Isla Traiguén, Archipiélago de Los Chonos, Región de Aysén. 



--Quedan a disposición de los señores Senadores. 

Informes 



Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Desarrollo Social (boletín N° 7.196-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 2 y 3 ). 



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias (boletín N° 5.363-03) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4). 



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales” (boletín N° 6.426-10) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 5).


De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario, con el objeto de facultar a las matronas para recetar anticonceptivos (boletín Nº 7.245-11) (Véase en los Anexos, documento 6). 



--Quedan para tabla. 

Moción 



Del Senador señor Gómez, con la que da inicio a un proyecto de ley que impide la eliminación de antecedentes penales por delitos sexuales (boletín N° 7.621-07) (Véase en los Anexos, documento 7). 



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

Declaración de inadmisibilidad 



Moción de los Senadores señores Bianchi, Chahuán, Horvath, Prokurica y Rossi, con la que dan inicio a un proyecto de ley que amplía el concepto de empresas hoteleras para efectos de exención del impuesto al valor agregado. 



--Se declara inadmisible por tratarse de un asunto que debe tener su origen en la Cámara de Diputados, según lo establecido en el inciso segundo del artículo 65 de la Constitución Política, y por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 1° del inciso cuarto de dicho artículo. 

Proyecto de acuerdo 



De los Senadores señores Navarro, Lagos, Muñoz Aburto, Quintana y Rossi, en materia de manejo de residuos electrónicos generados por equipos computacionales (boletín N° S 1.357-12) (Véase en los Anexos, documento 8). 



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva. 

Permiso constitucional 



Solicitud del Senador señor Longueira para ausentarse del territorio nacional entre los días 9 y 10 de mayo del año en curso. 



--Se autoriza.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa una moción de los Senadores señores Quintana, Navarro, Pérez Varela, Ruiz-Esquide y Sabag, con la que inician un proyecto de ley sobre monumento en memoria del poeta Gonzalo Rojas Pizarro (boletín N° 7622-04) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor HORVATH.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, me voy a referir a un asunto reglamentario.



En la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tenemos una moción que ya fue aprobada por la de Salud -en la nuestra se acogió en general el día de ayer- y que establece la obligatoriedad de rotulación en alimentos genéticamente modificados (boletín N° 3818-11).



Por lo tanto, pido recabar el asentimiento de la Sala para que ambos informes, emanados de los mencionados órganos técnicos, sean vistos en general por el Senado, y luego, en particular por las instancias que se determinen.



El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la solicitud formulada.



--Así se acuerda.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, se ha declarado inadmisible un proyecto de ley que presentamos varios Senadores respecto a la exención del impuesto al valor agregado (IVA) a las empresas que prestan el servicio de alojamiento.



En verdad, señor Presidente, se trata de una iniciativa importante. Por lo mismo, le pido que se oficie al Ejecutivo con el objeto de que le otorgue su patrocinio. 



Hay una situación no menor de crisis en el sector turístico, hotelero. Lo que se busca es que el mismo beneficio de que hoy disponen los hoteles, se haga extensivo al resto de las empresas que se dedican al rubro, al giro del alojamiento.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio solicitado en nombre del señor Senador.



--Así se acuerda.

V. ORDEN DEL DÍA

MAYORES ATRIBUCIONES EN MATERIAS FINANCIERAS A SERVICIO 

NACIONAL DEL CONSUMIDOR 

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al Servicio Nacional del Consumidor, con informe de la Comisión de Economía y urgencia calificada de “suma”.

7094-03
--Los antecedentes sobre el proyecto (7094-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 90ª, en 1 de marzo de 2011.


Informe de Comisión:


Economía: sesión 13ª, en 3 de mayo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es modificar la Ley de Protección de los Consumidores para dotar al Servicio Nacional del Consumidor de mayores atribuciones en el ámbito financiero, contemplándose la regulación de los contratos de adhesión y la creación del “sello SERNAC”, que permitirá identificar los contratos que cumplen con los estándares exigidos. Asimismo, se fortalece la facultad del SERNAC para requerir información eficaz y se confiere la calidad de ministro de fe a ciertos funcionarios del Servicio.



La Comisión de Economía discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Espina, García, Kuschel y Sabag). El texto acogido por aquella es el mismo que despachó la Cámara de Diputados, el cual se transcribe en el informe que Sus Señorías tienen a la vista.



Cabe consignar que los artículos 16 quáter y 59 bis, contenidos en el artículo 1º del proyecto, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, nadie puede dudar de la importancia de una iniciativa legal que guarda relación con la protección de los consumidores.



Las sociedades en la actualidad han evolucionado al permitir que todos los ciudadanos tengan derechos que se expresan en su acceso al mercado y a la adquisición de bienes y servicios. En particular, se ha democratizado el acceso a los servicios financieros.



No obstante, el Presidente de la República ha recogido un sentir ciudadano generalizado, reiterativo, en cuanto a que hay un conjunto de normativas o bolsones de mercado que impiden a los usuarios acceder a esos servicios con libertad, con autonomía, y percibir que existe equilibrio entre quienes ofrecen tal prestación y quienes la contratan.



Debo reconocer que el proyecto de ley que envió el Presidente Piñera representa un sentir mayoritario de los ciudadanos y, por supuesto, de los parlamentarios, pues atiende una demanda largamente anhelada.



Sin embargo, con la misma fuerza con que se anunció la iniciativa a través de los medios de comunicación, se ha pretendido hacer creer a la gente que con esta propuesta se logrará un equilibrio entre las oportunidades que tendrá el ciudadano de a pie para establecer una relación con los servicios financieros o los proveedores de crédito a fin de otorgarle mayor información.



En el mensaje, el Primer Mandatario señala: “en el convencimiento de que la mejor forma de proteger a los consumidores es mejorando la información a la que pueden acceder para la toma de sus decisiones de consumo, se busca que las empresas que promocionan y dan a conocer sus productos por Internet informen acerca de los precios y características esenciales de éstos, facilitando así el acceso a la información de los consumidores”.



Estando de acuerdo con la inspiración de mejorar la entrega de información, no comparto el diagnóstico de que a través del proyecto en debate se resolverá el maltrato que los usuarios experimentan a manos de un mercado bastante desequilibrado.



Lo que se pretende ahora es “reforzar al Servicio Nacional del Consumidor mediante la creación de divisiones especializadas y, particularmente, una unidad financiera, para que puedan otorgar la orientación adecuada a los consumidores”.



Señor Presidente, son necesarias la orientación y una mayor información; pero no es suficiente frente a las condiciones que el mercado ofrece a los consumidores, quienes están absolutamente desprovistos de instrumentos para proteger sus derechos.



El SERNAC así concebido no resuelve el problema, desde el punto de vista de ponerse al lado de los usuarios débiles para procurar un equilibrio en las normas de los contratos de adhesión que, en muchos casos, son abusivas.



Aun cuando se aprobara la iniciativa, no se solucionarían situaciones como las ventas atadas en los créditos, por cuanto al usuario se le conmina a firmar un contrato en el que se ve obligado a mantener una cuenta corriente o una tarjeta de crédito. De hecho, no puede desvincularse de tales productos, porque se desnaturaliza absolutamente el contrato principal, que es el crédito hipotecario. Por ende, se queda pagando, de por vida o mientras dure dicho crédito, servicios que no ha pedido y que no requiere.



En definitiva, el proyecto no resuelve el problema de los consumidores cautivos por parte de las entidades prestadoras de servicios crediticios.



Necesitamos más información, pero también, más derechos.



En ese sentido, resulta atinado lo que acordó la Comisión de Economía por unanimidad hoy en la mañana: aprobar la idea de legislar. No obstante, se debiera fijar un plazo largo -al menos hasta fin de mes- para presentar indicaciones.



Además, se le encargó a la Secretaría de dicho órgano técnico procesar, con la colaboración del SERNAC, las más de 30 mociones -de todos los sectores políticos, tanto de la Cámara de Diputados como del Senado- que dicen relación con el mejoramiento de los derechos de los consumidores, particularmente, en materia financiera, y realizar una exposición sobre el asunto en el seno de la Comisión.



En consecuencia, la iniciativa que nos ocupa es un paso. Su aprobación en general constituye una oportunidad para hacer lo que no hemos sido capaces: abordar el punto de fondo; o sea, las relaciones entre los consumidores de crédito y las entidades financieras y bancarias.



Hasta el momento estamos limitados por la normativa vigente. En los mercados regidos por legislaciones especiales la Ley del Consumidor prácticamente no tiene imperio, salvo en lo que no esté regulado. Sin embargo, las leyes especiales siempre estarán por encima de los derechos de los consumidores.



Con algunos Senadores hemos planteado un proyecto de reforma constitucional justamente para consagrar los derechos de los consumidores.



Sin embargo, para ser coherente, no basta con que tales derechos tengan rango constitucional si no se implementan con legislaciones que generen un equilibrio, que otorguen justicia, que den oportunidades y que no mantengan cautivos a los usuarios.



Es un avance lo hecho por la Cámara de Diputados en este proyecto al crear el denominado “Sello SERNAC”. ¡Pero no es suficiente!



Invito a los señores Senadores a aprovechar esta oportunidad para enriquecer la iniciativa -pongamos más carne a este esqueleto-, que nos permitirá pagar una deuda con la inmensa mayoría de los ciudadanos, quienes, como se ve, se mantienen en la indignación.



Señor Presidente, la entidad que se crea ni siquiera está concebida en términos de actuar como una defensoría, de manera de representar los derechos e intereses de los deudores financieros ante los tribunales de justicia. Porque la fórmula vaga del Ejecutivo deja la idea -equivocada, por cierto- de que existe todo un complejo de organismos competentes para proteger los derechos de los usuarios. ¡Si no van a defender nada! ¡Se va a proporcionar mejor información, pero nadie defenderá esos derechos!



La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras se encarga de que funcione el sistema. Pero no vela por los intereses de los usuarios, sino por los de los bancos.



Entonces, mientras tengamos organismos destinados a regular que opere bien la industria, pero no a lograr un equilibrio con la Asociación de Bancos o con la propia Superintendencia a fin de resguardar los derechos de los consumidores, ¡no hay nada que ofrecer, nada que celebrar, nada que anunciar a los usuarios de créditos del país!



Por lo tanto, invito al Senado a trabajar en la formulación de indicaciones que apunten al fondo del asunto: garantizar que los usuarios de créditos tengan derechos.



Por eso -reitero- celebro el acuerdo adoptado por unanimidad en la Comisión de Economía esta mañana para conocer un conjunto de mociones sobre la materia que permitirán mejorar el proyecto.



Reitero: este es un paso, pero queda muchísimo por avanzar.



Dicho órgano técnico tendrá una gran tarea en ese sentido. 



A partir de la aprobación de esta iniciativa, de este esqueleto -como alguien dijo, “Peor es nada”-, podremos avanzar en el establecimiento de una normativa que garantice los derechos de los usuarios de los sistemas crediticios.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, creo que este es un buen proyecto de ley. Mediante él se cumple el compromiso que suscribió con el país el entonces candidato, y ahora Presidente de la República, don Sebastián Piñera.



¿Y por qué creo que es un buen proyecto de ley?



En primer lugar, porque se optó por reforzar las atribuciones del actual Servicio Nacional del Consumidor.



Se pudo crear un organismo distinto; era una opción. Sin embargo, el aprovechar la experiencia, la trayectoria, el prestigio de ese Servicio, como reconocimiento a lo que ha sido su permanente lucha -de muchos años- en defensa de los derechos de los consumidores, en mi concepto, habla de generosidad y, también, de compromiso con lo que debe ser la esencia de las facultades que se le están entregando: protección de tales derechos, ahora en el caso concreto de los servicios financieros.



Señor Presidente, quiero llamar la atención sobre un instrumento que se crea y que me parece novedoso y útil: el llamado “sello SERNAC”. Y, junto con eso, se establece el denominado “defensor del cliente”.



El sello SERNAC hará que los contratos de adhesión, en la medida que cumplan todos los requisitos de protección a los consumidores, queden validados por el referido Servicio.



Así, cuando los consumidores vayan a tomar un servicio financiero -por ejemplo, un crédito- habrán de fijarse, entre otras cosas, en si la entidad respectiva tiene en sus puertas, en sus ventanas, en fin, el sello SERNAC, porque él será garantía del cumplimiento de todas las normas de protección al consumidor.



Para tener esa garantía, las entidades financieras deberán contar con un sistema de defensor del cliente -obviamente, organizado por ellas- que posibilite que las controversias, quejas o reclamaciones surgidas respecto a cualquier producto o servicio financiero se solucionen por la vía del buen componedor, evitando juicios que se prolongan demasiado y en que muchas veces lo que obtiene el consumidor no guarda relación con el tiempo que debió esperar para que se hiciera justicia.



Estimo, pues, que tanto el sello SERNAC cuanto el defensor del cliente, cuya creación se plantea a través de este proyecto de ley, son instrumentos -como señalé- tremendamente novedosos y, al mismo tiempo, eficaces.



Por otro lado, se faculta para que algunos funcionarios del SERNAC tengan la calidad de ministros de fe, de modo que cuando uno de ellos detecte, por ejemplo, que una entidad financiera no entrega la información correspondiente para determinar el verdadero costo de un crédito o que la que muestra en sus respectivas pantallas, en sus sitios web, en fin, no se ajusta a la verdad, ello sea prueba suficiente ante los tribunales.



El hecho de que a los funcionarios del SERNAC se les otorgue en materia financiera la calidad de ministros de fe significa también un gran avance y constituye una enorme garantía de que se trata de un buen proyecto.



La iniciativa en debate, además, regula las modificaciones a los contratos vigentes, para proteger los derechos de los consumidores en materia financiera. De manera que en este ámbito no podrá haber ningún contrato que vulnere tales derechos.



Señor Presidente, siento que estamos dando un gran paso, que nos hallamos en la línea correcta de defensa de los derechos de los consumidores en materia de servicios financieros. 



Por cierto, a este respecto hay abusos, pues muchas veces a las personas no solo se les cobran intereses, sino también comisiones, intereses sobre estas, y se les aplican distintas fórmulas, todo lo cual deriva en que el peticionario no tenga ninguna claridad sobre el verdadero costo del crédito a que opta.



En numerosas ocasiones tampoco existe certeza en cuanto a qué sucede cuando alguien se atrasa en el servicio del crédito; a cómo son las normas que obligan al pago total de la deuda, o a cuáles son las sanciones por la mora.



Al estipularse todo aquello en los contratos de adhesión y al ser estos debidamente visados por el SERNAC, obviamente habrá una garantía en el sentido de que lo consignado en dichos documentos se conforma a la ley, con lo cual -repito- se protegerán los derechos de los consumidores.



Por las razones que señalé, y entendiendo que estamos votando la idea de legislar, los Senadores de Renovación Nacional anunciamos nuestros votos favorables al proyecto en debate.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en mi condición de miembro de la Comisión de Economía y últimamente como Presidente de ella, me tocó participar en la elaboración del informe recaído en el proyecto del Ejecutivo conocido como “SERNAC Financiero”.



Esta iniciativa responde a una necesidad que viene arrastrándose desde hace largo tiempo: la de que los consumidores de servicios financieros sean objeto también de protección.



En la última campaña presidencial fue parte de los programas de los candidatos. Sobre tal base, el Gobierno nos envió un proyecto que va en la línea correcta en cuanto al resguardo del consumidor de servicios financieros.



En la actualidad el SERNAC trata de proteger los derechos de los consumidores.



Para hacernos una imagen de qué significan en nuestro país los consumidores de diferentes bienes, debemos ir a las estadísticas. 



Ellas nos muestran que tienen algún tipo de deuda más o menos 4 millones de hogares urbanos; o sea, 67 por ciento de estos recurren a los servicios financieros en procura de préstamos. Y en los estratos de menores ingresos lo hace el 61 por ciento.



Doy estas cifras porque ponen de manifiesto la necesidad de proteger a sectores que muchas veces quedan en posición vulnerable frente a su contraparte en la contratación de préstamos. 



Los consumidores de créditos financieros y los de servicios de telecomunicaciones suman más de 60 por ciento de las prestaciones realizadas.



No debemos olvidar, señor Presidente, que hoy día hay en Chile 17 millones de abonados a telefonía celular.



Si revisamos las estadísticas sobre los reclamos que recibió el SERNAC en 2009, vemos que 26 por ciento recayó en las empresas de telecomunicaciones; 27 por ciento en las de servicios financieros y seguros, y 22 por ciento en las del retail.



Considerando tales antecedentes, estimo que el proyecto en debate constituye un avance. Sin embargo, no es lo óptimo. 



Todos pensamos en cierto momento que vendría una propuesta para la creación de un servicio protector de los consumidores de recursos financieros.



El Servicio Nacional del Consumidor fue escogido como vehículo para establecer el SERNAC Financiero. No se crea un organismo separado.



Ahora bien, frente a la consulta de por qué no se establecía un SERNAC Financiero aparte de aquel Servicio, el Gobierno nos dio una respuesta que considero razonable: la Superintendencia de Bancos cumple más bien un rol como ente fiscalizador de la banca, por lo cual no puede preocuparse de situaciones que afectan a los consumidores de servicios financieros.



Se quiso, pues, aprovechar la estructura del Servicio Nacional del Consumidor actual para crear el SERNAC Financiero.



¿Qué hace la iniciativa? Consigna disposiciones -las considero positivas, pero hay que seguir perfeccionándolas- sobre diversos aspectos. Y cito:



-Regula los contratos de adhesión de los sectores financiero, comercial y de seguros, y de todo proveedor de créditos.



-Define y prohíbe las ventas atadas. 



-Obliga a identificar clara y pormenorizadamente los costos de toda operación de crédito y otros servicios, de manera que el consumidor tenga plena información al momento de decidir sobre la contratación de un préstamo.



-Faculta al consumidor al objeto de revocar los mandatos para el cobro conferidos al proveedor.



-Inserta en la ley N° 19.496 una institución novedosa pero interesante: el sello SERNAC, que se otorga a las instituciones financieras sin antecedentes de conducta abusiva para con sus contratantes de préstamos.



-Crea la figura del defensor del cliente, como mecanismo protector del consumidor de créditos.



-Fortalece la facultad del SERNAC para requerir información eficaz sobre ese tipo de consumidores.



-Confiere la calidad de ministro de fe a ciertos funcionarios del Servicio. Además, les permite aplicar multas ante la comisión de infracciones.



-Incorpora la suspensión de la prescripción de la acción cuando el consumidor haya interpuesto un reclamo ante el SERNAC (no es necesario que medie una demanda judicial).



-Les otorga a los organismos fiscalizadores facultades sancionatorias.



Por otra parte, señor Presidente, hay una cuestión que hice ver en la Comisión de Economía.



Estoy de acuerdo en que se haya optado porque el actual SERNAC asuma también la calidad de SERNAC Financiero. Pero, si bien se le asignan los recursos necesarios para contratar personal, considero insuficiente la dotación que se le fija: 23 personas de planta y a contrata para todo el territorio nacional, más 25 cargos profesionales a honorarios. Y el gasto total -esto tendrá que analizarlo la Comisión de Hacienda en el segundo informe- bordea los 1.100 millones de pesos.



En mi concepto, estamos frente a un proyecto positivo. Falta mucho por avanzar en la materia. Lo que han sostenido aquí los Senadores señores Tuma y García es cierto. Entonces, necesitamos -y así lo acordamos en la Comisión- un plazo suficiente para presentar indicaciones a fin de incorporar las más de 31 mociones referentes a los consumidores instaladas en la Comisión de Economía.



Es decir, hay al respecto una preocupación expresada en una multiplicidad de iniciativas parlamentarias. Y queremos refundir todos los planteamientos contenidos en ellas -por supuesto manteniendo su autoría- para traer a la Sala un proyecto de ley lo más completo posible, que sirva no solo para la instalación del SERNAC Financiero, sino también para perfeccionar el Servicio que ya existe a fin de hacerlo más eficaz en la protección de aquel sector.



La idea del proyecto en debate es resguardar a los consumidores de servicios financieros, sector muy importante que, como dije, alberga a casi 67 por ciento de los hogares que tienen algún tipo de deuda.



Por las razones expuestas, votaremos a favor de la idea de legislar, en el entendido de que durante el trámite de segundo informe, que también se cumplirá en la Comisión de Hacienda, podremos estructurar una iniciativa que alcance de la mejor forma posible el objetivo que se persigue.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Solicito autorización para abrir la votación, porque para aprobar esta iniciativa se requiere quórum especial.



Mientras suenan los timbres podrán intervenir los tres oradores que restan.



--Así se acuerda.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín para fundar su voto.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en primer lugar, expreso mi apoyo a esta iniciativa, que fue presentada por el Gobierno y su Ministro de Economía, pues creo que, como se ha señalado, responde a una inquietud muy generalizada en numerosos sectores.



No cabe la menor duda de que hoy día existe en el ámbito financiero un grado muy fuerte de asimetría en la información entre quienes están en el lado de los bancos y sus clientes o deudores. Y a esta situación, que bien se explica por la complejidad de la iniciativa en discusión, por sus niveles técnicos, deben buscársele soluciones, ya que de lo contrario la gente común seguirá asumiendo compromisos sin conocer las consecuencias derivadas de ellos. Esto significa a veces que los costos de un crédito se paguen en forma exagerada porque, habiendo resguardos, no se toman precisamente por el desconocimiento que hasta la fecha hay en torno a esta materia.



Por eso, cuanto se encamine a simplificar la información y a obligar a entregarla es, sin lugar a dudas, extraordinariamente positivo. Y el proyecto que nos ocupa, a mi entender, en lo fundamental, lo hace. Por ejemplo, por la vía de regular los contratos de adhesión estableciendo una cantidad relevante de especificaciones que deben contener: comisiones, cargos y tarifas cobradas; causales de terminación anticipada; duración; procedimiento de reclamo; obligación a proveedores de mantener informado periódicamente al consumidor sobre el estado del servicio prestado; facultad del consumidor para poner término a un contrato de crédito pagando en cualquier tiempo lo adeudado, etcétera.



Es decir, estamos frente a un esfuerzo muy necesario en una materia compleja y que se ha prestado para la comisión de abusos con más frecuencia que la deseable.



Por eso, también me sumo a la aprobación en general de esta iniciativa, mas no sin dejar manifestada mi inquietud por algunas de las normas que contiene.



Desde luego, porque en parte el objetivo no se logra plenamente debido a que, más que intentar simplificar la información, esta iniciativa busca un producto con mayor estandarización, que probablemente deja poca libertad para la diversidad financiera, para la diversidad de los bancos, lo que puede, al final, perjudicar a los clientes más riesgosos, que son los de menos recursos.



Entre las normas que, a mi juicio, deben ser consideradas con especial atención, si bien son de distinta envergadura, se encuentra, por ejemplo, el artículo 16 quinquies, que señala las prácticas comerciales que no se pueden utilizar, entre las cuales su letra a) incluye el envío de productos o contratos “no solicitados al domicilio o lugar de trabajo del titular.”.



Me pregunto por qué eso puede atentar contra la libertad de elección. No necesariamente es así. No veo la justificación. Por lo tanto, es algo que quizá bien merecería ser revisado.



Otra cuestión -a lo mejor, un poco más compleja- se relaciona con el número 3 del ARTÍCULO 1º, que modifica el artículo 26 de la ley Nº 19.496, donde se establece un plazo de prescripción de seis meses para las acciones, contados desde que se haya incurrido en la infracción respectiva, y de un año respecto de las sanciones. El proyecto agrega una oración en el sentido de que el primero de esos términos se suspenderá cuando se presente una reclamación ante el Servicio Nacional del Consumidor y seguirá corriendo una vez concluido el trámite ante este organismo.



Ello es bastante discutible. Normalmente, las prescripciones se interrumpen cuando media una intervención judicial, lo cual se explica porque esta se sujeta a ciertas reglas que no son las mismas en el ámbito administrativo. Existe, por ejemplo, el abandono del procedimiento, lo que permite que la interrupción de la prescripción sea eterna o casi indefinida. Lo anterior no ocurre en la esfera administrativa, lo cual se traduce en que una reclamación se tramite durante años y nunca se deje de interrumpir la prescripción.



Me parece que es un asunto complicado y digno de revisarse.



Tal vez también reviste una dificultad la situación que se presenta con motivo del artículo 62 que se agrega, en el número 10 del ARTÍCULO 1º, para facultar al Ministerio de Economía a dictar reglamentos por decreto supremo a fin de complementar el contenido del proyecto.



Una de las disposiciones contempladas determina que “Los contratos de adhesión con cláusulas de renovación automática, deberán modificarse y ajustarse a las nuevas normas dentro de los doce meses siguientes a la fecha de entrada en vigencia del reglamento respectivo”, etcétera. No quiero entrar en todo el detalle.



Lo que se plantea es que se pueden reemplazar, dentro de un plazo, los contratos ya firmados por los clientes o consumidores con una institución financiera. Me pregunto si nos encontramos frente a un caso de efecto retroactivo que va más allá de lo permitido. Como los contratos incluyen, al momento de su celebración, la ley vigente, al disponer su cambio más adelante podemos afectar derechos adquiridos. Estos últimos, en cierto ámbito, gozan de protección constitucional, por lo que no cualquier norma puede tener efecto retroactivo.



Aquí se presenta un punto por examinar, ya que no es posible determinar esa consecuencia por reglamento en casos en que se puedan vulnerar tales derechos.



En fin, como se puede apreciar, existen algunos aspectos muy positivos en el proyecto, ya resaltados en diversas intervenciones, y, por lo mismo, no hago más que sumarme a ellas.



Estimo que ciertas disposiciones, como las que he mencionado, deberán ser revisadas en la discusión particular, para evitar, o absurdos jurídicos, o inquietudes que puedan generar vacíos o situaciones que no quisiéramos ver en nuestra legislación.



Por todas las razones expuestas, señor Presidente, vamos a votar favorablemente la iniciativa, pero en esa otra etapa presentaremos indicaciones que permitan corregir aspectos que estimamos insuficientes o equivocados en el texto que hemos conocido. 



He dicho. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el SERNAC recibió 328 mil consultas y 170 mil reclamos en 2009. La mayor cantidad se concentra en los sectores financiero y de telecomunicaciones, ambos regulados por leyes especiales.



El señor Ministro y el mensaje han hecho referencia a esas normativas y a la necesidad de aumentar la protección de las personas en un ámbito que presenta mayores dificultades para las reclamaciones.



La creación de un fuerte Servicio Nacional de Protección al Consumidor es el desafío de la iniciativa en estudio. La asignación del carácter de ministros de fe a ciertos funcionarios de la entidad asimila la situación a la del Servicio Nacional de Pesca, la Corporación Nacional Forestal, la Superintendencia de Seguridad Social, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, Carabineros de Chile, la Dirección del Trabajo, el Servicio de Impuestos Internos.



El propósito, como lo planteó el Senador señor Zaldívar, es fortalecer funciones y atribuciones, pero ello requiere el personal necesario para la fiscalización. Resulta claramente insuficiente la dotación contemplada en el proyecto: 23 funcionarios más 3 directivos, con un total de 26. 



El costo anual ha sido calculado tres veces por la Dirección de Presupuestos. Primero ascendió a 463 millones de pesos, en seguida a mil 80 millones y después a 526 millones, por el financiamiento sobre la base de multas.



Es claro que uno o dos millones de dólares para proteger a millones de chilenos, en relación con cientos de miles de millones de pesos que se transan, no parecen suficientes.



Por su intermedio, señor Presidente, quisiera expresarle al señor Ministro que, o se proporciona al SERNAC, en sus nuevas funciones, personal idóneo, capacitado y en número suficiente, o, al final, la ley será letra muerta. Así ha ocurrido muchas veces.



Hago presente que no basta afirmar que se va a proteger al consumidor: es preciso que el Servicio cuente con los funcionarios necesarios. El incremento de 23 cupos, si se consideran las 15 Regiones -o sea, uno y medio para cada una-, es absurdo. Es algo que no da. En la Región Metropolitana, con 6 millones y medio de habitantes, la distribución proporcional carecería de sentido. ¡Un funcionario y medio...!



Por lo tanto, resulta evidente que si queremos proteger de verdad a los consumidores tenemos que asignarle al Servicio la cantidad de personal que precisa. ¿Cuánto? Se puede calcular según el número de denuncias y también por el número de habitantes.



El organismo cuenta con una notoria ventaja en cualquier papel fiscalizador: se halla presente en el 97 por ciento del territorio, con 15 oficinas. Lo sabemos en la Región del Biobío. Su actuación ha sido adecuada, aunque lleva a comprobar que sus facultades son escasas. Por eso, estamos tratando de fortalecerlo.



Señor Presidente, la banca y sus tarjetas de crédito son las que ofrecen tasas de interés más bajas, pero, aún así, llegan al 30 por ciento anual. En las tarjetas de crédito de las grandes tiendas, la llamada “tasa máxima convencional” bordea el 50 por ciento anual, y a eso se tienen que sumar varios cargos fijos, como la comisión de administración, el seguro de fraude y el seguro de desgravamen, los que se cobran mensualmente y, para los que las usan poco, representan un recargo apreciable en la tasa máxima legal.



La banca ha informado recientemente que los créditos de consumo solo le aportan un 2 por ciento a su rentabilidad, pero no indica qué proporción de sus gastos operativos se deduce de sus ingresos para llegar a ese porcentaje.



En todo caso, son frecuentes las ofertas de aumento de los cupos de créditos de consumo a los clientes, lo que parece indicar que es un buen negocio. Permanentemente llaman por teléfono para informar de un crédito preaprobado. Entonces, a un trabajador le llega algo parecido a un cheque y le dicen que se halla en condiciones de ir a cobrar 300 lucas de inmediato.



O sea, tientan de manera especulativa a los clientes. No es un mal negocio. No parece tratarse solo del 2 por ciento de las utilidades.



Uno de cada cuatro reclamos de los consumidores corresponde al mercado financiero.



Como indica la cuenta pública 2005-2010 del SERNAC, los consumidores enfrentan un “confusopolio” en el mercado crediticio. Esto es, se registran una falta de competencia, por confusión, no por claridad en la información; cambios unilaterales en las condiciones contratadas; cobros indebidos; montos y recargos desconocidos, etcétera.



La Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (CONADECUS) estimó insuficientes los alcances que tendría el proyecto de ley del SERNAC Financiero, debido a que no considera la oportunidad de que los clientes del sistema pueden cambiarse a la institución que les ofrezca las mejores condiciones para pagar las deudas contraídas.



Según toda la información que hemos reunido, en el sistema financiero de los Estados Unidos es posible que un cliente renegocie con otra entidad su deuda, y esta última le paga a la primera.



CONADECUS plantea que los consumidores del sector financiero deben tener flexibilidad para arrastrar su deuda hacia el actor -bancos, instituciones financieras, cajas de compensación, cooperativas de ahorro y crédito- que les ofrezca las condiciones más cómodas a fin de cancelar sus compromisos adquiridos, tal como ello funciona en Estados Unidos.



El único antecedente disponible sobre el nivel de endeudamiento del sector lo aportó la última encuesta de presupuestos familiares realizada por el Instituto Nacional de Estadísticas. Según ese sondeo, la mayoría de los hogares, salvo los más pudientes, gastan mucho más de lo que ganan. Es decir, los pobres se endeudan más. La situación más crítica la viven las familias del primer quintil. Un hogar tipo de este grupo recibe 170 mil pesos mensuales y gasta alrededor de 300 mil. Como la banca no llega a ellos, algunos expertos suponen que “la bicicleta” la completan con compras a crédito y otras fuentes de ingreso adicional.



El Banco Central calculó que los hogares están destinando 43 por ciento de sus ingresos a pagar deudas.



Existen informes, respecto de sindicatos, demostrativos de que los descuentos por créditos de todo tipo -medicamentos, salud, vestuario- alcanzan a 80 por ciento de la remuneración.



Resulta obvio que es preciso legislar.



Presenté un proyecto para establecer un tope no superior a 45 por ciento del ingreso en el descuento por planilla a los trabajadores. Si no, la capacidad de endeudamiento llegaría a cien por ciento y no al indicado, dado el tipo de gasto que cada empleado debe hacer.



En 2000, la cifra de endeudamiento de los hogares llegaba a 35 por ciento. Por cierto, sigue creciendo. Se calcula que aumenta en 16 por ciento anual.



La iniciativa en análisis otorga la calidad de ministros de fe a ciertos funcionarios del SERNAC -repito- para acreditar las violaciones a la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores. Esta función es muy valiosa para las transacciones de mercaderías y para determinar las multas e indemnizaciones que podría aplicar la justicia, pero no cumplirá función alguna en el caso de los créditos, ya que, en general, quedan registrados y se ciñen a la legalidad y los contratos. Es decir, no hay una falta, porque los cobros abusivos son legales, entre comillas.



Se requieren una Fiscalía Nacional Financiera con atribuciones para investigar y sancionar la colusión y el abuso en todas las instituciones financieras y un BancoEstado que actúe para regular el mercado del dinero. Pero las funciones de este último siguen siendo cada día más privadas y lo del Estado le queda solo en el nombre.



Es preciso que el proyecto sea complementado con la eliminación del anatocismo, o sea, el cobro de intereses sobre intereses. Ante un préstamo de mil pesos, pagadero en diez cuotas, con una tasa de 5 por ciento, el primer mes pago 105 pesos; el segundo, 105 pesos más 5, sobre lo cual se aplica la tasa -o sea, se calcula sobre 110-; al mes siguiente sobre 115, y así. Le consulto al señor Ministro si se ha evaluado tal situación. Está claro que si hay algo que defender es evitar el pago de intereses sobre intereses.



Resulta necesario fortalecer las atribuciones de la Fiscalía Nacional Económica para sancionar colusiones y abusos de posición dominante. En relación con las farmacias, por más que haya hecho algo, se sigue en un largo proceso. Ninguno de los ejecutivos relacionados con el caso está preso. ¡Ni uno solo! Han pasado años y el juicio continúa.



Por otra parte, es incomprensible que el sistema de información crediticia se mantenga como un monopolio en la Cámara de Comercio de Santiago. Es algo que no se entiende. Se trata de un decreto de 1938.



Presenté otro proyecto de ley, que busca cambiar la situación y que otras instituciones puedan entrar a manejar esa base de datos, y, en definitiva, originar más competencia. ¿Por qué la Cámara de Comercio ha de ser la única que cobre por información financiera? Eso resulta arcaico e inexplicable.



A la gente la llaman a su casa para cobrarle u ofrecerle nuevos créditos. La ley actual lo permite. Claramente, se requiere un reforzamiento ante la irrupción en el hogar y el lugar de trabajo para cobrar la deuda. Y eso esperamos de la presente iniciativa.



Las ventas atadas debieran ser reguladas.



Señor Presidente, queremos un SERNAC poderoso, que defienda a los consumidores. La propuesta en análisis es un avance, pero resulta insuficiente. Tenemos que proteger más a los clientes, a los consumidores, y menos a los bancos. Ojalá los cuentacorrentistas pequeños contaran con la protección que hoy día buscamos en relación con el SERNAC, pero se encuentran en absoluta desventaja y la banca abusa de ellos.



Votaré a favor de la idea de legislar.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Antes de continuar concediendo el uso de la palabra, me permito recordar lo siguiente.



Hay dos proyectos con urgencia. Si no se despacha el relativo a la inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones, signado con el número 2 en el Orden del Día, deberemos celebrar sesión mañana. Formulo el llamado de atención solo para autorregularse en los tiempos.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, trataré de ser lo más breve posible, pero quisiera hacer una breve reflexión política acerca de la relevancia de una iniciativa de esta naturaleza.



En primer lugar, felicito al Ministro de Economía, señor Fontaine, porque no solo ha demostrado perseverancia e insistencia para que el proyecto sea aprobado en el Congreso -así lo hizo en la Cámara de Diputados-, sino que también ha estado abierto siempre a escuchar propuestas para perfeccionarlo durante la tramitación parlamentaria.



Y, a través del Secretario de Estado, felicito igualmente al Presidente de la República, por supuesto, ante una iniciativa de estas características.



Me alegro de que en la Comisión de Economía, presidida por el Senador señor Zaldívar, haya existido una disposición de todos para perfeccionar el texto y permitir que sea aprobado lo antes posible, al incorporarle un conjunto de normas para mejorarlo, pero sin que se transforme en una de esas iniciativas que se dilatan por meses y años y que cuando al final salen ya tienen que ser modificadas, porque las condiciones han cambiado. Ello lleva a que nos encontremos con proyectos que terminan transformándose en verdaderos “ladrillos”, en circunstancias de que, a veces, más vale sacar una legislación rápida, oportuna, con todo el contenido necesario.



Reitero mis felicitaciones al Ministro de Economía y al Presidente de la República.



En mi concepto, la normativa en análisis reviste una enorme importancia, porque, en una economía social de mercado, existen dos principios que se deben fortalecer.



El primero de ellos es el de la libre competencia. Nosotros somos partidarios de aplicarla, del emprendimiento, de la creación de empresas. Y ese es el motor de desarrollo de la economía. 



Pero, simultáneamente, otro principio de igual envergadura dice relación con la protección de los derechos de los trabajadores y de los consumidores. Y el Gobierno del Presidente Piñera está resueltamente decidido a avanzar en ambos sentidos.



Hace poco, algunos Senadores participamos en Estados Unidos, invitados por el BID, en una conversación en la que estuvieron presentes el presidente del Partido Socialista y representantes del PPD, de la UDI, de Renovación Nacional, de la Democracia Cristiana. Allí tuvimos la oportunidad, con expertos chilenos y extranjeros, de darnos cuenta de que nos falta mucho terreno por recorrer, sin demagogia, ni populismo ni ofertas indebidas, para contar con una legislación laboral que realmente nos ponga a la altura de un país desarrollado.



Y, en materia de derechos del consumidor, no cabe duda de que en Chile hay mucho camino que andar. Basta ver lo que ha hecho el SERNAC durante el último tiempo para darse cuenta de que parte importante de los estudios e investigaciones que lleva adelante -se trata de una entidad ligada directamente al Ministerio de Economía- reflejan abusos respecto de tales derechos.



Lo vimos en el caso de las cláusulas abusivas de los bancos, del retail. Y la prueba de ello es que las propias instituciones las modificaron, a raíz precisamente de esos estudios y de las acciones que el SERNAC iba a emprender.



Por consiguiente, no nos encontramos en presencia de denuncias irresponsables, demagógicas, sino que, efectivamente, no son respetadas muchas normas relativas a los derechos de los consumidores.



Nuestra legislación establece algunos principios claves en la materia. Así, el artículo 3° de la Ley del Consumidor señala, en síntesis, lo siguiente:



“Son derechos y deberes básicos del consumidor:



“a) La libre elección del bien o servicio. El silencio del consumidor no constituye aceptación en los actos de consumo;”.



Cabe recordar que poco tiempo atrás hubo un debate donde se señaló que cuando un consumidor guardaba silencio, las empresas del retail podían aumentar la comisión que le cobraban y, si él no se pronunciaba, se daba por aceptado ese incremento. Esa situación derivó en una investigación que llevó adelante el SERNAC.



En seguida, la norma expresa: “b) El derecho a una información veraz y oportuna sobre los bienes y servicios ofrecidos, su precio, condiciones de contratación y otras características relevantes”.



“c) El no ser discriminado arbitrariamente por parte de proveedores de bienes y servicios;



“d) La seguridad en el consumo de bienes y servicios”.



“e) El derecho a la reparación e indemnización”.



“f) Y la educación”.



Señor Presidente, a mi juicio, el proyecto en discusión constituye un enorme avance. Porque, sin duda, fortalece un principio básico de la economía social de mercado: sostener la defensa de los derechos de los consumidores como contrapartida -ya lo señalé- a la libre competencia y el emprendimiento.



Deseo destacar dos o tres puntos de la iniciativa. A ellos ya se refirió el Honorable señor García y, por lo tanto, no voy a entrar en su detalle. Pero me parece importante que se valoren.



En primer lugar, el proyecto establece gran cantidad de información nueva y muy valiosa.



En segundo término -lo explicó bien el señor Senador-, se crea el denominado “sello SERNAC”. Y será difícil que una empresa o proveedor no postule a obtenerlo, pues constituirá el distintivo que demuestre sin lugar a dudas que los contratos suscritos con los consumidores están sujetos al cumplimiento irrestricto de sus derechos.



Asimismo, la existencia de ministros de fe es un paso muy relevante. Porque hay un problema en los medios probatorios y, por lo tanto, se requiere su fortalecimiento.



Por otra parte, se establecen normas referidas a las ventas atadas. Estas generaron gran polémica e, incluso, muchos bancos e instituciones financieras que las ofrecían tuvieron que echar pie atrás. Ello, porque obligaban a una persona que pretendía contratar un servicio a tomar otro anexo, aunque no quisiera hacerlo, al no existir la alternativa de contratar uno solo. Por ejemplo, para abrir una cuenta corriente, había que llevarse una tarjeta de crédito. Y, si el cliente manifestaba que solo quería la cuenta corriente, el ejecutivo le respondía que no se la daría si no llevaba también una tarjeta de crédito.



Considero que una manera de prestigiar el modelo de economía social de mercado -en el cual yo creo- radica en avanzar en este ámbito clara, categórica y abiertamente, sin justificar lo injustificable. De esa forma, se fortalecerá el modelo económico y no quedará sujeto a que el día de mañana surjan posturas populistas que pretendan derribarlo por su mala aplicación. Y, en tal sentido, destaco fuertemente el sentido, alcance y visión del proyecto.



Deseo mencionar otras dos consideraciones.



Primero, la Comisión de Economía despachó una iniciativa que pronto vendrá a la Sala. Esta no dice relación con estas materias, sino con normas de procedimiento.



Me explico.



Las normas de procedimiento referidas a la acción que pueden emprender las organizaciones de consumidores ante los tribunales de justicia esconden una trampa mortal. Se trata del llamado “requisito de la admisibilidad” para que la demanda pueda seguir adelante.



Fíjense, señores Senadores, que la admisibilidad, la cual supuestamente es un requisito de forma para los efectos de ver si una demanda procede o no, se ha transformado en el juicio de fondo. Y las declaraciones de admisibilidad demoran dos, tres, cuatro años, antes de que se entre al fondo del asunto. Por ejemplo, una persona que haya demandado en 2010 solo podrá ser favorecida, mediante un fallo que le dé la razón en cuanto a que fue objeto de una violación a los derechos del consumidor, siete años después.



Esa es -perdónenme- una flagrante violación al principio de acceso a la justicia. Porque esta no solo ha de respetar el debido proceso y la bilateralidad de la audiencia, sino también obtener la pronta resolución del conflicto sometido a su conocimiento.



La iniciativa que se ocupa de esa materia será sometida próximamente al conocimiento de la Sala y constituye un tremendo avance para simplificar lo relativo a la admisibilidad.



Segundo, se ha presentado un proyecto de reforma constitucional -recién va a ser analizado por la Comisión de Economía-, iniciado en moción de los Senadores señores Andrés Zaldívar, Chadwick, Tuma, García y del que habla. Esta iniciativa apunta a las denominadas “reformas de tercera generación en Chile”, en cuanto a establecer los principios básicos que deben velar por la defensa de los consumidores.



El texto propone agregar al inciso primero del N° 21 del artículo 19 de la Constitución Política de la República la siguiente frase:



“Es deber del Estado fomentar la protección de los derechos de los consumidores, la libre elección de los bienes y servicios, una información suficiente, veraz y oportuna, como su derecho a no ser discriminados arbitrariamente y a ser reparados de los daños sufridos, en conformidad a la ley.”.



Alguien podrá preguntarse por qué hay que colocar estos principios en la Carta Fundamental.



Por una razón muy sencilla. La Ley del Consumidor tiene rango legal. En consecuencia, de haber en otra institución una normativa que estableciera preceptos distintos en la materia, sería factible que quedarán fuera de la protección de dicha legislación otros usuarios de servicios, quienes, derechamente, no podrían acceder al principio de igualdad ante la ley. Pero ello no sucedería si se rigieran por las normas de los derechos de los consumidores a las que me referí.



Finalmente, señor Presidente, voto a favor del proyecto. Nos parece que constituye un enorme avance y esperamos poderlo perfeccionar.



Reitero que estas son las cosas que prestigian al Parlamento, cuando el trabajo se hace bien y rápido.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Antes de darle la palabra al Honorable señor Orpis, debo aclarar una información que entregué recién a la Sala.



Fueron renovadas las urgencias de los proyectos sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones, y en cuanto a acceso uniforme a las licencias profesionales de conducir, que figuran en los lugares segundo y tercero del Orden del Día de esta sesión, respectivamente. Y, ahora, el plazo para despacharlos vence el 19 del mes en curso.



Ello, sin perjuicio del orden fijado en la tabla de hoy. Lo señalo, simplemente, para efectos de rectificar un error de información.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, una tónica de lo que ocurre en la sociedad actual es la masificación de los servicios. Y, desde ese punto de vista, los contratos de adhesión van adquiriendo cada vez mayor importancia en el mundo comercial.



Cabe destacar que es fundamental regular lo relativo a los contratos de adhesión. A mi juicio, esta es la esencia del proyecto. Porque en ellos siempre hay una parte que impone las condiciones, y otra que es más débil, que muchas veces está obligada a aceptarlas, sin tener posibilidades de modificar las cláusulas establecidas en el contrato, y con enormes dificultades para renunciar a él.



Por tanto, ese es el mérito de la iniciativa en estudio.



El proyecto establece y regula las especificaciones en los contratos de adhesión -tal como se ha señalado en este debate-, en cuanto a los cargos, tarifas, comisiones, causales de terminación anticipada, duración, procedimientos de reclamo, etcétera.



Es decir, ese tipo de cláusulas se determina por ley.



Por su parte, otro elemento importante que se incorpora en la iniciativa es la facultad del consumidor para ponerle término a un contrato de crédito, pagando lo adeudado. Porque es muy difícil salir de estos. Ahora no solo se propone que se pueda concluir el contrato en cualquier tiempo, cancelando la deuda pendiente, sino también que exista la obligación de alzar las hipotecas comprometidas dentro del plazo de 30 días. Son facilidades que se le dan a la parte débil del contrato de adhesión.



De otro lado, también me parece tremendamente relevante lo que se consagra en el artículo 16 septies, en el sentido de facultar a los consumidores para poner término de inmediato a los pagos automáticos contratados. Porque repito que se trata de servicios que cada vez se masifican más.



Por último, a mi juicio, tiene gran mérito lo dispuesto en el proyecto de ley -que se discute en general- con respecto a la creación del llamado “sello SERNAC”.



En diversas oportunidades la parte débil de un contrato de adhesión no tiene mayores orientaciones para aceptar o no lo que le ofrecen. Entonces, el hecho de tener dicho sello será un primer indicio de que el contrato se ajusta a la ley, independiente de que después esa parte pueda analizarlo con mayor acuciosidad. Esta es una primera señal favorable que hoy día no tiene el consumidor.



Por tales razones, señor Presidente, estimo que la iniciativa constituye un avance tremendamente importante. Sobre todo, porque -reitero- protege a la parte débil en los contratos de adhesión, que cada vez son más masivos. Y, precisamente, la masividad de los servicios es la tónica que se da en la sociedad actual y, en particular, en las relaciones comerciales.



Voto que sí.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (35 votos favorables), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se debe fijar plazo para formular indicaciones.



¿Qué fecha propone el Senador señor Zaldívar?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, por las razones que expusimos en el debate, con el objeto de elaborar las indicaciones y, a lo mejor, fusionar la iniciativa con otros proyectos, iniciados a través de mensajes o de mociones, sugiero establecer dicho término hasta el lunes 30 de mayo, de tal manera que al día siguiente empecemos a trabajar en la materia.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se fijará plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 30 de mayo, a las 13.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Conforme.



--Así se acuerda.

REGULACIÓN DE INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA, SERVICIO ELECTORAL Y SISTEMA DE VOTACIONES

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7338-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 72ª, en 1 de diciembre de 2010.


Informe de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 9ª, en 13 de abril de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son:



1) Establecer un sistema de registro electoral con inscripción automática y cambio de domicilio electoral, que incorpore en el padrón electoral a todas las personas que cumplan los requisitos para ello.



2) Modificar la organización, la estructura y las funciones del Servicio Electoral.



3) Modernizar el sistema de votaciones.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento analizó el proyecto en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Chadwick, Espina, Larraín (don Hernán), Quintana y Walker (don Patricio).



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado donde se transcriben la normativa legal vigente y el texto que ese órgano técnico propone acoger en general.



Corresponde tener presente que para la aprobación de esta iniciativa se requieren los votos conformes de 22 señores Senadores, con excepción de los artículos 6°, 8° y 9°, para los cuales se precisa quórum de ley común.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general.



Antes de otorgarle la palabra al Senador señor Gómez, sugiero seguir la tradición y permitir primero que la Presidenta de la Comisión entregue su informe.

El señor GÓMEZ.- Bien.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora  Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, el proyecto cuyo análisis iniciamos busca materializar la reforma constitucional aprobada por el Congreso en el año 2009, sobre voluntariedad del voto e incorporación al Registro Electoral por el solo ministerio de la ley.



En aquella oportunidad se dispuso que las enmiendas pertinentes rigieran al momento de entrar en vigencia la ley regulatoria del nuevo Registro Electoral, al que los ciudadanos accederán automáticamente por el solo hecho de cumplir los requisitos establecidos en la Carta.



Considero útil recordar que los propósitos y contenidos del texto en debate coinciden en parte con los consignados en el boletín N° 6.418-07, correspondiente a un proyecto referido a la inscripción automática, el sufragio voluntario y el voto de los chilenos en el extranjero. Su tramitación se encuentra pendiente en nuestra Comisión. Sin embargo, en el marco del debate habido a su respecto -el proyecto ya fue aprobado en general por la Sala-, el Gobierno decidió presentar una nueva iniciativa, circunscrita solo a la inscripción automática, a la modernización del Servicio Electoral de los chilenos que viven en el país y al perfeccionamiento del sistema de votaciones. Y esa normativa es la que ahora informamos.



Como fundamento del proyecto, el mensaje señala la necesidad de actualizar permanentemente nuestra democracia, para hacerla más participativa y vital. Agrega que lo anterior es especialmente necesario en el caso de Chile, pues la ciudadanía, y en particular los jóvenes, está cada vez más distante de la política, lo que a su vez ha dado lugar a que la democracia haya perdido fuerza, juventud y legitimidad.



La realidad de tal desafección se demuestra con las siguientes cifras: 



-3,5 millones de ciudadanos chilenos no participan y no se interesan ni siquiera por inscribirse en los registros electorales. 



-Se observan números históricos de abstención y de gente que vota nulo o blanco en los comicios. 



-Casi la mitad de las chilenas y los chilenos (más de 5 millones de personas) no participan en nuestra democracia.



Y el envejecimiento del padrón electoral se corrobora con los siguientes datos:



-En el plebiscito del año 1988, el 36 por ciento de los votantes eran menores de 29 años, cifra que en la última elección se redujo a menos de 9 por ciento.



-Lo anterior significa que, de los 3 millones de jóvenes chilenos, solo 700 mil se encuentran inscritos en los registros electorales.



-A partir de 1995 nuestro padrón electoral se congeló, esto es, no crece, pues las pocas personas que se incorporan a él se compensan con las que lo dejan, ya sea por fallecimiento o por otras razones de carácter legal.



En este contexto -continúa el mensaje-, se hace imperioso perfeccionar el sistema de inscripción y la institucionalidad electoral, lo cual se materializa estableciendo un sistema de inscripción automática, el que generará las condiciones para que la mayor cantidad de personas participen de las decisiones públicas, dando una nueva vitalidad a nuestra democracia.



Asimismo, indica que el proyecto se orienta a modernizar el sistema de votaciones y a fortalecer el Servicio Electoral, de modo que la interacción entre el sistema político y el electorado que promueven el voto voluntario y la inscripción automática vaya de la mano de un sistema de votación amigable y una institucionalidad moderna.



En tal sentido, la iniciativa incorpora un sistema de Registro Electoral con inscripción automática y cambio de domicilio electoral. Y avanza en la creación de las mesas receptoras de sufragio mixtas; en padrones electorales sujetos a auditoría y reclamación, a fin de dar todas las garantías respecto de su confección; en mayor normalidad en el día de la elección; y en que sea el Servicio Electoral el que lleve a cabo no solo el proceso de inscripción automática sino también el de elección, teniendo la función de entregar a la ciudadanía los resultados de los comicios.



Luego se describe el nuevo sistema de inscripción automática propuesto. 



Dicho sistema cuenta, entre los elementos principales, con un Registro Electoral de potenciales votantes, que será llevado por el Servicio Electoral. En él se inscribirán automáticamente los chilenos nacidos en Chile al cumplir 17 años de edad y los extranjeros y chilenos no nacidos en nuestro país si se cuenta con antecedentes que acrediten su avecindamiento; se otorga la posibilidad de inscribirlos a solicitud cuando aporten dichos antecedentes.



Más adelante se expone que, para la formación del Registro, el Servicio Electoral tendrá acceso directo y permanente a todos los datos electorales del Registro Civil y del Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior y Seguridad Pública. 



El Registro Electoral se actualizará por el Servicio Electoral mediante datos proporcionados por diferentes organismos respecto de fallecimientos; revocación de permisos de residencia; pérdida de ciudadanía y su recuperación; suspensión del derecho a sufragio y su recuperación, y modificaciones de datos y domicilio electoral. Porque el objeto de este Registro es generar padrones con electores habilitados para votar en cada elección.



En cuanto a los Padrones Electorales, el Servicio Electoral los preparará para cada elección, incluida una nómina de electores inscritos inhabilitados para votar.



En el proceso de formación del Padrón Electoral se elaborará primero un padrón provisorio, que será objeto de auditorías efectuadas por dos empresas, inscritas en el registro de la Superintendencia de Valores y Seguros y seleccionadas a través de un proceso de licitación pública. Con ello se elaborará el padrón auditado, que podrá ser objeto de reclamaciones ante los tribunales electorales regionales y ante el Tribunal Calificador de Elecciones. Finalmente está el padrón definitivo, que se usará para los padrones de las mesas de votación, al cual los partidos políticos tendrán acceso mediante copia impresa simple. La preparación, auditoría y reclamaciones del Padrón Electoral requieren un cierre de actualizaciones y modificaciones en el Registro Electoral 120 días antes de cada elección o plebiscito.



En cambio, dicho Padrón será público en la página web después de auditado, pero contendrá solamente el rol único nacional, sexo, domicilio electoral, circunscripción, comuna y mesa. A él tendrán acceso en forma digital los partidos políticos y los centros de estudio autorizados por el Consejo del Servicio Electoral, pero se prohíbe y se sanciona su uso para fines comerciales.



En relación con las modificaciones que se propone introducir al Servicio Electoral, cabe destacar que será un organismo con mayor independencia, dirigido por un Consejo integrado por cinco miembros. Cuatro de ellos serán designados por el Presidente de la República con acuerdo de las tres quintas partes del Senado, durarán ocho años en sus cargos, podrán reeligirse por dos períodos y se renovarán por parcialidades. El quinto miembro -indica el mensaje- será designado por el Primer Mandatario, durará cuatro años en el cargo y presidirá el Consejo.



Los miembros del Consejo tendrán una remuneración máxima de 120 unidades de fomento. Sus acuerdos serán adoptados por mayoría de cuatro  miembros en primera instancia y de tres, si no hay consenso, previa publicación del desacuerdo. Para designar al Director y Subdirector del Servicio Electoral deberá haber mayoría de cuatro miembros.



Algunas de las  funciones del Consejo del Servicio Electoral son las siguientes: designar y supervisar al Director y Subdirector de la institución; aprobar los padrones electorales; aprobar las bases para la licitación de las empresas de auditoría y determinarlas, y designar a los miembros de las Juntas Electorales.



Luego, el mensaje describe las modificaciones que esta iniciativa introduce a la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de modernizar el sistema de votaciones.



Al respecto, señala que, en particular y en primer término, se simplifica la inscripción de candidaturas,  pues en adelante será por candidatos y separadas del pacto electoral.



En segundo lugar, advierte que se elimina la obligación a los municipios de colocar murales con los nombres de los candidatos. Destaca también que, en cuanto a los vocales de mesa, esta función pasa a ser obligatoria pero con una mejor remuneración.



Respecto del horario de funcionamiento de las mesas, el mensaje explica que será fijo -de 8 a 18-, salvo que queden electores sin votar en la mesa. Por ello, los vocales deben llegar a las 8 de la mañana y, en caso de constitución  forzada de mesas, el delegado deberá proceder a ella entre las 9 y 10, prefiriendo a los voluntarios en orden de presentación o bien designarlos de entre los electores del mismo local.



En cuanto al sufragio, señala que se podrá votar con cédula de identidad o bien con pasaporte.



En lo que dice relación a los escrutinios, el mensaje define lo que se debe entender por voto nulo, blanco, marcado u objetado. Se elimina cualquier suma de votos por lista. Se llenará una sola minuta que se publicará en un lugar visible; las actas se podrán fotocopiar luego de llenada la primera y antes de las firmas, siendo el original para el Tribunal Calificador de Elecciones, una copia para el Servicio Electoral que se digitará en la oficina electoral del local y una segunda copia para el Colegio Escrutador que se entregará en sobre cerrado por el delegado del local. Con ello -concluye el mensaje-, los presidentes de mesa no deben concurrir al Colegio Escrutador al día siguiente.



El mensaje asegura que con estas modificaciones se pretende lograr una mayor normalidad el día de las elecciones o plebiscitos, permitiendo reuniones que no tengan carácter político y prohibiéndolas hasta dos horas después del cierre de la votación así como los eventos deportivos, artísticos o culturales de carácter masivo. También se prohibirá el comercio de alcohol cinco horas antes y dos horas después del cierre de la votación.



En cuanto a los cómputos en el día de la elección, el mensaje indica que ello pasa a ser función del Servicio Electoral y se hará a través de la digitalización de los datos en cada local con presencia de los apoderados.



El Tribunal Calificador de Elecciones tendrá sesiones públicas, con un procedimiento más transparente para los escrutinios y resolución de solicitudes de rectificación, especialmente sobre actas faltantes, contradictorias o descuadradas. El padrón electoral incorrecto puede ser causa de nulidad.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Ha concluido su tiempo, señora Senadora.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, como se trata de un proyecto  muy largo, me parece importante explicarlo en su totalidad.

El señor ESPINA.- Así es, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Muy bien, señora Senadora.



Puede continuar.

La señora ALVEAR.- Finalmente, el Tribunal Calificador de Elecciones tendrá la facultad de reglamentar los procedimientos comunes que deban aplicar los Tribunales Electorales Regionales.



Desde el punto de vista de su estructura, el proyecto consta de nueve artículos permanentes y tres disposiciones transitorias. El contenido básico de esas normas es el siguiente.



Según ya expliqué con anterioridad, el artículo 1º modifica la ley Nº 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, y el artículo 2º introduce un conjunto de enmiendas a la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, mediante las cuales se regula detalladamente la forma en que -como he descrito- se realizarán las votaciones.



Luego, los artículos 3º a 7º efectúan las adecuaciones necesarias a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, la Ley Orgánica Constitucional sobre Partidos Políticos y la Ley sobre Transparencia, Límite y Control de Gasto Electoral.



Enseguida, el artículo 8º se refiere al gasto que genere la aplicación de la ley.



Por último, el artículo 9º establece que la ley comenzará a regir sesenta días después de su publicación en el Diario Oficial. 



Adicionalmente, se incluyen siete disposiciones transitorias destinadas a regular la situación de las juntas inscriptoras en actual funcionamiento; la inscripción sin más trámite en el Registro Electoral de todos aquellos que a la entrada en vigor de la ley ya estén inscritos; la inclusión en los registros electorales de los chilenos y extranjeros que no se encuentren inscritos a la fecha de entrada en vigencia de la ley, y los demás aspectos necesarios para poner en funcionamiento el nuevo sistema de inscripción y votación.



Por otra parte, debo hacer presente que la Excelentísima Corte Suprema hizo llegar su opinión sobre la iniciativa.



En el oficio correspondiente informa favorablemente el proyecto, si bien formula algunas observaciones que, por supuesto, debemos considerar durante el análisis en particular de su texto.



Estimo oportuno poner de relieve que el mencionado documento contiene un extenso comentario de los Ministros de la Corte Suprema que, al mismo tiempo, integran el Tribunal Calificador de Elecciones.



Tales Ministros expresaron su preocupación por diversos aspectos de la iniciativa, tales como la forma en que se hará el escrutinio, la organización y atribuciones del nuevo Servicio Electoral, la suspensión del derecho de sufragio y el derecho a voto de los chilenos que viven en el extranjero y de los privados de libertad.



Debo dejar constancia de que las disposiciones de la iniciativa deben ser aprobadas por las cuatro séptimas partes  de los señores Senadores en ejercicio, pues tienen carácter orgánico constitucional, salvo los artículos 6º, 8º y 9º, que son normas de ley común.



Asimismo, resulta necesario tener presente que en el trámite de la discusión particular el proyecto debe pasar a la Comisión de Hacienda.



Señor Presidente, eso es cuanto puedo informar como Presidenta de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento acerca del proyecto en discusión.



Para no volver a hacer uso de la palabra, deseo aprovechar esta ocasión para entregar mi opinión personal sobre la iniciativa.



Señor Presidente, quiero llamar la atención de la Sala en el sentido de que este proyecto requiere un especial cuidado al momento de ser analizado en particular, por cuanto una de las características importantes de Chile es precisamente contar con un sistema electoral creíble.



En la última elección presidencial, a las 6 de la tarde sabíamos quién era el Presidente electo.



La responsabilidad de los Poderes colegisladores al realizar un cambio de esta magnitud es muy importante, porque seremos responsables de cualquier situación que a futuro -¡Dios quiera que no sea así!- se pudiese presentar a raíz de la modificación legal que vamos a introducir. De modo que en el análisis en particular de la iniciativa se van a recibir todo tipo de indicaciones y a analizar las precisiones de la Corte Suprema, y, por cierto, las deliberaciones que surgirán en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



La responsabilidad nuestra es enorme. Y no quiero que el día de mañana carguemos con el juicio de la ciudadanía de haber introducido un cambio que determine que las futuras elecciones no tengan el rigor y la credibilidad que mostraron hasta el momento.



Por último, señor Presidente, formularé reserva de constitucionalidad sobre el proyecto de ley, que hago presente en este momento.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, la completa presentación de la Senadora señora Alvear, en nombre de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, me ahorra extenderme sobre las características de esta iniciativa legal presentada por el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera.



Solo quiero complementar algunos antecedentes que me parecen muy relevantes para la decisión de la Sala.



Como muy bien lo expresó la señora Senadora, estamos en presencia de un cambio sustantivo, importante, en todo el sistema de registro, evaluación, información y funcionamiento del mecanismo electoral.



Por eso, en mi opinión, resulta fundamental tener presente que este es el fruto de un trabajo muy extenso e intenso que se llevó a cabo durante el Gobierno de la señora Bachelet y que ha continuado en el del Presidente Sebastián Piñera, a fin de proponer al Congreso Nacional un texto que, por su complejidad e importancia, ha requerido una labor de mucho consenso y la participación de un grupo de expertos electorales muy calificados que representan a las distintas coaliciones políticas del país.



Menciono el hecho, porque he sido testigo del trabajo realizado el año pasado y porque también conozco el que se llevó a efecto a fines de la Administración Bachelet.



Por otro lado, deseo señalar que, desde el punto de vista de lo que la ciudadanía quiere y de lo que sería ideal, ojalá pudiéramos abocarnos al análisis detallado de la iniciativa en la Comisión de Constitución del Senado, y posteriormente en la de la Cámara de Diputados, con el propósito de que el nuevo sistema de inscripción automática pueda estar vigente y aplicarse -para tranquilidad de todos los sectores políticos del país y de la ciudadanía en general- a partir de la elección de alcaldes y concejales que se efectuará en octubre del próximo año.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, pedí hacer uso de la palabra no para referirme al proyecto en estudio, sino a lo ocurrido en la sesión del día de ayer, que fue compleja, áspera y respecto de la cual haré uso del derecho a vindicación del artículo 114 del Reglamento.



Procederé a hacer un par de citas textuales, para no cometer errores.



En la sesión ordinaria celebrada ayer martes 3 de mayo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Larroulet, sostuvo que, a su juicio, se plantearon “expresiones injuriosas hacia el Presidente de la República”, agregando que “tenemos todo el derecho a discrepar, pero no tenemos el derecho a injuriar”.



Señor Presidente, creo muy necesario que dicho Secretario de Estado asuma y clarifique de qué manera se han cometido las injurias; es decir,...

El señor PROKURICA.- ¡Estamos en otro proyecto, señor Presidente!

El señor LAGOS.- ...cuáles serían las expresiones de descrédito, de deshonra o de menosprecio formuladas en contra del Presidente Piñera,...

El señor PROKURICA.- ¡Pido la palabra, para un asunto reglamentario, señor Presidente!

El señor LAGOS.- ...y quién es el autor de ellas.

El señor PROKURICA.- ¡Presida, señor Presidente!

El señor LAGOS.- Ello es importante, desde luego, porque, planteadas las cosas de modo genérico -como aconteció ayer-, queda la sensación de que el Senado sería un espacio poco propicio para la discusión de ideas, pues se estarían reconduciendo nuestras legítimas diferencias por cauces, a lo menos, poco decorosos.



Puedo entender que el Ministro señor Larroulet haya tenido ayer un mal día. Pero eso no justifica que haga acusaciones graves y nos impute, sin especificar, que hemos cometido el delito de injuriar ni más ni menos que al Presidente de la República.



Entonces, aprovechando la presencia de dicho Secretario de Estado en la Sala, me permito solicitarle -por su intermedio, señor Presidente- que asuma la responsabilidad de la acusación que hizo y nos aclare dos cosas: cuáles a su juicio fueron las injurias y quién las habría proferido.

El señor CHADWICK.- ¡Señor Presidente, sigamos con el proyecto!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, considero que la situación de ayer con el Ministro señor Larroulet  fue inadecuada desde el punto de vista del buen debate político. Pero, obviamente, a todos les asiste el derecho de opinar y a tener malos días.



Eso es algo respecto de lo cual nadie puede exigir alguna explicación o condenar.



Ahora bien, creo que lo relevante es que hoy día estamos tratando un proyecto de ley relacionado -yo diría- con una decisión histórica en el 2009, cuando el Parlamento y el Poder Ejecutivo decidieron sacar adelante una iniciativa legal cuya finalidad era cambiar el sistema electoral y la forma en que se ejercía ese derecho tan fundamental de todos los chilenos de votar y decidir qué autoridades deseamos que nos representen.



Hasta ese momento, cuando no se introducía la reforma modificatoria del artículo 15 de la Carta Fundamental, quienes se inscribían estaban obligados a emitir su voto. No realizaban ese acto republicano solo aquellos que no tenían la intención de hacerlo. Y, con el tiempo, llega a casi cinco millones el número de chilenos que no ejercen esa vital e importante función.



A raíz de eso, se modificó la Constitución y se estableció que en las votaciones populares el sufragio será personal, igualitario, secreto y voluntario.



Ello ha generado un cambio, una revolución y amplias discusiones en el mundo ideológico, en los cientistas especializados y en todos quienes se relacionan con la política. Porque, a partir de ahí y de la aprobación y publicación de la normativa hoy en debate, cambiará también el mapa electoral. 



¡Y qué bueno que así sea! Qué bueno que exista la posibilidad de que los 4 o 5 millones de chilenos que nunca han manifestado su opinión -porque están hastiados de la política, de los partidos o de quien sea- puedan llevar a cabo una actividad que les va a permitir, en definitiva, decidir quién será Presidente de la República, quién su parlamentario, quiénes sus alcaldes y concejales. 



Estas enmiendas van a significar, en nuestra opinión, una gran democratización. Pero para eso resulta importante que la normativa que aprobemos cumpla un principio constitucional fundamental: que permita votar a todos aquellos que la Constitución señala que son ciudadanos.



El artículo 13 de la Carta prescribe: “Son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva.



“La calidad de ciudadano otorga los derechos de sufragio, de optar a cargos de elección popular y los demás que la Constitución o la ley confieran”.



Por lo tanto, aunque hay otros acá, desde el punto de vista constitucional no existe requisito para que los chilenos que tienen la nacionalidad y poseen las facultades que la Constitución establece voten.



El texto que se propone como artículo 1º de la ley N° 18.556 señala: “La presente ley regula el régimen de inscripción electoral y la organización y funcionamiento del Servicio Electoral, como parte del sistema electoral público a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Política de la República”.



¿Por qué? Porque, como la Carta Fundamental determina quiénes son ciudadanos, también preceptúa en su artículo 18 que se debe regular este sistema. ¿Cómo? A través de una ley orgánica constitucional que “contemplará, además, un sistema de registro electoral, bajo la dirección del Servicio Electoral, al que se incorporarán,” -insisto: se incorporarán- “por el solo ministerio de la ley, quienes cumplan los requisitos establecidos por esta Constitución”.



En consecuencia, no cabe ninguna posibilidad de que una ley que regule lo que ella ha establecido violente la Carta.



Por consiguiente, resulta necesario que en esta ley en proyecto estén contemplados todos los que son chilenos, de acuerdo con la Constitución, y que tienen capacidad para votar por ser ciudadanos.



Pero en ella falta algo esencial: no se encuentran considerados ni todos los chilenos ni todos los que son ciudadanos, pues, violentando la Carta Fundamental,  se refiere exclusivamente a quienes, conforme a sus normas, pueden ser inscritos en el registro por el Servicio Electoral.



Eso es parcial y no cumple lo preceptuado por la Constitución.



El artículo 10 propuesto expresa: “El domicilio electoral es aquel situado dentro de Chile, con el cual la persona tiene un vínculo objetivo, sea porque reside habitual o temporalmente, ejerce su profesión u oficio o desarrolla sus estudios en él.



“Se tendrá como domicilio electoral el último domicilio declarado como tal ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Servicio Electoral”.



Antes de presentar esta iniciativa, el Gobierno del Presidente Piñera conocía el proyecto de la Presidenta Bachelet, en cuya conformación jurídica y técnica estaban considerados, por supuesto, todos los chilenos, incluidos quienes viven en el extranjero, y que establecía un mecanismo dentro del sistema electoral para que ellos pudieran ejercer su derecho a voto.



¿Qué hizo el Ejecutivo? Dijo: “No seguiré tramitando ese proyecto de ley”, que, dicho sea de paso, no puede no seguir tramitándose. Y, en ese sentido, solicito a la Presidenta de la Comisión de Constitución que evacue el informe respectivo para que en la Sala discutamos y votemos esa iniciativa, en paralelo con el proyecto en debate. Porque, si actuamos así, en las normas relativas al Servicio Electoral podremos establecer que todos los chilenos pueden votar, con lo cual el Gobierno se verá obligado a institucionalizar el voto, que es lo que tiene que hacer. Porque no puede discriminar, no puede determinar quién es chileno y quién vota y quién no. Eso lo dispone la Carta Fundamental.



Sin embargo, como vio que había mayoría en el Senado al menos respecto de esos puntos, decidió dividir el proyecto de la Presidenta Bachelet y no continuar con él. Y presentó 3 iniciativas. 



La primera corresponde a la reforma constitucional sobre voto de chilenos en el extranjero, siempre que se demostrara un vínculo, la cual fue rechazada por amplia mayoría en esta Corporación en el día de ayer. No se puede exigir un vínculo ni establecer restricciones a esos chilenos porque la Carta Fundamental no lo permite. 



La segunda iniciativa es la que estamos discutiendo en este momento, sobre inscripción automática. 



Y la tercera es aquella que también se refería a la inscripción de chilenos en el extranjero. ¡Cosa curiosa: esta última desapareció; fue retirada! ¿Por qué? Simplemente porque, al estar en tramitación, el Gobierno estaba reconociendo que la única forma de establecer alguna restricción era a través de una reforma constitucional que exigiera ciertos vínculos a los votantes chilenos residentes en el extranjero. Como nosotros presentamos un requerimiento al Tribunal Constitucional, el Ejecutivo retiró el proyecto antes de su discusión y, por lo tanto, el Tribunal señaló que no tenía sobre qué pronunciarse.



Señor Presidente, estoy seguro de que las normas que entregan esa posibilidad a chilenos que tienen el absoluto respaldo y amparo de la Constitución no pueden ser excluidas de esta iniciativa.



En consecuencia, nosotros vamos a aprobar el proyecto, porque nos interesa que se instaure la inscripción automática y el voto voluntario de todos los chilenos. Pero en este mismo acto hago reserva de constitucionalidad a fin de acudir ante el Tribunal Constitucional para que establezca claramente que las normas contenidas en esta iniciativa son insuficientes, son arbitrarias, no concuerdan con todo lo que la Constitución establece y constituyen una definición del Gobierno para excluir a 800 mil compatriotas, la mitad de los cuales son hijos de chilenos, nacidos en el extranjero.



Por lo tanto, si al Gobierno le interesara que la amplitud de la votación fuera mayor, podría haber presentado un proyecto que eliminara las limitaciones para que los hijos de chilenos nacidos en el extranjero pudieran votar.



Eso sí sería importante.



Es decir, la misma consideración que el Gobierno tiene para los que nos encontramos en la patria, que vivimos en este país y que estamos felices de estar en él en las condiciones en que nos hallamos, con nuestras familias, podría tenerla también para quienes residen fuera de Chile por diversas razones (de carácter personal, familiar o laboral), pero que, como dije ayer, nunca han perdido el vínculo con su tierra, ni su mente hacia el país, ni su corazón de chileno.



Nosotros, por razones absolutamente lógicas, vamos a votar a favor del proyecto, pero esperamos que el Tribunal Constitucional se pronuncie sobre la materia en los plazos cortos que la Constitución establece. No se trata, por tanto, de un entorpecimiento, pues ese organismo cuenta con 30 días para resolver si tenemos o no razón. Si, por desgracia, dictaminara que el Gobierno tiene la facultad de definir quiénes votan y, en definitiva, quién es o no chileno, en mi opinión sería gravísimo para la democracia. ¿Qué es lo que nos interesa a todos? Que vote la mayor cantidad posible de compatriotas.



Por eso, señor Presidente, por todas las normas que he mencionado y por varias otras a las que no me alcanzo a referir, por los tiempos con que contamos, votaré favorablemente la idea de legislar, reiterando mi petición a la titular de la Comisión de Constitución para que se informe también el proyecto de la Presidenta Bachelet, que contempla a todos los chilenos, a fin de que lo podamos votar en la Sala, y haciendo expresa reserva de constitucionalidad en función de lo que he expresado.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, deseo valorar, primero, el trabajo serio y arduo que realizamos en la Comisión, y segundo, el que el proyecto que nos ocupa haya sido aprobado ahí por unanimidad.



En verdad, estamos frente a un tema tremendamente importante para nuestra democracia y nuestro sistema político, que ha envejecido y requiere un nuevo dinamismo. Hay 4 o 5 millones de chilenos que no están votando, de los cuales 3 millones son jóvenes.



La Presidenta de la Comisión dio una cifra bien dramática: el año 88 votaban 3 millones de jóvenes; hoy día lo hacen solamente 700 mil.



Por eso este proyecto de ley es tan relevante.



Hay que decir, sí, que no estamos ante un hecho aislado. La Presidenta Bachelet promovió durante su mandato un proyecto de reforma constitucional para establecer el voto voluntario y la inscripción automática. 



La normativa en debate, impulsada por el Gobierno actual, complementa esa reforma constitucional y permite hacer efectivo tal derecho.



Es conveniente resaltar que este no es un tema pacífico. En torno a él hay un debate legítimo, filosófico, desde el ámbito de la ciencia política, desde el ámbito práctico, en que parlamentarios de Gobierno y de Oposición tienen, legítimamente, posturas distintas.




La pregunta básica que uno se hace es por qué la situación es dramática y por qué tenemos que acometer esta tarea.



Existe un dato revelador: el año 88 los menores de 30 años representaban el 36 por ciento del universo electoral; hoy constituyen el 9,2 por ciento, que es el porcentaje que arrojó la última elección el 2009. Ese año estaba inscrito el 80 por ciento de los menores de 30 años; en la actualidad dicho porcentaje bajó a 20 por ciento. 



Y una de las razones que los jóvenes dan para no inscribirse -no es la única; también hay un problema de la calidad de la política, del desprestigio de esta actividad- es que no se quieren, entre comillas, “amarrar”, ponerse una especie de, entre comillas, “camisa de fuerza”, que los obligue a participar en todas las elecciones. Por eso no se inscriben, sin perjuicio de que, cuando hubiera candidatos atractivos, cuando hubiera una elección que a ellos los sedujera, les interesaría participar. 



Y, en ese sentido, aprobar este proyecto de ley facilita las cosas, más allá del tema de fondo, en que uno puede estimar, con razón, que votar es un deber cívico y, además, por supuesto, un derecho.



Pero tenemos un problema que debemos enfrentar. Está demostrado que los sectores más modestos votan menos. Si uno mira, por ejemplo, la última elección presidencial y parlamentaria, en la comuna de Las Condes, de 8 mil jóvenes entre 18 y 19 años, se inscribieron y votaron la mitad. En cambio, en la comuna de La Pintana, de 8 mil jóvenes entre esas mismas edades, votaron solamente 300.



Por lo tanto, tenemos un problema. Y lo tenemos hoy día, con reforma o sin ella. Y, además, existe el temor de que se mantenga o se profundice.



Por eso, junto con la Senadora Alvear y otros Honorables colegas vamos a presentar un conjunto de indicaciones para intentar incentivar la participación de los jóvenes, de todos, incluso de aquellos que viven en los sectores más modestos.



Estas indicaciones, señor Presidente, van en tres líneas.



En primer lugar, vamos a establecer algunos estímulos para que los ciudadanos ejerzan su derecho a sufragio. Un ejemplo: Colombia. Allí existe lo que se denomina “descanso laboral compensatorio”. Es decir, si una persona participa en una elección parlamentaria, presidencial o comunal, a la semana o al mes siguiente se le da media jornada libre a modo de estímulo.



Y también, para las personas que postulan a crédito fiscal, a becas, a vivienda, en igualdad de condiciones, para no establecer una discriminación arbitraria que viole la Constitución, se permite efectivamente priorizar, preferir a la persona que cumplió con su deber cívico de participar en las elecciones.



En segundo lugar, vamos a formular indicaciones para facilitar que los ciudadanos ejerzan el derecho a sufragio: en materia de salas cunas y otras relativas a la movilización, algunas de las cuales, efectivamente, requieren patrocinio del Ejecutivo.



Y, en tercer lugar, proponemos crear un sistema nacional de educación cívica administrado por el Servicio Electoral. Básicamente, se trata de fomentar ese conocimiento. Hoy tenemos 90 por ciento de escolaridad, pero son muy pocos los establecimientos donde se enseña esa disciplina. En muchos casos, los electores no distinguen bien las funciones de un parlamentario, un alcalde, un intendente. Es importante que se imparta educación cívica y por eso también vamos a presentar indicaciones sobre el particular.



Y, junto con el anuncio de tales proposiciones, queremos que se reimpulse y se siga tramitando el proyecto de ley enviado por la Presidenta Bachelet, el cual, además de la materia que se pretende regular ahora, establece la posibilidad de que los chilenos que residen en el extranjero voten. 



Y ello, porque se ha producido un contrasentido entre lo que ocurrió ayer y lo que está pasando hoy día. Por una parte, se nos propone -y estamos de acuerdo con eso; la idea proviene de la Presidenta Bachelet- ampliar el universo electoral, permitir que muchas personas que hoy día no están votando, lo hagan, lo que nos parece positivo y por eso vamos a aprobar este proyecto de ley. Pero, por otra parte, estamos estableciendo cortapisas, restricciones. ¿Para qué? Para que los chilenos que residen en el extranjero puedan votar. Y eso no se entiende. Por un lado ampliamos el universo electoral y por el otro lo restringimos.



Señor Presidente, espero que de verdad seamos capaces, ojalá sin tener que esperar la resolución del Tribunal Constitucional, de ponernos de acuerdo para permitir, vía modificación legal, que todos los chilenos que están en el extranjero participen en las elecciones.



Por eso, quiero anunciar nuestro voto favorable a este proyecto de ley, que, estoy convencido, va a rejuvenecer, a revitalizar, a darle un nuevo dinamismo a nuestra democracia, a nuestro sistema político. Y va a significar, además, un desafío para quienes nos dedicamos a esta actividad, porque vamos a tener que lograr que la ciudadanía no solo vote por nosotros, sino que, primero y principalmente, decida votar; vamos a tener  que elevar la calidad de la política y cuidar la democracia y el sistema político. 



Junto con ello, como ya he dicho, presentaremos indicaciones en las líneas que he señalado, pues tenemos el temor de que los sectores más modestos voten menos, como está ocurriendo hoy día con el sistema de la inscripción voluntaria y voto obligatorio.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, parto por el principio. 



Este proyecto de ley, en lo que respecta a la inscripción automática y al voto voluntario que la acompaña, de alguna forma busca ser una respuesta a la falta de participación de los jóvenes en la política. Aquí se han dado cifras tremendamente preocupantes. Se ha dicho, por ejemplo, que el año 88 el 36 por ciento del padrón estaba constituido por menores de 29 o 30 años, mientras que hoy día esa franja etaria solo llega a 9 por ciento. 



Y digo que ello es preocupante porque, si uno analiza la solidez de nuestras instituciones en relación con las de otros países de Latinoamérica; si uno analiza la movilidad del voto, que en Chile es muy baja; si uno analiza también la calidad de los partidos políticos y su raigambre en nuestra historia democrática; e, incluso más, si uno analiza la valoración que los chilenos y las chilenas hacen de su democracia, llama poderosamente la atención que haya una brecha tan grande entre la ciudadanía, la sociedad civil, particularmente los jóvenes, y los partidos políticos, que son herramientas fundamentales de una democracia.



Hay falta de confianza. Los jóvenes, sobre todo, no se sienten interpretados por los partidos políticos ni por la política. Y eso se refleja en su baja participación en los procesos electorales.



En ese sentido, me preocupan más los datos que entregó recientemente el Senador Patricio Walker con relación a la diferencia en las inscripciones en los registros electorales entre las comunas pobres y las más ricas. 



¿Qué es preciso hacer para que los jóvenes crean en la política, para que vuelvan a confiar en ella? ¿Hay que obligarlos a votar? Yo creo que no. Por eso he sido un firme partidario de la inscripción automática, pero con voto voluntario. Porque uno de los problemas que presenta el sistema político electoral en la actualidad es que tenemos un padrón envejecido, pero tremendamente archiconocido. O sea, no existe ninguna incertidumbre entre un proceso electoral y otro. 



Algunos estudios demuestran que hoy el padrón electoral se renueva en un 2 por ciento. Es decir, en cada período eleccionario 98 por ciento corresponde a viejos electores y solo un 2 por ciento a nuevos votantes. 



Según algunos estudios, se estima que con la inscripción automática y el voto voluntario tendremos 35 por ciento de nuevos sufragantes versus 65 por ciento de viejos o antiguos electores. 



Yo siento que la incertidumbre que se produce a partir de este nuevo padrón electoral, que permite incorporar a cerca de 5 millones de nuevos votantes, podría provocar un remezón en el sistema político, generando ciertas condiciones para aumentar la participación de los jóvenes en la política. 



Sin duda alguna, no es lo único que debemos hacer. Nadie puede pensar que con la inscripción automática y el voto voluntario se resuelve el problema de la falta de credibilidad en la política chilena,  o la brecha que existe entre los partidos políticos y la ciudadanía o la lejanía que los jóvenes evidencian respecto a la política. No obstante, ayudan. ¿Por qué? Porque se va a obligar a un cambio en el discurso político. 



Para que un joven se levante en la mañana del día de las elecciones y acuda a ejercer su derecho a voto -que puede hacerlo o no-, se requerirá un esfuerzo de seducción, de convencimiento, de proselitismo, que llevará a instalar sobre la mesa, en el debate nacional, nuevos temas, nuevas ideas. 



Y, seguramente, las ideas progresistas estarán presentes con más fuerza en la discusión, porque, en general, los políticos nos hemos acostumbrado a apuntar nuestras campañas a cierto tipo de electorado. En cambio ahora vamos a tener un nuevo desafío: convocar a las personas que no se sienten identificadas con la política mediante el planteamiento de temas nuevos, que les son propios. O sea, evidentemente, será imposible no legislar acerca del aborto terapéutico o no decir nada de los derechos sexuales y reproductivos.



Seguramente, muchos de los jóvenes que vean el debate sobre el acceso a la píldora del día después van a sentirse compelidos a participar en las elecciones para votar por quienes defienden sus derechos, el ejercicio de sus autonomías y sus libertades individuales. Y así lo harán también muchas mujeres.



Entonces, yo pienso que vamos a cambiar los temas a tratar. 



El Senador Chadwick, por lo que aprecio desde aquí, está totalmente de acuerdo con lo que planteo. 



Esas materias van a ser parte del debate. Y el cambio de la discusión en torno a ellas, indudablemente va a fomentar -estoy convencido de que así ocurrirá- una mayor participación de los jóvenes.



A lo anterior hay que sumarle otros factores, naturalmente. 



Iniciativa popular de ley: que un grupo de ciudadanos y ciudadanas puedan juntarse, organizarse y plantear una propuesta legal para que el Congreso la tramite y legisle al respecto. 



Presupuestos participativos: que una parte del presupuesto comunal sea decidido por dirigentes o representantes de la ciudadanía.



Del mismo modo, debemos avanzar en la elección directa, democrática, de los consejeros regionales.



Tendremos que ocuparnos de los plebiscitos para definir o resolver las divergencias que muchas veces surgen entre el Ejecutivo y el Parlamento, o de otro tipo de temas, que irán en la dirección de lo que estamos buscando.



Finalmente, quiero referirme a lo que expresó con mucha claridad el Senador Gómez: la esquizofrenia que se observa entre lo que ayer hablamos, lo que ya se había aprobado: la reforma constitucional en cuanto a inscripción automática y voto voluntario, y lo que estamos votando hoy. Porque se supone que ahora debemos pronunciarnos sobre un proyecto de ley que permite implementar la forma en que se ejercen ciertos derechos garantizados en la Constitución Política, por ejemplo, el derecho a voto. En el fondo, la manera como se ejerce la ciudadanía desde esa perspectiva.



Sin embargo, esta iniciativa es incompleta y, a nuestro juicio, es inconstitucional en varios artículos. ¿Por qué? Porque no se hallan contemplados en ella los mecanismos que permitan ejercer un derecho consagrado en la Carta Fundamental a los chilenos que residen en el exterior, como es el derecho a sufragar. 



Por eso ayer nos pronunciamos en contra de la reforma constitucional. No porque no deseáramos que los chilenos que viven en el exterior voten, sino porque pensamos que no era necesaria, pues la reforma constitucional que ya habíamos aprobado les permitía hacerlo. 



Por tal razón es inaceptable -estoy de acuerdo con lo sostenido por los Senadores Gómez y Walker sobre el particular- poner en discusión el proyecto de ley que dice relación con establecer la forma en que los chilenos residentes en el extranjero puedan votar. La Constitución ya se los permite.



Escuché con mucha atención al Senador Chadwick ayer y no me convenció su intervención, en el sentido de que era necesario consignar dicho aspecto en la Carta Fundamental.



Podríamos hacer una analogía y considerar como vínculo el no haber sido condenado a pena aflictiva o tener 18 años. Yo no veo que eso sea un vínculo, sino un requisito. Es una condición, una exigencia. Aquí la cuestión es muy distinta. La Constitución no establece, desde esta perspectiva, diferencias entre el chileno que vive en el exterior y el que reside en el país. 



En mi concepto, se trata de un asunto que deberá resolver el Tribunal Constitucional.



Volviendo al tema central, creo que el  proyecto de ley en debate, referido a la inscripción automática y el voto voluntario, genera incertidumbre y va a provocar ciertas condiciones para que el discurso político cambie y de ese modo, ojalá, los políticos podamos recuperar la confianza de la gente en general y, en particular, la de los jóvenes.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar este proyecto de ley es la materialización práctica de una reforma constitucional que impulsamos los Senadores de la Coalición por el Cambio en su momento y que permitió que en Chile existan, de aquí hacia el futuro, tanto la inscripción automática cuanto el voto voluntario. 



Lo que estamos haciendo hoy es legislar sobre una materia que ya se contempla en la Constitución. Obviamente, si dicha reforma no hubiese contado con los votos de los Senadores de la Concertación, no se habría aprobado. Porque una cosa es patrocinar una iniciativa legal -y todos lo saben-, pero para aprobarla se requiere, en el caso de una reforma constitucional, de una cantidad de votos que va más allá del número de Senadores que pertenecen a cada coalición.



En segundo término, la Honorable señora Lily Pérez me solicitó expresamente -y lo hago con mucho agrado- dejar constancia de que ella fue una de las fuertes impulsoras de esta iniciativa que establece la inscripción automática y el voto voluntario.



Desde luego, señalo que no solo soy partidario de la inscripción automática, sino también del voto voluntario. 



Y me inclino por la inscripción automática, porque me parece que en una sociedad moderna la posibilidad de que los jóvenes, al cumplir 18 años, queden automáticamente inscritos, no solo condice con el hecho de ir modernizando la legislación electoral, sino que además va a permitir que cerca de tres millones y medio de jóvenes que hoy no votan se hallen en condiciones de hacerlo.



Eso, en mi opinión, echa por la borda todas las críticas formuladas ayer, en el sentido de que no queríamos dar la posibilidad de votar a nuevas personas, a raíz de la discusión del voto de chilenos en el extranjero, cuando en estos momentos estamos abriendo las puertas, por primera vez, para que tres millones y medio de chilenos -particularmente, jóvenes- puedan sufragar. Y nadie puede saber cómo se van a pronunciar. 



Este es el cambio más revolucionario que se ha hecho en Chile en materia del sistema electoral, impulsado y materializado por este Gobierno.



De otra parte, señor Presidente, soy partidario del voto voluntario por dos razones.



La primera, porque en Chile nunca se ha aplicado una multa -al menos hace mucho tiempo- a quien no concurre a votar. Todos los años se han dictado normas para indultar o eliminar la sanción a las personas que no acudían a votar. Por ende, tal precepto estaba absolutamente en desuso. Y no hay peor cosa que tener leyes que en la práctica nadie cumple.



Y la segunda razón es que no creo que vaya a disminuir el número de votantes efectivos. Si uno revisa la experiencia en distintos países, observará que esa cantidad se mantiene. En algunos casos crece, dependiendo de la importancia de la elección.



Si examinamos la última elección de Presidente de Estados Unidos -considérese que en ese país hay voto voluntario e inscripción voluntaria-, apreciaremos que no votó más gente que en otras ocasiones. Lo atractivo de ese proceso fue que las campañas resultaron extraordinariamente motivadoras. Por eso más ciudadanos se inscribieron.



En consecuencia, el voto voluntario hará que las personas participen cuando la elección tenga candidatos con propuestas atractivas que resulten relevantes para la población. 



Ello implicará un esfuerzo doble para los políticos: primero, tendrán que llegar al mundo de los jóvenes, al que hoy no importa llegar porque estos no votan y no se inscriben, y segundo, deberán hacer que las propuestas sean bastante atractivas y las elecciones, suficientemente competitivas para que la gente participe.



Adicionalmente, no soy de los que creen que en esta materia hay que generar muchos incentivos. Porque el principal estímulo es prestigiar la política.



Cuando el debate se realiza con seriedad, sin descalificar al adversario, y se centra en las ideas, lo más probable es que la ciudadanía se sienta atraída por aquel. Pero, si la discusión se caracteriza por la injuria y la ofensa, la gente se va a alejar de la política. Podemos poner 20 incentivos y no prosperarán, pues los electores solo irán a votar cuando sientan que la política constituye algo relevante para su futuro y el de su familia.



Por lo tanto, señor Presidente, la iniciativa en análisis será un enorme desafío. Nos alegramos mucho de que pueda materializarse. 



Además, debemos concretarla para la próxima elección municipal. Cabe recordar que todos los candidatos presidenciales se comprometieron a sacar adelante la inscripción automática. Si no la hacemos realidad, ahí sí que el desprestigio de la política será mucho más grande.



Podemos proponer 20 incentivos sociales, pero la gente dirá una vez más: “En campaña prometen una cosa, y después no cumplen”.



Por otra parte, también quiero ahondar en lo planteado aquí respecto de la reforma constitucional sobre el voto de los chilenos en el extranjero. 



En primer lugar, si la reforma es inconstitucional, significa, siendo un mínimo de coherente con ese juicio -recojo el argumento dado ayer por el Senador señor Chadwick-, que toda la legislación actual es inconstitucional. 



Hoy día no hay mesas receptoras de sufragio en el exterior. Los chilenos que viven afuera pueden votar en nuestro país, pero no en el extranjero. Para ello, tienen que venir a Chile. Obviamente a muchos no les es posible. Por eso se dijo: “Busquemos un acuerdo para que puedan sufragar en otro país”.



Siguiendo la argumentación de que el proyecto que vimos ayer es inconstitucional, cabe concluir que la legislación vigente, que no establece mesas receptoras de sufragio en el extranjero, es igualmente inconstitucional. De este modo, todas las elecciones que se han efectuado desde el retorno a la democracia son inconstitucionales. Si fuera así, todos nuestros cargos se habrían ejercido en forma ilegítima e ilegal; todas las resoluciones adoptadas por el Estado de Chile a contar de 1990 también serían ilegítimas e ilegales, lo que constituye un absurdo de proporciones.



¡Es simplemente una cuestión de coherencia política! ¡Nada más! Basta sumar 2 más 2. Si se señala que esta iniciativa tiene dificultades porque no considera mesas receptoras de sufragio en el extranjero, cabe preguntarse: si no las hubo en el pasado, ¿significa que las elecciones anteriores fueron todas viciadas? Entonces, fueron inconstitucionales. Porque lo que es inconstitucional en este proyecto hacia el futuro resulta igualmente inconstitucional en el pasado. ¡Y eso es ridículo!



Además, señor Presidente, ¿dónde habría que poner tales mesas? Imaginemos que se resuelve que es obligatorio instalarlas en el exterior: ¡dónde!



Estados Unidos tiene 50 Estados. Chile cuenta con 6 consulados en esa nación. Si existiera acuerdo, lo probable es que las mesas se ubicarían en estos últimos organismos. Pero, como la distancia entre los distintos Estados es muy grande, la ley tendría que obligar a que hubiera mesas receptoras de sufragio en cada uno de ellos, a fin de que todos los chilenos en Estados Unidos puedan votar.



Esos argumentos extremos, a mi juicio, reflejan el camino que tomó un sector de la Concertación, que le está provocando un grave problema. 



Ustedes buscan una fórmula para lograr algo que no podrán conseguir. 



En realidad, lo que tenemos aquí es una diferencia política muy simple: nosotros creemos que debe existir un mínimo vínculo con nuestro país para participar en una elección, pero ustedes le pegaron un portazo a esa propuesta. 



Y el mínimo vínculo que proponíamos era haber venido a Chile una vez cada cinco años. Ustedes podrán estar de acuerdo o en desacuerdo, pero es lo que se planteó en el Programa del Presidente Piñera y lo que nosotros creemos. Ustedes piensan distinto. Nosotros, en vez de descalificar, aceptamos su planteamiento. Mas no toleraremos que se nos descalifique. 



Y nadie puede decirse más o menos democrático, porque tenga una percepción diferente de cómo se ejerce el derecho a sufragio.



Adicionalmente, señor Presidente, quiero señalar a los Senadores de la Oposición que se perdieron una segunda oportunidad. Porque lo de ayer era solo el establecimiento de un vínculo. 



Nuestra propuesta la planteamos en la Comisión de Constitución hace más de un mes y medio. ¡Que me desmientan los representantes de la Concertación en el órgano técnico diciendo que formalmente esa no era nuestra proposición! Entonces podrían haber hecho una contrapropuesta. Por ejemplo, decir: “Queremos que voten todos aquellos que en algún  momento fueron exiliados, aunque no vengan cada cinco años a Chile”, o interceder por las personas que se encuentran en un lugar muy distante del país. En esos casos se habría podido suprimir el plazo de cinco años o ampliar a más años. 



Cuando se quiere lograr acuerdos -el Senador Zaldívar lo sabe muy bien, porque ha sido uno de los que más acuerdos han conseguido en el Parlamento-, cuando existe voluntad para ello, se hacen los esfuerzos necesarios. Y ustedes no hicieron ningún esfuerzo en este caso.



Por esas razones, señor Presidente, votaremos a favor de la iniciativa. 



Lamentamos la forma como ustedes enfrentaron la votación de la reforma constitucional en el día de ayer. Espero que recapaciten y nos permitan generar un acuerdo sobre materias que son políticas de Estado.



He dicho. 

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, deseo plantear una cuestión reglamentaria.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, como algunos Senadores han entendido que el proyecto se votará en la sesión del próximo martes, solicito que se adopte el acuerdo formal para ese efecto, a fin de que no se produzcan confusiones y nadie reclame después que no se le avisó.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en la forma indicada.



--Así se acuerda.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¡Vamos a avisarle al Senador señor Navarro de todas maneras...!



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, primero quiero hacer dos observaciones sobre lo que se ha dicho aquí.



En primer lugar, un señor Senador ha manifestado que la Concertación no hace contrapropuestas y que simplemente negamos el apoyo a ciertos asuntos, sin aportar.



Resulta latoso en el Senado recordarles a los señores Senadores de la Alianza las ene veces que hemos efectuado propuestas, así como pedirles que las recojan. Por ejemplo, hoy en la mañana hicimos sugerencias concretas al Gobierno para mejorar el proyecto sobre el posnatal. Pero no acogió ni una sola. Se solicita primero aprobar la idea de legislar y luego se nos amarra al detalle, a lo particular, en circunstancias de que jamás ha sido ese el modelo de acuerdo que hemos tenido en Chile.



En segundo término, quiero referirme al discurso del colega que me acaba de anteceder en el uso de la palabra, mi amigo...

El señor PROKURICA.- ¡Ex amigo...!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- No. Lo quiero todavía como amigo.



Él entra en una especie de nihilismo. Su discurso no tiene otra compostura que llevarlo al extremo: se ha transformado en un verdadero Cratilo.



Cratilo fue un viejo y gran filósofo griego que, en su edad mayor, llegó a la conclusión de que nada era posible, porque al final todo era negativo. Y, entonces, sus últimos años los pasó sentado en la puerta de su casa moviendo el dedo índice solo para señalar que estaba vivo; pero no apreciaba ningún antecedente ni hablaba de nada.



Mi querido amigo el Senador Espina me recuerda al viejo Cratilo.



En seguida, señor Presidente, quiero connotar el valor que le atribuyo a la circunstancia de que estemos haciendo un debate bastante serio y profundo sobre el asunto que nos ocupa.



En tal sentido, efectuaré algunas precisiones.



Primero: el voto de los chilenos en el extranjero sin ninguna condición especial es un acto de soberanía para esas personas. Es lógico que les demos la oportunidad de sufragar en condiciones iguales que las nuestras. Y ello, no solo porque muchas perdieron el derecho a estar en Chile debido a la dictadura o por otras razones, sino también porque no podemos hacer una diferencia tan brutal y exigirles que vengan al país, pues con ello, en la práctica, volvemos al voto censitario.



Esa es la realidad objetiva, señor Presidente.



Por lo tanto, nos parece que la propuesta que formulamos es legítima y adecuada.



Segunda precisión.



Nosotros nos pronunciamos sobre la reforma constitucional relativa al voto voluntario.



Al respecto, debo decir con mucha franqueza que nunca fui partidario del voto voluntario. Y sigo siendo contrario a él.



Empero, bien saben Sus Señorías que un político -en nuestro caso, un Senador- tiene la obligación de reconocer el derecho a que se tome una opción distinta dentro de su partido.



Entonces, debemos rescatar tal valor. Pero eso no significa obsecuencia ni falta de libertad, sino que constituye el cumplimiento del compromiso de, no habiendo acuerdo sobre determinado asunto, respaldar a la mayoría, como alguna vez lo dijo un viejo Senador de la Derecha: “Aquí, en la Cámara Alta, mi conciencia es mía, pero mi voto es del Partido Conservador”.



¿Y por qué alego lo del voto obligatorio, señor Presidente? Porque, en nuestra concepción humanista cristiana, el hombre y la mujer tienen dos obligaciones y dos sentidos de vida.



Primero, libertad para moverse dentro del máximo factible, de la forma más expandida posible. Y eso es parte del voto voluntario: “Si usted quiere, vota; si no, no”.



Pero hay otra parte, desde nuestra perspectiva.



El Senador que me antecedió en el uso de la palabra no tiene una visión humanista cristiana, la cual postula la necesidad de respetar a cada hombre y mujer y exigirles el cumplimiento de su obligación para con el cuerpo social.



El bien común es parte de la libertad. Y la manera de entender esa amplia visualización de dos cuestiones distintas es lo que conocemos como necesidad de conciliar la libertad con el bien común.



Tercera precisión (le hice un adelanto a mi colega el Senador Patricio Walker): no se presentó ninguna indicación en la materia; empero, se conversó sobre esta, y ya se anticipan ideas en el sentido de tener lo que algunos llamaron “ventajas comparativas sin que se pase a llevar la equidad”.



Anticipo que voy a votar en contra, señor Presidente, porque pienso que uno siempre debe ser franco. 



Votar es el ejercicio brutal de la democracia. Y ahí doy cierta ventaja comparativa.



No voy a decir que aquello suena a chantaje, pero sí que me parece inconveniente, porque el pueblo no va a entender que estemos dando ventajas comparativas por el solo hecho de votar, acto que a mi juicio debe ser obligatorio.



Señor Presidente, rescato y comparto el planteamiento de que debemos mejorar la política para conquistar a las personas.



En eso estoy de acuerdo: en que mejoremos la política, y ahora.



¿Y cómo se mejora la política?



Lo dijeron ayer algunas personas con las que asistí a una reunión sobre el valor de la reforma interior, de la oración, y sobre la necesidad de ser contestatario y nunca conformista.



Señor Presidente, creo que se mejora la política, primero, modificando la conducta propia.



No habrá mejoramiento de la política chilena, señor Presidente, si no cambiamos nuestra conducta. No la del que está al lado o al frente: ¡la mía! Y cada Senador, por igual.



En seguida, se mejora la política cuando se difunden las cuestiones de bien público y que interpelan un poco a la conciencia de todas las personas.



También se mejora la política cuando somos consecuentes con nuestras propias actitudes. Vale decir, lo que señala con tanta franqueza uno de los mayores moralistas cristianos: “Hay que hablar como se piensa y actuar como se piensa”.



Si no actuamos como pensamos terminaremos pensando como actuamos.



Entonces, estamos ante una justificación inadecuada.



Para ir cerrando este punto, señor Presidente, debo subrayar que no creo que lo que llevará a la gente a votar sean los llamados “temas valóricos”, que nada tienen que ver con los requerimientos de la gente de menores ingresos, con menos educación.



El aborto terapéutico -se planteó aquí el punto- es algo científicamente inadecuado, constituye una antinomia. Entonces, tampoco se trata de una materia que le importe especialmente a la gente de menores recursos. Es un asunto de los sectores con más altos ingresos y no de aquellos a los cuales deseamos apoyar.



En vez de lo que se ha planteado -lo digo con toda franqueza, cariño y aprecio-, yo llamo a la Concertación a que expresemos una visión progresista, interesante para los jóvenes; a que toquemos las materias esenciales en esa línea; a que procuremos más cambios económicos que eviten las tremendas diferencias existentes en nuestro país.



Hagamos carne de nuestra tarea las ideas del cambio social. Concretemos la reforma que debe hacerse en nuestra comunidad, pero sobre cuestiones de verdad importantes para la dignidad de la persona.



No son los otros temas los que nos conducirán a un acuerdo entre nosotros, ni mucho menos a acometer lo que a mi parecer debe hacerse -es mi modesta opinión- para cambiar este país.



No se trata de que la gente tenga menos dinero. La idea es que quienes disponen de él en exceso no actúen pensando que les es dado no solo por su trabajo, sino también por las condiciones de la comunidad; que haya verdadera conciencia social cada vez que se pretende una reforma tributaria o se presenta un proyecto de ley para que la gente tribute más y así exista mayor cantidad de dinero para quienes menos tienen (se ha hablado aquí del anatocismo y de lo que sucede con los bancos; y eso me parece relevante), pues de lo contrario nadie se va a interesar en lo que nosotros queremos.



Por eso, votaré que sí.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, al igual que el Senador Ruiz-Esquide, me pronuncié en contra del voto voluntario y, por tanto, a favor del voto obligatorio (el colega Longueira me señala que hizo lo mismo). Y he querido intervenir esta tarde para señalar que esa posición mía no ha cambiando en absoluto.



Desde mi punto de vista, es elemento esencial de cualquier sociedad que los ciudadanos tengan derechos y obligaciones.



Ahora bien, creo que el deber más importante de todo ciudadano es el de elegir a quienes lo van a representar en cargos de distintos niveles.



Yo temo que al existir voto voluntario -y quiero dejarlo establecido- nos encontremos con que a muchas autoridades se les cuestione su legitimidad cuando no sufrague más del 50 por ciento de los ciudadanos.



Eso es evidente. Y va a ocurrir en Chile. 



Cuando los países son cada vez más estables; cuando la ciudadanía advierte que votar por un bloque u otro no da lugar a grandes diferencias sino a un problema de énfasis; cuando la gente ve que no cambia el sistema tras ciertas votaciones, se pierde el incentivo que había en el pasado, cuando las grandes divisiones ideológicas existentes determinaban que prácticamente en cada elección nos jugáramos proyectos de país distintos.



Por consiguiente, me parece inevitable que al haber voto voluntario sea cada vez menor el número de personas que acudan a sufragar.



Tal es mi diagnóstico, señor Presidente. Y aquello, lejos de fortalecer el sistema democrático, lo debilita.



Empero, a diferencia del Senador Ruiz-Esquide, voy a votar a favor del proyecto de ley en debate, porque no se refiere a aquella materia, la cual quedó resuelta con la reforma constitucional pertinente; ahí se decidió sobre la voluntariedad del voto. Con la iniciativa en discusión simplemente estamos analizando lo relativo a la inscripción automática, con la que siempre he estado de acuerdo.



Por eso, dejo establecido que me pronunciaré a favor única y exclusivamente porque el proyecto en debate se refiere a la inscripción automática y no al voto voluntario.



Reitero: mi opinión no ha cambiado en absoluto, pues sigo sosteniendo que para fortalecer la democracia debe haber inscripción automática y voto obligatorio.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, con mucha convicción, voy a votar a favor del proyecto -y así se acordó hace mucho tiempo en todos los organismos regulares del Partido Por la Democracia- porque Chile necesita avanzar hacia una sociedad de más apertura, de mayor amplitud desde la perspectiva de quienes toman las decisiones.



Por consiguiente, incorporar a un número de chilenos tan representativo, tan importante -cerca de tres millones, muchos de ellos jóvenes, como se ha expresado acá-, naturalmente, constituye un paso muy relevante para fortalecer nuestro sistema democrático.



El proyecto en debate implementa la reforma constitucional de abril de 2009, ingresada por la Presidenta Bachelet, que estableció el voto voluntario.



Quiero subrayar aquello, pues muchas veces he escuchado decir: “No”, “Tal vez”, “Esto podría tener modificaciones”.



No: ¡el voto es voluntario! 



Distinta es la situación en que nos encontramos hoy, que podría ser más bien de transición o de indefinición en numerosas materias.



Desde luego, me habría gustado pronunciarme sobre el proyecto -lo señaló la Honorable señora Alvear- que presentó la Presidenta Bachelet. Está aprobado en general; se le han formulado indicaciones en la Comisión de Constitución, pero, sorprendentemente, no se quiere seguir moviéndolo.



Esa iniciativa, como muy bien dijo el Senador Gómez, debe ponerse en votación. Porque aquí nos quedaremos con un problema. El Ministro Larroulet ya se habrá dado cuenta del escenario que vamos a tener después de la reforma constitucional que se le cayó ayer -la relativa al voto de los chilenos en el extranjero- y luego del pronunciamiento sobre el proyecto en discusión.



La reforma constitucional pertinente dispuso que la norma sobre voluntariedad del voto entrara en vigencia una vez dictada la respectiva ley orgánica. Esto se concreta mediante el proyecto de ley en debate. Entonces, tenemos en la actualidad lo que yo denomino “situación de transición”. Y pienso que este es el peor de los escenarios, el peor de los mundos, considerando que la intención ha sido siempre -reitero- aumentar el universo de quienes deciden los procesos eleccionarios.



Por eso justamente rechazamos ayer la modificación a la Carta que nos propuso el Gobierno, pues establecía un vínculo -así lo dijimos- inconstitucional. 



Ahora, me alegro del planteamiento del Senador señor Orpis y, asimismo, de que este Honorable colega mantenga sus convicciones. Eso es lo importante. Porque debemos recordar que en medio del debate del año 2009 la UDI nos decía que era partidaria de las tres “v”: voluntariedad del voto, voluntariedad de la inscripción y voluntariedad de la desafiliación. Pero entiendo que ya no sostiene eso.



Insisto: con la situación que explicité estaríamos en el peor de los mundos. Pero parcialmente lo estamos, pues, como sabemos, tanto por efecto de la reforma constitucional cuanto por la costumbre, en la última década ningún juez de policía local ha aplicado multa a quien no haya concurrido a votar. Entonces, podríamos decir que en el hecho tenemos un voto voluntario y en el Derecho un voto obligatorio.



Por eso sostengo que ese es el peor de los mundos. Y ni siquiera la UDI, que en algún momento argumentó a favor de algo parecido, lo sustenta hoy.



Como aún no tenemos ley sobre inscripción automática -la tendremos si se aprueba la iniciativa en debate-, para ejercer el voto voluntario es necesario inscribirse en los registros electorales.



Ahí enfrentamos un segundo gran problema, que nos sitúa también en un escenario bastante complejo. 



Las cifras -y se trata de datos empíricos, reales- muestran que en los sectores más acomodados aumenta sostenidamente el número de personas que se inscriben para votar y que algo muy distinto ocurre en los estratos de menores ingresos, donde es mucho más reducida la cantidad de gente en edad de sufragar que realiza el trámite correspondiente. Con ello -como algunos Senadores lo manifestaron en la Sala, y con bastante razón- el voto sería censitario, porque, atendida la obligación de inscribirse, los ciudadanos con mayor poder económico tendrían cada vez más incidencia en las decisiones políticas.



Por si a alguien le asaltan dudas, señor Presidente citaré los casos de solo dos comunas.



Vitacura: de acuerdo al último censo, la población en edad de votar asciende a 62 mil 26 personas, de las cuales 60 mil 715 (¡97,89 por ciento!) se hallan inscritas en los registros electorales.



¿Y qué ocurre en La Pintana, comuna popular? Hay allí 139 mil 646 personas con derecho a sufragio. ¿Cuántas han cumplido el requisito de inscribirse? 59 mil 525: ¡42,6 por ciento!



¡Díganme, por favor, si eso no es censitario!



Pues bien, tal es la tendencia, que podría seguir acrecentándose si no hiciéramos la modificación que hoy se está proponiendo.



Señor Presidente, no voy a repetir la argumentación que expusimos ayer para rechazar la enmienda constitucional que consignaba un vínculo -algo absurdo- para el voto de los chilenos en el exterior (la famosa “letra chica” también viene en proyectos de reformas políticas), exigencia que muy pocos países -no queremos compararnos con ellos- establecen.



Por último, quiero referirme a un punto que planteó el Senador Gómez.



Su Señoría hizo una impecable argumentación sobre el particular. Sin embargo, tengo un matiz de diferencia, pues pienso que el proyecto en debate adolece de un problema en materia, no de registro, sino más bien de ejercicio del derecho a sufragio.



La iniciativa que nos ocupa no considera -sí lo hacía la de la Presidenta Bachelet, que era integral: incluía las tres áreas- la institucionalidad. Estoy pensando en una persona de Victoria -una de las comunas que represento-, o de Lautaro, o de Angol que, por razones de estudio o en busca de mejores expectativas de vida, se halla en Australia, en Nueva Zelandia o en otro país. Pues bien: como tiene domicilio en alguna de esas comunas de La Araucanía, va a quedar dentro del sistema. O sea, los 450 mil chilenos que viven en el exterior serán incorporados automáticamente en él una vez que aprobemos el proyecto en debate.



Al Gobierno se le viene encima un gigantesco problema, y no se ha dado cuenta: a los chilenos que hoy día, por distintas razones, se encuentran fuera del país deberá garantizarles que va a buscar un mecanismo, a través de los consulados, para posibilitarles el ejercicio del derecho a voto.



Esa es la gran dificultad. 



No se trata de que la legislación deje al margen a los chilenos que viven en el extranjero. No podría hacerlo, porque la Constitución no puede discriminar en razón de la residencia. Y sobre esta base ayer rechazamos la reforma que se sometió a nuestra consideración.



Entonces, señor Presidente -insisto-, aquí hay un problema vinculado, no con el registro, sino con la implementación del mecanismo indispensable para permitirles a los chilenos residentes en el exterior el ejercicio del derecho a sufragio. 



Por supuesto, vamos a respaldar el proyecto en discusión. Siempre hemos conversado con el Senador Lagos Weber sobre la necesidad de respaldar las iniciativas conducentes a ampliar la cantidad de derechos ciudadanos -para brindarles oportunidades a los jóvenes, por ejemplo- y a permitir su ejercicio sin más trámite cuando el titular de ellos lo estime conveniente, más allá de que en la práctica -como ha ocurrido en otros países- vaya bajando la curva de la participación. Pero eso dependerá también de la clase política; de la calidad de la política que se hace en Chile, y de que entreguemos un mensaje claro a los sectores respecto de los cuales anticipamos temor en el sentido de que probablemente no voten en el futuro.



Por todo lo que señalé, señor Presidente, nos pronunciaremos a favor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero recordar que el Gobierno de la Presidenta Bachelet mandó un proyecto en la materia que fue aprobado en general y que contiene los tres elementos sustantivos en términos de la participación política: inscripción automática, sufragio voluntario y voto de los chilenos en el exterior, sin requisitos.



Lamento, sinceramente, que la actual Administración haya decidido no seguir adelante con esa iniciativa, la cual ya había iniciado su tramitación -reitero que incluso fue acogida la idea de legislar, habiendo recibido indicaciones-, y que haya llevado a cabo una “reformulación”, por llamarla de alguna manera, y planteado una indicación sustitutiva o un nuevo proyecto. Este último dejó fuera nada menos que uno de los tres componentes mencionados: el voto de los chilenos en el exterior.



Y aunque me referiré específicamente al tema, no puedo dejar de señalar, aun cuando les moleste a algunos Honorables colegas, que es absurda la pretensión de no hacer referencia a lo ocurrido en la sesión de ayer.



En ella sostuvimos que la reforma constitucional en la materia resulta por completo innecesaria. Ello es evidente. Basta una ley que regule la forma en que se puede sufragar, porque la Constitución le da ese derecho a todo chileno, que llega a ser ciudadano por haber cumplido la mayoría de edad y no haber sido condenado a pena aflictiva. Es un derecho universal, muy respetable y respetado en muchas democracias.



Expresamos que 115 países les dan a sus connacionales el derecho a votar fuera de su territorio, de los cuales solo 29 ponen algún tipo de restricción. ¡Solo 29 de 115!



Pusimos el ejemplo de cómo en las colonias peruana, colombiana, venezolana, argentina, brasileña, se ejerce periódicamente aquí el derecho a sufragio, algo que no hemos sido capaces de reconocer a nuestros compatriotas en el exterior.



Pero lo que no es aceptable, señor Presidente -y lo rechazo una vez más-, es que se nos atribuya la responsabilidad de que a esos chilenos se les haya quitado el derecho a voto, se les haya restringido, se les haya negado.



La primera iniciativa en la materia -lo mencionamos ayer- fue presentada por el Diputado señor Dupré, de la Concertación.



La segunda, de mi autoría, es de 2007, y respecto de ella tuve el compromiso de Renovación Nacional, el cual no se cumplió.



La UDI siempre me dijo que no. Calculó que no le favorecía, de modo que no estuvo disponible. Y así de claro lo expresó. Era una cuestión de cálculo electoral.



Mas no ocurrió lo mismo con Renovación Nacional, que llegó a afirmar su disposición favorable, incluso sobre la base de una concesión con la cual no estuve de acuerdo. Pero, a veces, uno quisiera dar un paso más y me avine -lo reconozco- a una forma de lograr el apoyo necesario. Ello no fue posible.



Ante el rechazo en la sesión de ayer, hago presente a los parlamentarios de la Alianza que no pueden ni deben atribuirnos la posición de no permitir el voto de los chilenos en el extranjero. Me parece que ese es el mayor de los cinismos que se podrían escuchar, porque saben perfectamente que no hemos sido nosotros los que nos hemos opuesto.



Es más, le señalamos al Gobierno el camino más fácil y obvio. ¿Por qué no recurrir a la iniciativa ya aprobada en general, a aquella que ya había comenzado a tramitarse en el Senado?



Resulta incomprensible, no solo lo anterior, sino, además, el haber caído, como lo manifestamos ayer, en condiciones completamente absurdas e inaceptables, como la permanencia de un año en el país en los últimos diez años o de seis meses durante los últimos ocho años, lo cual significaba -y también lo señalamos- ¡más de 18 días anuales para que la persona pudiera ejercer su derecho a voto!



Por tales razones, dijimos que ello era discriminatorio, elitista, inconstitucional. Y lo seguimos reiterando.



Hoy día nos encontramos en la discusión general del proyecto sobre inscripción automática y voto voluntario, el cual forma parte, como lo expresamos, de la tríada presentada por la Presidenta Bachelet. Y vamos a aprobarlo.



Pero queremos dejar claro que mantenemos una reserva constitucional, porque creemos que, en la medida en que se trata de una inscripción automática, es obvio que ella incluye a todos los ciudadanos, o sea, a todos los mayores de 18 años. La Ley Fundamental no establece ninguna discriminación ni contiene definición alguna respecto de encontrarse dentro del país o fuera. Por lo tanto, el Gobierno está cometiendo un grave error, a nuestro juicio, y se justifica nuestro reparo sobre la base de lo dispuesto por la Carta.



Y esperamos el pronunciamiento del Tribunal Constitucional, porque no hacía falta la reforma. Era simple concluir en la necesidad de una ley reguladora, tal como lo será la que se dicte respecto de la inscripción automática.



En consecuencia, no solo hacemos la reserva, sino que, además, esperamos que continúe la tramitación de la iniciativa presentada por la Presidenta Bachelet. Y como lo manifestamos ayer, si se pone en discusión, la aprobamos mañana.



Insisto en que son inaceptables las palabras de los señores Senadores que se han permitido decir por la prensa que nosotros no les entregamos el derecho a sufragio a los chilenos en el extranjero. Francamente, se caen por sí solas.



En cuanto a la inscripción automática, nos hallamos en la discusión general del proyecto y habrá tiempo de analizar en particular su articulado; pero me surgen algunas reservas.



Respecto del principio, estoy de acuerdo con que tenemos que ampliar la participación ciudadana. No sé si con el mecanismo en examen vamos a lograr necesariamente lo que queremos. El objetivo, mucho mayor, tiene que ser el de mejorar la calidad de la política. Hoy día, los jóvenes no votan por sentirse profundamente decepcionados de la forma en que ella se practica, aquí y en muchas otras partes. El desprestigio de esa actividad y de los partidos no es privativo de Chile. Es algo que ha venido ocurriendo en distintos países.



Se halla en nuestras manos ser más consecuentes y coherentes entre lo que decimos y hacemos. Es probable que ello nos acerque de nuevo a jóvenes que nos miran con distancia por estar convencidos de que no presentamos esa característica.



La cuestión mayor, entonces, es cómo mejoramos la calidad de la política; cómo formamos a la juventud en un espíritu de educación cívica, comunitario y más colectivo. Este es un tipo de sociedad -una economía de mercado- que, en general, privilegia el éxito individual, el logro personal, por encima de valores más comunitarios y solidarios. A mi juicio, eso también daña la forma en que practicamos la política.



Pero si queremos de verdad lograr una más amplia participación, abramos el mecanismo de la consulta popular. Nunca he podido entender el problema.



Nos rige la Constitución de 1980, que fue impuesta. Ojalá tengamos alguna vez la fuerza necesaria para cambiarla y sea posible un nuevo texto de origen democrático, no el que presenta el actual. Tal normativa debiera contemplar la consulta. Es un mecanismo que no hace ningún daño. Todo lo contrario. La ciudadanía se sentiría consultada y contaría con un espacio de participación. Podría contemplarse la iniciativa popular de ley.



Cabe reconocer que la Presidenta Bachelet se había propuesto avanzar en la materia, pero jamás lo logró. Nunca pudimos sacar algo al respecto.



En concreto, hoy día no se dispone ni siquiera del mecanismo de la consulta popular; de un sistema que permita una participación más amplia.



Deseo manifestar una preocupación, además, de la cual espero ocuparme en la discusión en particular. Me parece que en el proyecto se disminuyen las facultades del Servicio Electoral.



La Senadora señora Alvear, Presidenta de la Comisión de Constitución, hizo presente, legítimamente, la conveniencia de tener extremo cuidado.



El Ministro señor Larroulet, presente en la Sala, sabe que un gran valor que exhibe nuestro proceso eleccionario democrático por soberanía popular, antes de 1973 y después de 1990, es la transparencia. Los chilenos nunca hemos dudado de los resultados entregados cada vez que han tenido lugar comicios. Y este es un tremendo activo que debemos cuidar. 



Tengo la impresión de que con la iniciativa le quitamos algo al Servicio Electoral, en cierta manera, y generamos un Consejo Directivo que me merece cierta duda. No entiendo por qué tienen que formarlo cinco consejeros, cuatro de ellos designados por el Primer Mandatario.



Si hay un país presidencialista, es este; si hay un país profundamente centralista, es este. Y volvemos siempre a lo mismo: más facultades para el Presidente, más atribuciones fiscalizadoras...

El señor GIRARDI (Presidente).- Señora Senadora, ha concluido su tiempo.

La señora ALLENDE.- ¿Me concede un minuto para terminar?

El señor GIRARDI (Presidente).- Conforme.

La señora ALLENDE.- Gracias, señor Presidente.



Por lo tanto, no puedo entender que cuatro consejeros sean designados por el Presidente de la República, previo acuerdo, es cierto, de tres quintos de los miembros en ejercicio del Senado. Ello me merece dudas.



Por su intermedio, señor Presidente, deseo consultarle al señor Ministro Secretario General de la Presidencia -más allá de que creemos que es preciso seguir trabajando en el proyecto enviado por la Presidenta Bachelet y que ya aprobamos- si la idea es aplicar el sistema de que se trata, en caso de que se disponga de tiempo suficiente, en las próximas elecciones. Me refiero a las municipales.



Si la respuesta es afirmativa, como todos lo quisiéramos, deseo expresarle que he escuchado declaraciones de altas autoridades del Servicio Electoral que manifiestan su preocupación en orden a que, para hacerlo bien y que no se toque el bien intangible, maravilloso, de la credibilidad de nuestros procesos eleccionarios, es necesario contar con tiempo, rigor y responsabilidad, para que nadie dude de lo que se realice.

)--------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Antes de continuar con la discusión de la iniciativa, solicito el acuerdo de la Sala, a petición del Presidente de la Comisión de Minería y Energía, Senador señor Cantero, a fin de extender hasta el 30 de mayo, a las 13, el plazo para formular indicaciones al proyecto conocido como “20-20”, que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales.



Acordado.

)--------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, el proyecto de ley que nos ocupa tiene por objeto implementar en forma real la inscripción automática y el voto voluntario, incorporados en nuestra Constitución Política en virtud de la reforma de sus artículos 15 y 18, la cual se materializó a través de la ley No 20.337, de 2009.



Tal como lo señalamos cuando nos correspondió debatir acerca de la materia -en aquella época, en la Cámara de Diputados-, dicha modificación era y sigue siendo plenamente necesaria. Ello, a fin de atraer a la juventud a participar sin coerción en la actividad electoral, más aún si se considera que en la actualidad más de tres millones de jóvenes no se encuentran inscritos en los registros correspondientes, por los más diversos motivos.



De hecho, en la última elección de concejales, más del 50 por ciento de las personas habilitadas para sufragar no concurrieron a las urnas. Por tanto, hubo una participación inferior al 50 por ciento, lo que implica un problema grave de representatividad en nuestro sistema democrático.



La situación ha provocado, entre otras cosas, el envejecimiento del padrón electoral, lo que no resulta sano ni adecuado para la actividad política, por lo que estimamos que el proyecto que hoy se somete a nuestra consideración, en primer trámite, es plenamente acertado.



Además, el articulado actualiza una serie de otras disposiciones de carácter electoral, y no puedo sino alegrarme de que se hayan acogido también algunas iniciativas legislativas que promoví como Diputado. Es el caso de la constitución de mesas únicas, sin distinción del sexo de los ciudadanos, como asimismo el que se encomiende a los delegados electorales a cargo de los locales de sufragio la entrega a los colegios escrutadores de los sobres con las cédulas de votación.



Por otra parte, considero digna de un mayor análisis la propuesta de la Corte Suprema en el sentido de eliminar la suspensión del derecho de sufragio que afecta a quienes hayan sido acusados por delitos que merezcan pena aflictiva. Ello vulnera el principio de la presunción de inocencia, porque la acusación es un mero trámite procesal que no importa en modo alguno una condena y que incluso puede ser impugnada por los recursos previstos en la ley, lo que no resulta factible en el caso de las acusaciones.



En el mismo sentido, es atendible la sugerencia del Máximo Tribunal en orden a evaluar la posibilidad de que las personas que se encuentren en prisión preventiva -esto es, recluidas-, pero sin haber sido condenadas por sentencia ejecutoriada, ejerzan el derecho de sufragio, en condiciones adecuadas a su especial situación, para lo cual se requiere una reforma constitucional específica.



Creo que ambas proposiciones deberán ser profundizadas en su estudio, de modo de garantizar a todos nuestros connacionales el derecho de sufragio en forma irrestricta.



Por lo anterior, votaré a favor de la iniciativa, sin perjuicio de las indicaciones que su mayor examen haga procedentes.



Señor Presidente, no puedo terminar mis palabras sin antes referirme a las opiniones que vertió en la Sala mi Honorable colega Allende.



Por supuesto que nos encontramos ante un proyecto emblemático, ante un proyecto que busca mejorar la calidad de la política. Y se inscribe en una agenda maciza del Presidente Sebastián Piñera.



No solo estábamos comprometidos con el voto de los chilenos en el extranjero bajo ciertas y determinadas circunstancias, en lo que ayer, lamentablemente, perdimos una oportunidad histórica de avanzar. Se trataba de una votación en general. Podíamos haber adelantado. Existía toda la flexibilidad por parte del Ministerio para hacerlo.



También se encuentra lo relativo a la inscripción automática y al voto voluntario, lo cual, de más está decirlo, surgió por una moción de Senadores de la Coalición por el Cambio, quienes impulsaron la reforma hasta lograr su aprobación.



Coincido completamente con la señora Senadora en la posibilidad de llevar a cabo consultas populares. Presenté mociones en esa línea en la Cámara de Diputados.



También me interesa la iniciativa popular de ley. Fui autor de un proyecto en tal sentido, al igual que el Senador señor Navarro.



Pedimos que se trate de materias sustantivas, en las cuales se registre una participación real.



Estamos ciertos de que con la mera modificación que nos ocupa no vamos a atraer a los tres millones de jóvenes ni al millón de adultos que hoy no se encuentran inscritos en los registros electorales. Incorporaremos a las personas que no se sienten parte del sistema político cuando mejoremos la calidad de la política; cuando en el Senado seamos capaces de llegar a grandes acuerdos nacionales que hagan posible que nuestro país se transforme en un solo y mismo proyecto para todos y cada uno de sus habitantes; cuando podamos terminar con la dicotomía de los dos Chile coexistentes: aquel cuyas cifras macroeconómicas le permitieron acceder a la OCDE y el que constituye una verdadera vergüenza moral, con pésima distribución del ingreso, donde no hay una participación real de los chilenos.



Y, por eso, el Gobierno también se encuentra trabajando en una agenda social sólida, sustantiva, que va a permitir avanzar.



No quiero decir que en los últimos veinte años no se progresó en la materia. Ello sí ocurrió.

El señor PROKURICA.- Poco.

El señor CHAHUÁN.- Pero hay que seguir trabajando en esa línea.



Queremos, entonces, que esta sea una oportunidad para que el Senado de la República genere los grandes acuerdos nacionales que permitan, justamente, que iniciativas emblemáticas de la agenda social sean aprobadas.



Me refiero al posnatal de seis meses, por ejemplo.

El señor LAGOS.- Que lo arreglen primero.

El señor CHAHUÁN.- Le hemos pedido al Gobierno que le fije urgencia de “discusión inmediata” al proyecto pertinente.



Deseamos progresar en la eliminación del 7 por ciento de descuento de salud en el caso de los pensionados.



Y queremos seguir adelante con el Ministerio de Desarrollo Social.



Pero también es preciso hacer otro tanto en los aspectos que dicen relación con los procedimientos; en la posibilidad de abrir la política a la gente; en abrir las grandes avenidas, para que los ciudadanos se sientan parte de un mismo proyecto de país y sean constructores de su propio destino.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminado el Orden del Día.



Antes de pasar a la hora de Incidentes, solicito el asentimiento de la Sala para que asuman como Presidentes accidentales, primero, el Senador señor Quintana, y después, el Senador señor Navarro.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Honorable señor Quintana.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Se les dará curso en la forma reglamentaria

)--------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



A la Subsecretaría de Salud Pública y al señor Jefe del Departamento de Inspección de la Dirección del Trabajo, pidiendo antecedentes acerca de EFECTOS DE LABOR EN ALTURA SOBRE SALUD DE TRABAJADORES, y al señor Director General de Aeronáutica Civil, para que informe en cuanto a HORARIO DE FUNCIONAMIENTO DE AERÓDROMO DESIERTO DE ATACAMA.



Del señor LARRAÍN:



Al señor Ministro de Justicia, a fin de solicitar MÉDICO LEGISTA PARA COMUNA DE CAUQUENES.


Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, con el objeto de pedir REMISIÓN DE NÓMINA DE EMPRESAS EN REGISTRO ESPECIAL DE CONTRATISTAS Y CONSULTORES, PARA DEMOLICIONES; al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, a fin de que se envíe INFORMACIÓN DE ARMADA SOBRE BENEFICIARIOS DE CONJUNTOS “ARRAU MÉNDEZ 1” y “MACKENNA” 2 Y 3 DE SECTOR PEDRO DE VALDIVIA BAJO, COMUNA DE CONCEPCIÓN, y NOMBRES DE PROPIETARIOS Y PREDIOS EN ÁREAS DE EXTENSIÓN URBANA DE PROYECTO DE MODIFICACIÓN DE PLAN REGULADOR DE SANTIAGO; a la señora Ministra del Medio Ambiente, pidiendo información relativa a MEDIDAS ANTE DENUNCIA POR TRABAJOS EN SECTOR DE HUMEDAL ROCUANT-ANDALIÉN, COMUNA DE TALCAHUANO, y al señor Director Nacional del Instituto de Investigaciones Agropecuarias, requiriendo antecedentes sobre MEDICIÓN DE HUELLA DE AGUA DE PRODUCTOS AGRÍCOLAS Y PECUARIOS DE MAYOR IMPACTO COMERCIAL Y ECONÓMICO EN EL PAÍS.


Del señor PROKURICA:



Al señor Presidente Ejecutivo de CODELCO, con el propósito de que informe sobre CAUSALES DE PARALIZACIÓN DE PROCESADORA DE MOLIBDENO EN DIVISIÓN EL SALVADOR, y a la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, pidiendo realizar ESTUDIOS SOBRE FUNCIONAMIENTO DE EMPRESA SANITARIA AGUAS CHAÑAR (Tercera Región).



De la señora RINCÓN y el señor FREI:



A la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, para pedir RESPUESTA A INTERROGANTES SOBRE COMPROMISOS GUBERNAMENTALES DE 21 DE MAYO DE 2010.

)--------------(

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Radical Social Demócrata, que no hará uso de su tiempo y se lo ha cedido al Senador señor Navarro.



Los Comités Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional tampoco intervendrán.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro, quien además dispondrá de los minutos de los Comités Radical Social Demócrata e Independientes.

SITUACIÓN DE MAPUCHES EN HUELGA DE HAMBRE Y REVISIÓN DE PROCESOS INSTRUIDOS CONTRA ELLOS. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la justicia chilena informó este miércoles que acogió un recurso de amparo que permite, de ser necesario, alimentar a la fuerza a cuatro indígenas mapuches condenados a penas que van de 20 a 25 años de prisión, quienes llevan 50 días de huelga de hambre líquida para exigir un nuevo juicio.



Cabe recordar que la Fiscalía Militar desechó, desertó, abandonó el proceso judicial por no encontrar méritos suficientes para proseguir con él. Sin embargo, los fiscales civiles a cargo del caso en Cañete insistieron en llevar adelante la investigación. Y hoy la Corte de Apelaciones de Angol, al analizar la situación de los huelguistas, autorizó a Gendarmería para adoptar las medidas conducentes a internarlos en caso de urgencia.



En verdad, señor Presidente, el problema existente no se resuelve aplicando la fuerza por parte de Gendarmería.



Los cuatro comuneros mapuches que se encuentran en ayuno permanecen en la cárcel de Angol tras ser hallados culpables del delito de homicidio frustrado por el ataque que sufrió el Fiscal Mario Elgueta en noviembre del 2008 y del delito de robo -de madera- con intimidación ese mismo año.



Los condenados -Héctor Llaitul, Ramón Llanquileo, Jonathan Huillical y José Huenuche- niegan haber participado en la emboscada al Fiscal Elgueta. Su defensa pidió anular el juicio que derivó en las respectivas condenas. Ellos fueron procesados con el sistema de testigos protegidos, encapuchados, sin rostro visible.



Chile será condenado internacionalmente, y somos muchos los que vamos a denunciar a la justicia de nuestro país por haber aplicado un procedimiento a todas luces ilegal, arbitrario, racista, discriminatorio.



Señor Presidente, los huelguistas han bajado entre 15 y 17 kilos cada uno. Natividad Llanquileo, vocera del grupo, explicó que están bebiendo agua de hierbas.



Los condenados son miembros de la Coordinadora Arauco-Malleco (CAM), que reivindica la cultura mapuche -el mayor pueblo originario chileno- y los derechos ancestrales sobre tierras que hoy están en manos privadas.



Llaitul ha sido sindicado como líder de la CAM. Fue sentenciado a 25 años de cárcel, mientras que los otros tres mapuches recibieron condenas de 20 años cada uno.



Mapuche significa “gente de la tierra”.



Esos líderes mapuches luchan por su tierra, como lo hacen muchos pueblos en el mundo: los palestinos, los serbios, los bosnios.



Hoy existen unos 700 mil mapuches -de un total de 16 millones de habitantes del país-, y están concentrados en una reducida zona del sur de Chile que comprende parte de las Regiones del Biobío y de La Araucanía.



Señor Presidente, Llaitul, Llanquileo, Huillical y Huenuche han sido condenados a altísimas penas por el supuesto delito de homicidio frustrado en contra de un fiscal.



Por otra parte, cabe recordar que los jóvenes Matías Catrileo y Jaime Mendoza Collío -el señor Presidente lo sabe muy bien porque representa a la Región de La Araucanía en el Senado- fueron baleados por la espalda por Carabineros plenamente identificados. Y en los juicios se demostró que se intentó engañar a la justicia con pruebas falsas hechas por Carabineros de Chile. Altos oficiales fueron dados de baja y están siendo procesados por tratar de ocultar pruebas y simular un atentado. Hicieron montajes, como ha quedado muy claro en el proceso.



El asesino de Matías Catrileo fue condenado a tres años y un día de prisión, pero continúa en servicio activo porque después se le remitió la pena.



Sin embargo, Llaitul fue condenado a 25 años de cárcel, y a cada uno de los otros comuneros, a 20. ¡No hubo sangre, ni robo, ni daño a la propiedad privada!



A todas luces, se ha actuado en forma discriminatoria.



Cabe señalar que tenemos un sistema de fiscales ampliamente cuestionado. Allí está el caso bombas, en que el Fiscal Alejandro Peña -como sabemos- ha destruido más de mil pruebas. Y todos los días algún detenido por ese caso ha ido recuperando la libertad porque los argumentos de la fiscalía no logran sostener la acusación.



También está la situación de Elena Varela, quien estuvo dos años presa mientras la procesaban, para luego ser dejada en libertad sin ningún cargo en su contra ¡Es plenamente inocente! Sin embargo, la tuvieron dos años en la cárcel.



Los fiscales están actuando con desidia, de manera abusiva.



Por cierto, llegará el momento en que debamos debatir qué fiscales requiere Chile. Se necesitan funcionarios preparados, eficientes, profesionales, con mucha autonomía, pero también muy responsables. Y hasta ahora tenemos una larga lista de ellos que actúa de modo absolutamente contrario.



Señor Presidente, solicito que se oficie, en mi nombre, a los Ministerios de Justicia y del Interior a fin de que informen sobre el estado de salud de los huelguistas. Además, que se pida formalmente a la Cartera del Interior que se evalúen debidamente los procesos instruidos por Ley de Seguridad del Estado y Ley Antiterrorista.



Es claro que la huelga de hambre obedece al incumplimiento de un acuerdo del Gobierno de Chile, encabezado por Sebastián Piñera, con los huelguistas. Monseñor Ricardo Ezzati, hoy Arzobispo de Santiago, ha dicho que lo comprometido por el Ejecutivo no se ha cumplido a cabalidad.



No estamos hablando en el aire. Decimos que hubo compromisos del Gobierno. Por eso, le pido al Ministro del Interior, señor Rodrigo Hinzpeter, que nos informe detenidamente cuál es el texto del acuerdo alcanzado y qué dice haber realizado el Ejecutivo en cumplimiento de él, lo cual es rechazado por los comuneros. En definitiva, que dé cuenta de la actitud que se ha seguido en el resto de los procesos donde se aplica la Ley de Seguridad del Estado y, particularmente, la Ley Antiterrorista.



Señor Presidente, no apoyo la huelga de hambre, porque atenta contra la integridad física de quienes ya llevan más de 50 días en condiciones desmedradas. Pero el sacrificio de vida que hacen los comuneros encarcelados es un ejemplo de consecuencia, de valor, de humildad, pues han elegido, no la vía violenta, sino la del ejemplo, del martirio.



Estamos sembrando vientos, y quien siembra vientos cosecha tempestades.



La situación mapuche, particularmente en la zona de La Araucanía y el Biobío, va a continuar tensa si no se enfrenta el fondo del problema.



Pido a Gendarmería que haga uso del mejor de los criterios. No el que tuvo cuando murieron los 81 reos en la cárcel de San Miguel, sino uno destinado a proteger la vida y la dignidad de los mapuches y de los demás reclusos.



Confío en los integrantes de Gendarmería. Pero tengo una posición crítica respecto a su Dirección. Esta institución requiere un profundo cambio técnico, una reorientación de su política nacional.



Señor Presidente, pido que en el oficio que se remita al Ministerio de Justicia también se le solicite información sobre el protocolo según el cual va a actuar Gendarmería en una eventual alimentación forzada de los comuneros, de tal manera que a raíz de la acción pertinente no debamos lamentar un accidente que resulte peor que lo que se desea evitar: la muerte de personas.



A mi juicio, habrá resistencia, pues existe convicción. De modo que espero que ese procedimiento se encuentre estrictamente regulado.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Ha terminado el tiempo que tenía asignado, señor Senador.

El señor NAVARRO.- ¿Y el del Partido Socialista?

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- ¿Fue autorizado por ese Comité?

El señor NAVARRO.- Sí, señor Presidente.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- En tal caso, Su Señoría continúa con el uso de la palabra en el tiempo del Comité Partido Socialista.

PÉRDIDAS FINANCIERAS DE CODELCO POR OPERACIONES EN MERCADOS DE FUTURO. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, según los resultados financieros de la Memoria de 2010 presentada por CODELCO a la Superintendencia de Valores y Seguros, dicha empresa estatal perdió 1.042 millones de dólares debido a desastrosas operaciones en los mercados de futuro.



Así lo denuncia el Presidente de la ONG Chile Cobre, Julián Alcayaga, economista y contador, con un magíster obtenido en La Sorbona, quien sostiene que estamos ante una “colosal pérdida de 1.042 millones de dólares que se disfrazan como disminución de las ventas”.



Esa cantidad, alcanzada en el ejercicio del 2010, es casi seis veces mayor que lo perdido por Juan Pablo Dávila en 1994, que alcanzó a 170 millones de dólares.



Tal resultado financiero no aparece en una línea específica del Estado de Resultados de la Memoria, sino solo en sus explicaciones. Y, para disimular aún más las pérdidas, fueron designadas como “Ingresos mercados de futuro”. Pero se colocaron entre paréntesis; y todo contador sabe que eso significa “negativo”, “menos”, “disminución”.



Señor Presidente, Alcayaga, autor de Libro negro del metal rojo y de País virtual, el lado oscuro del Tratado Minero Chileno-Argentino, dice que esa es una pérdida demasiado grande, que representa el 14,5 por ciento de los costos de explotación del 2010 de CODELCO.



Y más adelante expresa: “Los mercados de futuro del cobre son transacciones financieras, cuya base son los intercambios de papeles que representan una cierta cantidad de cobre u otro metal, a un precio determinado en una fecha dada. Al momento de vencer el contrato, las partes no ejecutan lo pactado, en el sentido de entregar físicamente el cobre y recibir dinero a cambio: pagan solamente las diferencias entre el precio predeterminado entre las partes y el existente en la fecha de vencimiento del contrato. Por esta razón, en los mercados de futuro del cobre se transan, en un año, centenas de veces más toneladas del metal que las producidas efectivamente en el mundo”.



También señala que el actual Presidente de CODELCO, Diego Hernández, es experto en perder dineros a futuro. “Y, quizás,” -dice- “aunque suene paradójico, esta sea la principal razón de su ascendente carrera”.



En 1995, cuando era Presidente de Minera Mantos Blancos S.A., perdió 49 millones de dólares en los mercados de futuro, cifra que significaba un cuarto de las ventas totales, que ese año alcanzaron a 198 millones de dólares. Proporcionalmente, esta pérdida fue tres veces superior a la que generó un año antes Juan Pablo Dávila en CODELCO, también por concepto de ventas a futuro: 170 millones de dólares -como ya dije-, que representaron el 8 por ciento de las ventas realizadas en 1993. Dávila pagó con cárcel su delito, que tanto daño les causó a CODELCO y al Fisco.



Las “pérdidas” de Mantos Blancos -según Alcayaga- evitaron que esta minera pagara 24,5 millones de dólares en impuesto a la renta en Chile. Y una empresa relacionada con esa compañía ganó en el extranjero lo que ella perdió aquí.



Señor Presidente, estamos frente a una figura que nuestro Servicio de Impuestos Internos debe prever.



En 1994 Mantos Blancos, con Hernández a la cabeza, también había registrado importantes pérdidas operacionales. A pesar de estas pérdidas -entre comillas-, dicho personero ha tenido una carrera exitosa: en 1996 fue nombrado Presidente de Minera Collahuasi; más tarde fue elegido Presidente del patronal Consejo Minero; en 2004 se le designó máximo ejecutivo de BHP Billiton en América Latina, y en mayo de 2010 asumió la Presidencia de CODELCO.



Sabido es que uno de los principales mecanismos empleados por las sociedades mineras para evitar pagar impuestos en Chile consiste en declarar pérdidas operacionales, tal como lo demostró la Comisión Especial para la Tributación de las Empresas Mineras, en 2005.



Señor Presidente, estamos ante una denuncia gravísima, que, a mi juicio, debe ser considerada en toda su dimensión.



Con relación a CODELCO, el economista en comento agrega: “En segundo lugar, en 2010 hubo un aumento de los costos de 1.231 millones de dólares, es decir, 20,6% más que el año 2009, y también los más elevados desde el año 2004.”.



Y expresa que, comparando precio y producción, los ingresos por ventas de CODELCO en 2010 son lejos los peores de los últimos 7 años.



Las preguntas son: ¿Cómo explicar que el que se presentó como el mejor equipo ejecutivo, tanto por capacidad técnica como por experiencia en grandes empresas mineras, haya tenido el peor resultado de CODELCO en toda su historia? ¿Hubo incapacidad o, por el contrario, se cumplió el objetivo deseado?



Cabe tener presente que el Vicepresidente de Gestión Financiera de CODELCO, Thomas Keller, fue Presidente de Minera Collahuasi; que uno de los miembros del Directorio, Fernando Porcile, fue Presidente del Consejo Minero; y que el recién designado Vicepresidente de Finanzas, Jorge Gómez, fue Gerente de Pelambres.



A propósito de lo anterior, señor Presidente, quiero reiterar algo que ya dije. 



Cuando objeté recientemente el nombre de una candidata a Ministra de la Corte Suprema, hice notar que se trataba de una profesional que había trabajado durante 25 años en PricewaterhouseCoopers y que, tras 4 o 5 años en la Corte de Apelaciones de San Miguel, pasaba de abogada integrante a Ministra del Máximo Tribunal. ¡Y estuvo por 25 años a la cabeza de esa empresa consultora, primero como empleada y luego como socia!



Uno sabe que cuando alguien acude a una empresa como PricewaterhouseCoopers no es para que le diga cómo pagar más impuestos, sino cómo tributar menos. 



Entonces, ¡por supuesto que se van a producir conflictos de interés cuando en la sala tributaria de la Corte Suprema se vean casos de sociedades a las cuales dicha abogada asesoró por 25 años! 



Lo expuesto no envuelve nada personal; no involucra cuestionamiento alguno a la honorabilidad de la ahora Ministra: es solo una advertencia con respecto a un eventual conflicto de interés.



En cuanto a CODELCO, señor Presidente, como ha ingresado a ella la plana ejecutiva mayor de las mineras del sector privado, por cierto que habrá conflictos de interés. Porque todas las compañías mineras particulares -Collahuasi, Pelambres, Mantos Blancos, etcétera- compiten con dicha Corporación. No son pares: ¡son competidoras!



Señor Presidente, acerca de todo lo que he expuesto, solicito oficiar al Presidente de la República; a los Ministros de Minería y del Interior; al Consejo Minero, y también a quienes he mencionado en esta intervención, a fin de tener claridad sobre estos dichos. Si es necesario un debate al respecto, por supuesto que deberemos efectuarlo.



Yo espero pedir que se convoque a una sesión especial del Senado con la finalidad de profundizar en los hechos descritos y para que nuestra Comisión de Minería y todos los Senadores tengamos acceso a una cuenta pública de CODELCO con referencia a los resultados aludidos, correspondientes al 2010 y que demandan la máxima preocupación.



Cuando Enrique Dávila dio cuenta de la pérdida de 1.000 millones de dólares en la ENAP, la Derecha armó un escándalo en el Parlamento. Se formularon las peores acusaciones por el resultado y porque dicha Empresa tuvo que comprar petróleo caro para asegurar el abastecimiento energético, pero luego el precio bajó y, por tanto, se vio obligada a hacer la pérdida. Se realizó, entonces, una discusión intensa, con acusaciones cruzadas.



En el caso que nos ocupa, pido efectuar el debate pertinente.



En consecuencia, señor Presidente, junto con solicitar que se remitan los oficios referidos, espero obtener la firma de los Comités necesarios para que se cite a una sesión especial con el propósito de aclarar las pérdidas registradas en CODELCO, la mayor empresa minera de cobre del mundo, que nacional y representa el sueldo de Chile. 



¡El cobre es el sueldo de Chile! Y lo que afecte al cobre afecta a los bolsillos de mi país, que necesita los recursos correspondientes para poder trabajar e invertir en beneficio de los más pobres.



He dicho.



¡Patagonia sin represas!



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Informo al Senador señor Navarro que la convocatoria a sesión especial se resolverá más adelante, una vez que Su Señoría haga llegar a los Comités la presentación respectiva.



Ahora, le solicito que presida la sesión.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Partido Por la Democracia, tiene la palabra el Senador señor Quintana. 



SITUACIÓN DE HOSPITAL DE ANGOL. OFICIO

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en primer término, pido oficiar al  señor Ministro de Salud para exponerle la difícil situación que se vive en el hospital de Angol, capital provincial de Malleco.



Hace algunos días se mostraron en un reportaje de televisión las condiciones en que funciona ese establecimiento desde el terremoto, y se informó que será el único que permanecerá bajo carpas durante el invierno, por segundo año consecutivo. 



Todos los hospitales de campaña ya se han devuelto o han sido reutilizados; claramente, no se encuentran funcionando como tales. Sin embargo, la comuna de Angol continuará con un hospital de campaña. Es decir, las dependencias de cirugía, hospitalización, medicina y de los servicios más importantes desarrollarán sus labores bajo carpas todo el invierno, pese a las delicadas situaciones que deben enfrentar. Y ello incluso agrava las condiciones sanitarias.



Por tal razón, la última semana sostuvimos un diálogo abierto y extenso con integrantes de las organizaciones más representativas de ese establecimiento: de las distintas asociaciones de funcionarios; del capítulo local del Colegio Médico, y, desde luego, de la ciudadanía, que ve con mucha preocupación cómo se van a llevar adelante los distintos procedimientos durante el año en curso.



Nos preocupa el asunto, dadas las complicaciones que presenta ese recinto asistencial y, además, porque hace algunas semanas tanto el Ministerio de Hacienda como el de Salud anunciaron un recorte presupuestario del orden de 2 mil millones de pesos en el Servicio de Salud Araucanía Norte, que reúne a 11 comunas de la provincia de Malleco, donde se halla ubicado el hospital base de Angol. Entiendo que este ya registra un déficit, en lo que va del año, de cerca de 500 millones de pesos.



Entonces, si a ese hospital además se le recorta el presupuesto, uno se pregunta: ¿cómo se les va a pedir a los funcionarios, a los asistentes, a los paramédicos, a los auxiliares, a los médicos, a los profesionales de la FENPRUSS cumplir con las metas fijadas?



Hace poco el Subsecretario de Salud, en una visita a dicho establecimiento, les decía a algunos médicos: “Bueno, operen de cadera”. ¡Imposible! ¡Cómo van a realizar una operación de cadera y otras cirugías de alta complejidad bajo carpa, sin las condiciones adecuadas!



Por las razones mencionadas, me parece acertada la decisión del Presidente de la Comisión de Salud, Senador señor Rossi, de visitar en los próximos días el hospital de Angol.



Insisto: el único establecimiento de salud existente en la zona seguirá funcionando este año bajo carpas.



Entonces, el oficio al Ministro de Salud tiene por objeto que informe al Senado si efectivamente se dispuso un recorte presupuestario para dicho Servicio de Salud, el que se ha visto afectado por serios problemas.



Su Director titular fue objeto de una resolución de la Contraloría -después de una investigación previa-, que le ordena devolver cerca de 30 millones de pesos, debido a que en lo que va del año 2011 dicho funcionario se autoasignó una remuneración sobre la base de distintas asignaciones -cargo de médico de 22-28 horas, asignación correspondiente a la Alta Dirección Pública-, lo que, sumado a las funciones de Director suplente, hace un sueldo de 7 millones 400 mil pesos brutos.



Tal información, que es pública, se encuentra disponible en Gobierno Transparente.



Naturalmente la Contraloría tuvo que objetar tal situación, porque no es normal que un Director de un Servicio de Salud perciba una remuneración superior a la del Subsecretario. Claramente eso no es legal. En virtud de ello, se pidió al Ministerio efectuar además el sumario respectivo.



Asimismo, por medio del mismo oficio, me gustaría que se consultara al señor Ministro qué ocurre con el sumario que el organismo contralor consideró preciso llevar adelante.



La segunda inquietud que deseo consignar en el referido oficio dice relación a la construcción del hospital definitivo. El Presidente Piñera cuando visitó la Región de La Araucanía, hace exactamente un año -específicamente Angol-, se comprometió a que dentro de su Gobierno se edificaría un edificio.



Yo entiendo que las reasignaciones presupuestarias derivadas del terremoto tienen su ritmo. Sin embargo, lo importante es que la construcción del establecimiento de salud no se siga postergando.



En lo concreto deseo saber qué dice la planificación diseñada por el Ministerio de Salud para tal efecto, cómo se están programando las tareas y qué se va a hacer con exactitud durante el 2011. Entiendo que los estudios preinversionales se hallan bastante avanzados.



En consecuencia, si se van a invertir recursos para avanzar en el diseño durante el año 2011, consulto qué se pretende hacer para el 2012 y  qué dispone la carta Gantt respecto de la programación de inversiones para la edificación del hospital definitivo en la comuna de Angol.



Esa es la información que pido al señor Ministro de Salud.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento, al cual adhiere posteriormente el Senador señor Navarro. 

DEFICIENCIAS EN REPARACIÓN DE PUENTE CAUTÍN POR RESTRICCIÓN DE RECURSOS. OFICIO

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, solicito oficiar igualmente al señor Ministro de Obras Públicas.



Hoy en la Comisión del ramo algo conversamos sobre el tema que expondré. De hecho, a través de la presidencia del Senador Escalona de dicho órgano técnico, se convocó al referido Secretario de Estado.



Entendíamos que en el 2010 el Gobierno debía abocarse fundamentalmente a iniciar las obras de la infraestructura pública vial dañada por el terremoto. Concordamos en que ese objetivo se ha cumplido en la gran mayoría de los casos, aspecto que destacamos en el oficio que enviamos al señor Ministro.



Sin embargo, hoy también es el momento de analizar aspectos legislativos y de revisar qué pasa en cada una de las Regiones.



Puntualmente, me gustaría saber cómo se ha enfrentado la preocupación ciudadana en la comuna de Lautaro, en relación con el mejoramieno del puente Cautín, el cual, si bien fue terminado, mantiene muy intranquilos a los habitantes del lugar, debido a que la nueva calzada quedó más angosta que la anterior. Además, los pasillos laterales claramente no reúnen ni garantizan las condiciones de seguridad y transitabilidad para los peatones.



Eso es lo que nos informaron la comunidad y las autoridades locales.



Por esa razón, quiero que el señor Ministro de Obras Públicas nos informe en detalle por qué se invirtió en esa reparación un monto cercano a los mil 500 millones de pesos y no más.



Asimismo, me interesa saber si los recursos para el mejoramiento del puente Cautín, en Lautaro, tuvieron algún recorte presupuestario; si inicialmente hubo una cantidad mayor de recursos y si, por alguna decisión, se ocuparon en otros proyectos. Queda la impresión de que se hicieron las reparaciones del puente con lo que sobró de ellos.



Si se trata de falta de recursos, quiero que el señor Ministro y el Director de Vialidad lo digan explícitamente en el oficio de respuesta.



Y, por supuesto, me gustaría saber si se ha considerado una petición en la que venimos insistiendo hace mucho tiempo -desde que fui Diputado e integré la Comisión de Obras Públicas de la Cámara Baja, hace por lo menos seis años-, en cuanto a la necesidad de contar con un puente definitivo, máxime cuando en dicha zona se encuentra el corredor bioceánico que da salida a la parte sur de La Araucanía. 



Debo destacar que se ha progresado mucho en los estudios preinversionales de un puente definitivo, pero deseo saber cuándo se realizará el diseño y la fecha de su ejecución.



Como estos asuntos no deben ser objeto de manipulación política por algún sector, solicito que el Ministro nos informe concretamente qué se hizo en el Gobierno de la entonces Presidenta Bachelet para materializar el puente definitivo; qué se está haciendo en la Administración del Presidente Piñera al respecto, y si hay alguna estimación de cuándo podría concluirse la obra.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de conformidad al Reglamento. 

PROBLEMAS GEOLÓGICOS EN RIBERA DE RÍO RENAICO. OFICIO

El señor QUINTANA.- Finalmente, señor Presidente, solicito que se oficie al señor Ministro del Interior para que instruya al Gobernador de Malleco, don Jorge Rathgeb -él siempre se halla presto a apoyar distintas soluciones en la provincia-, a fin de que visite en terreno, con los servicios que corresponda, a la comunidad Miguel Huentelén, localidad de Maica, comuna de Collipulli, y tome nota de lo que está ocurriendo en ese lugar -el terremoto dejó ahí una sensación distinta y un sabor muy amargo-, pues hasta el día de hoy ha habido cero avance.



Quien ahora dirige accidentalmente la sesión -por su calidad de representante del Biobío y por la fuerte fiscalización que ha llevado a cabo en esa zona- conoce muy bien qué significó el movimiento telúrico de febrero pasado, lo que obligó al Gobierno a tomar profundas decisiones para reorientar el proceso de reconstrucción.



En una de las laderas del río Renaico, se hizo una enorme grieta y  un cerro se desmoronó, resultando afectadas 22 familias del sector. Ellas fueron visitadas por la CONADI y postularon a un subsidio. Se les pidió plata, la que después les fue devuelta.



¡O sea, cero avance durante el 2010!



Además, a esa gente las visitó el SERNAGEOMIN para constatar los problemas geológicos derivados del terremoto. Sin embargo, los vecinos siguen viviendo ahí en pésimas condiciones y con mucho riesgo. Hace pocos días se registró un nuevo derrumbe.



Visité a algunos abuelitos y personas no videntes que viven allí y pude comprobar que todas están afectas a una gran  precariedad social. 



Y, por supuesto, me parece imprescindible que ahí deben intervenir la CONADI, el SERVIU, el Gobierno Interior y el SERNAGEOMIN.



Considero que hace falta un encargado que lidere el proceso para dar solución a los problemas que el alcalde Leopoldo Rosales ha denunciado en innumerables ocasiones.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 

El señor NAVARRO (Presidente accidental).- Por haber cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:57. 







Manuel Ocaña Vergara,







  Jefe de la Redacción 
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 10ª, ORDINARIA, EN MARTES 19 DE ABRIL DE 2011



Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador Letelier, y, en calidad de accidental, del Honorable Senador señor Pizarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, también, los Ministros Secretario General de la Presidencia y de Salud, señores Cristián Larroulet y Jaime Mañalich, respectivamente, y el Subsecretario de la Presidencia, señor Claudio Alvarado.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones ocho, extraordinaria, y nueve, ordinaria, ambas del día 13 de abril del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República, con los que retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al Servicio Nacional del Consumidor (Boletín N° 7.094-03).



2.- Proyecto de ley en materia de duración del descanso de maternidad (Boletín N° 7.526-13).



- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, responde solicitud del Senado, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (Boletín Nº 4.921-11).



- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento junto a sus antecedentes.



Con el segundo, señala que aprobó el informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley relativo al plazo de renuncia a un partido político para presentar candidaturas independientes (Boletín N° 6.974-06).



- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S.E. el Presidente de la República.



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, emite su parecer respecto del proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios (Boletín N° 7.534-07).



- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento junto a sus antecedentes.



Ocho del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los siete primeros, envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933; 2° de la ley N° 20.015; 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005; 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes, y 4° de la ley N° 19.531, sustituido por el artículo 1° de la ley N° 20.224.



Con el último, remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en la acción de inconstitucionalidad del apartado 11 del Auto Acordado sobre Tramitación y Fallo del Recurso de Protección de las Garantías Constitucionales, dictado por la Corte Suprema y publicado en el Diario Oficial del 27 de junio de 1992.



- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio, señora Alvear y señor Rossi, para pedir a S. E. el Presidente de la República que se condene al gobierno libio por la represión a opositores y se respalde la democratización en aquel país (Boletín N° S 1.334-12).



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, con el que contesta la solicitud remitida en nombre de los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Chadwick, Coloma y García y del ex Senador señor Allamand, para que se envíe a tramitación legislativa un proyecto que modifique la estructura, funciones y procedimientos de la Comisión Nacional Encargada de Investigar la Existencia de Distorsiones en el Precio de las Mercaderías Importadas.



Del señor Ministro de Obras Públicas, con el que adjunta respuesta a la petición remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, sobre pavimentación o revestimiento asfáltico del camino al embalse Ancoa, en la comuna de Linares.



Cuatro del señor Ministro de Salud:



Con el primero, responde la solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, en lo que se refiere al cumplimiento de los acuerdos entre la Federación Nacional de Trabajadores de la Salud y el Ministerio del ramo.



Con los dos siguientes, da respuesta a solicitudes de antecedentes, enviadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de casos de fluorosis dental, osteoporosis, cáncer cérvico uterino y cáncer a la próstata, y al desarrollo de la apiterapia con fines médicos en Chile.



Con el último, contesta la solicitud de antecedentes, pedidos en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relativos al proyecto Red de Alcantarillados de Aguas Servidas, Plantas de Tratamiento Villa Nueva Esperanza, sector Los Cristales, comuna de Longaví.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el que da respuesta al acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Horvath, Navarro, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide y Tuma, relativo al establecimiento de un proceso nacional único sobre concesiones portuarias, que incluya a todos los trabajadores del sector (Boletín N° S 1.316-12).



Del señor Subsecretario-Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile, con el que atiende a una solicitud, remitida en nombre del Honorable Senador señor Coloma, para que las ciudades de Curicó y Talca puedan ser designadas como subsedes del Mundial de Fútbol Sub 17, en el año 2015.



De la señora Directora Nacional de Fronteras y Límites del Estado (S), y de la ex Intendenta de la Región de Magallanes y Antártica Chilena, relacionados con planteamientos formulados, en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto del “Proyecto de Convenio Marco entre la República Argentina y la República de Chile sobre Transporte Lacustre de Pasajeros, Vehículos y Cargas y Navegación Lacustre, Turística y Deportiva”.



Del señor Director General de Servicios Consulares y de Inmigración, con el que responde una petición de información, solicitada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, referente a las gestiones realizadas para dar con el paradero de una ciudadana chilena, a propósito del terremoto de Japón.



Del señor Director de Asia Pacífico del Ministerio de Relaciones Exteriores, con el que informa haber puesto en conocimiento de la Embajada de Japón el acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Escalona, García, Girardi, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker, don Patricio, y Zaldívar, para expresar solidaridad con el Gobierno y el pueblo de ese país (Boletín N° S 1.344-12).



Dos del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:



Con el primero, da respuesta a la petición remitida en nombre del Honorable Senador señor Horvath -a la que adhirió el Honorable Senador señor Navarro-, para que se estudie nuevamente la Tabla de costos de forestación recuperables por las actividades del decreto ley N° 701, de 1974, en el caso de la macro zona constituida por la Región de Aysén y la provincia de Palena.



Con el segundo, absuelve la solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto del Convenio de Cooperación y Asistencia suscrito por esa Corporación y el Office National des Forêts International, para la gestión sustentable de los recursos naturales de la Isla de Pascua.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Región de Antofagasta, con el que responde a una solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre ordenación de la locomoción colectiva de Tocopilla.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de Atacama, con el que contesta la petición de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, relativa a la declaración de zona de latencia para el Puerto de Huasco.



De la señora Alcaldesa (S) de Isla de Pascua, con el que remite antecedentes solicitados, en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto del proyecto “Limpiemos Rapa Nui”.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Obras Públicas, con el que contesta petición de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor García, sobre el estado de avance del proyecto Acceso Puente Momberg, Región de La Araucanía.



Del señor Jefe de Control Externo de la Contraloría Regional del Libertador General Bernardo O’Higgins, con el que remite Informe de la Investigación Especial sobre Administración de Bienes Inmuebles de la Municipalidad de San Fernando, en relación con solicitud del Honorable Senador señor Chadwick.



Del señor Presidente del Consejo del Sistema de Empresas SEP, con el que remite el Informe de Evaluación de los Convenios de Programación de EFE y Metro, correspondiente al año 2010.



- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile, al señor Carlos Zepeda Hernández (Boletín Nº S 1.350-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).



Segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Cantero, Gómez, Orpis y Sabag, en primer trámite constitucional, en materia de aprovechamiento y beneficio de tiburones (Boletín N° 7.489-03).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que excluye a los menores de edad de la legislación sobre conductas terroristas (Boletín N° 7.529-07).



- Quedan para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Letelier, Cantero, Pizarro, Tuma y Zaldívar, con la que dan inicio a un proyecto de ley que limita alzas de precios de determinados productos o servicios en ciertos períodos del año (Boletín N° 7.601-03).



- Pasa a la Comisión de Economía.



De los Honorables Senadores señor Muñoz Aburto, señora Allende y señores Bianchi y Escalona, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que establece impedimentos para quienes se hayan desempeñado como fiscales o fiscal regional del Ministerio Público (Boletín N° 7.602-07).



- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Prokurica, Bianchi, Cantero y Horvath, con la que dan inicio a un proyecto de ley sobre suspensión del pago de patente a beneficio fiscal, por no utilización de las aguas.



- Se declara inadmisible por tratarse de un asunto que debe tener su origen en la Cámara de Diputados, según lo establecido en el inciso segundo del artículo 65 de la Constitución Política, y por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 1° del inciso cuarto de dicho artículo.



Moción de los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Horvath y Orpis, con la que inician un proyecto de ley sobre fortalecimiento del Fondo de Protección Ambiental.



- Se declara inadmisible por tratarse de un asunto que debe tener su origen en la Cámara de Diputados, según lo establecido en el inciso segundo del artículo 65 de la Constitución Política, y por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en los números 1° y 2° del inciso cuarto de dicho artículo.



Moción de los Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Muñoz Aburto, mediante la que dan inicio a un proyecto de ley que concede bono extraordinario de invierno, de cargo fiscal.



Moción de los Honorables Senadores señor Muñoz Aburto, señora Allende y señores Bianchi, Escalona y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de ley en cuanto a requisitos exigidos a funcionarios públicos para acceder a bono post laboral.



- Se declaran inadmisibles por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero y en el N° 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Cantero, Girardi, Letelier y Navarro, sobre prohibición de proyectos e instalaciones nucleares en la Patagonia Chilena (Boletín N° S 1.355-12).



- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -



Luego, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien pide recabar el asentimiento de la Sala para remitir al Ejecutivo un oficio requiriendo su patrocinio respecto de un proyecto de ley que concede bono extraordinario de invierno de cargo fiscal, del que es autor junto a los Senadores señores Frei y Muñoz Aburto, el cual fuera declarado inadmisible por contener materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República. 



Así se acuerda.

- - -



En idéntico sentido, interviene el Honorable Senador señor Prokurica para recabar el asentimiento de la Sala a objeto de remitir al Ejecutivo un oficio requiriendo su patrocinio respecto de un proyecto de ley sobre suspensión del pago de patente a beneficio fiscal por no utilización de las aguas, del que es autor junto a los Senadores señores Bianchi, Cantero y Horvath, que también fuera declarado inadmisible por contener materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.



Se accede a lo solicitado.

- - -



Acto seguido, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Uriarte para pedir la anuencia de la Sala a fin de autorizar el ingreso del Subsecretario de la Presidencia, lo que así se acuerda.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Colocar en el primer lugar de la Tabla de la sesión ordinaria del día de hoy el proyecto signado con el número 3, esto es, el proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (Boletín N° 4.921-11) y ponerlo en votación de inmediato.


2) Tratar en tercer lugar el proyecto signado con el número 6, esto es, el proyecto de reforma constitucional sobre voto de chilenos en el extranjero (Boletín N° 7.335-07).


3) Convocar a sesiones especiales de la Corporación para los días martes 3 y miércoles 4 de mayo de 2011, de 15:45 a 16 horas, con el objeto de pronunciarse acerca de la propuesta de Su Excelencia el Presidente de la República de nombrar como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a la señora María Eugenia Sandoval Gouët, y como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile al señor Carlos Zepeda Hernández, respectivamente.


4) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto del proyecto de ley que prohíbe plaguicidas de elevada peligrosidad (Boletín N° 6.969-01), hasta las 13 horas del día lunes 2 de mayo, en la Secretaría de la Comisión de Agricultura.

- - -


Concluida la lectura de los Acuerdos de Comités, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Cantero, quien, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 94 del Reglamento de la Corporación, manifiesta su disconformidad con la alteración del Orden del Día de la Tabla de la presente sesión, en lo concerniente a la propuesta de tratar en el tercer lugar el proyecto de reforma constitucional sobre voto de chilenos en el extranjero (Boletín N° 7.335-07).


Sobre el particular, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi, Gómez, Novoa y Bianchi.


Sometida a votación la propuesta en comentario, se aprueba por 17 votos a favor y 13 en contra.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, García, Horvath, Kuschel, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

_______________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta, formada  en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide, y de los ex Senadores señora Matthei y señor Ominami, sobre composición nutricional de 

los alimentos y su publicidad


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General explica que se trata del informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide, y de los ex Senadores señora Matthei y señor Ominami, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, y que tiene el Boletín Nº 4.921-11.


Agrega que la Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Cámaras, efectúa un conjunto de proposiciones que fueron aprobadas por unanimidad, con excepción del artículo 5° -referido a las facultades del Ministerio de Salud para determinar los alimentos que son altos en calorías y en sal-, el cual contó con el voto en contra del Honorable Senador señor Uriarte y del ex Diputado señor Lobos; del artículo 6° -que prohíbe la comercialización y publicidad de los alimentos altos en calorías y en sal dentro de los establecimientos de cualquier nivel y modalidad-, que tuvo el voto en contra de los Senadores señores Chahuán y Uriarte y del ex Diputado señor Lobos, y del inciso tercero del artículo 8° -que dispone la prohibición absoluta de usar ganchos comerciales para la promoción de alimentos, tales como juguetes, accesorios, adhesivos, incentivos u otros similares-, el cual contó con la abstención del Honorable Senador señor Chahuán.


Al concluir hace presente que el artículo 4º de la iniciativa requiere para su aprobación del voto conforme de 21 señores Senadores.

- - -


La Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las discrepancias surgidas entre ambas Cámaras a raíz de la discusión de esta iniciativa, propone aprobar las siguientes normas, con el quórum constitucional requerido en cada caso: 


a) Con quórum de ley orgánica constitucional:


Sustituir, en el inciso primero del artículo 4° aprobado por el Senado, la frase “en todos sus niveles de enseñanza” por “en todos los niveles y modalidades de enseñanza”.


a) Con quórum de ley común:


- Eliminar, en el inciso primero del artículo 2° aprobado por el Senado, la expresión “y rótulos”.


- Aprobar el artículo 3° acordado por el Senado.


- Aprobar el inciso segundo del artículo 4° despachado por el Senado.


- Aprobar el artículo 5° despachado por el Senado, y rechazar la incorporación de un inciso tercero, nuevo.


- Aprobar el artículo 6° despachado por el Senado, reemplazando, en el inciso primero, la frase “de educación básica y media” por “de cualquier nivel y modalidad”.


- Aprobar como artículo 7° el artículo 6° despachado por la Cámara de Diputados, con el siguiente texto:


“Artículo 7°.- La publicidad de los productos descritos en el artículo 5°, no podrá ser dirigida a niños menores de catorce años.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por publicidad toda forma de promoción, comunicación, recomendación, propaganda, información o acción destinada a promover el consumo de un determinado producto.”.


- Aprobar como artículo 8° el artículo 7° despachado por la Cámara de Diputados, con el siguiente texto:


“Artículo 8°.- La promoción de los alimentos señalados en el artículo 5°, no podrá realizarse utilizando ganchos comerciales no relacionados con la promoción propia del producto, cuando esté dirigida a menores de catorce años.


Dicha práctica comercial deberá promover las ventajas de una alimentación variada y equilibrada, fomentar la educación del consumo de alimentos sanos resaltando un estilo de vida saludable o la práctica del deporte o actividad física.  En todo caso se deberá desincentivar el sedentarismo.


En ningún caso se podrá utilizar ganchos comerciales tales como juguetes, accesorios, adhesivos, incentivos u otros similares.”.


- Rechazar el artículo 8° despachado por la Cámara de Diputados.


- Aprobar como artículo 9° el despachado por la Cámara de Diputados, sustituyendo la expresión “y/o” por la conjunción “o”.

- - -


Previo a colocar en votación el informe de la Comisión Mixta, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar, Pizarro y Novoa y señora Allende.

- - -


Luego, el señor Presidente somete a votación el artículo 4° del proyecto de la Comisión Mixta que reviste carácter orgánico constitucional.


Esta disposición se aprueba por 29 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, reuniéndose de esta manera el quórum constitucional exigido.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Gómez, Kuschel, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


A continuación, el señor Presidente coloca en votación el resto del articulado del proyecto propuesto por la Comisión Mixta.


Estas normas se aprueban por 26 votos a favor y 1 abstención.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor Novoa.


Fundamentan su voto a favor los Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, García, Gómez, Kuschel, Lagos, Orpis, Quintana, Rossi y Ruiz-Esquide.

- - -


Terminada la votación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Ministro Secretario General de la Presidencia.

- - -


Queda despachado este asunto.


El texto del proyecto de ley es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de alimentos, en lo relativo a la producción, importación, elaboración, envasado, almacenamiento, distribución y venta de alimentos destinados al consumo humano, deberán hacerlo en la forma y condiciones que para cada caso, dependiendo de la naturaleza del producto, exija la autoridad en virtud de los reglamentos vigentes. Será responsabilidad del fabricante, importador o productor que la información disponible en el rótulo de los productos sea íntegra y veraz. Asimismo, deberán asegurarse que, en el ámbito de la cadena productiva en que ellos intervengan, el proceso de elaboración de los alimentos cumpla con buenas prácticas de manufacturación que garanticen la inocuidad de los alimentos.


Artículo 2°.- Los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de alimentos deberán informar en sus envases los ingredientes que contienen, incluyendo todos sus aditivos expresados en orden decreciente de proporciones, y su información nutricional, expresada en composición porcentual, unidad de peso o bajo la nomenclatura que indiquen los reglamentos vigentes.


Será el Ministerio de Salud, mediante el Reglamento Sanitario de los Alimentos, el que determinará, además, la forma, tamaño, colores, proporción, características y contenido de las etiquetas y rótulos nutricionales de los alimentos, velando especialmente porque la información que en ellos se contenga sea visible y de fácil comprensión por la población.


El etiquetado a que se refiere el inciso anterior deberá contemplar, al menos, los contenidos de energía, azúcares, sodio, grasas saturadas y los demás que el Ministerio de Salud determine.


Artículo 3°.- No se podrá adicionar a los alimentos y comidas preparadas ingredientes o aditivos que puedan inducir a equívocos, daños a la salud, engaños o falsedades, o que de alguna forma sean susceptibles de crear una impresión errónea respecto a la verdadera naturaleza, composición o calidad del alimento, según lo establecido en el Reglamento Sanitario de los Alimentos.


No se podrá adicionar a los alimentos y comidas preparadas ingredientes o aditivos en un porcentaje superior al que fije el Ministerio de Salud mediante reglamento.


Artículo 4°.- Los establecimientos educacionales del país deberán incluir en sus programas de estudios, en todos sus niveles y modalidades de enseñanza, contenidos que desarrollen hábitos de una alimentación saludable y adviertan sobre los efectos nocivos de una dieta excesiva en grasas, grasas saturadas, azúcares, sodio y otros nutrientes cuyo consumo en determinadas cantidades o volúmenes pueden representar un riesgo para la salud.


Además, dichos establecimientos deberán incluir en sus programas curriculares al menos tres bloques semanales fraccionados de actividad física práctica, que genere alto gasto energético.


Artículo 5°.- El Ministerio de Salud determinará los alimentos que, por unidad de peso o volumen, o por porción de consumo, presenten en su composición nutricional elevados contenidos de calorías, grasas, azúcares, sal u otros ingredientes que el reglamento determine. Este tipo de alimentos se deberá rotular como “alto en calorías”, “alto en sal” o con otra denominación equivalente, según sea el caso.


La información indicada precedentemente, incluyendo sus contenidos, forma, tamaño, mensajes, señalética o dibujos, proporciones y demás características, se determinará por el Ministerio de Salud en el Reglamento Sanitario de los Alimentos. Asimismo, se podrán fijar límites de contenido de energía y nutrientes en los alimentos a que alude el inciso anterior.


La Autoridad Sanitaria, en ejercicio de sus facultades, podrá corroborar con análisis propios la información indicada en la rotulación de los alimentos, sin perjuicio del ejercicio de sus facultades fiscalizadoras.


Artículo 6°.- Los alimentos a que se refiere el artículo anterior no se podrán expender, comercializar, promocionar y publicitar dentro de establecimientos educacionales de cualquier nivel y modalidad.


Asimismo, se prohíbe su ofrecimiento o entrega a título gratuito a menores de 14 años de edad, así como la publicidad de los mismos dirigida a ellos. Además, su publicidad sólo podrá hacerse, en medios masivos, en horario nocturno. 


En todo caso, no podrá en ellos inducirse su consumo por parte de menores o valerse de medios que se aprovechen de la credulidad de los menores. La venta de alimentos especialmente destinados a menores no podrá efectuarse mediante ganchos comerciales no relacionados con la promoción propia del producto, tales como regalos, concursos, juegos u otro elemento de atracción infantil. 


Toda publicidad de alimentos efectuada por medios de comunicación masivos deberá llevar un mensaje, cuyas características determinará el Ministerio de Salud, que promueva hábitos de vida saludables.


Se prohíbe la publicidad de alimentos sucedáneos de la leche materna.


El Ministerio de Salud deberá disponer, en conjunto con el de Educación, de un sistema obligatorio de monitoreo nutricional de los alumnos de enseñanza pre-básica, básica y media, a cargo de especialistas que midan su índice de masa corporal y los orienten en el seguimiento de estilos de vida saludables.


Artículo 7°.- La publicidad de los productos descritos en el artículo 5°, no podrá ser dirigida a niños menores de catorce años.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por publicidad toda forma de promoción, comunicación, recomendación, propaganda, información o acción destinada a promover el consumo de un determinado producto.


Artículo 8°.- La promoción de los alimentos señalados en el artículo 5°, no podrá realizarse utilizando ganchos comerciales no relacionados con la promoción propia del producto, cuando esté dirigida a menores de catorce años.


Dicha práctica comercial deberá promover las ventajas de una alimentación variada y equilibrada, fomentar la educación del consumo de alimentos sanos resaltando un estilo de vida saludable o la práctica del deporte o actividad física. En todo caso se deberá desincentivar el sedentarismo.


En ningún caso se podrá utilizar ganchos comerciales tales como juguetes, accesorios, adhesivos, incentivos u otros similares.


Artículo 9°.- Declárase obligatoria la indicación, en el envase de todo producto alimentario que haya sido elaborado o comercializado en Chile y que contenga entre sus ingredientes o en su elaboración, algunos de los siguientes alimentos: soya, leche, maní, huevo, mariscos, pescado, trigo o frutos secos.


El reglamento respectivo deberá establecer los requisitos que deberá contener el referido etiquetado.


Artículo 10.- Las infracciones a las disposiciones de esta ley serán sancionadas de acuerdo al Libro X del Código Sanitario.


Artículo 11.- El Ministerio de Salud deberá dar cumplimiento y ejecutar las materias a que se refiere esta ley, a través de la Subsecretaría de Salud Pública, en el plazo de un año a contar de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

_______________

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mensaje, en segundo trámite constitucional, que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mensaje, en segundo trámite constitucional, que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.946-07.



Agrega que este proyecto fue aprobado en general el 19 de enero del año en curso.



La Comisión deja constancia de haber efectuado una serie de modificaciones al texto del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad. Dichas modificaciones consisten principalmente en:


- Hacer coetáneo el inicio de la restricción que afecta al Jefe de Estado para salir del territorio nacional con la oportunidad en que principia el proceso de su sustitución. Por ende, el Presidente de la República no podrá salir del país a contar de la fecha en que deba ser elegido quien lo suceda.


- La elección de Presidente de la República junto con la de parlamentarios se efectuará el tercer domingo de noviembre del año anterior a aquel en que debe cesar en el cargo el que esté en funciones.


- La segunda vuelta de la elección presidencial se realizará el cuarto domingo después de efectuada la primera.



Al finalizar, hace presente que las enmiendas acogidas por unanimidad deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o haya alguna indicación renovada, y que esta iniciativa requiere para la aprobación del número 7) del artículo primero el voto conforme de 25 señores Senadores y para los restantes numerales de 22.

- - -



En su segundo informe la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, propone introducir las siguientes modificaciones al proyecto aprobado en general por el Senado:

Artículo primero


Pasa a ser “artículo único”, con las siguientes enmiendas:

Número 1


Sustituirlo por el siguiente:



“1. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 25, la frase “en los últimos noventa días de su período” por la siguiente: “a contar de la fecha en que deba ser elegido quien lo suceda en el cargo”.”.

Número 2

Letra i)



Reemplazar la expresión “segundo” por “tercer”.

Letra ii)



Sustituir la expresión “quinto” por “cuarto”.

Letra iii)



Reemplazar la expresión “ciento veinte” por “noventa”.

Número 4



Sustituir el guarismo “ciento veinte” por “noventa”.

Número 6


Sustituirlo por el siguiente:



“6. Reemplázase en el número 6) del artículo 53 la frase “en los últimos noventa días de su período” por la siguiente: “a contar de la fecha en que deba ser elegido quien lo suceda en el cargo”.”.

Artículo segundo


Suprimirlo.

- - -


En discusión en particular la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señoras Alvear y Allende y señores Walker (don Patricio) y Prokurica.


Luego, interviene el Ministro Secretario General de la Presidencia.


Cerrado el debate y puesta en votación en particular, esta iniciativa se aprueba por 26 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, cumpliéndose así el quórum constitucional requerido.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte y Walker (don Patricio).


Fundamentan su voto positivo los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Kuschel, Navarro y Uriarte.


Queda despachado este asunto en este trámite.

- - -



El texto del proyecto de reforma constitucional aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:



Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de la República:



1. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 25, la frase "en los últimos noventa días de su período" por la siguiente: "a contar de la fecha en que deba ser elegido quien lo suceda en el cargo"”;



2. Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:



i) Reemplázanse en el inciso primero las oracio-nes “noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.”, por los términos: “el tercer domingo de noviembre del año anterior a aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones.”.



ii) Sustitúyese en el inciso segundo las oraciones “el trigésimo día después de efectuada la primera, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente al referido trigésimo día.”, por las expresiones “el cuarto domingo después de efectuada la primera.”.



iii) Reemplázase en el inciso cuarto la expresión  “treinta días” por los términos “diez días” y sustitúyese la oración “La elección se celebrará el domingo más cercano al nonagésimo día posterior a la convocatoria.”, por las siguientes: “La elección se celebrará noventa días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.”.



3. Sustitúyese el inciso primero del artículo 27 por el siguiente:



“Artículo 27.- El proceso de calificación de la elección presidencial deberá quedar concluido dentro de los quince días siguientes tratándose de la primera votación o dentro de los treinta días siguientes tratándose de la segunda votación.”.



4. Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 28, las oraciones “expedirá las órdenes convenientes para que se proceda, dentro del plazo de sesenta días, a nueva elección en la forma prevista por la Constitución y la Ley de Elecciones. La elección deberá efectuarse en un día domingo.”, por las siguientes: “convocará a una nueva elección presidencial que se celebrará noventa días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.”.



5. Sustitúyense en el inciso cuarto del artículo 29 las expresiones “el sexagésimo día” por los términos “ciento veinte días”.



6. Reemplázase en el número 6) del artículo 53 la frase "en los últimos noventa días de su período" por la siguiente: "a contar de la fecha en que deba ser elegido quien lo suceda en el cargo ".”.



7. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 129 la frase “la votación plebiscitaria, la que no podrá tener lugar antes de treinta días ni después de sesenta, contado desde la publicación de dicho decreto.”, por la que sigue: “la votación plebiscitaria, la que se celebrará ciento veinte días después de la publicación de dicho decreto si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.”.”.

_______________



Luego, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Horvath, Navarro, Rossi y Ruiz-Esquide, han requerido que se dirijan, en sus nombres, oficios a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los mencionados señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 11ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 20 DE ABRIL DE 2011



Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Letelier, y, en forma accidental, del Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte y Walker (don Patricio).



Concurren, también, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, y el Subsecretario de la Cartera, señor Claudio Alvarado.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones ocho, extraordinaria, y nueve, ordinaria, ambas del día 13 de abril del año en curso, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensajes



Diecisiete de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los dieciséis primeros, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletines N°s 5.522-07 y 5324-07, refundidos).



2.- Proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios (Boletín N° 7.534-07).



3.- Proyecto de ley sobre indulto general (Boletín N° 7.533-07).



4.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).



5.- Proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (Boletín N° 7.194-05).



6.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).



7.- Proyecto de ley que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios, en los sectores medios (Boletín N° 7.320-14).



8.- Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 7.240-08).



9.- Proyecto de ley que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito (Boletín N° 7.212-15).



10.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (Boletín N° 7.187-04).



11.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor (Boletín N° 7.075-06).



12.- Proyecto de ley que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (Boletín N° 6.952-07).



13.- Proyecto de ley que crea una comisión permanente de coordinación del Sistema de Justicia Penal (Boletín N° 7.193-07).



14.- Proyecto de ley que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias (Boletín N° 5.363-03).



15.- Proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (Boletín N° 7.338-07).



16.- Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (Boletín Nº 4.832-07).



Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley en materia de duración del descanso de maternidad (Boletín N° 7.526-13).



- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que extiende el plazo de vigencia de las franquicias contenidas en el artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, y en el artículo 35 de la ley N° 19.420 (Boletín N° 7.433-05).



- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Con el segundo, indica que rechazó algunas de las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro (Boletín N° 6.242-21) (con urgencia calificada de “simple”), e informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República.



- Se toma conocimiento y, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, se designa como miembros de la referida Comisión Mixta a los Honorables Senadores integrantes de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con el procedimiento para constituir un Parque Nacional en los terrenos de la Reserva Nacional Tehuelche, Isla Riesco.



Dos del señor Comandante en Jefe de la Armada, con los que responde igual número de solicitudes de información, remitidas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativas al listado de concesiones vigentes entregadas en la Playa de Penco, y a la acumulación de 30.000 toneladas de pet coke, en patios colindantes con los referidos terrenos de playa.



Del señor Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile, con el que da respuesta a una solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor García, respecto del resultado de las investigaciones administrativas y judiciales, en virtud de los antecedentes contenidos en el informe N° 145/2006, de la Contraloría General de la República.



- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Informe



Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito (Boletín N° 7.212-15) (con urgencia calificada de “suma”).



- Queda para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Escalona, Gómez y Rossi, con la cual inician un proyecto de ley que regula la situación laboral de los empaquetadores de supermercados (Boletín N° 7.604-13).



- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Del Honorable Senador señor Sabag, con la que da inicio a un proyecto de ley sobre transferencia de predios rústicos (Boletín N° 7.605-01).



- Pasa a la Comisión de Agricultura.

Comunicación



De la Comisión de Obras Públicas, con la que informa que eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Escalona.



- Se toma conocimiento.

- - -



Luego, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Quintana, quien pide recabar el asentimiento de la Sala en orden a fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (Boletín N° 7.187-04), hasta las 13 horas del martes 3 de mayo de 2011, las que se deberán presentar directamente en la Secretaría de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Así se acuerda.

- - -



Acto seguido, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath para solicitar que la Sala autorice el ingreso del Subsecretario de la Presidencia, a lo cual se accede.

- - -



Al hacer uso de la palabra, el Honorable Senador señor García pide a la Sala que autorice a la Comisión de Economía para funcionar en paralelo a fin de despachar asuntos de su competencia, lo que así se acuerda.

- - -



Finalmente, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Cantero, quien, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 20 y 96, número 4, del Reglamento de la Corporación, manifiesta su disconformidad con el Orden del Día establecido para la presente sesión ordinaria.



A juicio del señor Senador, no corresponde considerar en el primer lugar del Orden del Día el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite, sobre voto de chilenos en el extranjero (Boletín N° 7.335-07), por dos razones principales:


En primer término, porque el acuerdo de Comités referido a la ubicación de esta iniciativa en la Tabla sólo pudo regir para la sesión ordinaria próxima pasada.


En segundo, porque los asuntos respecto de los cuales se ha declarado la urgencia tienen preferencia al momento de determinar el orden en que deban ser tratados, lo cual beneficiaría al proyecto de ley, en primer trámite, sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (Boletín N° 7.338-07), con urgencia “suma”.



Sobre el particular, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señor Novoa, señora Allende, señores Chahuán y Lagos, señora Rincón, señores Muñoz Aburto y Longueira, señora Alvear y señores Chadwick, Gómez y Espina.



El señor Presidente procede a convocar a reunión de Comités para analizar el asunto planteado, suspendiendo en el intertanto la sesión.

- - -



Reanudada la sesión, el señor Presidente otorga la palabra al señor Secretario General para la lectura de los acuerdos adoptados unánimemente por los Comités, que son los siguientes:



a) Retirar de la tabla del día de hoy las iniciativas que figuran en los números 1 y 2 del Orden del Día, esto es, el proyecto de reforma constitucional sobre voto de chilenos en el extranjero y el proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones.



b) Facultar a la Mesa para fijar el orden en que se verán los asuntos que se encuentran para tabla, respetando aquellos cuya urgencia esté por vencer.

______________



La presente acta se ha elaborado en conformidad con lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Cantero, Gómez, Orpis y Sabag, en primer trámite constitucional, en materia de aprovechamiento y beneficio de tiburones, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura



El señor Presidente anuncia que corresponde discutir el asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Cantero, Gómez, Orpis y Sabag, en primer trámite constitucional, en materia de aprovechamiento y beneficio de tiburones, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y que tiene el Boletín N° 7.489-03.



Añade que el proyecto fue aprobado en general en sesión de 23 de marzo del año en curso.



En su segundo informe la Comisión deja constancia de haber aprobado una indicación sustitutiva del texto despachado en general, presentada por el Ejecutivo, resolución que adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath y Sabag.



Finalmente, el señor Secretario General advierte que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas, y que el numeral 1) del artículo único, que introduce un artículo 5° bis a la Ley General de Pesca y Acuicultura, que establece la prohibición de mutilar las aletas de cualquier especie de tiburón a bordo de naves o embarcaciones de pesca o su transbordo, tiene carácter de norma de quórum calificado.

- - -


Como se dijera, en el segundo informe la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura propone la sustitución del texto del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, por el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Modifícase la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de la forma que se indica:



1) Agrégase el siguiente artículo 5° bis:



“Artículo 5° bis.- Prohíbese la mutilación de las aletas de cualquier especie de tiburón, a bordo de naves o embarcaciones de pesca o su trasbordo.



Asimismo, será obligación realizar el desembarque de las especies antes señaladas con sus aletas total o parcialmente adheridas a su cuerpo en forma natural.



Si se encontrare una aleta de tiburón en una nave pesquera sin que esté completa y naturalmente adosada al tronco correspondiente, se presumirá que se ha contravenido lo dispuesto en el presente artículo.”.



2) Agrégase el siguiente artículo 110 bis:



“Artículo 110 bis.- Los armadores que infrinjan la prohibición a que se refiere el artículo 5° bis serán sancionados con multa de 50 a 500 unidades tributarias mensuales.”.



3) Reemplázase en el artículo 111 la frase “del artículo anterior” por la expresión “de los artículos 110 y 110 bis”.



4) Agrégase el siguiente artículo 121:



“Artículo 121.- El procesamiento, transporte, elaboración, comercialización y almacenamiento de aletas obtenidas en contravención a la prohibición establecida en el artículo 5° bis, será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y además con clausura del establecimiento o local en el que se hubiere cometido la infracción, hasta por un plazo de 30 días.”.”.

- - -



En discusión en particular la iniciativa, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath.



Cerrado el debate y puesta en votación en particular, se aprueba esta iniciativa por 29 votos favorables, de un total de 37 Senadores en ejercicio, reuniéndose así el quórum constitucional exigido.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte y Walker (don Patricio).


Queda despachado este asunto en este trámite.



El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Modifícase la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo N° 430, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1992, de la forma que se indica:



1) Agrégase el siguiente artículo 5° bis:



“Artículo 5° bis.- Prohíbese la mutilación de las aletas de cualquier especie de tiburón, a bordo de naves o embarcaciones de pesca o su transbordo.



Será obligatorio realizar el desembarque de las especies antes señaladas con sus aletas total o parcialmente adheridas a su cuerpo en forma natural.



Si se encontrare una aleta de tiburón en una nave pesquera, sin que esté completa y naturalmente adosada al tronco correspondiente, se presumirá que se ha contravenido lo dispuesto en el presente artículo.”.



2) Agrégase el siguiente artículo 110 bis:



“Artículo 110 bis.- Los armadores que infrinjan la prohibición a que se refiere el artículo 5° bis serán sancionados con multa de 50 a 500 unidades tributarias mensuales.”.



3) Reemplázase en el artículo 111 la frase “del artículo anterior” por “de los artículos 110 y 110 bis”.



4) Agrégase el siguiente artículo 121:



“Artículo 121.- El procesamiento, transporte, elaboración, comercialización y almacenamiento de aletas obtenidas en contravención a la prohibición establecida en el artículo 5° bis será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales y, además, con clausura del establecimiento o local en el que se hubiere cometido la infracción, hasta por un plazo de 30 días.”.”.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica, y del ex Senador señor Ruiz De Giorgio, en primer trámite constitucional, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca, con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura e informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica, y del ex Senador señor Ruiz De Giorgio, en primer trámite constitucional, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca, que cuenta con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura e informe de la Comisión de Hacienda, y que tiene el Boletín Nº 3.777-03.


Agrega que este proyecto fue aprobado en general el 13 de mayo de 2008.


Ambas Comisiones dejan constancia de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los números 3 y 5 del artículo 1° y el número 2 del artículo 2°, los que mantienen, en consecuencia, el mismo texto aprobado en general. De conformidad al artículo 124 del Reglamento, estos preceptos deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación. Las referidas normas se aprueban reglamentariamente.


Enseguida, el señor Secretario General precisa que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura realizó una serie de modificaciones al proyecto despachado en general por la Sala, todas las cuales aprobó por unanimidad.


Por su parte, la Comisión de Hacienda introdujo enmiendas al texto despachado por la Comisión especializada, las que también fueron aprobadas en forma unánime.


Las modificaciones acordadas por unanimidad deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador solicite su discusión o que existan indicaciones renovadas. De esas modificaciones unánimes, la letra b) del número 1 del artículo 1°; el artículo 7° C contenido en el número 2 del artículo 1°, y el artículo 64 F comprendido en el número 4 del artículo 1°, tienen el carácter de normas de quórum calificado.


Tanto en su segundo informe, cuanto en su nuevo segundo informe, la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura propone las siguientes enmiendas al proyecto aprobado en general por el Senado:

Artículo 1°.-

Número 1

Letra b)


Agregar, en el párrafo primero del numeral 26 bis), a continuación de la frase “naves pesqueras”, la expresión “puntos de desembarque”, precedida de una coma (,), y luego de la frase “plantas de proceso” la expresión “exclusivamente”, precedida de una coma (,); finalmente, suprimir la oración “y la ordenación de la actividad pesquera”.


Intercalar, en el párrafo segundo del numeral 26 bis), a continuación de la frase “observadores científicos”, la oración, entre comas (,), “tanto de las naves pesqueras como de los puntos de desembarque y de las plantas de proceso”, y, enseguida, agregar después del vocablo “reservados”, la siguiente oración, antecedida de una coma (,), “de conformidad con lo dispuesto en los numerales 1 y 2 del artículo 21 de la ley Nº 20.285.”.


Agregar, en el numeral 26 bis), un párrafo tercero, nuevo, del siguiente tenor, pasando los párrafos tercero y cuarto a ser párrafos cuarto y quinto, respectivamente:


“El observador científico que destruya, sustraiga o revele, indebidamente, los datos a que se refiere el párrafo precedente, incurrirá en las penas prescritas en los artículos 242 ó 247 del Código Penal, según corresponda.”.

Número 2

Artículo 7° A.-

Inciso primero


Reemplazar la frase “de su descarte,” por “que permitan elaborar un plan de reducción del descarte,”.

Inciso tercero


Sustituir el vocablo “cinco” por “tres”.

° ° °


Luego, incorporar los siguientes incisos cuarto y quinto:


“El Plan de Reducción del Descarte deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:


a) Las medidas de administración y observación y los medios tecnológicos necesarios para reducir el descarte.


b) Un programa de monitoreo y seguimiento del plan.


c) Una evaluación de las medidas adoptadas para reducir el descarte.


d) Un programa de capacitación y difusión.


El plan de reducción deberá considerar un código de buenas prácticas en las operaciones de pesca como medida de mitigación complementaria. Asimismo, podrá considerar incentivos para la innovación en sistemas y artes de pesca, que tengan como objetivo la mitigación o disminución del descarte.”.

Artículo 7° B.-

Inciso primero

Letra d)


Eliminar la oración “el informe técnico que propone”.

Artículo 7° C.-


Suprimirlo.


Los artículos 7° D y 7° E pasan a ser artículos 7° C y 7° D, respectivamente, sin enmiendas.

Número 4

Artículo 64 E.-

Inciso primero


Intercalar, a continuación de la coma (,) que sigue a “64 B”, la frase “y los armadores artesanales respecto de sus naves que tengan una eslora igual o superior a 15 metros”.

Inciso quinto


Agregar, luego de “determinados en el reglamento”, la siguiente frase precedida de una coma (,): “pudiendo éste distinguir por pesquería, tipo de nave y arte de pesca:”.

Inciso séptimo


Suprimirlo.

Artículo 64 F.-

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 64F.- Las imágenes que registre el dispositivo a que se refiere el artículo 64E tendrán el carácter de reservado de conformidad con la ley N° 20.285. Su destrucción, sustracción o revelación, indebida, será sancionada con las penas señaladas en los artículos 242 ó 247 del Código Penal, según corresponda.”.

Inciso segundo


Reemplazar la frase “plena prueba” por “una presunción”.

Número 6

Artículo 111 B.-

Inciso primero


Agregar, a continuación del vocablo “industrial”, la frase “o de una embarcación artesanal de eslora igual o superior a 15 metros”.

Artículo 2°.-

Número 1


Reemplazarlo por el siguiente:


“1) Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 por el siguiente:


“Para estos efectos se entenderá por descarte la acción de devolver al mar las especies hidrobiológicas capturadas.”.”.

Artículo Transitorio.-

Inciso primero


Sustituir “En el plazo” por “Dentro del plazo”.

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“En el mismo plazo se dictará el reglamento a que se refiere el artículo 64E, el que considerará los resultados del programa de investigación mencionado en el artículo 7A.”.

- - -


Por su parte, la Comisión de Hacienda propone introducir las siguientes modificaciones al proyecto de ley despachado por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su nuevo segundo informe:

Artículo 1°.-

Número 2

Artículo 7° A.-

Inciso primero


Consignar con mayúsculas iniciales las palabras “programa” e “investigación”, situadas entre “, un” y “destinado”.


Sustituir las expresiones “, el que” por “. Dicho programa de investigación”, y la voz “mismo” por “descarte”; y suprimir el pronombre “éste”.

Número 4

Artículo 64 E.-

Inciso segundo


Sustituir la voz “podrá” por “deberá”.

Inciso tercero


Reemplazar las expresiones “o por”, por “directamente, o encargándolo a”.

Número 6

Artículo 111 B.-

Inciso primero


Sustituir la frase “cuyo funcionamiento haya sido defectuoso o que”, por “lo”, y suprimir la palabra “sido” que antecede a “manipulado”.

Número 7


Sustituirlo por el siguiente:


“7. Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto al artículo 113:


“La omisión de la entrega, o la entrega incompleta de la información a que se refiere el artículo 63 A, será sancionada con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.


En caso que la información entregada en cumplimiento del artículo 63 A sea falsa, la sanción será de multa de 50 a 300 unidades tributarias mensuales.”. 

Número 8

Artículo 113 bis.-


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 113 bis.- Durante el desarrollo del Programa de Investigación a que se refiere el artículo 7° A de la presente ley, no serán aplicables, a todas aquellas naves que participen de la investigación, las sanciones sobre descarte contempladas en esta ley y en la ley N° 19.713 y sus modificaciones.”.

Artículo transitorio.-

Inciso primero


Sustituir “de dos años” por “máximo de dieciocho meses”, y la expresión “dictarse” por “efectuarse”.

Inciso segundo


Sustituir las voces “mismo plazo” por “plazo de dos años contados desde la publicación de la presente ley,”.

Inciso tercero


Reemplazar las palabras “infracción contenida” por “aplicación de las sanciones contenidas”.

- - -


En discusión en particular la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Horvath y Cantero.


Cerrado el debate, el señor Presidente somete a votación las normas de quórum calificado contenidas en el artículo 1°, numeral 1, letra b).


Estas normas se aprueban por 26 votos a favor y una abstención, de un total de 37 Senadores en ejercicio, alcanzándose así el quórum constitucional exigido.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte y Walker (don Patricio).


Se abstiene el Honorable Senador señor Rossi.

Fundamentan su voto positivo los Honorables Senadores señores Horvath y Orpis.

- - -


Acto seguido, el señor Presidente somete a votación las normas de quórum calificado contenidas en el artículo 1°, numerales 2 y 4, las cuales son aprobadas con idéntico quórum.


Queda despachado este asunto en este trámite.


El texto del proyecto de ley despachado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el Decreto Supremo Nº 430, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1992, y sus modificaciones posteriores:


1. Modifícase su artículo 2º, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el Nº 14 bis) por el siguiente:


“14 bis) Descarte: Es la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas.”.


b) Intercálase el siguiente número 26 bis):


“26 bis) Observador científico: persona natural designada por la Subsecretaría de Pesca encargada de la observación y recopilación de datos a bordo de naves pesqueras, puntos de desembarque o en plantas de proceso, exclusivamente, para la investigación con fines de conservación y administración de los recursos hidrobiológicos.


Los datos sin procesar o agregar, obtenidos por los observadores científicos, tanto de las naves pesqueras como de los puntos de desembarque y de las plantas de proceso, tendrán el carácter de reservados, de conformidad con lo dispuesto en los numerales 1 y 2 del artículo 21 de la ley Nº 20.285. No obstante, el armador y el gerente o administrador de la planta de proceso, o quienes éstos designen, podrán solicitar copia de los datos recopilados a bordo de sus naves o plantas.


El observador científico que destruya, sustraiga o revele, indebidamente, los datos a que se refiere el párrafo precedente, incurrirá en las penas previstas en los artículos 242 o 247 del Código Penal, según corresponda.


La recopilación de datos en ningún caso incluirá la individualización de las naves ni de los armadores, los cuales deberán ser codificados para estos efectos.


El observador científico no tendrá bajo ningún respecto el carácter de inspector, fiscalizador, ministro de fe, certificador o verificador de capturas, quedando limitadas sus funciones a las expresadas en el presente numeral.”.


2. Incorpórase el siguiente Párrafo 1º bis al Título II:

“PÁRRAFO 1° BIS

DEL DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS


Artículo 7º A.- La Subsecretaría, mediante resolución y previo informe técnico, aprobará, para una o más especies objetivo y su fauna acompañante, un programa de investigación destinado a recopilar antecedentes técnicos que permitan elaborar un plan de reducción del descarte. Dicho programa de investigación deberá comprender a lo menos la cuantificación del descarte, la determinación de sus causas, la forma en que se realiza y los medios a través de los cuales se dejará constancia de esta información. Tratándose de pesquerías con participación de la flota industrial, el programa deberá considerar, a lo menos, la información biológica-pesquera recopilada por los observadores científicos designados por la Subsecretaría de Pesca en conformidad con el artículo 19 de la ley Nº 19.713.


El programa tendrá una duración no inferior a dos años y deberá incluir una propuesta de las medidas orientadas a la disminución del descarte.


En el plazo máximo de tres años de ejecución del programa de investigación, la Subsecretaría de Pesca deberá establecer un plan de reducción del descarte.


El plan de reducción del descarte deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:


a) Las medidas de administración y conservación y los medios tecnológicos necesarios para reducir el descarte.


b) Un programa de monitoreo y seguimiento del plan.


c) Una evaluación de las medidas adoptadas para reducir el descarte.


d) Un programa de capacitación y difusión.


El plan de reducción deberá considerar un código de buenas prácticas en las operaciones de pesca, como medida de mitigación complementaria. Asimismo, podrá considerar incentivos para la innovación en sistemas y artes de pesca, que tengan como objetivo la mitigación o disminución del descarte.


La Subsecretaría de Pesca establecerá anualmente, mediante resolución fundada, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que se encuentren sometidas al programa de investigación a que se refiere este artículo.


Artículo 7° B.- El descarte de individuos de una especie objetivo, cualquiera sea su régimen de acceso, y su fauna acompañante, podrá realizarse siempre que se cumplan los siguientes requisitos:


a) Que se hayan recopilado antecedentes técnicos suficientes del descarte, de acuerdo a un programa de investigación ejecutado de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior.


b) Que se mantenga en ejecución el programa de investigación señalado en la letra a).


c) Que sea haya fijado una cuota global anual de captura para la especie objetivo.


d) Que en la cuota de captura se haya descontado el descarte.


e) Que la especie objetivo y su fauna acompañante se encuentren sometidas a un plan de reducción del descarte.


f) Que el descarte no afecte la conservación de la especie objetivo.


La Subsecretaría de Pesca establecerá anualmente, mediante resolución fundada, y previo informe técnico, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que cumplan con los requisitos antes señalados.


Artículo 7° C.- Será obligatoria la devolución al mar de mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y otras aves marinas. Asimismo, será obligatoria la devolución de ejemplares de una especie hidrobiológica, en los casos en que así lo disponga expresamente la medida de administración vigente.


La Subsecretaría establecerá, mediante resolución y previo informe técnico, la nómina de especies que se encuentren en los casos previstos en este artículo.


Artículo 7° D.- Sin perjuicio de las normas de este párrafo, se deberá dar cumplimiento a las medidas de administración establecidas de conformidad con la normativa vigente.”.


3. Incorpórase el siguiente artículo 63 A:


“Artículo 63 A.- Los armadores pesqueros industriales o artesanales deberán informar, en los términos establecidos en el artículo anterior, el descarte de especies sometido a las disposiciones del Párrafo 1º bis del Título II de esta ley.”.


4. Agréganse los siguientes artículos 64 E y 64 F:


“Artículo 64 E.- Los armadores de naves pesqueras a que se refiere el artículo 64 B y los armadores artesanales respecto de sus naves que tengan una eslora igual o superior a 15 metros, deberán instalar a bordo y mantener en funcionamiento, durante todo el viaje de pesca, un dispositivo de registro de imágenes que permita detectar y registrar toda acción de descarte que pueda ocurrir a bordo.


El Servicio Nacional de Pesca deberá requerir la entrega de la información registrada desde las naves pesqueras, en ejercicio de su función fiscalizadora.


La instalación y mantención del dispositivo de registro de imágenes serán de cargo del armador. Asimismo, la recopilación y procesamiento de las imágenes podrá efectuarse por el Servicio directamente o encargándolo a entidades externas. En este último caso también serán de cargo del armador.


Este sistema deberá guardar relación en sus costos de instalación y operación con los que signifiquen los objetivos de protección de los recursos hidrobiológicos respectivos.


La forma, requisitos y condiciones de aplicación de las exigencias establecidas en este artículo, así como los resguardos necesarios que eviten la manipulación e interferencia del funcionamiento de los dispositivos, serán determinados en el reglamento, pudiendo éste distinguir por pesquería, tipo de nave y arte de pesca. El Servicio acreditará, directamente o por intermedio de entidades externas, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el reglamento.


La Subsecretaría de Pesca podrá requerir la información de que trata este artículo para fines de administración y manejo de los recursos hidrobiológicos.


Artículo 64 F.- Las imágenes que registre el dispositivo a que se refiere el artículo 64 E tendrán el carácter de reservado de conformidad con la ley N° 20.285. Su destrucción, sustracción o revelación indebida será sancionada con las penas señaladas en los artículos 242 o 247 del Código Penal, según corresponda.


La información que genere el dispositivo de registro de imágenes, certificada por el Servicio Nacional de Pesca, en su caso, tendrá el carácter de instrumento público y constituirá una presunción para acreditar infracciones a la normativa pesquera. La información, en este caso, no revestirá el carácter de reservada y su publicidad quedará sometida a las normas generales que regulan el procedimiento administrativo o judicial, según corresponda.”.


5. Suprímese en la letra g) del artículo 110 la frase “o desechadas al mar”.


6. Agréganse los siguientes artículos 111 A y 111 B:


“Artículo 111 A.- El armador de la nave industrial o embarcación artesanal que realice descarte que no corresponda a los casos previstos en el Párrafo 1° bis del Título II de esta ley, será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales. En caso de que se trate de especies sometidas a la medida de administración límite máximo de captura por armador, se aplicará la sanción administrativa establecida en el artículo 12 de la ley N° 19.713.


En el caso del inciso anterior, el capitán o patrón de la nave pesquera industrial en que se hubiere cometido la infracción será sancionado personalmente con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el patrón de la embarcación artesanal, con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.


Artículo 111 B.- El armador de una nave pesquera industrial o de una embarcación artesanal de eslora igual o superior a 15 metros que haya operado sin mantener en funcionamiento el dispositivo de registro de imágenes, o lo haya manipulado o interferido, será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales.


El capitán o patrón de la nave en que se hubiere cometido la infracción a que se refiere el inciso anterior será sancionado personalmente con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.”.


7. Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto al artículo 113:


“La omisión de la entrega o la entrega incompleta de la información a que se refiere el artículo 63 A será sancionada con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.


En caso de que la información entregada en cumplimiento del artículo 63 A sea falsa, la sanción será de multa de 50 a 300 unidades tributarias mensuales.”.


8. Incorpórase el siguiente artículo 113 bis:


“Artículo 113 bis.- Durante el desarrollo del programa de investigación a que se refiere el artículo 7° A no serán aplicables, a todas aquellas naves que participen de la investigación, las sanciones sobre descarte contempladas en esta ley y en la ley N° 19.713 y sus modificaciones.”.


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes enmiendas a la ley Nº 19.713:


1) Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 por el siguiente:


“Para estos efectos se entenderá por descarte la acción de devolver al mar las especies hidrobiológicas capturadas.”.


2) Sustitúyese el Nº 1 de su artículo 20 por el siguiente:


“1. Intercálase en el artículo 2º el siguiente número 14 bis):


“14 bis) Descarte: Es la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas.”.”.


Artículo Transitorio.- Dentro del plazo máximo de dieciocho meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley, deberá efectuarse un programa de investigación conforme a las disposiciones del artículo 7º A.


En el plazo de dos años contados desde la publicación de la presente ley se dictará el reglamento a que se refiere el artículo 64 E, el que considerará los resultados del programa de investigación mencionado en el artículo 7° A.


Mientras no se dicte el reglamento a que alude el inciso anterior, quedarán suspendidas las obligaciones establecidas en los artículos 64 E y 64 F, así como la aplicación de las sanciones contenidas en el artículo 111 B.”.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, con nuevo segundo informe de la Comisión de Salud


El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.


El señor Secretario General explica que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, con nuevo segundo informe de la Comisión de Salud, y que tiene el Boletín N° 4.498-11.


Agrega que este proyecto fue aprobado en general en sesión de 1 de abril de 2008, y a su respecto se emitieron un segundo y un nuevo segundo informe de la Comisión de Salud. En este último se deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 1°, 8°, 22, 26, 30, 31, 34 a 36, 40, 41 y 44 deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, y por la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.

- - -


Concluida la relación del señor Secretario General, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señora Rincón y señores Rossi y Coloma, quienes, con arreglo a lo dispuesto en el número 1° del artículo 131 del Reglamento del Senado, solicitan aplazar temporalmente la consideración de este asunto, lo que así se acuerda.


Cabe consignar que el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide se manifiesta en contra de este acuerdo.


En consecuencia, el tratamiento de esta iniciativa se aplaza hasta la primera semana de mayo.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Zaldívar, Escalona y Lagos, en primer trámite constitucional, en materia de información acerca de operaciones cambiarias del Gobierno, con informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Zaldívar, Escalona y Lagos, en primer trámite constitucional, en materia de información acerca de operaciones cambiarias del Gobierno, con informe de la Comisión de Hacienda, y que tiene el Boletín N° 7.452-05.


Añade que su objetivo principal es modificar la Ley sobre Responsabilidad Fiscal para establecer la obligación de la Dirección de Presupuestos de proporcionar tanto a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados, cuanto a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe trimestral de las operaciones cambiarias realizadas por el Gobierno Central, especificando las cantidades vendidas y compradas de dólares, así como de otras monedas extranjeras.


Finaliza precisando que la Comisión discutió el proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos.

- - -


En discusión en general y en particular la iniciativa, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Escalona.


Cerrado el debate y puesto en votación, se aprueba en general el proyecto por 15 votos a favor y 2 en contra.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, Gómez, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pizarro, Rossi y Walker (don Patricio).


Votan por la negativa los Honorables Senadores señores Larraín Peña y Uriarte.


Por no haberse formulado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Intercálase en la ley Nº 20.128, sobre responsabilidad fiscal, el siguiente artículo 25, nuevo:


“Artículo 25.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe trimestral de las operaciones cambiarías realizadas por el Gobierno Central, especificando las cantidades vendidas y compradas de dólares de los Estados Unidos de América, así como de otras monedas extranjeras, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.”.”.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con informe de la Comisión de Salud


El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con informe de la Comisión de Salud, y que tiene los Boletines N°s. 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos.


Agrega que sus objetivos principales son regular la publicidad que incentiva el consumo de alcohol; revertir su consumo en los menores de edad, e incorporar en los envases y en la publicidad sobre alcohol leyendas que adviertan acerca de sus efectos en la salud.


La Comisión de Salud discutió el proyecto en general y en particular en su primer informe, de conformidad con el acuerdo adoptado por la Sala el 5 de mayo de 2009.


El mencionado órgano técnico aprobó la idea de legislar respecto de la iniciativa por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide y ex Senadora señora Matthei.


En cuanto a la discusión en particular, realizó una enmienda al artículo 1°, la que fue acordada por unanimidad.


Al concluir, hace presente que con motivo de su discusión en particular el proyecto será conocido por las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas, y que sus artículos 3°, número 5, y 6° tienen carácter orgánico constitucional.

- - -


Finalizada la relación del señor Secretario General, intervienen los Honorables Senadores señores Uriarte, Rossi y Pizarro, quienes, con arreglo a lo dispuesto en el número 1° del artículo 131 del Reglamento, solicitan aplazar temporalmente la consideración de este asunto, lo que así se acuerda por unanimidad.


El señor Presidente declara aplazada la consideración de esta iniciativa hasta la primera quincena de mayo.

_______________


A continuación, la Sala se constituye en sesión secreta para tratar la solicitud de rehabilitación de ciudadanía presentada de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 17 de la Constitución Política de la República, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, correspondiente al Boletín N° S 1.309-04.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que excluye a los menores de edad de la legislación sobre conductas terroristas, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde abocarse al proyecto de ley de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que excluye a los menores de edad de la legislación sobre conductas terroristas, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y que tiene el Boletín N° 7.529-07.


Agrega que su objetivo principal es modificar la ley que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, para establecer que dicho cuerpo legal no se aplicará a las conductas ejecutadas por personas menores de 18 años.


La Comisión discutió este proyecto en general y en particular en el trámite del primer informe, de conformidad a la autorización de la Sala otorgada el 22 de marzo recién pasado, y aprobó la idea de legislar sobre la materia por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín Fernández y Walker (don Patricio).


Con igual votación efectuó dos enmiendas. La primera dispone que la exclusión de los menores de edad no será aplicable a los mayores de edad que sean autores, cómplices o encubridores del mismo hecho punible, y la segunda deroga el artículo 3º de la ley Nº 20.467.


Finaliza haciendo presente que los dos artículos de la iniciativa tienen carácter de normas de quórum calificado.

- - -


En discusión en general la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio) y Larraín Fernández.


Cerrado el debate y sometida a votación la idea de legislar en la materia, se aprueba por 24 votos favorables, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Longueira, Navarro, Orpis, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag y Walker (don Patricio).


Fundamentan su voto positivo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Peña, Navarro y Quintana.


Queda pendiente la fijación de plazo para presentar indicaciones.

- - -


Terminada la votación, el señor Presidente otorga la palabra al Ministro Secretario General de la Presidencia.


Queda despachado este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Agrégase al artículo 1º de la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“La presente ley no se aplicará a las conductas ejecutadas por personas menores de 18 años.


La exclusión contenida en el inciso anterior no será aplicable a los mayores de edad que sean autores, cómplices o encubridores del mismo hecho punible. En dicho caso, la determinación de la pena se realizará en relación al delito cometido de conformidad a esta ley.”.


Artículo segundo.- Derógase el artículo 3º de la ley Nº 20.467.”.

_______________



A continuación, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero y Frei, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS
1

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE ADECUA LOS PLAZOS VINCULADOS A LAS ELECCIONES PRESIDENCIALES

(6946-07)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha rechazado las enmiendas propuestas por ese H. Senado, al proyecto de reforma constitucional para adecuar los plazos vinculados a las elecciones presidenciales. (Boletín N° 6946-07).


En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta de acuerdo con el artículo 71 de la Constitución Política:

- don  Alberto Cardemil Herrera.

- don  Edmundo Eluchans Urenda.

- don  Felipe Harboe Bascuñán.

- don  Ricardo Rincón González.

- don  Marisol Turres Figueroa.


Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 550/SEC/11, de 19 de abril de 2011.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Pedro Araya Guerrero, Presidente en Ejercicio de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL

(7196-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir un segundo informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique.


A las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus integrantes, del Ministerio de Planificación: el Ministro, señor Felipe Kast; la Subsecretaria, señora Soledad Arellano; el Jefe de la División de Estudios, señor Andrés Hernando; el Jefe de la División de Planificación Regional, señor Matías Claro; el Jefe del Sistema Nacional de Inversiones, señor Felipe Saavedra; la Secretaria Ejecutiva del Fondo Mixto, señora María Angélica Zegers; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Francisco Moreno; las asesoras legislativas del Ministro, señoras Francisca González y Anne Traub, y el Jefe de Gabinete de la Subsecretaria, señor Sebastián Villarreal. 


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el asesor de la División de Relaciones de Políticas Institucionales, señor Omar Pinto, y los asesores, señora Egle Zavala y el señor Cristián García-Huidobro. 


Del Ministerio de Hacienda: la Coordinadora de Políticas Sociales, señora Alejandra Candia y la asesora legislativa, señora Natalia González.  


De la Dirección de Presupuestos: el Jefe del Departamento de Asistencia Técnica, señor Roy Rogers, y la abogada, señora Patricia Orellana. 


Del Ministerio de Obras Públicas: de la Dirección Nacional de Vialidad, el Subdirector de Desarrollo, señor Walter Bruning. 


De la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Planificación: la Presidenta Nacional, señora Delia Arneric, y los directores señora María Soledad Ceballos y Pedro Vega. 


De la Federación de Asociaciones de Funcionarios de los Servicios relacionados con el Ministerio de Planificación: el Presidente Nacional, señor José Emilio Oda; el Vicepresidente, señor Patricio Lama; el Tesorero, señor Víctor Flores, y el Director, señor Francisco Rojas. 


Del Instituto Libertad y Desarrollo: la abogada del Programa Legislativo, señora Silvia Baeza y la abogada del Programa Social, señora Paulina Henoch. 


Del Instituto Igualdad: el asesor, señor Ignacio Araya. De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): el abogado del Programa Legislativo, señor Sebastián Pavlovic.

CUESTIÓN PREVIA


Prevenimos que aprobado en general este proyecto por la Sala, se autorizó un plazo de indicaciones que venció el 13 de enero del año en curso. Posteriormente, se dispuso abrir dos nuevos plazos con vencimiento, respectivamente, el 19 de enero y el 23 de marzo de 2011, circunstancia que explica que la enumeración correlativa de las indicaciones incluya letras que las identifiquen, también correlativamente (ejemplo: indicaciones N°s. 8, 8 A, 8 B y 8 C), en función de las normas del proyecto sobre las cuales recaen.


También hacemos presente que durante la discusión particular el Ejecutivo recogió indicaciones parlamentarias que versan sobre materias reservadas a la iniciativa exclusiva de aquél, de modo que al coincidir estas indicaciones con las proposiciones del Ejecutivo que fueron aprobadas, aquéllas se entendieron incorporadas a éstas.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos igualmente que los artículos 1°; 3°; letras b), g), l) y u); 4°; 5°; 6°; 8°; 11; 12; 13; 14; 20 y 25 del proyecto, de aprobarse, deben serlo con quórum de ley orgánica constitucional, al tenor del artículo 38 de la Constitución Política, pues se refiere a la organización básica de la Administración del Estado.

- - -


Para los efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 9°, 10, 13, 17, 18, 19, 21, 22, 23, 26, segundo transitorio, cuarto transitorio y sexto transitorio.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las de los números 8 A, 8 B, 13 A, 18 A, 20 A, 20 B, 24, 33 A, 38 A, 39 A, 44 A, 49, 50 A, 51 A, 53 C, 61, 62, 62 A, 64, 66, 70, 70 A, 71 A, 72 A, 75, 78, 82, 84, 84 A, 85, 86 A, 86 B, 87, 88, 89, 90, 94, 95, 98, 101 A, 102 A, 103, 109, 109 A, 111, 113, 114, 115, 116, 116 A, 117 y 117 A.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: las de los números 2, 3, 3 A, 4, 5, 5 A, 6, 6 A, 7, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 20, 21, 25, 26, 27, 28, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 51, 52, 53, 53 B, 54, 57, 58, 60, 72, 74, 86, 91, 91 A, 97, 97 A, 99, 100, 101, 102, 113 A y 116 B.


4.- Indicaciones rechazadas: las de los números 1, 3 B, 5 B, 8, 8 C, 19, 22, 23, 47 A, 50, 53 A, 55, 56, 59, 63, 65, 67 A, 73, 73 A, 76, 76 A, 77, 77 A, 81 A, 83, 92, 96, 107, 112, 118, 120 y 121.

5.- Indicaciones retiradas: las de los números 67, 68, 69, 71, 79, 81, 93, 106, 108, 110 y 119.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: las de los números 29, 80, 104, 105 y 122.
- - -
DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Al iniciarse la discusión en particular de este proyecto, la Comisión escuchó a los representantes de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Planificación y de la Federación Nacional de Asociaciones de Funcionarios de los Servicios Relacionados con el Ministerio de Planificación, quienes acompañaron minutas de sus presentaciones, las que se transcriben a continuación.


De la Presidenta de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Planificación, señora Delia Arneric, quien señaló que las indicaciones presentadas al proyecto en informe mejoran la coherencia del texto con el mensaje, por lo que manifestó su acuerdo con el sentido de las mismas. Sin perjuicio de lo anterior, existen debilidades que deben superarse durante la discusión, particularmente en lo que dice relación con el encasillamiento y traspaso del personal del Ministerio.


También se refirió a las atribuciones que considera la iniciativa. Sobre este asunto, fue de opinión que ésta no otorga sustentabilidad a la nueva institucionalidad en materia de autoridad social y real coordinación de las políticas sociales, con excepción de los actuales servicios relacionados, los que, en conjunto, corresponden a una mínima proporción de los organismos que ejercen prestaciones sociales en Chile. Prueba de ello -continuó- es la omisión de un informe vinculante que represente el resultado de la evaluación ex ante de los programas sociales. 


Por otra parte, la señora Arneric expresó que la ausencia de referencias a la relación entre el Ministerio y los municipios, demuestra, a su juicio, un vacío en relación con las actuales funciones y en qué institución quedarán radicadas, particularmente en las labores de transferencias y seguimientos. 


Los servicios relacionados (organismos esencialmente ejecutores) debieran convertirse en servicios dependientes, con el objeto de optimizar la organización e implementación de competencias y atribuciones. 


Finalmente, señaló que el proyecto en debate supone modificaciones en la ley N° 20.379, que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social. 


El Presidente de la Federación Nacional de Asociaciones de Funcionarios de los Servicios Relacionados con el Ministerio de Planificación, señor José Oda, expresó que el proyecto requiere de mayores precisiones para que constituya un efectivo avance en el combate a la pobreza. En este sentido, señaló que es necesario incorporar instancias efectivas de participación de la sociedad civil y de las organizaciones representativas del quehacer ministerial, razón por la cual propuso la creación de un Consejo Ciudadano que esté en la estructura del nuevo Ministerio y sea parte de sus instancias decisorias. 


Concordó con una indicación del Honorable Senador señor Zaldívar en orden a reemplazar el artículo tercero transitorio por una norma que faculte al Presidente de la República para la presentación de una iniciativa que regule la orgánica de los Servicios Dependientes, incorporando, además, la revisión y establecimiento de plantas y el traspaso en condiciones similares a las fijadas para el traspaso del Ministerio de Planificación al Ministerio de Desarrollo Social. 


Recordó que luego de su primera participación en esta instancia legislativa, han sido despedidos doscientos setenta y dos trabajadores de los Servicios Relacionados, por lo que la participación de FENAMIAS y de otras organizaciones sindicales ayudarán en la construcción de un proyecto que asegure la condición laboral e impidan ejercicios arbitrarios con cada cambio de gobierno.

- - -


A continuación se describen, en el orden del articulado del proyecto, las normas y las indicaciones formuladas al texto aprobado en general por el Senado y los acuerdos adoptados. Prevenimos que cada indicación se consignará en función del precepto sobre el que recae o, cuando corresponda, sobre cada uno de los incisos, números, literales o párrafos que lo conforman, incluyendo al final de cada artículo, en el caso de los artículos 1°, 2°, 3°, 5°, 6°, 8°, 15, 16, 27 y primero transitorio, una indicación sustitutiva del Ejecutivo formulada al final del debate de este asunto para concluir con las votaciones y acuerdos adoptados respecto de todas ellas.

- - -

Artículo 1°


El artículo primero del texto aprobado en general prescribe que el Ministerio de Desarrollo Social está encargado de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas de desarrollo social destinados a erradicar la pobreza y entregar protección a las personas o grupos vulnerables, promoviendo la movilidad e integración social (inciso primero). Corresponde al Ministerio velar por la implementación descentralizada y la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas de desarrollo social a nivel nacional y regional (inciso segundo). También será función de éste evaluar los estudios de preinversión de los proyectos de inversión que soliciten financiamiento del Estado, con el objeto de determinar su rentabilidad social, eficacia y eficiencia en el uso de los recursos públicos.


Respecto de este artículo se formularon seis indicaciones del primer boletín.


La indicación N° 1, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, reemplaza el texto aprobado por otro, nuevo, que prescribe en su inciso primero que el Ministerio de Desarrollo Social será el encargado de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, evaluación e implementación de políticas, planes, garantías explícitas y programas en materia de equidad y desarrollo social en todo aquello que se relacione con el combate a la pobreza y la protección social, promoviendo la movilidad e integración social. El inciso segundo declara que con el objeto de velar por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas sociales, el Ministerio estará a cargo de la evaluación de los mismos y del cuidado de que éstos se ejecuten de manera descentralizada. El inciso tercero faculta al Ministerio para evaluar los estudios de preinversión de los proyectos que solicitan apoyo estatal, incluyendo los que se financien con transferencias de capital, para determinar la su conveniencia y su rentabilidad social según las estrategias y políticas de crecimiento, equidad y desarrollo económico y social. 

Inciso primero


Las indicaciones N°s. 2 y 3, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Pérez Varela, intercalan a continuación de la frase “integración social” la oración “y la partición con igualdad de oportunidades en la vida nacional”.


La indicación N° 3 A, del Honorable Senador señor Rossi, incorpora entre las palabras “materia de” y “desarrollo”, la frase “equidad y”. La indicación N° 3 B, también del Honorable Senador señor Rossi, incorpora, a continuación de la voz “pobreza” la oración: “eliminar las desigualdades”, precedida de una coma (,).

Inciso segundo


Las indicaciones N°s. 4 y 5, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Pérez Varela, y del Honorable Senador señor Coloma, respectivamente, intercalan la expresión “o desconcentrada, en su caso” a continuación de la palabra “descentralizada”.


La indicación N° 5 A, de autoría del Honorable Senador señor Rossi, incorpora las expresiones “equidad y” entre las palabras “materia de” y “desarrollo”. 

Inciso tercero


La indicación N° 5 B, del Honorable Senador señor Rossi, intercala entre las oraciones “para determinar” y “su rentabilidad social” la frase: “su pertinencia y, cuando corresponda,”.


Respecto de esta indicación, el Jefe del Sistema Nacional de Inversiones del Ministerio de Planificación, señor Felipe Saavedra, expresó que esta cartera tiene la obligación legal de velar por la rentabilidad social de los proyectos, ya sea en su determinación específica de costo, o bien cuando los beneficios son imposibles de considerar de manera eficiente, optando en ambos casos por la alternativa de menor costo. A mayor abundamiento, explicó que es la metodología la que debe ser mejorada con el objeto de maximizar la rentabilidad social, por lo que en los casos en que no se puede determinar los beneficios, ha de elegirse la alternativa de menor costo. 


Agregó que la facultad de discernir la conveniencia del programa es privativa del Presidente de la República, por lo que la misión del Ministerio es de carácter eminentemente técnico (la rentabilidad social es uno de los insumos para adoptar decisiones), lo que se traduce en la búsqueda de herramientas que permitan elaborar métodos que apunten al menor costo y a la mayor rentabilidad social.


A mayor abundamiento, la asesora legislativa del Ministerio de Planificación, señora Anne Traub, recordó que la ley de Administración Financiera del Estado exige un informe que dé cuenta de la rentabilidad social, por lo que deben suprimirse los vocablos “cuando corresponda”.

- - -


En la indicación N° 6, el Presidente de la República agrega dos nuevos incisos (cuarto y quinto) al artículo primero. El nuevo inciso cuarto prescribe que el Ministerio de Desarrollo Social velará por la participación de la sociedad civil en las materias de su competencia y, especialmente, en aquéllas dirigidas a personas o grupos vulnerables. Por su parte, el nuevo inciso quinto dispone que el Ministerio deberá contar con información pública sobre el acceso y mantención de los programas sociales a que se refiere esta ley.

- - -


Cual se señaló al iniciarse el estudio de este precepto, al concluir el debate de este proyecto el Ejecutivo formuló una indicación, nueva, (indicación N° 6 A en el caso del artículo 1°) para reemplazar este precepto por otro que en los seis incisos que lo conforman dispone:


El primero define el Ministerio de Desarrollo Social en iguales términos que el texto aprobado en general, pero incorpora el concepto de equidad como un elemento para el diseño y aplicación de las políticas, planes y programas destinados a erradicar la pobreza. En el mismo orden, considera la participación con igualdad de oportunidades en la vida nacional como referente para el diseño y programación de esas políticas, planes y programas.


El nuevo inciso segundo de la indicación sustitutiva también reproduce el contenido del inciso segundo del texto aprobado en general, y al igual que el precedente, consigna el concepto de equidad como elemento a tomar en cuenta en la coordinación y consistencia de las políticas, planes y programas que le corresponde al Ministerio ejecutar. Del mismo modo el nuevo inciso, al reproducir la norma del texto aprobado en general que asigna al Ministerio la obligación de velar por que los planes y programas se implementen en forma descentralizada, agrega que éstos también deberán ejecutarse desconcentradamente.


Enseguida, la indicación sustitutiva propone un inciso tercero, nuevo, que encarga al Ministerio la administración, coordinación, supervisión y evaluación del Sistema Intersectorial de Protección Social creado en virtud de la ley N° 20.379, velando por que las prestaciones sociales se entreguen con mayor equidad a la población.


El nuevo inciso cuarto replica la norma del inciso tercero del texto aprobado en general, que asigna al Ministerio la función de evaluar los proyectos de inversión que soliciten financiamiento del Estado para determinar su rentabilidad social.


Finalmente, el nuevo texto propone dos incisos mediante los cuales el Ministerio asume la obligación de velar por la participación de la sociedad civil en las materias de su competencia, al tiempo que lo obliga a mantener informado al público respecto a los programas sociales a que se refiere esta ley.


En relación con el nuevo inciso tercero propuesto en la indicación, el Honorable Senador señor Zaldívar fue partidario de que las “garantías explícitas” a que se refiere la indicación N° 1 de su autoría, quede reconocidas de manera expresa en este precepto.


El Honorable Senador señor Longueira concordó con la proposición precedente, agregando que ésta debe replicarse también en otras disposiciones de este proyecto, como demostración de una idea fuerza de que lo que se pretende es el cumplimiento efectivo de los compromisos sociales que adquiere el Estado al instituir esta instancia.


La Subsecretaria del Ministerio de Planificación, señora Soledad Arellano, expresó que la sugerencia de los señores Parlamentarios ya tiene su reconocimiento en la redacción del nuevo inciso tercero del artículo 1° que contiene la indicación sustitutiva, toda vez que las expresiones “prestaciones de acceso preferente o garantizadas” cumplen la finalidad que persiguen las “garantías explícitas”.


Puesta en votación esta indicación sustitutiva del artículo 1°, (indicación N° 6 A) propuesta por el Ejecutivo, resultó aprobada con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, que lo fueron los Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zaldívar. Además, con los votos de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar, y conforme lo autoriza el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, en el encabezamiento de este artículo incluido en el texto de la indicación, se reemplazó las expresiones “El Ministerio de Desarrollo Social es la Secretaría de Estado encargada” por “Créase el Ministerio de Desarrollo Social como la Secretaría de Estado encargada”.

La indicación N° 1 resultó, en consecuencia, rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira y Sabag y la abstención del Honorable Senador señor Zaldívar. (No obstante este rechazo, el concepto de “garantías explícitas” quedará recogido en la redacción del nuevo numeral 6) del artículo 2°, incorporado en virtud de la indicación N° 20 B, al igual que las indicaciones N°s. 23, 76 y 96).


Las indicaciones N°s. 2, 3, 3 A, 4, 5, 5 A y 6, como quiera que contienen conceptos que se subsumen en la indicación sustitutiva del Ejecutivo aprobada, resultaron también aprobadas con la misma unanimidad que ésta (Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zaldívar).


Las indicaciones N°s. 3 B y 5 B fueron rechazadas con la misma votación pues su contenido es incompatible con el de otras indicaciones aprobadas.

- - -

Artículo 2°

N° 1)


Este numeral del artículo segundo del texto aprobado en general define los programas sociales como un conjunto integrado de acciones, prestaciones y beneficios para lograr objetivos específicos en una población objetivo, con el fin de resolver un problema o atender una necesidad que lo afecte. Estas actividades deberán incluirse en la definición funcional de gasto público social. Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social, suscrito por el Ministerio de Hacienda, establecerá el procedimiento para determinar los programas que se clasificarán funcionalmente dentro del gasto público social. 


La indicación N° 7, formulada por los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, reemplaza el número 1) por otro, nuevo, que replica la definición de programas sociales como una herramienta para resolver un problema o atender una necesidad que, de acuerdo con la clasificación funcional del gasto público, se incorpora en la categoría de gasto social.


La indicación N° 8 es de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, y reemplaza la expresión “población objetivo” por “población vulnerable”. 

N° 2)


El número 2) define como personas o grupos vulnerables a aquellos que por su situación social, económica, física, mental o sensorial (entre otras) estén en desventaja, requiriendo de apoyo público especial para participar con igualdad de oportunidades y acceder a mejores condiciones de vida.  


El Honorable Senador señor Rossi, en la indicación N° 8 B, incorpora la frase “y bienestar social”, en tanto que la indicación N° 8 C, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, intercala las expresiones “o de género” entre las palabras “sensorial” y “entre otras”. 


Respecto de la indicación N° 8 C, el Ministro señor Kast fue de opinión que la expresión “Grupos Vulnerables” con que se inicia este numeral tiene carácter amplio, por lo que la indicación implicaría cierta desventaja para cada uno de los sectores que integran esos grupos. Lo que persigue la definición es fijar criterios estables en la determinación de grupos vulnerables, cuestión que, a su juicio, no incluye al género, por cuanto todos los esfuerzos apuntan a que éste no siga siendo frágil en materia de protección o de consideración social.

N° 3)


El número 3) señala que el Banco Integrado de Programas Sociales es un registro de los programas sociales que anualmente solicitan apoyo del Estado a cargo del Ministerio de Desarrollo Social.


Sobre este numeral recayeron las indicaciones N°s. 9 a 13.


La indicación N° 9, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, sustituye el numeral 3) por otro, nuevo, que define al Banco Integrado de Programas Sociales como un registro con los programas sociales que solicitan financiamiento anual del Estado y que, pendientes de respuesta, cuentan con evaluación positiva.


La indicación N° 10, de autoría del Honorable Senador señor Gómez, intercala a continuación de la palabra “registro” la voz “público”. 


En las indicaciones N°s. 11 y 12, los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Pérez Varela, y el Honorable Senador señor Coloma, respectivamente, incorporan a continuación de la palabra “registro” la frase “de acceso público, en los términos de la ley N° 20.285,” y suprimen el vocablo “anualmente”.


La indicación N° 13, de S.E. el Presidente de la República, elimina el vocablo “anualmente” e incorpora la oración final “A la información del registro se podrá acceder en los términos de la ley N° 20.285.”.

N° 4)


Define el Banco Integrado de Proyectos de Inversión como un catastro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social con los estudios de preinversión y proyectos de inversión que anualmente solicitan financiamiento del Estado, incluidos los que obtienen recursos vía transferencia de capital.


Las indicaciones N°s. 14 al 18 recayeron en este número.


La indicación N° 14, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, reemplaza este numeral por otro, nuevo, que define al Banco Integrado de Proyectos de Inversión como un registro del Ministerio que contiene los estudios de preinversión y los proyectos de inversión que solicitan anualmente financiamiento del Estado, incluidos los que cuentan con transferencias de capital y hayan sido evaluados positivamente y estén a la espera de financiamiento.


La indicación N° 15, del Honorable Senador señor Gómez, intercala la voz “público” a continuación de la palabra “registro”.


En las indicaciones N°s. 16 y 17, los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Pérez Varela, y el Honorable Senador señor Coloma, respectivamente, incorporan la expresión “de acceso público, en los términos de la ley N° 20.285,”, y suprimen el vocablo “anualmente”.


La indicación N° 18, de S.E. el Presidente de la República, suprime la palabra “anualmente” e incorpora la siguiente oración final: “A la información del registro se podrá acceder en los términos de la ley N° 20.285.”.

- - -


En la indicación N° 19, el Honorable Senador señor Bianchi incorpora un nuevo número 5) al artículo segundo, en el que conceptúa al Banco Integrado de Resultados de Programas y al Banco Integrado de Resultados de Proyectos como registros a cargo del Ministerio de Desarrollo Social con las nóminas de programas o estudios de preinversión anualmente aprobados, como también del balance de gestión anual o de término de ejercicio. 


Por su parte en la indicación N° 20, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar incorporan cuatro nuevos numerales al artículo 2° (5); 6); 7), y 8)).


El número 5) define a los Proyectos de Inversión como aquellas iniciativas financiadas por el Estado -incluidas las transferencias de capital- que tengan por objeto la infraestructura pública. 


Enseguida, el número 6) declara que las garantías explícitas consisten en derechos exigibles en el Sistema de Protección Intersectorial bajo ciertas condiciones y en la oportunidad que corresponda de acuerdo con la ley, constituyendo un conjunto organizado de prestaciones destinadas al aseguramiento de la equidad y el desarrollo social. 


En relación con este numeral, el Honorable Senador señor Zaldívar expresó que “las garantías explícitas” constituyen la base de un sistema de protección social, en el que debe primar la continuidad en el incremento de los “beneficiarios de prestaciones” a “titulares de derecho”, en razón de que los beneficios no pueden subordinarse a una decisión administrativa o política circunstancial. Agregó que el proyecto, más allá de una reforma institucional, ha de perseguir un avance efectivo en la ejecución de programas sociales pues de otra forma se pierde la oportunidad de modernizar el sistema implementado por el Gobierno anterior. Este enfoque ya ha sido considerado en algunos planes estatales, como es el caso del “Plan Auge”, en el que si bien todo el sistema de salud es también un sistema de derechos, sólo algunos constituyen “garantías explícitas” que se han de asegurar.


Los números 7) y 8) se refieren al Registro de Programas Sociales y al Registro de Proyectos de Inversión. Éstos son catastros históricos de programas y proyectos (Sociales y de Inversión, respectivamente) con evaluación desfavorable, en proceso de implementación o implementados, incluyendo todos los antecedentes y documentos de evaluación y seguimiento. 


La asesora legislativa del Ministerio de Planificación, señora Anne Traub, señaló que el contenido de los números siete y ocho de la indicación descrita está incluido en las indicaciones N°s. 9 a la 19, formuladas al artículo segundo respecto de los “Bancos de Proyectos”.


El Ministro señor Kast expresó que el número cinco de la indicación N° 20, esto es, la definición de “Proyectos de Inversión” omite, en su opinión, la adquisición de equipamientos, vehículos, terrenos u otros insumos necesarios para la ejecución de proyectos sociales, por lo que no refleja exactamente la implementación de estos proyectos. Además, existe una normativa del Sistema Nacional de Inversiones que se refiere a esta materia.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que la definición de Proyectos de Inversión debe fijarse en la ley, más allá de que actualmente está considerada en una normativa interna del Ministerio de Planificación. Es decir, el contenido de la norma aludida por el señor Ministro debe incluirse en este proyecto.


A mayor abundamiento, el representante de CIEPLAN, señor Sebastián Pavlovic, explicó que el sentido de la propuesta radica en delimitar los proyectos que serán evaluados, por lo que hay que consignar en la ley la definición de “Proyectos de Inversión”, de manera de limitar la discrecionalidad que pudiera observarse en el concepto que cada Gobierno tenga respecto de esta idea. 


El Honorable Senador señor Longueira concordó con lo enunciado por el Honorable Senador Zaldívar, por lo que solicitó al Ejecutivo estudiar una fórmula para que ese contenido quede consignado en este proyecto de ley. 

- - -


La indicación N° 21, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, incorpora un nuevo inciso final al artículo segundo que prescribe que un reglamento fijará los procedimientos y criterios para la clasificación funcional de los programas en el gasto público; procedimientos y criterios que deberán considerar, además, consultas a los ministerios y organismos involucrados. 

- - -


La indicación sustitutiva del Ejecutivo, en este artículo, reemplaza los números 1), 3) y 4) e incorpora dos nuevos numerales 5) y 6). (Indicaciones N°s 8 A; 13 A; 18 A; 20 A y 20 B).


El nuevo numeral 1) (indicación N° 8 A) replica el texto aprobado en general, pero reemplaza la expresión “actividades” por “programas” y “procedimientos” por “criterios”, y agrega que en la formulación de éstos (los criterios) se deberá oír al Comité Interministerial de Desarrollo Social que se crea en virtud del artículo 11 de esta ley.


El nuevo numeral 3) (indicación N° 13 A) reemplaza al de igual número del texto aprobado en general, que define el Banco Integrado de Programas Sociales, como un registro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social que contiene los programas sociales que anualmente solicitan financiamiento del Estado.


La definición precedente, que corresponde al texto aprobado en general, fue complementada en la indicación sustitutiva en la siguiente forma:


1. Se precisó que el registro contendrá información a programas sociales, estén o no en ejecución; 


2. Que esos programas sociales estén siendo evaluados en la forma prevista en las letras c) y d) del artículo 3°, que se analizarán en su oportunidad.


Enseguida, el nuevo precepto dispone que el registro ha de incluir una descripción del programa social y el informe de recomendación o de seguimiento.


También integrarán este registro los informes de evaluación relativos a evaluaciones de impacto o ex-post.


Los nuevos numerales 4) y 5), indicación sustitutiva del Ejecutivo -N°s. 18 A y 20 A-, se refieren al Banco Integrado de Proyectos de Inversión y a los Proyectos de Inversión, respectivamente.


El primero define el Banco Integrado de Proyectos de Inversión como un registro administrado por el Ministerio que contiene estos proyectos ya evaluados, estén o no en ejecución, financiados por el Estado. El registro incluirá una descripción del proyecto, los antecedentes a que se refieren las letras g) y h) del artículo 3°, y las evaluaciones posteriores, si las tuvieren.


Finalmente, declara que el registro será público en los términos de la ley sobre acceso a la información pública.


Por su parte, el numeral 5) define los Proyectos de Inversión como iniciativas de inversión pública para atender una población objetivo con el fin de mejorar e incrementar la productividad de bienes o la prestación de servicios. Agrega que se incluirán también las inversiones públicas financiadas por transferencias de capital y aquellas a que se refiere el artículo 2° del decreto supremo N° 900, de Obras Públicas, de 1996 (los proyectos que se ejecuten por el sistema de concesiones deben contar con un documento interno de administración, y, previo al llamado de licitación, con un informe del organismo de planificación nacional fundado en una evaluación técnica y económica.).


El nuevo número 6) incorporado por la indicación sustitutiva del Ejecutivo (N° 20 B) define las Garantías de Protección Social como las acciones y prestaciones de acceso garantizado que, en el marco del Sistema Intersectorial de Protección Social, pueden exigir los beneficiarios de acuerdo a la legislación vigente con el objeto de propender a la equidad en las políticas de desarrollo.


Sobre este último numeral, el Honorable Senador señor Longueira valoró la incorporación en el proyecto del concepto de Garantías de Protección Social, cuestión que, a su juicio, representa uno de los asuntos más importantes de los cuales debe ocuparse la nueva institucionalidad.


El Honorable Senador señor Zaldívar concordó con lo expresado por el Honorable Senador señor Longueira, aunque afirmó que en todas las iniciativas que traten sobre el desarrollo social debe debatirse en profundidad el concepto de “garantías explícitas”.


Puestas en votación las indicaciones sustitutivas (N°s. 8 A, 13 A, 18 A, 20 A y 20 B), resultaron aprobadas en sus mismos términos, con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zaldívar.


Con la misma votación se aprobaron las indicaciones N°s. 7, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18 y 21, en razón de que contienen conceptos similares a los de las indicaciones sustitutivas ya reseñadas, como es el caso del Banco Integrado de Programas Sociales y del Banco Integrado de Proyectos de Inversión. (Deben entenderse aprobadas con modificaciones).


La indicación N° 8 B fue aprobada en sus mismos términos, con los votos de los Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar.


La indicación N° 8 resultó rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar, en tanto que la indicación N° 8 C fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zaldívar, en razón de que se estimó que el concepto de “Grupos Vulnerables” cumple con el objeto de agrupar a todos aquellos que se encuentran en una situación de desventaja y que requieren de un esfuerzo público para el igual ejercicio de sus derechos y capacidades, lo cual no tiene necesariamente una vinculación con el género. Con esta última misma votación se rechazó la indicación N° 19.


La indicación N° 20, que propone la incorporación de cuatro nuevos numerales (5, 6, 7 y 8) relativos, respectivamente, a definir los conceptos de “Proyectos de Inversión”, “Garantías Explícitas”, “Registro de Programas Sociales” y “Registro de Proyectos de Inversión”, debe entenderse aprobada conjuntamente con las indicaciones N°s. 8 A, 13 A, 18 A, 20 A y 20 B, pues estas últimas recogen, en el caso de los “Proyectos de Inversión”, “Programas Sociales” y “Banco Integrado de Proyectos de Inversión”, la idea de incorporar estos conceptos en la ley aunque con un contenido distinto en cuanto a su funcionamiento y a los procedimientos de su administración. Por lo que hace al concepto de “Garantías Explícitas”, éste queda subsumido y desarrollado en cuanto a las ideas que contiene, en el nuevo numeral 6), incorporado en virtud de la indicación N° 20 B, que se refiere a las “Garantías de Protección Social”. Por lo anterior, en el curso de este informe se darán por rechazadas las indicaciones N°s. 23, 76 y 96, que aunque proponen incorporar los términos “garantías explícitas”, en otras normas del proyecto, lo hacen en un contexto distinto al señalado.


En consecuencia, esta indicación N° 20, se aprobó en la forma descrita, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zaldívar.

Artículo 3°


El artículo 3° del texto aprobado en general por el Senado dispone que corresponde especialmente al Ministerio de Desarrollo Social el ejercicio de las siguientes funciones:

Letra a)


Estudiar, diseñar y proponer al Presidente de la República las políticas, planes y programas sociales de su competencia, particularmente las orientadas a la erradicación de la pobreza y a las personas o grupos vulnerables.


En la indicación N° 22, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín sustituye la coma (,) que sigue a la palabra “Estudiar” por la conjunción “y”, suprimiendo la frase “y proponer al Presidente de la República”.


La indicación N° 23, de autoría de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, intercala a continuación de la palabra “planes” las expresiones “garantías explícitas”. 

Letra b)


Establecer, previa aprobación del Comité Interministerial de Desarrollo Social, los criterios de evaluación para determinar la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales que estén en ejecución o se pretendan implementar por los ministerios o los servicios públicos relacionados. 


La indicación N° 24, de S.E. el Presidente de la República, intercala la frase “, así como su coordinación y complementación con otros programas sociales en ejecución o que planteen implementarse” a continuación de la expresión “servicios públicos”. 

Letra c)


Pronunciarse sobre la consistencia, coherencia y atingencia de los programas que se pretendan implementar o reformularse por los ministerios o servicios públicos, coordinando así el diseño de las políticas sociales. En su párrafo segundo, este literal señala que para el cumplimiento de esta norma, el Ministerio de Desarrollo Social deberá estudiar la realidad social, velar porque el diseño del programa sea coherente con los objetivos y revisar los que actualmente estén en ejecución, evitando duplicidades o superposiciones. El párrafo tercero reenvía a un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social la determinación de la forma y oportunidad de estos informes. El párrafo cuarto de la letra c) preceptúa que lo anterior es sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes de recomendación sobre programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo segundo, ya descrito. 


En esta letra recayeron las indicaciones N°s. 25 a 33 del Boletín. 


Las indicaciones N°s. 25 y 26, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Pérez Varela, y del Honorable Senador señor Coloma, respectivamente, reemplazan el párrafo primero de la letra c) por otro, nuevo, que dispone que corresponderá especialmente al Ministerio calificar y pronunciarse fundadamente sobre la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales que pretendan implementarse, ampliarse o reformularse por los ministerios u otros servicios públicos, los que, a su vez, deberán solicitar un informe previo a la implementación y acompañarlo a las solicitudes de financiamiento con cargo al presupuesto de la Nación.


La indicación N° 27, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, sustituye también el párrafo primero de este literal por otro, nuevo, que faculta al Ministerio para evaluar -previo a su formulación presupuestaria- todos los programas que estén clasificados funcionalmente dentro del gasto social definidos en el reglamento, para lo cual emitirá un informe sobre la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales que pretendan implementarse, ampliarse o reformularse por los ministerios u otros servicios públicos, con el objeto de coordinarlos para el ejercicio de las políticas sociales.


En relación con el contenido de estas indicaciones (N°s 25, 26 y 27) el Ministro señor Kast, señaló que la idea central contenida en ellas ya se considera en la implementación de los informes sociales incluida en la nueva redacción de la letra c) del artículo tercero de este proyecto, que faculta al Ministerio de Desarrollo Social para evaluar y pronunciarse, por medio de un informe de recomendación fundado, sobre la coherencia de los programas sociales de los ministerios o servicios públicos. Los programas deberán contar con el referido informe para solicitar su financiamiento en el proceso de formulación de la Ley de Presupuestos. Además, para dar cumplimiento a lo anterior, el Ministerio de Desarrollo Social deberá estudiar la realidad social, nacional y regional y velar por la consistencia de los mismos con sus objetivos. Finalmente, el señor Ministro recordó que la  letra c) del artículo tercero de este proyecto prescribe que un reglamento firmado por los Ministerios de Desarrollo Social y de Hacienda, determinará el contenido, las etapas, los plazos y la forma de solución de las observaciones que se formulen a los programas sociales, entre otros aspectos.


En la indicación N° 28, S.E. el Presidente de la Republica sustituye la palabra “Pronunciarse” por las expresiones “Evaluar y pronunciarse”, e intercala la voz “fundada” a continuación de la palabra “recomendación”.

- - -


La indicación N° 29, del Honorable Senador señor Navarro, incorpora un nuevo párrafo segundo a la letra c) del artículo tercero, que prescribe que el pronunciamiento del Ministerio sobre los programas sociales será vinculante para todos los órganos públicos dependientes o relacionados con esa cartera. 

- - -


Las indicaciones N°s. 30 y 31, de los Honorables Senadores Larraín, don Hernán y Pérez Varela, y del Honorable Senador señor Coloma, respectivamente, sustituyen el párrafo segundo de la letra c) por otro que dispone que para dar cumplimiento a los dispuesto en el párrafo primero (evaluación de programas sociales por parte del Ministerio) se considerará la realidad social nacional y regional, velando por la consistencia de los objetivos y la coherencia de los mismos, con el objeto de evitar duplicidades o superposiciones. 


La indicación N° 32, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, reemplaza el párrafo tercero de la letra c) por otro que prescribe que un reglamento del Ministerio (suscrito además por el Ministerio de Hacienda) determinará los requisitos para asegurar la transparencia y eficiencia del proceso de evaluación. También contendrá el mecanismo para resolver las diferencias que ocurran en la clasificación de los programas en la categoría de sociales, plazos y vigencia de las evaluaciones y otras materias relacionadas con la presentación de propuestas. 


En la indicación N° 33, S.E. el Presidente de la República sustituye en el párrafo tercero la oración “determinará la forma” por la frase “suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, determinará, a lo menos, el contenido, procedimiento, vigencia”, precedida de una coma (,).

Letra d)


Colaborar, mediante informes de eficiencia, eficacia y focalización, con el seguimiento de la gestión e implementación de los programas que estén siendo ejecutados por los servicios públicos relacionados o dependientes de éste o de otros ministerios. Estos informes deberán estar a disposición del Comité Interministerial de Desarrollo Social. 


La indicación N° 34, de autoría del Honorable Senador señor Bianchi, reemplaza este literal por otro, nuevo, que reproduce el texto aprobado en general incorporando una frase final que señala que los informes de eficiencia, eficacia y focalización deberán estar disponibles ante el Comité de Desarrollo Social y del Banco de Resultados que el mismo señor Senador sugiere incorporar en la indicación N° 19, ya descrita. 


En la indicación N° 35, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, sustituyen la letra d) por otra que, al igual que la anterior, replica el texto aprobado en general, con las siguientes enmiendas:


Uno) Para el seguimiento de la gestión e implementación de programas sociales, el Ministerio deberá evaluar, entre otros, la eficiencia, eficacia, focalización e impacto de los mismos. 


Dos) Dicha evaluación deberá estar disponible para el Comité Interministerial y del público en general en el sitio electrónico que corresponda y, además, entregar copias de los informes a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos en el mes de agosto de cada año.


La indicación N° 36, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, incorpora una frase final para que, sin perjuicio de lo dispuesto en este literal, la Dirección de Presupuestos solicite la información pertinente al Ministerio de Desarrollo Social.

- - -


El Honorable Senador señor Navarro incorpora, en la indicación N° 37, un párrafo segundo, nuevo, que dispone que los informes serán publicados en el sitio electrónico del Ministerio de Desarrollo Social. 


La indicación N° 38 de S.E. el Presidente de la República incorpora un nuevo Párrafo II a este literal que prescribe que lo dispuesto en esta letra es sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social los informes de seguimiento de los programas no comprendidos en el N° 1) del artículo 2°.

- - -

Letra e)


Analizar la realidad social e informar de las necesidades detectadas al Comité Interministerial de Desarrollo Social. 


La Indicación N° 39, del Honorable Senador señor Bianchi, incorpora una frase final que declara que para el cumplimiento de esta función, el Ministerio deberá considerar, entre otros, los antecedentes que le sean proporcionados por los gobiernos regionales. 


La indicación N° 40, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, intercala la frase “de manera periódica” luego de la palabra “analizar”.


La indicación N° 41, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, agrega una frase final para que el resultado de los estudios se publique en el sitio electrónico del Ministerio de acuerdo a las normas de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública. 

Letra g)


Fijar criterios y metodologías de evaluación de la rentabilidad social de los estudios de preinversión de proyectos de inversión que soliciten apoyo del Estado, incluyendo los financiados por transferencias de capital. Para ello deberá elaborar un informe de conformidad con el artículo 19 bis del Decreto Ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de la Administración Financiera del Estado. (Dicha norma prescribe, en lo pertinente, que los estudios preinversionales deberán contar con un informe del organismo de planificación nacional o regional, el que deberá estar fundado en una evaluación técnica que analice su rentabilidad. Corresponde al Ministerio de Hacienda resolver al respecto. No obstante lo anterior, los estudios de inversión de las Fuerzas Armadas serán evaluados por el Ministerio de Defensa Nacional sobre la base de una metodología fijada por decreto de los Ministerios de Hacienda y Defensa Nacional (inciso cuarto). La autorización de recursos para los estudios y programas o proyectos y la celebración de los contratos respectivos, sólo podrá efectuarse previa identificación presupuestaria. Tal identificación deberá ser aprobada a nivel de asignaciones especiales, por decreto o resolución, según corresponda, conforme a las normas que establezca un reglamento, emanado del Ministerio de Hacienda, el cual establecerá los contenidos de dichos instrumentos aprobatorios, incluido lo relativo a montos por concepto de gasto, compromisos futuros que pueden irrogar y límite máximo, las autoridades facultadas para suscribirlos y los demás procedimientos y modalidades aplicables al efecto (inciso quinto)).


Para el cumplimiento de lo enunciado en el párrafo primero de este literal, le corresponderá velar para que las inversiones que utilicen recursos públicos sean rentables socialmente y respondan a las políticas nacionales y regionales de desarrollo (párrafo segundo). 


Lo dispuesto en esta letra es sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social elaboración de informes de recomendación sobre iniciativas no comprendidas en esta ley (párrafo tercero).


La indicación N° 42, de autoría del Honorable Senador señor Sabag, incorpora la frase “de un monto superior a 5.000 unidades tributarias mensuales” a continuación de la palabra “inversión”, la primera vez que aparece.


El Honorable Senador señor Sabag expresó que el sentido de la indicación es agilizar las actuaciones administrativas en términos similares a los de la Resolución N° 1.600, de 2008, de la Contraloría General de la República, que fija normas sobre exención del trámite de razón de actos administrativos en función de la materia o cuantía. Así, continuó, la idea es que los estudios de preinversión de los proyectos de inversión inferiores a las 5.000 unidades tributarias mensuales queden exentos del mecanismo de la letra g) del artículo tercero del proyecto, permitiendo mayor agilidad en la actuación del Estado para la oportuna cobertura de las contingencias que se produzcan.


El Jefe del Sistema Nacional de Inversiones, señor Felipe Saavedra, expresó que el sentido de la indicación apunta a que los proyectos sean aprobados de manera más expedita, lo que el Ministerio valora. Sin embargo, fijar un límite a las iniciativas de inversión por ley tiene algunos inconvenientes, como, por ejemplo, que la fijación ex ante puede generar problemas de control. Además, un límite de 5.000 unidades tributarias mensuales permitiría la subdivisión de proyectos de mayor magnitud en iniciativas menores, cuestión que, según dijo, escapa a las funciones propias del Ministerio de Planificación, el cual no sólo tiene a su cargo proyectos de infraestructura, sino, también asuntos como equipamientos o terrenos, los cuales en reiteradas ocasiones no pasan por el control del Ministerio. 


Concordó con la idea central de la indicación, lo que puede traducirse en una revisión en conjunto con el Ministerio de Hacienda de los mecanismos pertinentes para que los proyectos sean aprobados en el menor tiempo posible. 


El señor Ministro valoró el sentido de la indicación, pero sugirió discutirlo en otra iniciativa de ley que también involucre al Ministerio de Hacienda, puesto que, a su juicio, incluir un límite parejo para todos los sectores no ayuda a cumplir el objetivo que persigue el proyecto. En este sentido, anunció que se está ejecutando una revisión de cada una de las iniciativas que están en el Banco de Proyectos, lo que permitirá lograr el objetivo propuesto en la indicación según mecanismos de mayor flexibilidad en los montos de acuerdo al sector que corresponda. 


A mayor abundamiento, la Subsecretaria del Planificación, señora Soledad Arellano, explicó que el objetivo de la Contraloría General de la República es diferente al del Ministerio, toda vez que ésta tiene como misión supervigilar el cumplimiento de las normas legales en el manejo de los recursos públicos, en tanto que el Ministerio debe velar porque los proyectos que se presenten sean socialmente rentables.


El Honorable Senador señor Zaldívar concordó con la propuesta del Honorable Senador señor Sabag, principalmente por los beneficios que traería en agilizar los trámites para la ejecución de proyectos. Consideró que incluirlo en esta ley conlleva la implementación de un principio general que luego puede ser aplicado en cada uno de los ministerios sectoriales.


El Honorable Senador señor Longueira cuestionó la admisibilidad de la indicación, puesto que, según señaló, se refiere a materias propias de la administración financiera del Estado, que son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. 


No obstante estimarse admisible la indicación con los votos de los Honorables Senadores señores Sabag y Zaldívar y el voto en contra del Honorable Senador señor Longueira, la indicación N° 44 A del Ejecutivo, formulada con posterioridad y a la que nos referiremos más adelante, recogió los planteamientos consignados en la indicación N° 42, dándose ésta por subsumida en aquélla según se dirá al concluir el examen del artículo 3°.


Las indicaciones N°s. 43 y 44, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Pérez Varela, y del Honorable Senador señor Coloma, respectivamente, agregan una oración final que señala que la determinación de criterios y metodologías considerará, especialmente, la incorporación de indicadores objetivos, los que deberán mantenerse a disposición del público en el sitio electrónico del Ministerio. 

Letra h)


Analizar resultados de estudios de preinversión y de inversión evaluados, con el objeto de confirmar criterios, beneficios y parámetros considerados en la letra precedente (párrafo primero). También le corresponderá el seguimiento de los proyectos de inversión en ejecución y de estudios de preinversión, para lo cual utilizará los informes presentados por el organismo público que solicita la emisión del documento interno de la Administración (párrafo segundo). 


La indicación N° 45, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, reemplaza esta letra por otra, nueva, que dispone en su párrafo primero que al Ministerio le corresponderá la evaluación de los estudios de preinversión y de los proyectos de inversión antes de la formulación de la propuesta presupuestaria, marco en el cual revisará los resultados de los estudios y proyectos con el objeto de validar los criterios, beneficios y parámetros considerados al efecto. El párrafo segundo del nuevo literal reproduce el del texto aprobado en general. El párrafo tercero reenvía a un reglamento del Ministerio de Desarrollo Social -suscrito también por el Ministerio de Hacienda- la forma, etapas, plazos, solución de observaciones y reformulación de estudios y proyectos, con el objeto de asegurar la transparencia y eficiencia del proceso de evaluación. También considera el procedimiento para resolver las diferencias que ocurran en la evaluación de estudios de preinversión y proyectos de inversión, así como de otras materias relativas a la presentación de nuevas propuestas y estudios. El párrafo final dispone que el reglamento contendrá los plazos en los que el Ministerio deberá emitir sus informes, pudiendo diferenciarlos según la magnitud de los proyectos y establecer normas de silencio administrativo. 

Letra i)


Poner a disposición de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, durante el mes de agosto de cada año, un informe de los estudios de preinversión que hayan sido evaluados y que indiquen, a lo menos, el porcentaje de inversión decretada y ejecutada en el año precedente sometida a la evaluación del inciso cuarto del artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, (Administración Financiera del Estado) y el porcentaje de ésta que obtuvo rentabilidad social positiva. 


La indicación N° 46, del Honorable Senador señor Gómez, intercala la frase “de los Gobiernos Regionales, de los Consejos Regionales y de los Alcaldes,” a continuación de la palabra “Presupuestos”; e incorpora, a continuación de la expresión “a lo menos”, la frase “la cartera de proyectos de preinversión de aplicación nacional y regional evaluados y”. 

Letra k)


Administrar el Banco Integrado de Programas Sociales y el Banco Integrado de Proyectos de Inversión (párrafo primero). Para ello, elaborará en conjunto con la Dirección de Presupuestos las normas e instructivos para el diseño y funcionamiento de dichos Bancos (párrafo segundo). 


Respecto de este literal se formularon las indicaciones N°s 47, 47 A, 48 y 49.


La indicación N° 47, del Honorable Senador señor Bianchi, reemplaza la letra k) por otra que prescribe que será facultad del Ministerio administrar el Banco Integrado de Programas Sociales, El Banco Integrado de Proyectos de Inversión, el Banco Integrado de Resultados de Programas y el Banco Integrado de Resultados de Proyectos. 


La indicación N° 47 A, del Honorable Senador señor Horvath, sustituye, en el párrafo primero, la expresión “conjuntamente con la Dirección de Presupuestos” por “escuchando a la Dirección de Presupuestos”.


En la indicación N° 48, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar incorporan una oración final en el párrafo primero que entrega al Ministerio la función de llevar los registros de programas sociales y de los proyectos de inversión social. 


La indicación N° 49, también de autoría de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, reemplaza, en el párrafo segundo, la expresión “normas e instructivos” por instrucciones generales”.

Letra l)


Elaborar normas, instructivos y procedimientos para la presentación de estudios de preinversión y de programas sociales según las funciones que esta ley les asigna.


En la indicación N° 50, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar suprimen esta letra l).


El señor Ministro expresó que la norma de la letra l) del artículo tercero aprobado en general, faculta especialmente al Ministerio de Planificación para elaborar normas, instructivos y procedimientos relativos a la presentación de estudios de preinversión de proyectos de inversión, como también de los programas sociales para los objetivos definidos en la ley. La normativa de los proyectos de inversión deberá suscribirse, además, por el Ministerio de Hacienda. La norma descrita persigue un trabajo conjunto con este último ministerio, de manera que el monitoreo y otros temas relacionados queden establecidos en la ley, por lo que su supresión pudiere ocasionar dificultades. 


De acuerdo a lo anterior, el señor Ministro propuso una redacción alternativa que faculta al Ministerio para elaborar las demás normas e instructivos relativos a las evaluaciones e informes, cuando corresponda, de las letras d), g) y h) de este artículo tercero. Los literales enunciados se refieren a las funciones de colaboración en el seguimiento de la gestión e implementación de los programas sociales y los informes que puede solicitar a este respecto la Dirección de Presupuestos (letra d); establecer criterios y actualizar metodologías para evaluar estudios de preinversión de los proyectos de inversión superiores a 5.000 unidades tributarias mensuales, considerando, especialmente, la incorporación de indicadores objetivos respecto del desarrollo de los proyectos de inversión (letra g), y analizar los resultados de los estudios de preinversión y proyectos de inversión evaluados, con el objeto de validar criterios, beneficios y parámetros considerados (letra h). (La normativa referida a las letras g) y h) será elaborada en conjunto con el Ministerio de Hacienda).

Letra m)


Promover la capacitación de funcionarios públicos para la preparación y evaluación de estudios de preinversión y proyectos de inversión y de los programas sociales.


La indicación N° 51, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, reemplaza esta letra por otra, nueva, que prescribe que será función del Ministerio capacitar a los funcionarios públicos para la formulación y evaluación de programas sociales, de estudios de preinversión y de proyectos de inversión, para lo cual deberá contar con un plan general de capacitación.


Respecto de esta indicación, el Honorable Senador señor Zaldívar señaló que la idea es precisar el texto aprobado en general, que se refiere a la promoción de la capacitación, en tanto que la propuesta trata efectivamente de la capacitación. 


La asesora legislativa del Ministerio, señora Anne Traub, estimó que la indicación puede acarrear como consecuencia que todos los funcionarios públicos accedan a capacitación en materia de preparación, formulación y evaluación de programas sociales, cuestión que, según dijo, escapa a las facultades del Ministerio de Planificación. Por esa razón, y considerando la propuesta de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, sugirió una nueva redacción que permite la capacitación de los formuladores de programas sociales, de estudios de preinversión y de proyectos de inversión en materia de preparación, presentación y evaluación de los mismos, de conformidad con el plan anual de capacitación y con la capacidad presupuestaria del Ministerio. 

Letra p)


Ejecutar las acciones para la coherencia funcional entre las políticas, planes y programas sociales ejecutados por los servicios públicos dependientes o relacionados con el Ministerio (párrafo primero). Para el ejercicio de esta atribución, el Ministerio determinará las políticas en materia de desarrollo social a ejecutar por sus servicios públicos relacionados o dependientes de manera de manera periódica, los que elaborarán un informe que dé cuenta de la implementación encargada (párrafo segundo).


La indicación N° 52, también de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, reemplaza en el párrafo primero la frase “Ejecutar las acciones necesarias” por “Impartir instrucciones y ejecutar cualquier otra acción necesaria”, e intercala la expresión “garantías explícitas” a continuación de la palabra “planes”.


La indicación 53 A, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza en el párrafo primero la conjunción “y” que sigue a la palabra “Social” por una coma (,), e incorpora la expresión “y asegurar” después de la palabra “coordinar”. 


Las indicaciones N°s. 53 y 53 B, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, y del Honorable Senador señor Rossi, respectivamente, suprimen el párrafo segundo de este literal. 

- - -


En la indicación N° 54, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar incorporan una nueva letra q) en el artículo tercero, que faculta al Ministerio de Desarrollo Social para elaborar las políticas, planes y programas a los que deberán ajustarse sus servicios y organismos dependientes o que se relacionen con el Presidente de la República por su intermedio, los que, a su vez, deberán emitir un informe anual con la implementación de políticas sociales. 

- - -

Letra q)


Celebrar convenios de desempeño con los jefes de los servicios públicos o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social. 


La indicación N° 55, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, suprime la expresión “de Desarrollo Social”.

Letra r)


Solicitar información a otras reparticiones públicas para el cumplimiento de las funciones del Ministerio de Desarrollo Social, la que deberá ser entregada de manera oportuna (párrafo primero). Respecto de la información amparada en la reserva del artículo 35 del Código Tributario, el Ministerio de Desarrollo Social sólo podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos la que se refiere a los ingresos de las personas y que sea indispensable para verificar la elegibilidad de los beneficiarios. Esta información se entregará por el Servicio de acuerdo a los antecedentes que consten en sus registros. En su requerimiento, el Ministerio deberá indicar la información que solicita y los fines para los cuales será empleada (párrafo segundo). El personal del Ministerio de Desarrollo Social que tome conocimiento de esta información estará obligado a guardar reserva en los mismos términos del inciso segundo del artículo 35 ya enunciado, y su incumplimiento será sancionado de acuerdo al procedimiento administrativo correspondiente, sin perjuicio de las penas consignadas en el Párrafo VIII del Título V del Libro II del Código Penal. 


En esta letra recayeron las indicaciones N°s 56 a 59. 


La indicación N° 56, de autoría de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, suprime en sus tres párrafos la expresión “de Desarrollo Social”.


La indicación N° 57, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, incorpora una oración final en el párrafo primero que previene que para el caso de no encontrarse disponible la información requerida, los ministerios o los servicios públicos de que se trate podrán solicitar colaboración de otros organismos del Estado.


La indicación N° 58, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, agrega la siguiente oración final en el párrafo primero de este literal: “Las demás unidades evaluadoras que existan o se creen en otros ministerios, antes de solicitarla directamente, deberán consultar al Ministerio la existencia de la información que estudian requerir de los demás ministerios, servicios o entidades públicas obligadas a informar al tenor de esta ley.”.


Finalmente la indicación Nº 59, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, suprime, en el párrafo segundo de esta letra, la frase “y los fines para los cuales será empleada”.

- - -


La indicación Nº 60, formulada por los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, agrega un nuevo párrafo cuarto a la letra r) del artículo 3° del proyecto en informe, que prescribe que sólo se podrá requerir información sensible cuando ésta sea indispensable para la entrega de beneficios contenidos en los programas sociales. El Ministerio de Salud y los organismos que integren el Sistema Nacional de Servicios de Salud informarán de acuerdo a los antecedentes que tengan en sus registros, resguardando la confidencialidad de los datos entregados. Los funcionarios que tomen conocimiento de la información deberán guardar reserva y utilizarla sólo para los fines autorizados por ley, bajo sanción de ser considerada como falta grave al principio de probidad (sin perjuicio de las sanciones penales que correspondan).

- - -

Letra s)


Sistematizar registros de datos y otros antecedentes relativos a la realidad social que se obtengan por el Ministerio de Desarrollo Social en el ejercicio de sus atribuciones para el cumplimiento de sus funciones y publicarlos según la normativa vigente. 


En la indicación Nº 61, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar reemplazan la frase “y que se obtengan por el Ministerio de Desarrollo Social en el ejercicio de sus atribuciones para el cumplimiento de sus funciones” por “y que obtenga en el ámbito de su competencia”.

- - -


La indicación Nº 62, de autoría del Honorable Senador señor Navarro, incorpora un nuevo párrafo segundo que preceptúa que en el tratamiento de los datos personales el Ministerio respetará el derecho de acceso, rectificación, corrección y omisión de los que pudieren resultar afectados, adoptando las medidas de seguridad que sean necesarias.

- - -

Letra t)



Asesorar a los intendentes por medio de las secretarías regionales ministeriales de Desarrollo Social en las materias de su competencia. 


La indicación Nº 63, también de autoría del Honorable Senador señor Navarro, agrega un párrafo segundo, nuevo, a este literal, que prescribe que la asesoría técnica del Ministerio tendrá carácter vinculante para el gobierno regional.

Letra u)


Estudiar y proponer las normas aplicables al Ministerio de Desarrollo Social y sus servicios dependientes o relacionados y velar por el cumplimiento de las dictadas, asignar recursos y fiscalizar las actividades que le correspondan. 


Respecto de este literal del texto aprobado en general por el Senado, se formularon las indicaciones Nºs. 64 y 65.

La indicación Nº 64, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, suprime la letra u), en tanto que la indicación Nº 65, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, reemplaza la frase “aplicables al Ministerio de Desarrollo Social y” por la preposición “de”.

- - -


La indicación Nº 66, de S.E. el Presidente de la República, intercala dos nuevos literales v) y w) en el artículo 3°, pasando la actual letra v) a ser letra x).


La nueva letra v) señala que corresponderá especialmente al Ministerio de Desarrollo Social presentar a la Comisión Especial de Presupuestos un informe de desarrollo social, a más tardar, en el mes de junio de cada año.


Por su parte, la nueva letra w) otorga al Ministerio la facultad de proponer metodologías para la recolección y procesamiento de información relacionada con la entrega de encuestas sociales y otros indicadores en materias de su competencia. 

- - -


Cual se señaló al iniciarse este informe, y recogiendo el debate que suscitó el examen del artículo 3° y las indicaciones descritas precedentemente, el Ejecutivo formuló una indicación sustitutiva que propone las enmiendas o reemplazos de los literales que conforman el precepto, que se pasan a explicar conjuntamente con los acuerdos recaídos en este nuevo análisis.


En relación con la letra c) de este artículo (indicación N° 33 A), el texto sustitutivo que propone la indicación, en su párrafo primero difiere del anterior en el sentido de que el nuevo, al entregarle al Ministerio atribuciones para pronunciarse en un informe de recomendación acerca de la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales nuevos o reformulados por los ministerios y servicios públicos para coordinar las políticas sociales, le encarga la función de evaluar dichos programas. Agrega el nuevo texto que los programas deberán contar con dicho informe para que su financiamiento pueda ser considerado en el proyecto de ley de presupuestos.


Además, y junto a otras enmiendas (precisar que la realidad nacional debe estudiarse nacional y regionalmente; que los programas sociales en formación o existentes sean complementados y estén coordinados), el nuevo texto, en un párrafo tercero de esta letra c), encarga al reglamento determinar el contenido, las etapas, plazos, posibilidad y forma de solucionar observaciones y reformular los programas sociales, la vigencia de las evaluaciones y las demás materias relativas a las propuestas de nuevos programas sociales. También ese reglamento determinará la gradualidad para aplicar las evaluaciones, fijando plazos al efecto, y definirá órdenes de evaluación de los programas.


Agrega, finalmente, que lo anterior es sin perjuicio de las facultades que tiene la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio la elaboración de informes de recomendación respecto de programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo 2° de esta ley.


Enseguida, la indicación reemplaza el párrafo primero de la letra d) de este artículo (indicación N° 38 A) por otro que replica el texto aprobado en general, que le encarga al Ministerio la función de colaborar con el seguimiento de la gestión e implementación de los programas sociales que estén siendo ejecutados por la Administración mediante la realización de informes sobre su eficiencia, eficacia y focalización.


El texto de reemplazo suprime la confección de esos informes y, en su lugar, establece que el Ministerio cumplirá esta función mediante la evaluación de, entre otros, la eficiencia, eficacia y focalización de estos programas sociales.


La indicación también propone sustituir la letra e) de este artículo 3° (indicación N° 39 A) que atribuye al Ministro funciones para analizar periódicamente la realidad social con el fin de detectar las necesidades de la población e informarlas al Comité Interministerial de Desarrollo Social. El texto sustitutivo reproduce esta norma, pero para cumplir ese cometido, el Ministerio habrá de considerar los antecedentes que a ese efecto le proporcionen los gobiernos regionales. Concluye señalando que el resultado de esos análisis se publicarán en su sitio electrónico de conformidad con la ley sobre acceso a la información pública.


A continuación, la indicación sustitutiva reemplaza la letra g) del texto aprobado en general (indicación N° 44 A).

El nuevo literal, conformado con tres párrafos, asigna al Ministerio -párrafo primero- la función de evaluar los proyectos de inversión con financiamiento estatal para determinar su rentabilidad social y elaborar el respectivo informe de acuerdo con el D.L. N° 1.269, de 1975. Para tal propósito el Ministerio actualizará los criterios y metodologías aplicables a la evaluación, los que se determinarán considerando indicadores objetivos y comprobables en relación con el desarrollo de los proyectos de inversión. Las metodologías y sus criterios de evaluación también deberán estar a disposición del público en el sitio electrónico del Ministerio.


El párrafo segundo del texto de reemplazo previene que el Ministerio, en concordancia con lo anterior, velará porque toda inversión con financiamiento estatal sea rentable desde el punto de vista social y responda a las políticas de desarrollo. Dispone, enseguida, que los Ministerios de Desarrollo Social y de Hacienda establecerán directrices que consideren las características de los proyectos o basados en los que sean financiados con transferencias de capital para que no se les exija el informe señalado en el párrafo precedente. Estas directrices se revisarán anualmente, se mantendrán informadas al público en el sitio electrónico del Ministerio de Desarrollo y se informarán a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Concluye este nuevo literal reproduciendo otras normas consignadas en el proyecto que declaran que estas facultades que se entregan al Ministerio son sin perjuicio de la que tiene la Dirección de Presupuestos para solicitarles informes respecto de iniciativas no reguladas en esta ley.


El señor Ministro explicó que la nueva letra g) consignada en la indicación recoge las observaciones formuladas con ocasión del debate de la indicación N° 42, en el sentido de estimular una mayor celeridad en los trámites de aprobación de los proyectos de inversión, pues garantiza que los ministerios establezcan que determinados proyectos no sean evaluados por el Sistema Nacional de Inversiones en función del monto que representan, todo lo cual refleja el espíritu de la mencionada indicación N° 42.


El Honorable Senador señor Sabag valoró la propuesta del Ejecutivo, que permitirá agilizar la distribución de proyectos de inversión de menor envergadura, en tanto que el Honorable Senador señor Zaldívar señaló que la mayor celeridad en la ejecución de estos proyectos beneficiará especialmente a los gobiernos regionales y a los municipios.


Por lo que hace al literal l) del texto aprobado en general (indicación N° 50 A), la indicación sustitutiva propone una norma de reemplazo que faculta al Ministerio de Desarrollo Social para elaborar las normas e instructivos sobre las evaluaciones e informes a los que se refieren las letras d), g) y h) de este artículo tercero. (Las normas referidas a los literales g) y h) se elaborarán en conjunto con el Ministerio de Hacienda). 


Enseguida, la indicación del Ejecutivo sustituye la letra m) (indicación N° 51 A) por otra, nueva, que dispone que será función del Ministerio capacitar a los formuladores de programas sociales y de proyectos de inversión conforme al plan anual de capacitación dentro de sus posibilidades presupuestarias. 


La nueva letra p) contenida en la indicación sustitutiva del Ejecutivo (indicación N° 53 C), reemplaza la letra p) por otra que declara que el Ministerio impartirá instrucciones y ejecutará las acciones necesarias para la coherencia funcional entre las políticas, planes y programas sociales ejecutados por los servicios públicos relacionados o dependientes del nuevo Ministerio.


Finalmente, la indicación sustituye la letra s) del texto aprobado en general (indicación N° 62 A) por otro que prescribe, en su párrafo primero, que el Ministerio de Desarrollo Social solicitará a los demás ministerios o servicios públicos la entrega de información que requiera para el ejercicio de sus funciones, la que deberá ser entregada de forma oportuna. En caso de que la información no esté disponible, podrá solicitarse la ayuda de otras entidades del Estado. El resto de las unidades evaluadoras que existan deberán consultar al Ministerio antes de solicitar información.


En el párrafo segundo dispone que para los requerimientos de información amparada por el artículo 35 del Código Tributario (obligación de secreto de los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos sobre las declaraciones de los contribuyentes), el Ministerio sólo podrá solicitar aquélla indispensable referida a los ingresos de los beneficiarios de los programas sociales. En el requerimiento, el Ministerio deberá indicar detalladamente la información y los fines para los cuales será empleada, para lo cual el Servicio de Impuestos Internos informará, en el ámbito de su competencia, según los antecedentes que consten en sus registros. 


El personal del Ministerio -párrafo tercero- que conozca de ésta información estará obligado a guardar reserva en los términos del inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario, cuyo incumplimiento acarreará las sanciones administrativas que correspondan, sin perjuicio de las establecidas en el Párrafo VIII del Título V del Libro II del Código Penal. ((Violación de secretos, artículos 246, 247 y 247 bis.).


El párrafo final de este nuevo literal declara que la solicitud de información sensible sólo podrá solicitarse cuando ésta sea indispensable para calificar la elegibilidad de los beneficiarios (o la mantención de los mismos) y para complementar los datos del Registro a que se refiere el artículo sexto de la ley N° 19.949 (crea un Sistema de Protección Social para Familias en Situación de Extrema Pobreza denominado “Chile Solidario”). En su requerimiento, el Ministerio indicará expresamente la información que solicita y los fines a los que será destinada. 


Puestas en votación las indicaciones precedentes contenidas en la indicación sustitutiva del Ejecutivo (indicaciones N°s. 33 A, 38 A, 39 A, 44 A, 50 A, 51 A, 53 C y 62 A), resultaron aprobadas en los mismos términos propuestos con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zaldívar. Con la misma votación se dieron por aprobadas las indicaciones que enseguida se expresan y que recaen en los literales del artículo 3° del texto aprobado en general que se señalarán, en razón de que contienen disposiciones similares a las de la indicación sustitutiva o se subsumen en ella. Las referidas indicaciones, relacionadas con los literales del texto aprobado en general, y que se entienden aprobadas con modificaciones, son las signadas con los números 25, 26, 27, 28, 30, 31, 32 y 33, que recaen en el literal c); N°s. 35, 36 y 38, que dicen relación con el literal d); N°s. 39, 40 y 41, relativas al literal e); N°s. 43 y 44, que se refieren al literal g); N° 51, en el literal m); N°s. 53 y 53 B, relacionadas con el literal p), y N°s. 57, 58 y 60, que proponen enmiendas al literal r), que pasa a ser literal s) en razón de haberse intercalado un nuevo literal q).


La indicación N° 45, que propone reemplazar la letra h) del texto aprobado en general, debe entenderse aprobada con la misma votación que las precedentes, con excepción de las regulaciones que propone en orden a entregarle al reglamento la determinación de las materias que la misma norma consigna.


Finalmente, en relación con el artículo 3°, consignamos a continuación las votaciones recaídas en las indicaciones aprobadas por la Comisión, relativas a las disposiciones de este artículo que no fueron objeto de la indicación sustitutiva y que sí fueron materia del debate:


Indicaciones N°s. 24, recaída en el literal b); 46, en el literal i) (aprobada con modificaciones); 49, en el literal k); 54, en el nuevo literal q) (aprobada con modificaciones); 61 y 62, en el literal s) del texto aprobado en general que, según se dijo, pasó a ser literal t); 64 (supresión del literal u) del texto aprobado en general), y 66 (incorporación de dos nuevos literales: v) y w)).


Estas indicaciones resultaron aprobadas con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar.


La indicación N° 42, al momento de su examen, fue aprobada con los votos de los Honorables Senadores señores Sabag y Zaldívar. Votó en contra el Honorable Senador señor Longueira. Posteriormente, al aprobarse la indicación sustitutiva N° 44 A, el contenido de la primera debe entenderse subsumido en esta última y aprobado con la misma votación recaída en ella. (Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zaldívar).


Con la misma votación anterior se rechazaron las indicaciones N°s. 22, 23, 50, 53 A, 55, 56, 59, 63 y 65; en tanto que la indicación N° 47 A resultó rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar.


Las indicaciones N°s. 34, 37, 47 y 48 deben entenderse aprobadas subsumidas (y modificadas) en las indicaciones N°s. 13 A y 18 A, que proponen enmiendas a los N°s. 3 y 4 del artículo 2°, y con la misma votación con que aquéllas se aprobaron (4x0).


La indicación N° 52, debe entenderse aprobada con la misma votación que las precedentes, en los términos de la indicación N° 53 C, esto es, excluyendo la mención que la primera hace a las garantías explícitas.


Finalmente, por lo que hace a este precepto, la indicación N° 29 fue declarada inadmisible por versar sobre materias reservadas a la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

- - -

Artículo 4º

Inciso primero


Este precepto del texto aprobado en general prescribe que el Ministerio de Desarrollo Social se organizará de la siguiente manera:


a) El Ministerio de Desarrollo Social;


b) La Subsecretaría de Evaluación Social;


c) La Subsecretaría de Servicios Sociales, y


d) Las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social.


La indicación Nº 67, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, incorpora un inciso segundo, nuevo, que dispone que el Ministro será responsable de la dirección superior del Ministerio, para lo que deberá fijar las políticas, dictar las normas y aprobar los planes y programas generales y las garantías explícitas que correspondan, debiendo evaluar las acciones de los organismos ejecutores que se encuentren bajo su supervigilancia y demás integrantes de la estructura interna.

Inciso final


Declara que para establecer la estructura interna del Ministerio se considerarán las áreas funcionales tales como las encargadas de estudio de la realidad social, de evaluación de programas y de rentabilidad social, de seguimiento, de articulación del Sistema Intersectorial de Protección Social, de coordinación de los servicios relacionados o dependientes y de todos los que sena necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 


Las indicaciones Nºs. 67 A y 68, del Honorable Senador señor Rossi, y de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, respectivamente, suprimen la frase “, de coordinar la ejecución de sus servicios relacionados o dependientes”.


El señor Ministro explicó que la coordinación de los Servicios Relacionados con el Sistema de Protección Social es fundamental, lo que está recogido en las funciones que de la Subsecretaría de Servicios Sociales, por lo que preferiría no suprimir la frase que alude, precisamente, a la coordinación con los organismos dependientes. 


El Honorable Senador señor Zaldívar arguyó que el diseño orgánico en el orden administrativo de diversos ministerios es entregado a la potestad reglamentaria. En ese sentido, el inciso final del artículo cuarto del texto aprobado en general define las áreas funcionales y las divisiones de la nueva institucionalidad, por lo que la coordinación de los servicios relacionados debe ser función del Ministro o de alguna de las Subsecretarías que se crean. 


Con mejor acuerdo y considerando que el punto queda recogido en otras normas del proyecto, el Honorable Senador Zaldívar, debidamente autorizado, retiró la indicación N° 67.


La indicación N° 67 A resultó rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar, en tanto que la indicación N° 68 también fue retirada por el Honorable Senador señor Zaldívar, con autorización de su coautora, Honorable Senadora señora Alvear.

Artículo 5º


Este precepto del texto aprobado en general dispone que la Subsecretaría de Evaluación Social estará a cargo del Subsecretario de Evaluación Social, correspondiéndole especialmente colaborar con el Ministerio en el ejercicio de las funciones de las letras a), b), c), d), e), f), g), h), i), j), k), l), m), n), r) y s) del artículo tercero ya descrito.


La indicación Nº 69, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, suprime las expresiones “a)” y “n)”, y reemplazan “y s)” por “s) y t)”.


La indicación Nº 70, de S.E. el Presidente de la República, sustituye la conjunción “y” entre los literales r) y s) por una coma (,), e intercala las expresiones “v)” y “w)” luego del literal “s)”.


Respecto de la indicación N° 69, el representante de CIEPLAN, señor Sebastián Pavlovic, señaló que ésta persigue suprimir la mención a las funciones de las letras a) y n) (estudiar y proponer al Presidente de la República las políticas y programas sociales orientadas a los grupos vulnerables y erradicación de la pobreza -letra a)-, y administrar el registro de información social de “Chile Solidario”), como también incorporar la de la letra t) del mismo artículo (asesorar a los intendentes por intermedio de las secretarías regionales ministeriales en materias de competencia del Ministerio de Desarrollo Social de aplicación regional). El objeto de la propuesta, según dijo, radica en evitar que la Subsecretaría de Evaluación Social actúe como juez y parte en la evaluación y ejecución de programas sociales, por lo que, tal vez, sería preferible ubicar las funciones descritas en la Subsecretaría de Servicios Sociales, que es el órgano propiamente ejecutor.


La Subsecretaria del Ministerio de Planificación, señora Soledad Arellano, expresó no compartir el sentido de la indicación, pues el Registro de Información Social (RIS) no es un instrumento operativo en sí mismo, sino en el diseño de programas sociales que ejecutan los ministerios sectoriales.


Finalmente, en relación con este artículo la indicación sustitutiva del Ejecutivo (N° 70 A), de mera forma, propone sustituir las expresiones “r) y s)” por “s), t), u), v) y w)”, con el fin de adecuar la nueva ordenación que se ha dispuesto para las atribuciones del Ministerio de Desarrollo Social en el artículo 3° en esta discusión particular.


Puesta en votación esta indicación (N° 70 A), resultó aprobada sin enmiendas, con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zaldívar. Con la misma votación e igual modalidad, se aprobó la indicación N° 70 descrita; en tanto que la indicación N° 69 fue retirada por sus autores.

Artículo 6º


Declara que la Subsecretaría de Servicios Sociales estará a cargo del Subsecretario de Servicios Sociales, correspondiéndole especialmente colaborar con el Ministerio en el ejercicio de las funciones de las letras ñ), o), p), q) y r) del artículo tercero del texto aprobado en general.


La indicación Nº 71, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, sustituye la enunciación “ñ), o), p), q) y r)” por “a), j), n), ñ), o), p), q), r) y t)”. 


En la indicación Nº 72, también de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, se incorpora un nuevo inciso segundo que dispone que será responsabilidad de la Subsecretaría de Servicios Sociales el control interno y la dirección administrativa de las secretarías regionales ministeriales de Desarrollo Social.


La indicación sustitutiva final del Ejecutivo (N°s. 71 A y 72 A), al igual que el artículo precedente, también propone reemplazar las expresiones “q) y r)” por “q), r), s) y u)”, y agregar un inciso segundo, nuevo, que entrega a la Subsecretaría de Servicios Sociales la dirección administrativa de las secretarías regionales ministeriales de Desarrollo Social, respectivamente.


Ambas indicaciones (N°s. 71 A y 72 A) fueron aprobadas, sin enmiendas, con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zaldívar, aprobación que se extiende a la indicación N° 72, que versa sobre el mismo asunto y que se aprobó subsumida.


La indicación N° 71 fue retirada por sus autores.

Artículo 7º


Esta norma del texto aprobado en general regula la subrogación del Ministro (el Subsecretario de Evaluación Social y después el de Servicios Sociales, sin perjuicio de la facultad del Presidente para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado). 


Las indicaciones Nºs. 73 y 73 A, de los Honorables Senadores señores Navarro y Rossi, respectivamente, suprimen la oración subrayada, y fueron rechazadas con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar.

Artículo 8º


Este artículo del texto aprobado en general organiza las secretarías regionales ministeriales encargadas de asesorar al intendente y coordinar la ejecución de las políticas y programas sociales vinculados al Ministerio (inciso primero). Además, en su inciso segundo asigna a estas entidades atribuciones específicas: integrar la secretaría técnica del intendente (letra a); colaborar con ambas Subsecretarías en la coordinación con los servicios públicos relacionados (letras b) y c)); velar por el mejoramiento de la ejecución de las políticas y programas sociales (letra d)); evaluar los estudios de preinversión de los proyectos de inversión que tengan aplicación regional y que soliciten financiamiento del Estado según los criterios definidos por la Subsecretaría de Evaluación Social (letra e)); colaborar con la Subsecretaría de Evaluación Social en los estudios de la situación social regional y en la identificación de las personas o grupos vulnerables (letras f) y g)); cooperar, a solicitud de las municipalidades, en la evaluación de estudios de preinversión financiados con fondos comunales para determinar su rentabilidad social, los que podrán ser incorporados al Banco Integrado de Proyectos de Inversión (letra h)), y capacitar, también a solicitud de los municipios, a los funcionarios en el diseño y formulación de estudios de preinversión y proyectos de inversión (letra i)).


En este artículo recayeron las indicaciones Nºs. 74 a 85.


La indicación Nº 74, de autoría del Honorable Senador señor Bianchi, reemplaza en su totalidad el artículo octavo aprobado en general por otro, nuevo, que replica su contenido e incorpora dos nuevo literales. El primero de ellos prescribe que, a petición de las municipalidades, corresponderá a las secretarías regionales ministeriales colaborar en la elaboración del Plan Comunal de Desarrollo. El segundo literal dispone que las secretarías regionales ministeriales podrán ayudar, a solicitud de los gobiernos regionales, en las materias de desarrollo social a que se refiere las letras a), b) y e) del artículo 19 de la ley orgánica sobre administración regional. (Las letras a), b) y e) del artículo 19 señalan que en materia de desarrollo social y cultural, corresponderá al gobierno regional establecer prioridades regionales para la erradicación de la pobreza; participar con las autoridades competentes en acciones que faciliten a la población de escasos recursos el acceso a beneficios en materias de salud, educación y cultura, y realizar estudios relacionados con las condiciones, nivel y calidad de vida de los habitantes de la región.).


Se describen a continuación el resto de las indicaciones recaídas en este artículo, separadas por incisos o literales de éstos, según corresponda.

Inciso primero


En la indicación Nº 75, S.E. el Presidente de la República intercala, a continuación de la palabra “Intendente”, la frase “velará por la coordinación de los programas sociales que se desarrollen a nivel regional”.


La indicación Nº 76, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, incorpora, a continuación de la expresión “las políticas”, la frase “planes, garantías explícitas”; y reemplaza la oración “para determinar su rentabilidad social y” por “para determinar su conveniencia y, cuando corresponda, su rentabilidad social e impacto, velando por la eficacia y eficiencia del uso de los fondos públicos”.


La indicación Nº 76 A, de autoría del Honorable Senador señor Rossi, incorpora la frase “su pertinencia y, cuando corresponda,” a continuación de la oración “para determinar su rentabilidad social”.

Inciso segundo

Letra a)


En las indicaciones Nºs. 77 y 77 A, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, y el Honorable Senador señor Rossi, respectivamente, suprimen este literal. (Dispone que corresponde a las secretarías regionales ministeriales integrar la secretaría técnica del Intendente).

- - -


La indicación Nº 78, de S.E. el Presidente de la República, intercala un nuevo literal b) en este artículo, que faculta a las secretarías regionales ministeriales para colaborar con el Subsecretario de Evaluación Social en la coordinación de los programas a nivel regional.

- - -

Letra e)


La indicación Nº 79, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, suprime esta letra. (Realizar la evaluación social de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión que tengan aplicación regional y que soliciten financiamiento del Estado, para determinar su rentabilidad social).


La indicación Nº 80, del Honorable Senador señor Gómez, incorpora a continuación de la expresión “Evaluación Social” la frase “y a solicitud del Gobierno Regional”, y, enseguida de la frase “regionales de desarrollo” la oración “y los planes de desarrollo comunales”.

Letra h)


(Colaborar a solicitud municipal en la evaluación de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión financiados con fondos comunales, para determinar su rentabilidad).


La indicación Nº 81, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, reemplaza la frase “para determinar su rentabilidad social” por “para determinar su conveniencia y, cuando corresponda, su rentabilidad social e impacto, velando por la eficacia y eficiencia del uso de los fondos públicos”.


En la indicación 81 A, el Honorable Senador señor Rossi intercala entre las expresiones “para determinar” y “su rentabilidad social”, la frase “su pertinencia y, cuando corresponda,”.

Letra i)


(Habilita a las secretarías regionales ministeriales para, a solicitud de las municipalidades, capacitar a los funcionarios municipales en el diseño y formulación de estudios de preinversión y proyectos de inversión.).


S.E. el Presidente de la República, en la indicación Nº 82, sustituye el vocablo “Capacitar” por “Colaborar”; intercala la frase “en la capacitación de” a continuación de “Municipalidades”, y elimina la preposición “a” la segunda vez que aparece. 


En la indicación Nº 83, el Honorable Senador señor Navarro suprime la expresión “solicitud de”.


La indicación Nº 84, de los Honorables Senadores señores Alvear y Zaldívar, reemplaza la frase “de estudios de preinversión y proyectos de inversión” por “de estudios de preinversión, proyectos de inversión y programas sociales”.

- - -


La indicación Nº 85, de S.E. el Presidente de la República, incorpora una nueva letra k) en el artículo 8° aprobado en general, que preceptúa que a petición de las municipalidades, le corresponderá a las secretarías regionales ministeriales colaborar en la elaboración y armonización del Plan Comunal de Desarrollo a que se refiere la ley orgánica constitucional de municipalidades.


Finalmente, al concluir el debate de este artículo, el Ejecutivo formuló la indicación sustitutiva (indicación N° 84 A que reemplaza la letra i) del texto aprobado en general (que pasará a ser letra j), según se dirá) mediante la cual se encarga a las secretarías regionales ministeriales la función de colaborar con los municipios en la capacitación de sus funcionarios para el diseño y formulación de proyectos de inversión y programas sociales.

- - -


El examen y debate de las indicaciones reseñadas, recaídas todas en el artículo 8° del proyecto, arrojó el siguiente resultado:


Las indicaciones N°s. 75, 78, 82, 84 y 85 fueron aprobadas en los términos propuestos con la unanimidad de los miembros presentes que lo fueron los Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar. La indicación sustitutiva (N° 84 A) resultó aprobada, también sin modificaciones, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zaldívar.


Las indicaciones N°s. 76, 76 A y 81 A fueron rechazadas. La primera, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zaldívar, habida consideración de lo actuado respecto de las indicaciones N°s 23 y 96, cual quedó dicho en la votación de las indicaciones formuladas al artículo 2° de este proyecto. A su turno, la indicación N° 76 A se rechazó con la misma votación como consecuencia del acuerdo adoptado respecto de la indicación N° 5 B, que también fue rechazada. 


Las indicaciones N°s. 77, 77 A y 83 fueron rechazadas con los votos de los Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar.


La indicación N° 74, como quiera que recoge parte del texto aprobado en general y el contenido de las indicaciones N°s. 75, 78, 82, 84 A y 85, también debe entenderse aprobada con la misma votación que estas últimas (4x0).



La indicación N° 80 fue declarada inadmisible.


Las indicaciones N°s. 79 y 81 resultaron retiradas por sus autores o con autorización de estos.


(Hacemos presente que habiéndose acogido la indicación N° 78 que intercala un nuevo literal b) al inciso segundo del artículo 8°, se alteró la ordenación de los restantes literales de este precepto).


Del mismo modo, prevenimos que de conformidad con el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, al aprobarse en la forma ya descrita los literales que conforman este artículo, la Comisión enmendó el literal a) (encargaba a las secretarías regionales ministeriales integrar la secretaría técnica) reemplazando la frase “integrar la secretaría técnica del Intendente” por “prestar asesoría técnica al Intendente” (aprobado con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zaldívar).

- - -

Artículo 11


Esta norma del texto aprobado en general crea un organismo (Comité Interministerial de Desarrollo Social) cuyo objetivo será asesorar al Jefe del Estado en la determinación de los lineamientos de la política de Gobierno en materia de programas sociales. También actuará como coordinador e instancia de orientación e información de los ministerios que lo integran.


La indicación Nº 86, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, sustituye la frase “lineamientos de la política del Gobierno en materia de programas sociales” por “lineamientos de la política social del Gobierno”.


La indicación Nº 86 A, del Honorable Senador señor Rossi, reemplaza la frase “lineamientos de la política del Gobierno en materia de programas sociales” por “objetivos de la política social del Gobierno”; en tanto que la indicación Nº 86 B, del mismo señor Senador, incorpora, a continuación de la palabra “ministerios”, la expresión “y servicios”.


Puestas en votación estas indicaciones, resultaron aprobadas con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar, subsumida en la indicación N° 86, la indicación N° 86 A.

Artículo 12


Se refiere a la integración del Comité Interministerial de Desarrollo Social.

Letra f)


Preceptúa que uno de los miembros de ese Comité será el “Ministro de Vivienda y Urbanismo; y”.


Las indicaciones Nºs. 87 y 88, de los Honorables Senadores señora Alvear y Zaldívar, y de S.E. el Presidente de la República, respectivamente, suprimen la conjunción “y” la segunda vez que aparece.

Letra g)


Integra también el Comité Interministerial el Ministro del Trabajo y de Previsión Social. 


En la indicación Nº 89, S.E. el Presidente de la República sustituye el punto aparte (.) por la expresión “y”, precedida de una coma (,).

- - -


La indicación Nº 90, también de S.E. el Presidente de la República, agrega una nueva letra h) a este artículo del texto aprobado en general, que incorpora al Director Nacional del Servicio Nacional de la Mujer al Comité Interministerial.

- - -


Las indicaciones Nºs. 91 y 91 A, del Honorable Senador señor Gómez y del Honorable Senador señor Rossi, respectivamente, incorporan un nuevo literal h) que suma a la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer al Comité.

- - -


El Honorable Senador señor Navarro, en la indicación Nº 92, incorpora cuatro nuevas letras al artículo 12 descrito (h); i); j), y k)), en las que suma nuevos integrantes al Comité Interministerial. El primero de los literales considera a la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer; el segundo al Director Nacional del Servicio Nacional del Adulto Mayor; el tercero al Director Nacional del Servicio Nacional de Menores, y el cuarto al Director de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

- - -


La indicación Nº 93, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, agrega dos nuevos literales (h) e i)), que consideran la participación en el Comité Interministerial del Ministro del Interior y de la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, respectivamente.

- - -


La indicación Nº 94, de los mismos autores que la que precede, incorpora un nuevo inciso final a este artículo 12 del texto aprobado en general, que dispone que en caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden del inciso primero.


Las indicaciones N°s. 87, 88, 89, 90, y 94, fueron aprobadas en los mismos términos propuestos, y las de los números 91 y 91 A con enmiendas, en ambos casos con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar.


La indicación N° 92 fue rechazada, con igual votación, y la N° 93, retirada por su autor y autorización de su coautora, la Honorable Senadora señora Alvear.

Artículo 14


La norma aprobada en general establece las funciones del Comité, cuales son las de proponer al Ejecutivo los lineamientos y objetivos de las políticas de desarrollo social del Estado (letra a) y los planes, programas y políticas públicas sociales de cobertura interministerial (letra b); conocer las metas de cada ministerio en materia de desarrollo social y su cumplimiento; su coherencia con los lineamientos y objetivos sociales ya mencionados (letra c), y los informes sobre rentabilidad social de los proyectos de inversión del Estado (artículo 3°, letra d) (letra d), y proponer medidas para potenciar programas sociales (letra e), sin perjuicio de otras funciones o atribuciones que le asigne la legislación en general (letra f).

Letra a)


La indicación Nº 95, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, reemplazan la frase “la política de desarrollo social del Estado” por “las políticas de equidad y desarrollo social”.

Letra b)


La indicación Nº 96, también de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, intercala la expresión “garantías explícitas” a continuación de la palabra “planes”.

Letra c)


La indicación Nº 97, de los Honorables Sendores señora Alvear y señor Zaldívar, reemplaza la frase “de desarrollo social y su cumplimiento” por “equidad y desarrollo social”; y la indicación Nº 97 A, del Honorable Senador señor Rossi, intercala la expresión “equidad y” entre “materia de” y “desarrollo”. 
- - -


En la indicación Nº 98, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, incorporan un nuevo literal e) que faculta al Comité Interministerial para aprobar los criterios de evaluación para la determinación de la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales. 

- - -


Las indicaciones N°s. 95, 97, 97 A y 98 resultaron aprobadas con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar, con enmiendas las indicaciones N°s. 97 y 97 A.


La indicación N° 96, cual se señaló respecto de las votaciones recaídas en las indicaciones N°s 23 y 76, resultó rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zadívar.

Artículo 15


El artículo 15 del texto aprobado en general se ocupa de la periodicidad de las sesiones del Comité, los quórum para su funcionamiento y para la adopción de acuerdos.


Las indicaciones Nºs. 99 y 100, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Pérez Varela, y del Honorable Senador señor Coloma, respectivamente, reemplazan el artículo 15 descrito por otro, nuevo, que dispone que el Comité Interministerial de Desarrollo Social fijará la periodicidad de sus sesiones, convocatoria y quórum para sesionar (no podrá ser inferior a cuatro miembros) y para adoptar acuerdos (en caso de empate dirimirá el Presidente del Comité).


En la indicación Nº 101 los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar también sustituyen el artículo 15 del texto aprobado en general por otro, nuevo, que declara que el Comité Interministerial sesionará previa convocatoria de su Presidente (al menos dos veces al año), siendo necesario un quórum de cinco miembros (los acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los asistentes y, en caso de empate, decidirá el Ministro Presidente). En la sesión de instalación el Consejo fijará sus normas de funcionamiento. Las actas serán públicas. 


Estas indicaciones N°s. 99, 100 y 101, resultaron aprobadas y subsumidas en la indicación sustitutiva del Ejecutivo (N° 101 A) que sustituye este artículo por otro que le da la siguiente organización al Comité:


1. Celebrará sus sesiones cuando lo convoque su Presidente;


2. El quórum para sesionar será de cuatro miembros y los acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de miembros presentes. El empate lo decidirá el Presidente;


3. En su primera sesión determinará sus normas de funcionamiento, y


4. El Comité sesionará al menos dos veces al año.


Las indicaciones explicadas contaron con la aprobación de la Comisión, en los términos de la indicación N° 101 A (indicaciones N°s. 99, 100 y 101, con modificaciones), con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zaldívar.

Artículo 16


El texto aprobado en general señala que los actos administrativos del Comité Interministerial serán expedidos por el Ministerio de Desarrollo Social.


La indicación Nº 102, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, reemplaza la norma aprobada en general por otra que prescribe -en su inciso primero- que el Comité Interministerial podrá sesionar en las dependencias del Ministerio de Desarrollo Social, facilitando éste los medios materiales y humanos para su funcionamiento. El secretario del Comité será un funcionario del Ministerio propuesto por el Ministro y aprobado por el Consejo. 


El inciso segundo faculta al Ministerio de Desarrollo Social para expedir los actos administrativos del Comité Interministerial de Desarrollo Social.


El inciso tercero hace obligatorios los acuerdos del Comité para los organismos de la Administración del Estado a los que se dirijan. (Quienes no los cumplan incurrirán en responsabilidad administrativa). 


En la indicación sustitutiva (N° 102 A) el Ejecutivo replica el inciso primero consignado en la indicación N° 102.


Este precepto se aprobó como sigue:


a) El inciso primero incluye el contenido de ambas indicaciones en lo que respecta a la colaboración del Ministerio en el funcionamiento del Comité.


b) El inciso único aprobado en general pasó a ser inciso segundo, desechándose, en lo demás, la propuesta de la indicación N° 102 (inciso tercero que prescribía que los acuerdos del Comité serían obligatorios para la Administración.).


Ambas indicaciones, la primera modificada en los términos dichos, fueron aprobadas con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zaldívar.

Artículo 20

Nº 1)


Esta norma del proyecto aprobado en general deroga, a la fecha en que entre en funcionamiento el Ministerio de Desarrollo Social, los artículos 1° al 6° de la ley N° 18.989, que creó el Ministerio de Planificación. (Estos preceptos crearon dicho Ministerio, establecieron sus funciones y atribuciones, su organización y las plantas de su personal).


La indicación Nº 103, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, reemplaza el artículo 20 del texto aprobado en general por otro, nuevo, que deroga los artículos primero, segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y veintisiete de la ley Nº 18.989, que creó el Ministerio de Planificación, derogación que operará con el inicio de las funciones del Ministerio de Desarrollo Social.


Esta indicación, que propone el mismo contenido que el del artículo 20 del proyecto aprobado en general, pero ordenado de otra manera, fue aprobada sin enmiendas, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar.

- - -


En la indicación N° 104, el Honorable Senador señor Bianchi incorpora un nuevo artículo 23 bis, que intercala un nuevo inciso tercero en el artículo 6° de la ley Nº 19.949, disponiendo la actualización anual del registro, sin perjuicio de la obligación de los beneficiarios de informar de los cambios en los criterios enunciados en el inciso anterior. (El artículo 6° de la ley Nº 19.949 crea un registro de información social administrado por MIDEPLAN, con el objeto de proveer información para la asignación de prestaciones sociales que entrega el Estado, para el diseño de políticas y programas sociales y para la elaboración de planes de desarrollo local (inciso primero). El registro contendrá los datos de los beneficiarios de prestaciones públicas y de sus condiciones socioeconómicas según la información que esté en poder de MIDEPLAN (inciso segundo).


Esta indicación fue declarada inadmisible porque versa sobre asuntos reservados a la iniciativa del Ejecutivo.

- - -

Artículo 24


Esta norma del texto aprobado en general sustituye el inciso final del artículo segundo del decreto número 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley número 164, de 1991, de la misma cartera. La norma de reemplazo prescribe que los estudios de preinversión y los proyectos de inversión que se ejecuten mediante el sistema de concesión deberán contar con un documento interno de Administración y con un informe del Ministerio de Desarrollo Social. Para los proyectos de inversión, el informe deberá ser fundado en una evaluación técnica y económica que analice su rentabilidad social. Los informes de preinversión y proyectos de inversión, por su parte, formarán parte del Banco Integrado de Proyectos de Inversión. En caso de que no exista el informe aludido, no se podrá iniciar el proceso de licitación. (El inciso final vigente del artículo segundo del decreto con fuerza de ley número 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, señala que los proyectos que se ejecuten por el sistema de concesión deberán contar con un documento interno de administración, y, previo al llamado a licitación, con un informe del organismo de planificación nacional fundado en una evaluación técnica y económica.


La indicación Nº 105, del Honorable Senador señor Bianchi, reproduce el artículo descrito, con la sola enmienda de imponer la obligación de consultar la opinión de la secretaría regional ministerial acerca de la elaboración del informe recaído en los estudios de preinversión y proyectos de inversión y, además, considerar las variables técnicas y económicas a nivel nacional y regional.


La indicación Nº 106, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, reemplaza la frase “que analice su rentabilidad social” por “que permita determinar su conveniencia y, cuando corresponda, su rentabilidad social e impacto, velando por la eficacia y eficiencia del uso de los fondos públicos, de manera que respondan a las estrategias y políticas nacionales, regionales o locales de crecimiento, equidad y desarrollo social que se determinen para el país”. 


La indicación N° 105 fue declarada inadmisible por recaer sobre materias propias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en tanto que la indicación N° 106 fue retirada por su autor, debidamente autorizado por su coautora, Honorable Senadora señora Alvear.

Artículo 25


El artículo 25 del proyecto aprobado en general (inciso único) atribuye exclusivamente a los gobiernos regionales las funciones y atribuciones de planificación del desarrollo de la región, las que deberán ajustarse a las políticas nacionales de desarrollo y al presupuesto de la Nación.


La indicación Nº 107, del Honorable Senador señor Gómez, intercala la frase “a los planes de desarrollo comunal” a continuación de la palabra “ajustarse”.

- - -


La indicación Nº 108, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, incorpora un nuevo inciso segundo a este artículo que dispone recursos de la Ley de Presupuestos para que los gobiernos regionales cumplan con las funciones descritas. 


En relación con esta indicación, la asesora legislativa del Ministerio de Planificación, señora Anne Traub, señaló que el texto aprobado en general traspasa a los gobiernos regionales las funciones de planificación que eran responsabilidad de MIDEPLAN, modificación que, según dijo, ya opera en la práctica desde el año 2007 mediante un Convenio de Traspaso de dichas funciones, por lo que los recursos ya están considerados en la Ley de Presupuestos.


La indicación N° 107 fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar, en tanto que la indicación N° 108, fue retirada por sus autores, habida consideración de la explicación anterior.

- - -

Artículo 27


Este precepto del texto aprobado en general agrega un inciso tercero, nuevo, al artículo 24 de la ley N° 18.482 (sobre normas complementarias de administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria) que obliga a las empresas a las cuales se les aplican las normas del artículo 11 de la ley N° 18.196 (empresas del Estado y aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan un aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento) a contar, en su estudios y proyectos de inversión, con un informe de evaluación del Ministerio de Desarrollo Social o del Sistema de Empresas Públicas SEP, o de la Comisión Chilena del Cobre o del Ministerio de Energía, que dé cuenta de su rentabilidad.


Respecto de este artículo se formularon dos indicaciones, las de los Nºs. 109 y 110.


La primera de ellas, de autoría del Honorable Senador señor Bianchi, reemplaza la norma descrita por otra que replica su contenido, con la sola enmienda de incorporar una frase que declara que la determinación de la evaluación técnico económica considerará el impacto regional de las propuestas y de las externalidades que se generen con su aplicación.


La segunda, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, intercala la frase “tanto financiera como social” a continuación de la palabra “rentabilidad”.


La indicación N° 109 resultó aprobada refundida con otra sustitutiva del Ejecutivo (N° 109 A), de su mismo tenor, también aprobada, ambas sin modificaciones y con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zaldívar.


En relación con la indicación N° 110, el Honorable Senador señor Zaldívar solicitó hacer constar en el informe que el sentido de la misma persigue que los proyectos sean evaluados tanto por su rentabilidad financiera como social, lo que ha de ser considerado por el Ejecutivo al evaluar los proyectos de inversión de las empresas a que hace mención el nuevo inciso tercero incorporado al artículo 24 de la ley N° 18.482, sobre normas complementarias de administración financiera, cuestión que es más amplia que una apreciación técnica.


El señor Ministro precisó que la norma aprobada en general reconoce flexibilidad para evaluar los proyectos, tanto en el orden financiero como en el social, de modo que el sentido de la indicación ya está recogido en ese texto.


Habida consideración de la explicación precedente, la indicación N° 110 fue retirada por su autor con autorización de su coautora, la Honorable Senadora señora Alvear.

- - -


La indicación Nº 111, de S.E. el Presidente de la República, agrega un nuevo artículo 28 al proyecto, que incorpora en el inciso primero del artículo 34 B de la ley Nº 19.728 -que establece un seguro de desempleo-, la frase “de Evaluación Social” entre la palabra “Hacienda” y la conjunción “y”. (El inciso primero del artículo 34 B faculta a las Subsecretarías de Hacienda y del Trabajo y a la Dirección de Presupuestos para requerir datos personales de la Base de Datos de los trabajadores adscritos al seguro de desempleo. El tratamiento de dicha información quedará bajo el control de dichos servicios.).


Esta indicación resultó aprobada en sus mismos términos, con los votos conformes de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar.

- - -

Artículos Transitorios

Artículo Primero


Esta norma del proyecto aprobado en general faculta al Ejecutivo para realizar diversas tareas relacionadas con la puesta en marcha del nuevo Ministerio, como, por ejemplo, la fecha en que éste entrará en funcionamiento y, consecuencialmente, se extinguirá el Ministerio de Planificación (N° 1)). Corresponderá también a estas nuevas competencias fijar las plantas de ambas Subsecretarías (de Evaluación Social y de Servicios Sociales -el encasillamiento podrá incluir personal del Ministerio de Planificación- (N°s 2 y 3)); disponer el traspaso del personal (por estamento y condición jurídica) y dictar normas para estructurar las plantas y, en general, adoptar las disposiciones que la misma norma menciona (numerales 4 al 7) para evitar todo menoscabo de la condición funcionaria con motivo del traspaso e incorporación a las nuevas plantas.


La indicación N° 112, formulada por el Honorable Senador señor Navarro, suprime esta norma.
N° 2)


En la indicación N° 113, S.E. el Presidente de la República reemplaza la palabra “podrá” por “deberá”.

La indicación N° 113 A, del Honorable Senador señor Horvath, sustituye la expresión “podrá incluir” por “incluirá el”.

N° 3)


Al igual que en la indicación N° 113, la indicación N° 114, de S.E. el Presidente de la República, reemplaza la palabra “podrá” por “deberá”.

N° 4)


En la indicación N° 115, S.E. el Presidente de la República intercala, a continuación de la palabra “grado”, la frase “y en la misma calidad jurídica”.

N° 6)



La indicación N° 116, de S.E. el Presidente de la República, suprime el párrafo segundo de este numeral, norma que fija restricciones para el ejercicio de las facultades contenidas en este artículo respecto del personal que afecten.

- - -


La indicación N° 117, también de S.E. el Presidente de la República, incorpora un nuevo número 8) al artículo primero transitorio, que prescribe que el ejercicio de las facultades contenidas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal que afecte:


a. No producirá el término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral. Tampoco importará cambios en la residencia habitual fuera de la región en que presten servicios, salvo que el trabajador consienta en ello. 


b. No significará pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Las diferencias que se produzcan en materia de remuneraciones se pagarán por planillas suplementarias, las que absorberán los futuros mejoramientos de remuneraciones, salvo los que provengan de reajustes generales a los trabajadores del sector público. La planilla aludida mantendrá la imponibilidad de aquella de las remuneraciones que compensa. 


c. Los funcionarios encasillados mantendrán la asignación de antigüedad y el tiempo computable a ese reconocimiento. 


Una indicación sustitutiva del Ejecutivo (N° 116 A) agrega un nuevo segundo inciso o párrafo al numeral 6) que expresa que los requisitos para el desempeño de los cargos no serán exigibles para efectos del encasillamiento de los funcionarios titulares y a contrata a la fecha de vigencia del respectivo decreto con fuerza de ley. A estos y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, tampoco le serán exigibles los requisitos que se establezcan mediante esta facultad delegada.


El Honorable Senador señor Zaldívar, en la indicación N° 116 B, intercala después del segundo punto seguido (.) del párrafo primero del numeral 6), una frase que prescribe que los requisitos que se establezcan en el ejercicio de la facultad contenida en este numeral no serán exigibles para la permanencia en el cargo de quienes lo hagan en calidad de titulares o a contrata en la fecha de entrada en vigencia de él o los decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo. También elimina las expresiones “la supresión o”, entre las palabras “determinar” y “conversión” del mismo párrafo primero.


Las indicaciones N°s. 113, 113 A (subsumida en la indicación N° 113), 114, 115, 116 y 117 resultaron aprobadas sin enmiendas, con los votos de los Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar; la N° 116 A, y subsumida en ella la N° 116 B, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Longueira, Sabag y Zaldívar. La indicación N° 112 fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar.
Artículo Tercero


Esta norma del texto aprobado en general autoriza al Presidente de la República, mediante facultad de ley delegada, para modificar las disposiciones orgánicas de las entidades relacionadas o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social que pasan a ser desempeñadas por este último, y que digan relación con las materias a que se refiere el inciso segundo del artículo 22 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración. (Autoriza al legislador común para encomendar a los servicios públicos funciones propias de los Ministerios, como son las de proponer y evaluar políticas, planes y normas para los sectores a su cargo, velar por el cumplimiento de las normas dictadas, asignar recursos y fiscalizar actividades. También en casos calificados, autoriza a los Ministerios para actuar como órganos de ejecución.).


Sobre este artículo recayeron las indicaciones N°s. 117 A, 118, 119 y 120.


La indicación N° 117 A, del Honorable Senador señor Rossi, suprime el artículo tercero transitorio. 


La indicación N° 118, del Honorable Senador señor Gómez, reemplaza el artículo descrito por otro, nuevo, que prescribe que el Presidente de la República, en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, enviará un proyecto al Congreso Nacional relativo a las normas orgánicas de los servicios relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social para que se le traspasen a éste las funciones y atribuciones actuales de dichos organismos. 


La indicación N° 119, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, también sustituye el artículo tercero transitorio aprobado en general por otro que preceptúa que dentro del plazo de un año, contado desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República enviará una iniciativa legal para modificar las disposiciones de los organismos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social, con el objeto de traspasar las funciones de esos organismos a la nueva institucionalidad de acuerdo al inciso segundo del artículo 22 de la ley N° 18.575, de Bases Generales de la Administración del Estado. (El precepto declara que los Ministerios son los órganos superiores de colaboración con el Presidente de la República en las funciones de gobierno y administración. A su turno, el inciso segundo prescribe que para tales efectos, los Ministerios deberán proponer y evaluar políticas, estudiar las normas aplicables en los sectores a su cargo y velar por su cumplimiento, asignar recursos y fiscalizar las actividades sectoriales.).


La indicación N° 120, de S.E. el Presidente de la República, intercala la frase “con excepción del Servicio Nacional de la Mujer” a continuación de “Ministerio de Desarrollo Social”. 


La indicación N° 117 A resultó aprobada sin enmiendas, con los votos de los Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar.


La indicación N° 118 fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar.


La indicación N° 119 fue retirada por sus autores.


La indicación N° 120, en correspondencia con lo actuado con la indicación N° 117 A, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar.

Artículo Quinto


Este artículo aprobado en general prevé que las facultades dispuestas por el artículo primero transitorio, hasta su completa ejecución, no podrán irrogar un gasto mayor a $ 1.678.541 miles.


En la indicación N° 121, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín sustituye la frase “no podrá exceder la cantidad” por “será”.


Esta indicación resultó rechazada con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Longueira, Sabag y Zaldívar.

- - -


La indicación N° 122, del Honorable Senador señor Longueira, incorpora dos nuevos artículos transitorios (séptimo y octavo).


El nuevo artículo séptimo transitorio prescribe que el Servicio Nacional del Adulto Mayor; el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes; el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo; la Dirección de Organizaciones Sociales, y la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas estarán subordinadas a la Subsecretaría de Servicios Sociales.


Finalmente, el artículo octavo transitorio propuesto faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses contados desde la entrada en vigencia de esta ley, envíe en proyecto de ley que cree el Servicio Nacional de los Pueblos Originarios (que reemplace a la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena), cuyo Director tendrá rango de Ministro.


El Honorable Senador señor Longueira planteó, respecto del contenido del nuevo artículo séptimo transitorio, que es relevante que instituciones como el Servicio Nacional del Adulto Mayor; el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes; el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo; la Dirección de Organizaciones Sociales, y la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, forman parte del Ministerio de Desarrollo Social, pues los programas que ejecutan son esencialmente de contenido social, lo que cumple con el objeto de no duplicar programas y de centralizar en un solo organismo la ejecución de estos planes. 


Sobre este asunto, el señor Ministro señaló que si bien el contenido de los programas ejecutados por esas instituciones es de carácter social, su discusión implica un análisis con nuevos elementos, por lo que sugirió discutirlo en otras iniciativas de ley que se hagan cargo de esos asuntos, como ocurrió en el caso del SENAMA. Sin perjuicio de lo anterior, expresó que la nueva institucionalidad tendrá facultades de monitoreo y evaluación en los planes que ejecuten las instituciones que desarrollen políticas de carácter social. 


La indicación N° 122, ya descrita, fue declarada inadmisible por versar sobre materias reservadas a la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

- - -

MODIFICACIONES


De conformidad con los acuerdos adoptados, esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra someter a la consideración de la Sala el proyecto de ley aprobado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- Créase el Ministerio de Desarrollo Social como la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas en materia de equidad o desarrollo social, especialmente aquellas destinadas a erradicar la pobreza y brindar protección social a las personas o grupos vulnerables, promoviendo la movilidad e integración social y la participación con igualdad de oportunidades en la vida nacional.


El Ministerio de Desarrollo Social velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia de equidad o desarrollo social, a nivel nacional y regional. Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social velará porque dichos planes y programas se implementen en forma descentralizada o desconcentrada, en su caso.


Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social tendrá a su cargo la administración, coordinación, supervisión y evaluación de la implementación del Sistema Intersectorial de Protección Social creado por la Ley N° 20.379, velando porque las prestaciones de acceso preferente o garantizadas que contemplen los subsistemas propendan a brindar mayor equidad o desarrollo social o ambas a la población en el marco de las políticas, planes y programas establecidos.


Corresponderá también a este Ministerio evaluar los proyectos de inversión que solicitan financiamiento del Estado, para determinar su rentabilidad social, velando por la eficacia y eficiencia del uso de los fondos públicos, de manera que respondan a las estrategias y políticas de crecimiento y desarrollo económico y social que se determinen para el país. 


Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social velará por la participación de la sociedad civil en las materias de su competencia, en especial, aquellas dirigidas a personas o grupos vulnerables.


El Ministerio de Desarrollo Social procurará mantener información a disposición de la sociedad respecto al acceso y mantención de los programas sociales a que se refiere esta Ley.”.

(Indicaciones N°s. 2, 3, 3 A, 4, 5, 5 A, 6, 6 A y artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).

Artículo 2°

N° 1


Sustituirlo por el siguiente:


“1) Programas Sociales: conjunto integrado y articulado de acciones, prestaciones y beneficios destinados a lograr un propósito específico en una población objetivo, de modo de resolver un problema o atender una necesidad que la afecte.


Dichos programas deberán encontrarse incluidos en la definición funcional de gasto público social. 


Un reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, fijará los criterios y procedimiento a través del cual se determinará qué programas se clasificarán  funcionalmente dentro del gasto público social. En la formulación de estos criterios se deberá oír al Comité Interministerial de Desarrollo Social del artículo 11° de esta Ley.”.

(Indicaciones N°s. 7, 8 A y 21. Unanimidad 4x0).

N° 2


Incorporar la frase “y bienestar social” a continuación del vocablo “vida”.

(Indicación N° 8 B. Unanimidad 3x0).

N°s. 3 y 4


Reemplazarlos por los siguientes:


“3) Banco Integrado de Programas Sociales: Registro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social, que contiene información correspondiente a los programas sociales, que estén o no en ejecución, que hayan sido o estén siendo sometidos a alguna de las evaluaciones a que hace referencia la letra c) y la letra d) del artículo 3°. Este registro incluirá, a lo menos, una descripción del programa social, el Informe de Recomendación o el Informe de Seguimiento, en los casos en que el programa social cuente con ellos. En  caso que se realicen evaluaciones de impacto o ex–post por alguna entidad pública a un programa social, el Banco Integrado de Programas Sociales deberá también contener los informes de dicha evaluación. El registro será público en los términos del Título III de la Ley Nº 20.285.


4) Banco Integrado de Proyectos de Inversión: Registro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social, que contiene los proyectos de inversión que han sido evaluados, estén o no en  ejecución, que requieren financiamiento del Estado. Este registro incluirá, al menos, una descripción del proyecto, el informe de evaluación, demás antecedentes a que hacen referencia las letras g) y h) del artículo 3°, si correspondiera y las evaluaciones posteriores a su implementación, si las tuvieren. El registro será público en los términos de la Ley Nº 20.285.”.

(Indicaciones N°s. 9, 10, 11, 12, 13, 13 A, 14, 15, 16, 17, 18, 18 A, 34, 37, 47 y 48. Unanimidad 4x0).

- - -


Incorporar, a continuación, los siguientes números 5) y 6), nuevos, a este artículo:


“5) Proyectos de Inversión: Iniciativas de inversión pública destinadas a resolver un problema o atender una necesidad que afecte a una población objetivo, tales como aquellas referidas a la creación, modificación, reposición o a cualquier otra actividad relacionada con la posibilidad de mejorar, incrementar o mantener la productividad de bienes o la prestación de servicios. Dichas iniciativas  deberán ser limitadas en el tiempo y encontrarse incluidas en el inciso 4º del artículo 19º bis del decreto ley Nº 1.263 de 1975. Se incluirán también las iniciativas de inversión pública que sean financiadas mediante transferencias de capital y aquellas a que se refiere el inciso final del artículo 2º del decreto Nº 900 del Ministerio de Obras Públicas, de 1996 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley Nº 164 del referido Ministerio.


6) Garantías de Protección Social: Son aquellas acciones y prestaciones de acceso preferente o garantizado que, en el marco del Sistema Intersectorial de Protección Social, pueden exigir los beneficiarios ante el organismo que corresponda en cada caso de conformidad a la ley respectiva, de tal forma de propender al desarrollo social o equidad en el marco de las políticas, planes y programas establecidos.”.

(Indicaciones N°s. 20, 20 A y 20 B. Unanimidad 4x0).

Artículo 3°

Letra b)


Incorporar a continuación de las expresiones “servicios públicos,” la siguiente frase final: “así como su coordinación y complementación con otros programas sociales en ejecución o que planteen implementarse.”.

(Indicación N° 24. Unanimidad 3x0).

Letra c)


Reemplazarla por la siguiente:


“c) Evaluar y pronunciarse, a través de un informe de recomendación fundado sobre la consistencia, coherencia y atingencia, entre otros factores, de los programas sociales nuevos o que planteen reformularse, por los ministerios o servicios públicos, de manera de lograr una coordinación en el diseño de las políticas sociales. Dichos programas deberán contar con el referido informe para solicitar su financiamiento en el proceso anual de formulación del proyecto de Ley de Presupuestos. 


Para dar cumplimiento a lo establecido en el inciso precedente, el Ministerio de Desarrollo Social deberá, entre otros, estudiar la realidad social, nacional y regional, velar porque el diseño del programa propuesto sea consistente con los objetivos planteados y revisar que los programas sociales en formación o los ya existentes, sean complementarios y estén coordinados, de manera de evitar duplicidades o superposiciones.


Un Reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará, entre otros, el contenido, las etapas, plazos, posibilidad y forma de solucionar observaciones y reformular los programas sociales, la vigencia de las evaluaciones efectuadas, las demás materias relativas a la presentación de las propuestas de nuevos programas sociales y, en general, las normas necesarias para asegurar la eficiencia y transparencia del proceso de evaluación. Asimismo, el Reglamento determinará la gradualidad con que comenzarán aplicarse estas evaluaciones, para lo cual fijará plazos y definirá órdenes de evaluación entre los programas sociales. Las demás normas e instructivos necesarios para regular los programas sociales serán dictados conjuntamente por dichos ministerios.


Lo dispuesto en esta letra es sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de Informes de Recomendación respecto a programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo 2° de la presente Ley.”.

(Indicaciones N°s. 25, 26, 27, 28, 30, 31, 32, 33 y 33 A. Unanimidad 4x0).

Letra d)


Reemplazarla por la siguiente:


“d) Colaborar con el seguimiento de la gestión e implementación de los programas sociales que estén siendo ejecutados por los servicios públicos relacionados o dependientes de éste y de otros ministerios, mediante la evaluación de, entre otros, su eficiencia, eficacia y su focalización. Estos informes de seguimiento de ejecución de los programas sociales deberán ser puestos a disposición del Comité Interministerial de Desarrollo Social.


Lo dispuesto en esta letra se establece sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes de seguimiento respecto a programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo 2°.”.

(Indicaciones N°s. 35, 36, 38 y 38 A. Unanimidad 4x0).

Letra e)


Sustituirla por la siguiente:


“e) Analizar de manera periódica la realidad social, nacional y regional, de modo de detectar las necesidades sociales de la población e informarlas al Comité Interministerial de Desarrollo Social, para lo cual deberá considerar, entre otros, los antecedentes que al efecto le entreguen los gobiernos regionales. El resultado de los estudios y análisis debe mantenerse publicado en el sitio electrónico del Ministerio de manera permanente, de acuerdo a las normas establecidas en el Título III de la ley N° 20.285.”.

(Indicaciones N°s. 39, 39 A, 40 y 41. Unanimidad 4x0).

Letra g)


Sustituirla por la siguiente:


“g) Evaluar los proyectos de inversión que soliciten financiamiento del Estado, para determinar su rentabilidad social, y elaborar un informe al respecto, de conformidad al artículo 19 bis del Decreto Ley N° 1.263 de 1975, Orgánico de la Administración Financiera del Estado. En cumplimiento de lo anterior, deberá establecer y actualizar los criterios y las metodologías aplicables en la referida evaluación. La determinación de estos criterios y metodologías deberá considerar, especialmente, la incorporación de indicadores objetivos y comprobables respecto al desarrollo de los proyectos de inversión. Las metodologías y sus criterios de evaluación deberán, asimismo, mantenerse a disposición permanente del público a través del sitio electrónico del Ministerio de Desarrollo Social.


En cumplimiento de lo anterior, le corresponderá velar porque toda inversión que utilice financiamiento del Estado sea socialmente rentable, y que responda a las políticas nacionales y regionales de desarrollo. Los Ministros de Desarrollo Social y de Hacienda, conjuntamente, establecerán directrices basadas en las características de los proyectos de inversión y de aquellos financiados mediante transferencias de capital, a partir de las cuales no se les hará exigible el informe señalado en el inciso anterior, las que serán revisadas anualmente y se mantendrán publicadas de conformidad al citado inciso. Estas directrices se informarán a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Lo dispuesto en esta letra se establece sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes respecto de iniciativas no comprendidas en la presente Ley.”.

(Indicaciones N°s. 42, 43, 44, 44 A y 45. Unanimidad 4x0).

Letra i)


Intercalar a continuación de la denominación “Comisión Especial Mixta de Presupuestos,” la frase “de los Gobiernos Regionales, de los Consejos Regionales y de los Alcaldes,”.

(Indicación N° 46. Unanimidad 3x0).

Letra k)


Reemplazar en el párrafo segundo la frase “normas e instructivos necesarios” por “instrucciones generales necesarias”.

(Indicación N° 49. Unanimidad 3x0).

Letras l) y m)


Reemplazarlas por las siguientes:


“l) Elaborar las demás normas e instructivos relativos a las evaluaciones e Informes, cuando corresponda, de las letras d), g) y h) precedentes. Las normas e instructivos correspondientes a las letras g) y h), serán elaboradas en conjunto con el Ministerio de Hacienda.


m) Capacitar a los formuladores de programas sociales y de proyectos de inversión, en materia de preparación, presentación y evaluación de los mismos, conforme al plan anual de capacitación y dentro de sus posibilidades presupuestarias.”.

(Indicaciones N°s. 50 A, 51 y 51 A. Unanimidad 4x0).

Letra p)


Sustituirla por la siguiente:


“p) Impartir instrucciones y ejecutar cualquier otra acción necesaria para que exista coherencia funcional entre las políticas, planes y programas sociales ejecutados por los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social y coordinar su ejecución.”.

(Indicaciones N°s. 52, 53, 53 B y 53 C. Unanimidad 4x0).

- - -


Intercalar, a continuación, la siguiente letra q), nueva:


“q) Establecer las políticas, planes y programas a que deberán ceñirse los organismos e instituciones dependientes del Ministerio de Desarrollo Social, o que se relacionen con el Presidente de la República por su intermedio, los cuales, anualmente, deberán elaborar un informe que dé cuenta de la implementación de las políticas señaladas.”.

(Indicación N° 54. Unanimidad 3x0).

- - -

Letra q)


Pasa a ser letra r), sin enmiendas.

Letra r)


Pasa a ser letra s).


Reemplazarla por la siguiente:


“s) Solicitar a los demás ministerios, servicios o entidades públicas la entrega de la información disponible y que el Ministerio de Desarrollo Social requiera para el cumplimiento de sus funciones. Los ministerios, servicios o entidades públicas deberán proporcionar esta información oportunamente. De no encontrarse disponible la información requerida, los ministerios, servicios o entidades públicas podrán solicitar la colaboración de otras entidades del Estado. Las demás unidades evaluadoras que existan o se creen en otros ministerios, antes de solicitarla directamente, deberán consultar al Ministerio de Desarrollo Social la existencia de la información que estudian requerir de los demás ministerios, servicios o entidades públicas obligadas a informar al tenor de esta ley.


Respecto de los requerimientos sobre información amparada por la reserva establecida en el artículo 35 del Código Tributario, el Ministerio de Desarrollo Social sólo podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos información relativa a los ingresos de las personas que sea indispensable para verificar la elegibilidad de quienes solicitan beneficios o son beneficiarios de los programas sociales. En su requerimiento, el Ministerio deberá indicar expresa y detalladamente la información que solicita y los fines para los cuales será empleada. El Servicio de Impuestos Internos  informará, en el ámbito de su competencia, de acuerdo a los antecedentes que consten en sus registros para el uso de sus funciones propias.


El personal del Ministerio de Desarrollo Social que tome conocimiento de la información tributaria reservada estará obligado en los mismos términos establecidos por el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario. El incumplimiento de este deber hará aplicable las sanciones administrativas que correspondan, sin perjuicio de las sanciones establecidas en el Párrafo VIII del Título V del Libro II del Código Penal.


Sólo se podrá solicitar información considerada dato sensible de acuerdo a la ley, cuando sea indispensable para verificar la  elegibilidad de quienes solicitan beneficios o son beneficiarios de los programas sociales, o la mantención de los mismos, y para complementar la información contenida en el registro señalado en el artículo 6° de la Ley 19.949. En su requerimiento, el Ministerio deberá indicar expresa y detalladamente la información que solicita y los fines para los cuales será empleada.”.

(Indicaciones N°s. 57, 58, 60 y 62 A. Unanimidad 4x0).

Letra s)


Pasa a ser letra t).


Reemplazarla por la siguiente:


“t) Sistematizar y analizar registros de datos, información, índices y estadísticas que describan la realidad social del país y que obtenga en el ámbito de su competencia, además de publicar la información recopilada conforme a la normativa vigente.


En el tratamiento de datos personales a que hace mención esta letra, el Ministerio deberá consagrar y respetar los derechos de acceso, rectificación, corrección, y omisión por parte de los administrados, y deberá tomar todas las medidas de seguridad en el tratamiento de datos sensibles.”.

(Indicaciones N°s. 61 y 62. Unanimidad 3x0).

Letra t)


Pasa a ser letra u), sin enmiendas.

Letra u)


Suprimirla.

(Indicación N° 64. Unanimidad 3x0).

- - -


Incorporar a continuación las siguientes letras v) y w), nuevas:


“v) Presentar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar en junio de cada año, un Informe de Desarrollo Social.


w) Estudiar y proponer las metodologías que utilizará en la recolección y procesamiento de información para la entrega de encuestas sociales y otros indicadores, en materias de su competencia.”.

(Indicación N° 66. Unanimidad 3x0).

- - -

Letra v)


Pasa a ser letra x), sin enmiendas.

Artículo 5°


Sustituir las expresiones “r) y s) del artículo 3° precedente.” por “s), t), u), v) y w) del artículo 3° precedente.”.

(Indicaciones N°s. 70 y 70 A. Unanimidad 4x0).

Artículo 6°

Inciso primero


Reemplazar las expresiones “letras ñ), o), p), q) y r)” por “letras ñ), o), p), q), r), s) y u)”.

(Indicación N° 71 A. Unanimidad 4x0).

- - -


Incorporarle el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La Subsecretaría de Servicios Sociales tendrá también a su cargo la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social”.

(Indicaciones N°s. 72 y 72 A. Unanimidad 4x0).

- - -

Artículo 8°

Inciso primero


Reemplazar la frase “quien asesorará al Intendente y servirá de organismo coordinador” por la oración “quien asesorará al Intendente, velará por la coordinación de los programas sociales que se desarrollen a nivel regional y servirá de organismo coordinador”.

(Indicación N° 75. Unanimidad 4x0).

Inciso segundo

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente


“a) Prestar asesoría técnica al Intendente.”.
- - -


Intercalar, a continuación, el siguiente literal b), nuevo:


“b) Colaborar con el Subsecretario de Evaluación Social en la efectiva coordinación de los programas sociales que se desarrollen a nivel regional.”.

- - -

Letras b), c), d), e), f), g) y h)


Pasan a ser letras c), d), e), f), g), h) e i), sin enmiendas, respectivamente.

- - -

Letra i)


Pasa a ser letra j), reemplazada por la siguiente:


“j) Colaborar, a solicitud de las Municipalidades, en la capacitación de sus funcionarios en el diseño y formulación de proyectos de inversión y programas sociales.”.

- - -


Incorporar, enseguida, la siguiente letra k), nueva:


“k) A petición de las Municipalidades, colaborar, dentro de sus posibilidades y en las materias que competen al Ministerio de Desarrollo Social, en la elaboración y armonización del Plan Comunal de Desarrollo que exige la letra a) del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.695.”.

(Indicaciones N°s. 78, 82, 84, 84 A, 85 y artículo 121 del Reglamento de la Corporación. Unanimidad 4x0).

Artículo 11


Reemplazar la frase “lineamientos de la política del Gobierno en materia de programas sociales.” por “lineamientos de la política social del Gobierno.”, e intercalar a continuación del término “ministerios” las expresiones “y servicios”.

(Indicaciones N°s. 86, 86 A y 86 B. Unanimidad 3x0).

Artículo 12

Letra f)


Suprimir la conjunción “y” final.

(Indicaciones N°s. 87 y 88. Unanimidad 3x0).

Letra g)


Sustituir el punto aparte (.) por la conjunción “y” precedida de una coma (,).

(Indicaciones N°s. 89 y 90. Unanimidad 3x0).

- - -


Incorporar la siguiente letra h), nueva:


“h) El Director Nacional del Servicio Nacional de la Mujer”.

(Indicaciones N°s. 91 y 91 A. Unanimidad 3x0).

- - -


A continuación, agregar un inciso final del siguiente tenor:


“En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso primero.”.

(Indicación N° 94. Unanimidad 3x0).

- - -

Artículo 14

Letra a)


Sustituir la frase “la política de desarrollo social del Estado” por “las políticas de equidad o desarrollo social.”.

(Indicación N° 95. Unanimidad 3x0).

Letra c)


Reemplazar la frase “de desarrollo social y su cumplimiento,” por “de equidad o desarrollo social y su cumplimiento,”.

(Indicaciones N°s. 97 y 97 A. Unanimidad 3x0).

- - -


Intercalar, a continuación, la siguiente letra e), nueva, pasando las actuales letras e) y f) a ser letras f) y g), respectivamente:


“e) Aprobar los criterios de evaluación para determinar, entre otros, la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales que planteen implementarse, ampliarse o reformularse por los ministerios o servicios públicos, propuestos por el Ministerio.”.

(Indicación N° 98. Unanimidad 3x0).

- - -

Artículo 15


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 15.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social celebrará sesiones cuando lo convoque su Presidente. El quórum para sesionar será de 4 miembros y los acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del Ministro Presidente o quien lo reemplace. El Comité en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Comité deberá sesionar al menos dos veces al año.”.

(Indicaciones N°s. 99, 100, 101 y 101 A. Unanimidad 4x0).

Artículo 16


Incorporar un nuevo inciso primero, del siguiente tenor, pasando el actual inciso primero a ser inciso segundo:


“Artículo 16°.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social podrá sesionar en las dependencias del Ministerio de Desarrollo Social, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento. El Comité contará con el apoyo de un funcionario del Ministerio de Desarrollo Social, propuesto por el Ministro del ramo y aprobado por el Comité, quien actuará como Secretario del mismo, correspondiéndole levantar actas de las sesiones respectivas.”.
(Indicaciones N°s. 102 y 102 A. Unanimidad 4x0).

Artículo 20


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 20°.- Deróganse los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6° y 27 de la Ley N° 18.989, que crea el Ministerio de Planificación. Esta derogación entrará en vigencia a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social.”
(Indicación N° 103. Unanimidad 4x0).

Artículo 27


En el nuevo inciso tercero del artículo 24 de la ley N° 18.482, que se incorpora en virtud de este artículo 27, intercalar la siguiente frase que sigue al segundo punto seguido (.):


“La determinación de ésta deberá considerar también el impacto regional de dichas propuestas.”.

(Indicaciones N°s. 109 y 109 A. Unanimidad 4x0).

- - -


A continuación, incorporar el siguiente artículo 28, nuevo:


“Artículo 28.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 34 B de la ley N° 19.728, entre la palabra “Hacienda” y la conjunción copulativa “y”, la frase “, de Evaluación Social”.

(Indicación N° 111. Unanimidad 3x0).

- - -

Artículos Transitorios

Artículo Primero

Inciso primero

N°s. 2 y 3


Agregar la forma verbal “deberá” a continuación del vocablo “planta” la vez que aparece en cada uno de estos números.

(Indicaciones N°s. 113, 113 A y 114. Unanimidad 3x0).

N° 4


Intercalar a continuación de la voz “grado” la frase “y en la misma calidad jurídica”.

(Indicación N° 115. Unanimidad 3x0).

N° 6


Reemplazar el párrafo segundo por el siguiente:


“Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad, no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o los respectivos decretos con fuerza de ley y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley que correspondan.”.
(Indicación N° 116. Unanimidad 3x0. Indicaciones N°s 116 A y 116 B. Unanimidad 4x0).

- - -


Incorporar el siguiente N° 8, nuevo:


“8) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. 


c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.”.
(Indicación N° 117. Unanimidad 3x0).

- - -

Artículo Tercero


Suprimirlo.

(Indicación N° 117 A. Unanimidad 3x0).

Artículos Cuarto, Quinto y Sexto


Pasan a ser artículos tercero, cuarto y quinto, respectivamente, sin enmiendas.

- - -


TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones descritas, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

CREA EL MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL Y MODIFICA LOS CUERPOS LEGALES QUE INDICA

“TÍTULO I
Párrafo 1°

Objetivos, Funciones y Atribuciones


Artículo 1°.- Créase el Ministerio de Desarrollo Social como la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes, y programas en materia de equidad o desarrollo social, especialmente aquellas destinadas a erradicar la pobreza y brindar protección social a las personas o grupos vulnerables, promoviendo la movilidad e integración social y la participación con igualdad de oportunidades en la vida nacional.

El Ministerio de Desarrollo Social velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia de equidad o desarrollo social, a nivel nacional y regional. Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social velará porque dichos planes y programas se implementen en forma descentralizada o desconcentrada, en su caso. 


Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social tendrá a su cargo la administración, coordinación, supervisión y evaluación de la implementación del Sistema Intersectorial de Protección Social creado por la Ley N° 20.379, velando porque las prestaciones de acceso preferente o garantizadas que contemplen los subsistemas propendan a brindar mayor equidad o desarrollo social o ambas a la población en el marco de las políticas, planes y programas establecidos.

Corresponderá también a este Ministerio evaluar los proyectos de inversión que solicitan financiamiento del Estado, para determinar su rentabilidad social, velando por la eficacia y eficiencia del uso de los fondos públicos, de manera que respondan a las estrategias y políticas de crecimiento y desarrollo económico y social que se determinen para el país. 


Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social velará por la participación de la sociedad civil en las materias de su competencia, en especial, aquellas dirigidas a personas o grupos vulnerables.


El Ministerio de Desarrollo Social procurará mantener información a disposición de la sociedad respecto al acceso y mantención de los programas sociales a que se refiere esta Ley.


Artículo 2°.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:


1) Programas Sociales: conjunto integrado y articulado de acciones, prestaciones y beneficios destinados a lograr un propósito específico en una población objetivo, de modo de resolver un problema o atender una necesidad que la afecte. 


Dichos programas deberán encontrarse incluidos en la definición funcional de gasto público social. 


Un reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, fijará los criterios y procedimiento a través del cual se determinará qué programas se clasificarán funcionalmente dentro del gasto público social. En la formulación de estos criterios se deberá oír al Comité Interministerial de Desarrollo Social del artículo 11 de esta Ley.


2) Personas o Grupos Vulnerables: aquellos que por su situación o condición social, económica, física, mental o sensorial, entre otras, se encuentran en desventaja y requieren de un esfuerzo público especial para participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional y acceder a mejores condiciones de vida y bienestar social.


3) Banco Integrado de Programas Sociales: Registro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social, que contiene información correspondiente a los programas sociales, que estén o no en ejecución, que hayan sido o estén siendo sometidos a alguna de las evaluaciones a que hace referencia la letra c) y la letra d) del artículo 3°. Este registro incluirá, a lo menos, una descripción del programa social, el Informe de Recomendación o el Informe de Seguimiento, en los casos en que el programa social cuente con ellos. En caso que se realicen evaluaciones de impacto o ex–post por alguna entidad pública a un programa social, el Banco Integrado de Programas Sociales deberá también contener los informes de dicha evaluación. El registro será público en los términos del Título III de la ley Nº 20.285.


4) Banco Integrado de Proyectos de Inversión: Registro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social, que contiene los proyectos de inversión que han sido evaluados, estén o no en ejecución, que requieren financiamiento del Estado. Este registro incluirá, al menos, una descripción del proyecto, el informe de evaluación, demás antecedentes a que hacen referencia las letras g) y h) del artículo 3°, si correspondiera y las evaluaciones posteriores a su implementación, si las tuvieren. El registro será público en los términos de la Ley Nº 20.285.

5) Proyectos de Inversión: Iniciativas de inversión pública destinadas a resolver un problema o atender una necesidad que afecte a una población objetivo, tales como aquellas referidas a la creación, modificación, reposición o a cualquier otra actividad relacionada con la posibilidad de mejorar, incrementar o mantener la productividad de bienes o la prestación de servicios. Dichas iniciativas deberán ser limitadas en el tiempo y encontrarse incluidas en el inciso cuarto del artículo 19 bis del decreto ley Nº 1.263 de 1975. Se incluirán también las iniciativas de inversión pública que sean financiadas mediante transferencias de capital y aquellas a que se refiere el inciso final del artículo 2º del decreto Nº 900 del Ministerio de Obras Públicas, de 1996 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164 del referido Ministerio.


6) Garantías de Protección Social: Son aquellas acciones y prestaciones de acceso preferente o garantizado que, en el marco del Sistema Intersectorial de Protección Social, pueden exigir los beneficiarios ante el organismo que corresponda en cada caso de conformidad a la ley respectiva, de tal forma de propender al desarrollo social o equidad en el marco de las políticas, planes y programas establecidos.

Artículo 3°.- Corresponderán especialmente al Ministerio de Desarrollo Social, las siguientes funciones y atribuciones:

a) Estudiar, diseñar y proponer al Presidente de la República las políticas, planes y programas sociales de su competencia, en particular las orientadas a las personas o grupos vulnerables y la erradicación de la pobreza.


b) Establecer, previa aprobación del Comité Interministerial de Desarrollo Social a que se refiere el artículo 11° de la presente Ley, los criterios de evaluación para determinar, entre otros, la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales que planteen implementarse, ampliarse o reformularse por los ministerios o servicios públicos, así como su coordinación y complementación con otros programas sociales en ejecución o que planteen implementarse.


c) Evaluar y pronunciarse, a través de un informe de recomendación fundado sobre la consistencia, coherencia y atingencia, entre otros factores, de los programas sociales nuevos o que planteen reformularse, por los ministerios o servicios públicos, de manera de lograr una coordinación en el diseño de las políticas sociales. Dichos programas deberán contar con el referido informe para solicitar su financiamiento en el proceso anual de formulación del proyecto de Ley de Presupuestos.


Para dar cumplimiento a lo establecido en el inciso precedente, el Ministerio de Desarrollo Social deberá, entre otros, estudiar la realidad social, nacional y regional, velar porque el diseño del programa propuesto sea consistente con los objetivos planteados y revisar que los programas sociales en formación o los ya existentes, sean complementarios y estén coordinados, de manera de evitar duplicidades o superposiciones.

Un Reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará, entre otros, el contenido, las etapas, plazos, posibilidad y forma de solucionar observaciones y reformular los programas sociales, la vigencia de las evaluaciones efectuadas, las demás materias relativas a la presentación de las propuestas de nuevos programas sociales y, en general, las normas necesarias para asegurar la eficiencia y transparencia del proceso de evaluación. Asimismo, el Reglamento determinará la gradualidad con que comenzarán aplicarse estas evaluaciones, para lo cual fijará plazos y definirá órdenes de evaluación entre los programas sociales. Las demás normas e instructivos necesarios para regular los programas sociales serán dictados conjuntamente por dichos ministerios.


Lo dispuesto en esta letra es sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de Informes de Recomendación respecto a programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo 2° de la presente Ley.


d) Colaborar con el seguimiento de la gestión e implementación de los programas sociales que estén siendo ejecutados por los servicios públicos relacionados o dependientes de éste y de otros ministerios, mediante la evaluación de, entre otros, su eficiencia, su eficacia y su focalización. Estos informes de seguimiento de ejecución de los programas sociales deberán ser puestos a disposición del Comité Interministerial de Desarrollo Social.


Lo dispuesto en esta letra se establece sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes de seguimiento respecto a programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo 2°.


e) Analizar de manera periódica la realidad social nacional y regional de modo de detectar las necesidades sociales de la población e informarlas al Comité Interministerial de Desarrollo Social, para lo cual deberá considerar, entre otros, los antecedentes que al efecto le entreguen los gobiernos regionales. El resultado de los estudios y análisis debe mantenerse publicado en el sitio electrónico del Ministerio de manera permanente, de acuerdo a las normas establecidas en el Título III de la Ley N° 20.285.


f) Definir los instrumentos de focalización de los programas sociales, sin perjuicio de las facultades de otros ministerios a estos efectos. Uno o más reglamentos expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social, suscritos además por el Ministro de Hacienda, y en su caso por los ministros sectoriales que corresponda, establecerán el diseño, uso y formas de aplicación de él o los referidos instrumentos y las demás normas necesarias para su implementación.


g) Evaluar los proyectos de inversión que soliciten financiamiento del Estado, para determinar su rentabilidad social, y elaborar un informe al respecto, de conformidad al artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263 de 1975, Orgánico de la Administración Financiera del Estado. En cumplimiento de lo anterior, deberá establecer y actualizar los criterios y las metodologías aplicables en la referida evaluación. La determinación de estos criterios y metodologías deberá considerar, especialmente, la incorporación de indicadores objetivos y comprobables respecto al desarrollo de los proyectos de inversión. Las metodologías y sus criterios de evaluación deberán, asimismo, mantenerse a disposición permanente del público a través del sitio electrónico del Ministerio de Desarrollo Social.


En cumplimiento de lo anterior, le corresponderá velar porque toda inversión que utilice financiamiento del Estado sea socialmente rentable, y que responda a las políticas nacionales y regionales de desarrollo. Los Ministros de Desarrollo Social y de Hacienda, conjuntamente, establecerán directrices basadas en las características de los proyectos de inversión y de aquellos financiados mediante transferencias de capital, a partir de las cuales no se les hará exigible el informe señalado en el inciso anterior las que serán revisadas anualmente y se mantendrán publicadas de conformidad al citado inciso. Estas directrices se informarán a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

Lo dispuesto en esta letra se establece sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes respecto de iniciativas no comprendidas en la presente Ley.


h) Analizar los resultados de los estudios de preinversión y de los proyectos de inversión evaluados, con el objeto de validar los criterios, beneficios y parámetros considerados en la evaluación a que hace referencia la letra precedente.


Asimismo, realizará el seguimiento de los proyectos de inversión en ejecución y estudios de preinversión. Para ello utilizará los informes que le sean presentados por el organismo público que solicita se emita el documento interno de la Administración. 


i) En conjunto con el Ministerio de Hacienda, poner a disposición de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, de los Gobiernos Regionales, de los Consejos Regionales y de los Alcaldes, durante el mes de agosto de cada año, un informe de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión evaluados por el Ministerio de Desarrollo Social que indique, a lo menos, el porcentaje de inversión decretada y ejecutada en el año precedente, que fue sometida a la evaluación señalada en el inciso cuarto del artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975 y el porcentaje de ésta que obtuvo rentabilidad social positiva.


j) Colaborar, en el ámbito de su competencia, con la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda en la preparación anual de la Ley de Presupuestos del Sector Público, para lo cual pondrá a disposición de la Dirección de Presupuestos los informes de recomendación de programas sociales y evaluación de inversiones establecidos en las letras c), d), g) y h) precedentes.


k) Administrar el Banco Integrado de Programas Sociales y el Banco Integrado de Proyectos de Inversión.


Con este fin elaborará, conjuntamente con la Dirección de Presupuestos, las instrucciones generales necesarias para establecer el diseño y adecuado funcionamiento de dichos Bancos.


l) Elaborar las demás normas e instructivos relativos a las evaluaciones e Informes, cuando corresponda, de las letras d), g) y h) precedentes. Las normas e instructivos correspondientes a las letras g) y h), serán elaboradas en conjunto con en Ministerio de Hacienda.


m) Capacitar a los formuladores de programas sociales y de proyectos de inversión, en materia de preparación, presentación y evaluación de los mismos, conforme al plan anual de capacitación y dentro de sus posibilidades presupuestarias.


n) Administrar el Registro de Información Social a que se refiere el artículo 6° de la Ley N° 19.949, que estableció un Sistema de Protección Social para familias en Situación de Extrema Pobreza denominado "Chile Solidario". 


ñ) Administrar, coordinar, supervisar y evaluar la implementación del Sistema Intersectorial de Protección Social establecido en la Ley N° 20.379. 


o) Velar por el mejoramiento constante en la gestión del Sistema Intersectorial de Protección Social, de los subsistemas que lo integran y de los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social.


p) Impartir instrucciones y ejecutar cualquier otra acción necesaria para que exista coherencia funcional entre las políticas, planes y programas sociales ejecutados por los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social y coordinar su ejecución.


q) Establecer las políticas, planes y programas a que deberán ceñirse los organismos e instituciones dependientes del Ministerio de Desarrollo Social, o que se relacionen con el Presidente de la República por su intermedio, los cuales, anualmente, deberán elaborar un informe que dé cuenta de la implementación de las políticas señaladas.


r) Celebrar convenios de desempeño con los jefes de los servicios dependientes o relacionados del Ministerio de Desarrollo Social.


s) Solicitar a los demás ministerios, servicios o entidades públicas la entrega de la información disponible y que el Ministerio de Desarrollo Social requiera para el cumplimiento de sus funciones. Los ministerios, servicios o entidades públicas deberán proporcionar esta información oportunamente. De no encontrarse disponible la información requerida, los ministerios, servicios o entidades públicas podrán solicitar la colaboración de otras entidades del Estado. Las demás unidades evaluadoras que existan o se creen en otros Ministerios, antes de solicitarla directamente, deberán consultar al Ministerio de Desarrollo Social la existencia de la información que estudian requerir de los demás ministerios, servicios o entidades públicas obligadas a informar al tenor de esta ley.


Respecto de los requerimientos sobre información amparada por la reserva establecida en el artículo 35 del Código Tributario, el Ministerio de Desarrollo Social sólo podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos información relativa a los ingresos de las personas que sea indispensable para verificar la elegibilidad de quienes solicitan beneficios o son beneficiarios de los programas sociales. En su requerimiento, el Ministerio deberá indicar expresa y detalladamente la información que solicita y los fines para los cuales será empleada. El Servicio de Impuestos Internos informará, en el ámbito de su competencia, de acuerdo a los antecedentes que consten en sus registros para el uso de sus funciones propias.


El personal del Ministerio de Desarrollo Social que tome conocimiento de la información tributaria reservada estará obligado en los mismos términos establecidos por el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario. El incumplimiento de este deber hará aplicable las sanciones administrativas que correspondan, sin perjuicio de las sanciones establecidas en el Párrafo VIII del Título V del Libro II del Código Penal.


Sólo se podrá solicitar información considerada dato sensible de acuerdo a la ley cuando sea indispensable para verificar la elegibilidad de quienes solicitan beneficios o son beneficiarios de los programas sociales, o la mantención de los mismos, y para complementar el Registro de Información Social señalado en el artículo 6° de la Ley 19.949. En su requerimiento, el Ministerio deberá indicar expresa y detalladamente la información que solicita y los fines para los cuales será empleada.


t) Sistematizar y analizar registros de datos, información, índices y estadísticas que describan la realidad social del país y que obtenga en el ámbito de su competencia, además de publicar la información recopilada conforme a la normativa vigente.


En el tratamiento de datos personales a que hace mención esta letra, el Ministerio deberá consagrar y respetar los derechos de acceso, rectificación, corrección, y omisión por parte de los administrados, y deberá tomar todas las medidas de seguridad en el tratamiento de datos sensibles.


u) Asesorar técnicamente a los Intendentes, a través de las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social, en las materias de competencia del Ministerio de Desarrollo Social que tengan aplicación regional.


v) Presentar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar en junio de cada año, un Informe de Desarrollo Social.


w) Estudiar y proponer las metodologías que utilizará en la recolección y procesamiento de información para la entrega de encuestas sociales y otros indicadores, en materias de su competencia.


x) Las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.

Párrafo 2°
De la Organización

Artículo 4°.- La organización del Ministerio de Desarrollo Social será la siguiente:


a) El Ministro de Desarrollo Social;


b) La Subsecretaría de Evaluación Social;


c) La Subsecretaría de Servicios Sociales; y


d) Las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social, determinará la estructura organizativa interna del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. 


Para efectos de establecer la estructura interna del Ministerio, deberán considerarse áreas funcionales, tales como, las encargadas de estudiar la realidad social, de evaluar la consistencia de los programas sociales que se propone implementar, de realizar el seguimiento de la ejecución de los programas sociales, de articular el Sistema Intersectorial de Protección Social, de coordinar la ejecución de sus servicios relacionados o dependientes, de evaluar la rentabilidad social de las iniciativas de inversión y las demás que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio de Desarrollo Social.

Artículo 5°.- La Subsecretaría de Evaluación Social estará a cargo del Subsecretario de Evaluación Social, quien será su jefe superior. En particular le corresponderá especialmente colaborar con el Ministro en el ejercicio de las funciones establecidas en las letras a), b), c), d), e), f), g), h), i), j), k), l), m), n), s), t), u), v) y w) del artículo 3° precedente.

Artículo 6°.- La Subsecretaría de Servicios Sociales estará a cargo del Subsecretario de Servicios Sociales, quien será su jefe superior. En particular le corresponderá colaborar especialmente con el Ministro en el ejercicio de las funciones establecidas en las letras ñ), o), p), q), r), s) y u) del artículo 3° precedente.


La Subsecretaría de Servicios Sociales tendrá también a su cargo la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social.


Artículo 7°.- El Ministro de Desarrollo Social será subrogado, en primer orden, por el Subsecretario de Evaluación Social. En caso de ausencia o impedimento de éste, el Ministro será subrogado por el Subsecretario de Servicios Sociales. Lo anterior, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.


Artículo 8°.- En cada región del país habrá una Secretaría Regional Ministerial de Desarrollo Social, a cargo de un Secretario Regional Ministerial, dependiente técnica y administrativamente del Ministerio de Desarrollo Social, quien asesorará al Intendente, velará por la coordinación de los programas sociales que se desarrollen a nivel regional y servirá de organismo coordinador de la ejecución de las políticas y programas sociales relacionados con este Ministerio a nivel regional y de evaluador de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión, que soliciten financiamiento del Estado, incluyendo aquellos financiados mediante transferencias de capital, para determinar su rentabilidad social y que tengan aplicación regional. 


Les corresponderá en especial a las Secretarías Regionales Ministeriales:


a) Prestar asesoría técnica al Intendente.


b) Colaborar con el Subsecretario de Evaluación Social en la efectiva coordinación de los programas sociales que se desarrollen a nivel regional.


c) Colaborar con el Subsecretario de Servicios Sociales en la coordinación de la acción de los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social.


d) Colaborar con el Subsecretario de Servicios Sociales en la coordinación regional y, en caso de ser necesario, en la coordinación local de los subsistemas que forman parte del Sistema Intersectorial de Protección Social regulado en la Ley N° 20.379.


e) Velar por el mejoramiento constante en la ejecución de las políticas y programas sociales y propender a un trabajo coordinado entre los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social a nivel regional.


f) Realizar, de acuerdo a los criterios definidos por la Subsecretaría de Evaluación Social, la evaluación de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión, que tengan aplicación regional y que soliciten financiamiento del Estado, incluyendo aquellos financiados mediante transferencias de capital, para determinar su rentabilidad social. Además, deberán emitir los informes respectivos y estudiar su coherencia con las estrategias regionales de desarrollo.


g) Colaborar con la Subsecretaría de Evaluación Social en la realización de estudios y análisis permanentes de la situación social regional y mantener información actualizada sobre la realidad regional.


h) Colaborar con la Subsecretaría de Evaluación Social en la identificación de las personas o grupos vulnerables de la región.


i) Colaborar a solicitud de las Municipalidades, en la evaluación de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión financiados con fondos comunales, para determinar su rentabilidad social. Estos proyectos podrán ser incorporados al Banco Integrado de Proyectos de Inversión a que se refiere el artículo 2° número 4) de la presente Ley.


j) Colaborar, a solicitud de las Municipalidades, en la capacitación de sus funcionarios en el diseño y formulación de proyectos de inversión y programas sociales.


k) A petición de las Municipalidades, colaborar, dentro de sus posibilidades y en las materias que competen al Ministerio de Desarrollo Social, en la elaboración y armonización del Plan Comunal de Desarrollo que exige la letra a) del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.695.

Párrafo 3°

Del Personal


Artículo 9°.- El personal del Ministerio de Desarrollo Social estará afecto a las disposiciones de la Ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del Decreto Ley N° 249 de 1974, y su legislación complementaria.


Artículo 10.- El personal del Ministerio de Desarrollo Social deberá guardar reserva y secreto absolutos de la información que contenga datos personales de la cual tomen conocimiento en el cumplimiento de sus labores. Asimismo, deberán abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la Ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a este artículo vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

Título II

Del Comité Interministerial de Desarrollo Social


Artículo 11.- Créase el Comité Interministerial de Desarrollo Social, cuya función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política social del Gobierno. Adicionalmente, este Comité constituirá una instancia de coordinación, orientación, información y acuerdo para los ministerios y servicios que lo integran. 

Artículo 12.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social estará integrado por los siguientes Ministros:


a) El Ministro de Desarrollo Social, quien lo presidirá;


b) El Ministro de Hacienda;


c) El Ministro de la Secretaría General de la Presidencia; 


d) El Ministro de Educación;


e) El Ministro de Salud;


f) El Ministro de Vivienda y Urbanismo; 


g) El Ministro del Trabajo y Previsión Social, y


h) El Director Nacional del Servicio Nacional de la Mujer.

Sin perjuicio de lo anterior, el Ministro de Desarrollo Social podrá invitar a participar con derecho a voz a otros Secretarios de Estado, funcionarios de la Administración del Estado o personas de reconocida competencia en el ámbito social.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso primero.


Artículo 13.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social reemplazará al Comité de Ministros creado en la Ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, y al Comité Interministerial establecido en la Ley N° 20.379, que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social, de manera que toda referencia realizada a estos Comités se entenderá hecha al Comité Interministerial de Desarrollo Social creado por esta Ley.


En consecuencia, y sin perjuicio de las funciones que de conformidad a esta Ley le correspondan al Comité Interministerial de Desarrollo Social, cuando éste deba conocer sobre las materias a las que se refiere la Ley N° 20.422, el Comité Interministerial de Desarrollo Social deberá abordar, en forma prioritaria tales materias. El Comité deberá adoptar todas las medidas que sean necesarias de manera de contar en estas sesiones con la participación de los Ministros de Justicia y Transporte y Telecomunicaciones conforme lo requiere la Ley N° 20.422. En la medida que el Comité Interministerial de Desarrollo Social se encuentre conociendo de las materias a que dicha ley se refiere no se requerirá la integración de los Ministros de Hacienda y Secretaría General de la Presidencia.


Asimismo, cuando de conformidad a lo dispuesto en esta Ley y en la Ley N° 20.379, le corresponda al Comité Interministerial de Desarrollo Social conocer de las materias a que dicho cuerpo legal se refiere, se abordará prioritariamente tales materias y el secretario del Comité Interministerial de Desarrollo Social velará porque en tanto se traten las materias propias de esa ley, el Comité se integre por los miembros que establece el Reglamento de la Ley N° 20.379.


Artículo 14.- Corresponderá especialmente al Comité Interministerial de Desarrollo Social:

a) Proponer al Presidente de la República los lineamientos y objetivos estratégicos de las políticas de equidad o desarrollo social.

b) Proponer al Presidente de la República políticas públicas, planes y programas sociales de aplicación o cobertura interministerial.


c) Conocer las metas estratégicas definidas anualmente por cada Ministerio en materia de equidad o desarrollo social y su cumplimiento, además de su coherencia con los lineamientos y objetivos estratégicos a que se refiere la letra a) precedente.


d) Conocer los informes a que se refiere la letra d) del artículo 3° elaborados por la Subsecretaría de Evaluación Social del Ministerio de Desarrollo Social.


e) Aprobar los criterios de evaluación para determinar, entre otros, la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales que planteen implementarse, ampliarse o reformularse por los ministerios o servicios públicos, propuestos por el Ministerio.


f) Proponer la reformulación, el término o la adopción de medidas para potenciar programas sociales, según corresponda, en base a las evaluaciones que, sobre los mismos, se encuentren disponibles o que el Comité haya propuesto realizar.


g) Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones. 


Artículo 15.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social celebrará sesiones cuando lo convoque su Presidente. El quórum para sesionar será de 4 miembros y los acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del Ministro Presidente o quien lo reemplace. El Comité en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Comité deberá sesionar al menos dos veces al año.


Artículo 16.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social podrá sesionar en las dependencias del Ministerio de Desarrollo Social, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento. El Comité contará con el apoyo de un funcionario del Ministerio de Desarrollo Social, propuesto por el Ministro del ramo y aprobado por el Comité, quien actuará como secretario del mismo, correspondiéndole levantar actas de las sesiones respectivas.


Los acuerdos del Comité Interministerial de Desarrollo Social que deban materializarse mediante actos administrativos que, conforme al ordenamiento jurídico deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social. 

TÍTULO III

DISPOSICIONES FINALES


Artículo 17.- El Ministerio de Desarrollo Social será el sucesor legal y patrimonial del Ministerio de Planificación una vez que entre en funcionamiento conforme a lo establecido en el número 1) del Artículo Primero Transitorio de la presente Ley.


En consecuencia, las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa vigente hagan a la Oficina de Planificación Nacional y al Ministro Director de dicha Oficina; así como al Ministerio de Planificación y Cooperación y al Ministro de Planificación y Cooperación; y al Ministerio de Planificación y al Ministro de Planificación, deberán entenderse hechas al Ministerio de Desarrollo Social y al Ministro de Desarrollo Social, respectivamente.


Asimismo, las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa realicen al órgano de planificación nacional, entidad planificadora o cualquier expresión similar o equivalente, se entenderán hechas al Ministerio de Desarrollo Social, siempre y cuando se trate de materias de su competencia.


Artículo 18.- No será aplicable al Ministerio de Desarrollo Social la limitación contenida en el inciso primero del artículo 16 de la Ley N° 18.091, sustituido por el artículo 19 de la Ley N° 18.267. 


Artículo 19.- Modifícase la Ley N° 20.403 en el sentido de intercalar, en el inciso primero de su artículo 30, entre la palabra “Hacienda” y la conjunción “y”, la frase “, de Evaluación Social”. 


Artículo 20.- Deróganse los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6° y 27 de la Ley N° 18.989, que crea el Ministerio de Planificación. Esta derogación entrará en vigencia a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social.

Artículo 21.- Agrégase, a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social, en el inciso primero del artículo 62 de la Ley N° 20.422, entre la palabra “Planificación” y la conjunción “y” la siguiente frase: “, a través de la Subsecretaría de Servicios Sociales”.


Artículo 22.- Agrégase, a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social, en el inciso primero del artículo 1° de la Ley N° 19.042, que crea el Instituto Nacional de la Juventud, antes del punto (.) final la frase “, por intermedio de la Subsecretaría de Servicios Sociales”.


Artículo 23.- En el inciso segundo del artículo 6° de la Ley N° 19.949, que establece un Sistema de Protección Social para Familias en Situación de Extrema Pobreza denominado Chile Solidario, intercálase entre la palabra “mismos” y la frase “y de sus condiciones socioeconómicas”, lo siguiente: “, los montos que perciban por estos conceptos, las causales por las cuales tengan la calidad de beneficiarios”.


Artículo 24.- Sustitúyese el inciso final del artículo 2°, del Decreto N° 900 de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 164 de 1991, del Ministerio de Obras Públicas y sus modificaciones, por el siguiente: “La realización de estudios de preinversión y los proyectos de inversión a ejecutarse mediante el sistema de concesión, deberán contar, como documento interno de la Administración, con un informe emitido por el Ministerio de Desarrollo Social. En el caso de los proyectos de inversión, el informe deberá estar fundamentado en una evaluación técnica y económica que analice su rentabilidad social. Los informes relativos a los estudios de preinversión y proyectos de inversión formarán parte del Banco Integrado de Proyectos de Inversión administrado por el Ministerio de Desarrollo Social. Mientras no se cuente con dicho informe no se podrá iniciar el proceso de licitación.”


Artículo 25.- A los gobiernos regionales corresponderán exclusivamente las funciones y atribuciones en materia de planificación del desarrollo de la región, mediante el diseño, elaboración, aprobación y aplicación de políticas, planes y programas dentro de su territorio, los que deberán ajustarse a las políticas nacionales de desarrollo y al presupuesto de la Nación.


Artículo 26.- Incorpórese en el artículo 2° del Decreto con Fuerza de Ley N° 1-18.359 de 1985, que traspasa y asigna funciones a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, una nueva letra h) del siguiente tenor: “h) Velar por la coherencia de los planes y estrategias regionales con las políticas y estrategias nacionales de desarrollo.” 


Artículo 27.- Agréguese el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 24 de la ley N° 18.482, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto y final, del siguiente tenor:


“Del mismo modo, los estudios y proyectos de inversión de las empresas a las que se aplican las normas establecidas en el artículo 11 de la ley N° 18.196, deberán contar, como documento interno de la Administración, con un informe de evaluación del Ministerio de Desarrollo Social o del Sistema de Empresas Públicas (SEP), o de la Comisión Chilena del Cobre o del Ministerio de Energía, entre otros, según sea el caso. Dicho informe deberá fundarse en una evaluación técnico-económica que dé cuenta de su rentabilidad. La determinación de ésta deberá considerar también el impacto regional de dichas propuestas. Corresponderá al Ministerio de Hacienda impartir instrucciones y resolver al respecto. Las empresas aludidas deberán remitir al Ministerio de Desarrollo Social una copia del citado informe, cuando éste no sea elaborado por dicha Secretaría de Estado, dentro de los treinta días siguientes a la recepción por parte de los referidos organismos responsables de elaborarlo, y demás antecedentes que el Ministerio de Desarrollo Social solicite para el adecuado estudio de dicho informe.” 


Artículo 28.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 34 B de la ley N° 19.728, entre la palabra “Hacienda” y la conjunción copulativa “y”, la frase “, de Evaluación Social”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la publicación de la presente Ley, establezca por medio de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Planificación y suscritos además por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento el Ministerio de Desarrollo Social. Además, determinará la fecha de supresión del Ministerio de Planificación.


2) Fijar la planta de personal de la  Subsecretaría de Evaluación Social. El encasillamiento en esta planta deberá incluir personal del Ministerio de Planificación.


3) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Servicios Sociales. El encasillamiento en esta planta deberá incluir personal del Ministerio de Planificación.


4) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde la Subsecretaría de Planificación a las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.


5) Determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica, a cada una de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social. La individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio de Planificación.


6) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del Decreto con Fuerza de Ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en las plantas que fije. También, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a lo dispuesto en el numeral 5° precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dicho cargo por cualquier razón. También, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553.


Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad, no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o los respectivos decretos con fuerza de ley y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley que correspondan.


7) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, las cuales no estarán afectas a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 18.834, respecto de los empleos a contrata incluidos en estas dotaciones.


8) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. 


c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento. 

Artículo Segundo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, y traspasará a ellas los fondos de la Subsecretaría de Planificación, necesarios para que cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítem, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo Tercero.- La modificación a que se refiere el artículo 24 de esta Ley, que sustituye el artículo 2° inciso final del decreto N° 900 de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 164 de 1991, del Ministerio de Obras Públicas y sus modificaciones, entrará en vigencia transcurridos 12 meses contados desde la publicación de la presente Ley en el Diario Oficial.


Artículo Cuarto.- El mayor gasto que se derive del ejercicio de la facultad del artículo primero transitorio de la presente Ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 1.678.541 miles.

Artículo Quinto.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta Ley, durante el primer año de su entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Planificación o el órgano que lo reemplace. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiera financiar con estos recursos.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 11 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Víctor Pérez Varela, Fulvio Rossi y Andrés Zaldívar; 17 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Pablo Longueira (Víctor Pérez Varela), Fulvio Rossi y Andrés Zaldívar; 18 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Pablo Longueira (Víctor Pérez Varela) y Andrés Zaldívar; 20 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Pablo Longueira (Víctor Pérez Varela y Andrés Zaldívar; 15 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Pablo Longueira (Víctor Pérez Varela) y Andrés Zaldívar; 17 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Víctor Pérez Varela y Andrés Zaldívar, y 5 de abril de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 12 de abril de 2011.

(Fdo.): MARIO TAPIA GUERRERO,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL

(7196-06)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en un mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”


A la sesión en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Longueira.


Del mismo modo, concurrieron los siguientes invitados:


Del Ministerio de Planificación: el Ministro, señor Felipe Kast; la Subsecretaria, señora Soledad Arellano; la Jefa de la División Jurídica, señora María José de las Heras; el Jefe de la División de Planificación Regional, señor Matías Claro; y el Jefe de la División de Planificación, Estudio e Inversión, señor Felipe Saavedra; 


Del Ministerio de Hacienda, la Coordinadora de Políticas Sociales, señora Alejandra Candia.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Egle Zavala


De la Dirección de Presupuestos: el Subdirector, seño Hermann von Gersdorff; y la abogada, señora Patricia Orellana. 


De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), el asesor, señor Sebastián Pavlovic. 

- - -


Cabe señalar que el proyecto de ley en informe fue analizado previamente por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en segundo informe. 

Se hace presente, asimismo, que la Comisión de Hacienda acordó dejar constancia que no se pronunció respecto de la admisibilidad de las indicaciones parlamentarias recaídas sobre disposiciones de su competencia, formuladas en el trámite seguido ante la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en razón de haber sido recogidas por las pertinentes indicaciones que el Ejecutivo presentó al proyecto, tal como consta en el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, cuestión que deja a salvo cualquier duda de admisibilidad.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Vuestra Comisión de Hacienda se remite, al afecto, a lo expresado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia.

- - -

Para los efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda sólo realizó  enmiendas sobre las siguientes disposiciones del proyecto aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe:

- Letra i) del artículo 3°. Lo hizo en virtud de la aprobación, con modificaciones, de la indicación número 46.

- Inciso segundo del artículo 8°. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento de la Corporación.

Se hace presente que esta  constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y sólo dicen relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -


Se deja constancia que fue recibida la presentación realizada por el señor Ministro de MIDEPLAN en relación con el proyecto de ley, copia de la cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -


Previo a la discusión de las normas de su competencia, el Ministro de Planificación, señor Felipe Kast indicó que el proyecto en estudio transforma el actual Ministerio de Planificación (MIDEPLAN), optando por el establecimiento de dos subsecretarías: una dedicada a los servicios sociales, orientada a la ejecución, gestión y relación con los municipios y los dirigentes sociales; la otra, a la coordinación interministerial. Respecto de esta última, destacó la facultad de pronunciamiento ex–ante que se entrega al nuevo Ministerio, en relación con la evaluación de los proyectos sociales, que deberán contar con una identificación de sus objetivos. Del mismo modo, deberá llevar a cabo el monitoreo de dichos programas sociales, cuya individualización permitirá, en su momento, enriquecer la discusión anual del presupuesto de la nación. Al mismo tiempo, se fortalecen las atribuciones para la definición de los elementos de focalización y la consolidación de la información social en un determinado lugar.

En relación con la ejecución de los servicios sociales, hizo ver que la actual estructura de MIDEPLAN no resulta suficiente para hacerse cargo de las facultades que, por ejemplo, el programa Chile Crece Contigo le entregó, y, en la práctica, muchos de los subsistemas que debieran operar se materializan en transferencias de fondos respecto de las que el Ministerio no llega a verificar si hubo no cumplimiento de las competentes prestaciones. 

Enseguida, reseñó los ocho productos estratégicos que se generan a partir del presente proyecto de ley:

1) El Banco Integrado Programas Sociales, para satisfacer el requerimiento de  tener efectivamente individualizado cada programa social, dando lugar a un sistema transparente, con parámetros objetivos y que permita el acceso tanto de los parlamentarios como del resto de la ciudadanía a dichos programas y a sus evaluaciones.

2) El Informe de Política Social, que deberá ser puesto a disposición una vez al año al Congreso Nacional,  idealmente antes de la discusión presupuestaria anual, dando cuenta de los avances en materia de indicadores de los programas sociales.

3) Las Fichas de Monitoreo de la información contenida en el Informe de Política Social.

4) Un departamento de estudios conformado por especialistas que refuercen el papel del Ministerio de Desarrollo Social en el Comité de Ministros.

5) La Unidad de Focalización, para potenciar y mejorar la Ficha de Protección Social.

6) Un Observatorio Social, con el fin de unificar todas las métricas sociales a partir de los diversos instrumentos de medición disponibles.

7) Una coordinación de los servicios relacionados con el Ministerio, y

8) Una Unidad de gestión local de trabajo con dirigentes sociales, ante la constatación de las deficiencias del MIDEPLAN en dicha área y de la escasa consideración de las autoridades comunales en la formulación de políticas sociales, en circunstancias que debiera siempre escucharse a los principales usuarios o beneficiarios de los programas. 

Se refirió, del mismo modo, a la metodología de monitoreo de los programas, que deberá contar con parámetros de evaluación en cuatro áreas: definición del objetivo de cada programa; mecanismo de selección de los beneficiarios; si el programa está midiendo o no la variable que quiere impactar; y efectividad del gasto social, para verificar en qué medida este llega a las personas.

La información obtenida, agregó, deberá ser desde luego transparentada, con el objeto de que todos los actores puedan conocer de qué manera dichas cuatro áreas se verifican y para que, en definitiva, se logre racionalizar la gestión. En este sentido, por ejemplo, sería posible evaluar todos los programas sociales vinculados al emprendimiento, de manera de potenciar aquellos que obtengan los mejores resultados.





Finalmente, destacó los aspectos más relevantes de la iniciativa:

- Rol evaluador del Ministerio de Desarrollo Social en los programas sociales nuevos y reformulados, a través de los  informes de recomendación. Fortalecimiento de la evaluación vinculándola al proceso presupuestario.

- Informe de seguimiento de los programas sociales en ejecución.

- Fortalecimiento del Ministerio de Desarrollo Social como entidad consolidada de información social.

- Transparencia de los resultados de las evaluaciones de Programas Sociales y Proyectos de Inversión (creación de Registros de Programas Sociales y Proyectos de Inversión).

- Participación de la sociedad civil en el Ministerio de Desarrollo Social (ONG como dirigentes sociales), y

- Protección a los funcionarios: los artículos transitorios contienen disposiciones que protegen la relación laboral, las remuneraciones y los derechos previsionales de los trabajadores.


El Honorable Senador señor Frei consultó en qué forma la iniciativa se hace cargo de la problemática de los informes de rentabilidad social de los proyectos que se presentan al MIDEPLAN, cuyas resoluciones quedan, en general, sometidas a las presiones políticas que determinados actores hacen sentir, o a la definición que finalmente adopta el Ministerio de Hacienda en virtud de la prioridad presidencial.


El señor Ministro de MIDEPLAN señaló que el proyecto de ley conserva el uso de la facultad presidencial como elemento decisorio de los informes de rentabilidad social, pues a los criterios técnicos que se deben tomar en cuenta, se debe sin duda sumar con posterioridad la  definición política. No obstante, con el objeto de perfeccionar la institucionalidad vigente, se ha contemplado la incorporación de un Departamento de Metodología en el Sistema Nacional de Inversiones, y se ha considerado  una serie de medidas tendientes a la optimización  del procedimiento en su conjunto, entre ellas, que ciertos procesos de inversión de costos menores no deban necesariamente pasar por el Sistema, por ejemplo cuando el valor de la evaluación exceda al de la operación misma.  



El Honorable Senador señor Frei hizo ver, por otra parte, que el contenido del informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda (del que se dará cuenta en su oportunidad en el presente informe), resulta insuficiente para el competente desarrollo de la labor que a la Comisión de Hacienda corresponde, por cuanto solamente se da a conocer una cifra tope que no podrá ser sobrepasada durante el primer año de aplicación de la ley.


El Honorable Senador señor Escalona concordó con lo expresado por Su Señoría, añadiendo que se precisa conocer los fundamentos del guarismo que en el informe financiero se da a conocer.


Del mismo modo, manifestó su preocupación en relación con varias disposiciones del proyecto que, a su juicio, tienden a centralizar aún más muchas de las decisiones de inversión, afectando las competencias de los intendentes y de los gobiernos regionales. Así ocurre, ejemplificó, con el artículo 6°, que entrega a la Subsecretaría de Servicios Sociales la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social.


En relación con los conflictos que suscitan en la actualidad los informes sobre rentabilidad social, sostuvo que varias de las definiciones del artículo 2° del proyecto sólo van a acentuarlos, toda vez que, por el deber de ceñirse a estas que asistirá a los funcionarios a los que directamente corresponda determinar la procedencia de aquéllos, en la práctica los procedimientos se harán más rígidos y menos expeditos.


El señor Ministro de MIDEPLAN explicó que al igual como ocurre hoy día con las Secretarías Regionales Ministeriales de Planificación y Coordinación (SERPLAC), que dependen de la Subsecretaría del Ministerio, la disposición citada por Su Señoría sólo precisa cuál será la dependencia administrativa de las SEREMI  de Desarrollo Social. 


Por otro lado, hizo ver que específicamente la letra g) del artículo 3° del proyecto despachado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Gobierno en su segundo informe, dispone que los Ministros de Desarrollo Social y Hacienda establecerán las directrices a partir de las cuales no será exigible el informe que, como regla general, debe acompañarse a los proyectos de inversión que solicitan financiamiento del Estado. De ellas deberá informarse a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


El Honorable Senador señor Lagos indicó compartir la idea de eximir de informe a determinadas iniciativas. Empero, agregó, más óptimo hubiese sido que se estableciera un mecanismo institucional para ello, y no dejar a las potestades discrecionales de la autoridad la definición de las directrices.


El Honorable Senador señor Longueira señaló que en el seno de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Gobierno se discutió arduamente el punto, consensuándose la redacción propuesta para la antes citada letra g) como una forma de precaver abusos de quienes pretendan dividir sus inversiones para no verse obligados a contar con un informe, y de, al mismo tiempo, no hacer más rígido el sistema. En dicho sentido, profundizó, se optó porque pudiera operar una expresa exención del deber de informe, en lugar del silencio administrativo sujeto al transcurso de un plazo.


El Honorable Senador señor Novoa valoró que se trate tan solo de directrices, por tratarse de parámetros más o menos generales que inhibirán la elección a dedo de determinados proyectos de inversión. Respecto de ellas, por lo demás, podrá también expresar su opinión el Congreso Nacional. 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo 1°; de los números 3), 4) y 5) del artículo 2°; de los literales c), g), h), i) j), k), m), n), ñ) y r) del artículo 3°;  del inciso primero y de los literales f), i) y j) del inciso segundo del artículo 8°; de los artículos 9°, 17, 18, 24 y 27; y de los artículos primero, segundo, cuarto y quinto transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

- - -


A continuación se describen, en el orden del articulado del proyecto, las normas de competencia de la Comisión de Hacienda y las indicaciones formuladas al texto aprobado en general por el Senado, así como los acuerdos a su respecto adoptados.

Artículo 1°


El artículo 1° del texto aprobado en general prescribe que el Ministerio de Desarrollo Social está encargado de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas de desarrollo social destinados a erradicar la pobreza y entregar protección a las personas o grupos vulnerables, promoviendo la movilidad e integración social (inciso primero). Corresponde al Ministerio velar por la implementación descentralizada y la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas de desarrollo social a nivel nacional y regional (inciso segundo). También será función de éste evaluar los estudios de preinversión de los proyectos de inversión que soliciten financiamiento del Estado, con el objeto de determinar su rentabilidad social, eficacia y eficiencia en el uso de los recursos públicos.


En relación con este artículo se formularon las indicaciones números 1, 2, 3, 3 A, 3 B, 4, 5, 5 A, 5 B, 6 y 6 A. 


La indicación número 1, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, para reemplazar el texto aprobado por otro, nuevo, que prescribe en su inciso primero que el Ministerio de Desarrollo Social será el encargado de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, evaluación e implementación de políticas, planes, garantías explícitas y programas en materia de equidad y desarrollo social en todo aquello que se relacione con el combate a la pobreza y la protección social, promoviendo la movilidad e integración social. El inciso segundo declara que con el objeto de velar por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas sociales, el Ministerio estará a cargo de la evaluación de los mismos y del cuidado de que éstos se ejecuten de manera descentralizada. El inciso tercero faculta al Ministerio para evaluar los estudios de preinversión de los proyectos que solicitan apoyo estatal, incluyendo los que se financien con transferencias de capital, para determinar la su conveniencia y su rentabilidad social según las estrategias y políticas de crecimiento, equidad y desarrollo económico y social. 


Las indicaciones números 2 y 3, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Pérez Varela, para intercalar, en el inciso primero, a continuación de la frase “integración social”, la oración “y la participación con igualdad de oportunidades en la vida nacional”.


La indicación número 3 A, del Honorable Senador señor Rossi, para incorporar en el inciso primero, entre las palabras “materia de” y “desarrollo”, la frase “equidad y”. 


La indicación número 3 B, también del Honorable Senador señor Rossi, para incorporar en el inciso primero, a continuación de la voz “pobreza”, la oración: “eliminar las desigualdades”, precedida de una coma (,).


Las indicaciones números 4 y 5, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Pérez Varela, y del Honorable Senador señor Coloma, respectivamente, para intercalar, en el inciso segundo, la expresión “o desconcentrada, en su caso” a continuación de la palabra “descentralizada”.


La indicación número 5 A, del Honorable Senador señor Rossi, para incorporar en el inciso segundo las expresiones “equidad y” entre las palabras “materia de” y “desarrollo”. 


La indicación número 5 B, del Honorable Senador señor Rossi, para intercalar en el inciso tercero, entre las oraciones “para determinar” y “su rentabilidad social” la frase: “su pertinencia y, cuando corresponda,”.


La indicación número 6, de Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar dos nuevos incisos (cuarto y quinto) al artículo primero. El nuevo inciso cuarto prescribe que el Ministerio de Desarrollo Social velará por la participación de la sociedad civil en las materias de su competencia y, especialmente, en aquéllas dirigidas a personas o grupos vulnerables. El nuevo inciso quinto, a su turno, dispone que el Ministerio deberá contar con información pública sobre el acceso y mantención de los programas sociales a que se refiere esta ley.


Con posterioridad, Su Excelencia el Presidente de la República formuló la indicación número 6 A, nueva, para reemplazar el artículo 1° por otro que en los seis incisos que lo conforman dispone:


El primero define el Ministerio de Desarrollo Social en iguales términos que el texto aprobado en general, pero incorpora el concepto de equidad como un elemento para el diseño y aplicación de las políticas, planes y programas destinados a erradicar la pobreza. En el mismo orden, considera la participación con igualdad de oportunidades en la vida nacional como referente para el diseño y programación de esas políticas, planes y programas.


El nuevo inciso segundo de la indicación sustitutiva también reproduce el contenido del inciso segundo del texto aprobado en general, y al igual que el precedente, consigna el concepto de equidad como elemento a tomar en cuenta en la coordinación y consistencia de las políticas, planes y programas que le corresponde al Ministerio ejecutar. Del mismo modo, al reproducir la norma del texto aprobado en general que asigna al Ministerio la obligación de velar por que los planes y programas se implementen en forma descentralizada, agrega que éstos también deberán ejecutarse desconcentradamente.


Enseguida, la indicación sustitutiva propone un inciso tercero, nuevo, que encarga al Ministerio la administración, coordinación, supervisión y evaluación del Sistema Intersectorial de Protección Social creado en virtud de la ley N° 20.379, velando por que las prestaciones sociales se entreguen con mayor equidad a la población.


El nuevo inciso cuarto replica la norma del inciso tercero del texto aprobado en general, que asigna al Ministerio la función de evaluar los proyectos de inversión que soliciten financiamiento del Estado para determinar su rentabilidad social.


Finalmente, el nuevo texto propone dos incisos mediante los cuales el Ministerio asume la obligación de velar por la participación de la sociedad civil en las materias de su competencia, al tiempo que lo obliga a mantener informado al público respecto a los programas sociales a que se refiere esta ley.


Puesta en votación la indicación número 6 A, fue aprobada con modificaciones, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 


Como consecuencia de la aprobación precedentemente señalada, las indicaciones números 1, 3 B y 5 B resultaron rechazadas, y las indicaciones números  2, 3, 3 A, 4, 5, 5 A y 6, aprobadas con modificaciones. En todos los casos, por la misma unanimidad antedicha.

Artículo 2°


El artículo 2° del texto aprobado en general por el Senado da cuenta, a través de sus cuatro numerales, de definiciones para efectos de la ley.

Número 3)


Este numeral señala que el Banco Integrado de Programas Sociales es un registro de los programas sociales que anualmente solicitan apoyo del Estado a cargo del Ministerio de Desarrollo Social.


Sobre este numeral recayeron las indicaciones números 9, 10, 11, 12 y 13.


La indicación número 9, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, para sustituir el numeral 3) por otro, nuevo, que define al Banco Integrado de Programas Sociales como un registro con los programas sociales que solicitan financiamiento anual del Estado y que, pendientes de respuesta, cuentan con evaluación positiva.


La indicación número 10, del Honorable Senador señor Gómez, para intercalar, a continuación de la palabra “registro”, la voz “público”. 


Las indicaciones números 11 y 12, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Pérez Varela, y el Honorable Senador señor Coloma, respectivamente, para incorporar, a continuación de la palabra “registro” la frase “de acceso público, en los términos de la ley N° 20.285,” y suprimen el vocablo “anualmente”.


La indicación número 13, de S.E. el Presidente de la República, para eliminar el vocablo “anualmente” e incorporar la oración final “A la información del registro se podrá acceder en los términos de la ley N° 20.285.”.

Número 4)


Define el Banco Integrado de Proyectos de Inversión como un catastro, administrado por el Ministerio de Desarrollo Social, con los estudios de preinversión y proyectos de inversión que anualmente solicitan financiamiento del Estado, incluidos los que obtienen recursos vía transferencia de capital.


Fue objeto de las indicaciones números 14, 15, 16, 17 y 18.


La indicación número 14, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, para reemplazar este numeral por otro, nuevo, que define al Banco Integrado de Proyectos de Inversión como un registro del Ministerio que contiene los estudios de preinversión y los proyectos de inversión que solicitan anualmente financiamiento del Estado, incluidos los que cuentan con transferencias de capital y hayan sido evaluados positivamente y estén a la espera de financiamiento.


La indicación número 15, del Honorable Senador señor Gómez, para intercalar la voz “público” a continuación de la palabra “registro”.


Las indicaciones números 16 y 17, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Pérez Varela, y delel Honorable Senador señor Coloma, respectivamente, para incorporar la expresión “de acceso público, en los términos de la ley N° 20.285,”, y suprimen el vocablo “anualmente”.


La indicación número 18, de Su Excelencia el Presidente de la República, para suprimir la palabra “anualmente” e incorporar la siguiente oración final: “A la información del registro se podrá acceder en los términos de la ley N° 20.285.”.


La Comisión tomó conocimiento, asimismo, de las indicaciones números 19, 20 y 21.


La indicación número 19, del Honorable Senador señor Bianchi, para incorporar un nuevo número 5) al artículo segundo, en el que conceptúa al Banco Integrado de Resultados de Programas y al Banco Integrado de Resultados de Proyectos como registros a cargo del Ministerio de Desarrollo Social con las nóminas de programas o estudios de preinversión anualmente aprobados, como también del balance de gestión anual o de término de ejercicio. 


La indicación número 20, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, para incorporar cuatro nuevos numerales al artículo (5), 6), 7) y 8)) al artículo 2°.


El número 5) define a los Proyectos de Inversión como aquellas iniciativas financiadas por el Estado -incluidas las transferencias de capital- que tengan por objeto la infraestructura pública. 


El número 6) declara que las garantías explícitas consisten en derechos exigibles en el Sistema de Protección Intersectorial bajo ciertas condiciones y en la oportunidad que corresponda de acuerdo con la ley, constituyendo un conjunto organizado de prestaciones destinadas al aseguramiento de la equidad y el desarrollo social. 



Los números 7) y 8), en tanto, se refieren al Registro de Programas Sociales y al Registro de Proyectos de Inversión. Éstos son catastros históricos de programas y proyectos (Sociales y de Inversión, respectivamente) con evaluación desfavorable, en proceso de implementación o implementados, incluyendo todos los antecedentes y documentos de evaluación y seguimiento. 



La indicación número 21, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, para incorporar un nuevo inciso final al artículo segundo, que prescribe que un reglamento fijará los procedimientos y criterios para la clasificación funcional de los programas en el gasto público; procedimientos y criterios que deberán considerar, además, consultas a los ministerios y organismos involucrados. 


Enseguida, conoció la Comisión las indicaciones sustitutivas presentadas por el Ejecutivo en el presente artículo, que guardan         relación con los numerales 3), 4) y 5) del artículo 2° del texto despachado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe. Se trata, respectivamente, de las indicaciones números 13 A, 18 A y 20 A. 



La indicación número 13 A da cuenta de un nuevo numeral 3) que reemplaza al del texto aprobado en general, que define el Banco Integrado de Programas Sociales como un registro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social que contiene los programas sociales que anualmente solicitan financiamiento del Estado.


La definición precedente, que corresponde al texto aprobado en general, fue complementada en la indicación sustitutiva en la siguiente forma:


1. Se precisó que el registro contendrá información a programas sociales, estén o no en ejecución; 


2. Que esos programas sociales estén siendo evaluados en la forma prevista en las letras c) y d) del artículo 3°, que se analizarán en su oportunidad.


El nuevo precepto propuesto dispone, además, que el registro ha de incluir una descripción del programa social y el informe de recomendación o de seguimiento.


También integrarán este registro los informes de evaluación relativos a evaluaciones de impacto o ex-post.


La indicación número 18 A reemplaza el numeral 4), definiendo el Banco Integrado de Proyectos de Inversión como un registro administrado por el Ministerio que contiene estos proyectos ya evaluados, estén o no en ejecución, financiados por el Estado. El registro incluirá una descripción del proyecto, los antecedentes a que se refieren las letras g) y h) del artículo 3°, y las evaluaciones posteriores, si las tuvieren.


Finalmente, declara que el registro será público en los términos de la ley sobre acceso a la información pública.


La indicación número 20 A propone un numeral 5), nuevo, que define los Proyectos de Inversión como iniciativas de inversión pública para atender una población objetivo con el fin de mejorar e incrementar la productividad de bienes o la prestación de servicios. Agrega que se incluirán también las inversiones públicas financiadas por transferencias de capital y aquellas a que se refiere el artículo 2° del decreto supremo N° 900, de Obras Públicas, de 1996 (los proyectos que se ejecuten por el sistema de concesiones deben contar con un documento interno de administración, y, previo al llamado de licitación, con un informe del organismo de planificación nacional fundado en una evaluación técnica y económica).


El Honorable Senador señor Lagos observó que la definición de proyectos de inversión propuesta podría ser más completa si se incluyeran en ella algunos tipos de inversión, con el objeto de no dejar a normativa de rango administrativo la totalidad de su determinación. 


El Honorable Senador señor Longueira precisó que, recogiendo los planteamientos que se hicieran en el seno de la   Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, la indicación número 20 A contempla una referencia a un tipo de inversión, cual es el del sistema de concesiones de obras públicas del decreto N° 900, de Obras Públicas, de 1996.



Puestas en votación las indicaciones números 13 A, 18 A y 20 A, resultaron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 


Como consecuencia de la votación precedentemente expuesta, y con la misma unanimidad, fueron aprobadas con modificaciones, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, las indicaciones números 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 20 y 21.


Con la misma votación, finalmente, se dio por rechazada la indicación número 19.

Artículo 3°


El artículo 3° del texto aprobado en general por el Senado dispone, a través de sus 23 literales, cuáles son las funciones y atribuciones que especialmente corresponderá desempeñar al Ministerio de Desarrollo Social:

Letra c)


Pronunciarse sobre la consistencia, coherencia y atingencia de los programas que se pretendan implementar o reformularse por los ministerios o servicios públicos, coordinando así el diseño de las políticas sociales. En su párrafo segundo, este literal señala que para el cumplimiento de esta norma, el Ministerio de Desarrollo Social deberá estudiar la realidad social, velar porque el diseño del programa sea coherente con los objetivos y revisar los que actualmente estén en ejecución, evitando duplicidades o superposiciones. El párrafo tercero reenvía a un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social la determinación de la forma y oportunidad de estos informes. El párrafo cuarto de la letra c) preceptúa que lo anterior es sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes de recomendación sobre programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo segundo, ya descrito. 


En esta letra recayeron las indicaciones números 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33 y 33 A. 


Las indicaciones números 25 y 26, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Pérez Varela, y del Honorable Senador señor Coloma, respectivamente, para reemplazar el párrafo primero de la letra c) por otro, nuevo, que dispone que corresponderá especialmente al Ministerio calificar y pronunciarse fundadamente sobre la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales que pretendan implementarse, ampliarse o reformularse por los ministerios u otros servicios públicos, los que, a su vez, deberán solicitar un informe previo a la implementación y acompañarlo a las solicitudes de financiamiento con cargo al presupuesto de la Nación.


La indicación número 27, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, para sustituir el párrafo primero de este literal por otro, nuevo, que faculta al Ministerio para evaluar -previo a su formulación presupuestaria- todos los programas que estén clasificados funcionalmente dentro del gasto social definidos en el reglamento, para lo cual emitirá un informe sobre la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales que pretendan implementarse, ampliarse o reformularse por los ministerios u otros servicios públicos, con el objeto de coordinarlos para el ejercicio de las políticas sociales.


La indicación número 28, de Su Excelencia el Presidente de la Republica, para sustituir, en el párrafo primero, la palabra “Pronunciarse” por las expresiones “Evaluar y pronunciarse”, e intercalar la voz “fundada” a continuación de la palabra “recomendación”.


La indicación número 29, del Honorable Senador señor Navarro, para incorporar un párrafo segundo, nuevo, a la letra c) del artículo 3°, que prescribe que el pronunciamiento del Ministerio sobre los programas sociales será vinculante para todos los órganos públicos dependientes o relacionados con esa cartera. 


Las indicaciones números 30 y 31, de los Honorables Senadores Larraín, don Hernán y Pérez Varela, y del Honorable Senador señor Coloma, respectivamente, para sustituir el párrafo segundo de la letra c) por otro que dispone que para dar cumplimiento a los dispuesto en el párrafo primero (evaluación de programas sociales por parte del Ministerio) se considerará la realidad social nacional y regional, velando por la consistencia de los objetivos y la coherencia de los mismos, con el objeto de evitar duplicidades o superposiciones. 


La indicación número 32, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, para reemplazar el párrafo tercero de la letra c) por otro que prescribe que un reglamento del Ministerio (suscrito además por el Ministerio de Hacienda) determinará los requisitos para asegurar la transparencia y eficiencia del proceso de evaluación. También contendrá el mecanismo para resolver las diferencias que ocurran en la clasificación de los programas en la categoría de sociales, plazos y vigencia de las evaluaciones y otras materias relacionadas con la presentación de propuestas. 


La indicación número 33, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir en el párrafo tercero la oración “determinará la forma” por la frase “suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, determinará, a lo menos, el contenido, procedimiento, vigencia”, precedida de una coma (,).


La indicación número 33 A, de Su Excelencia el Presidente de la República,  que en relación con el párrafo primero de la letra c), difiere en el sentido de que al entregarle al Ministerio atribuciones para pronunciarse en un informe de recomendación acerca de la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales nuevos o reformulados por los ministerios y servicios públicos para coordinar las políticas sociales, le encarga la función de evaluar dichos programas. Agrega el nuevo texto que los programas deberán contar con dicho informe para que su financiamiento pueda ser solicitado en el proceso anual de formulación del proyecto de ley de presupuestos.


Además, y junto a otras enmiendas (precisar que la realidad nacional debe estudiarse nacional y regionalmente; que los programas sociales en formación o existentes sean complementados y estén coordinados), el nuevo texto, en un párrafo tercero de esta letra c), encarga al reglamento determinar el contenido, las etapas, plazos, posibilidad y forma de solucionar observaciones y reformular los programas sociales, la vigencia de las evaluaciones y las demás materias relativas a las propuestas de nuevos programas sociales. Dicho reglamento, además, determinará la gradualidad para aplicar las evaluaciones, fijando plazos al efecto, y definirá órdenes de evaluación de los programas.


Agrega, finalmente, que lo anterior es sin perjuicio de las facultades que tiene la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio la elaboración de informes de recomendación respecto de programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo 2° de esta ley.



Ante una consulta del Honorable Senador señor Lagos, la Subsecretaria de Planificación, señora Soledad Arellano, indicó que una situación en la que sería aplicable la elaboración de un informe de recomendación respecto de programas no comprendidos en el concepto de programas sociales que el proyecto contiene (artículo 2°, número 1)), es el del Programa de Desarrollo Local (PRODESAL) del INDAP, que no se encuentra entre los programas incluidos en la definición funcional de gasto público social.


La indicación número 33 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 


En consecuencia, las indicaciones números 25, 26, 27, 28, 30, 31, 32 y 33 fueron aprobadas, con modificaciones, por la misma unanimidad antedicha.


La Comisión no se pronunció respecto de la indicación número 29, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Letra g)


Fijar criterios y metodologías de evaluación de la rentabilidad social de los estudios de preinversión de proyectos de inversión que soliciten apoyo del Estado, incluyendo los financiados por transferencias de capital. Para ello deberá elaborar un informe de conformidad con el artículo 19 bis del Decreto Ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de la Administración Financiera del Estado. (Dicha norma prescribe, en lo pertinente, que los estudios preinversionales deberán contar con un informe del organismo de planificación nacional o regional, el que deberá estar fundado en una evaluación técnica que analice su rentabilidad. Corresponde al Ministerio de Hacienda resolver al respecto. No obstante lo anterior, los estudios de inversión de las Fuerzas Armadas serán evaluados por el Ministerio de Defensa Nacional sobre la base de una metodología fijada por decreto de los Ministerios de Hacienda y Defensa Nacional (inciso cuarto). La autorización de recursos para los estudios y programas o proyectos y la celebración de los contratos respectivos, sólo podrá efectuarse previa identificación presupuestaria. Tal identificación deberá ser aprobada a nivel de asignaciones especiales, por decreto o resolución, según corresponda, conforme a las normas que establezca un reglamento, emanado del Ministerio de Hacienda, el cual establecerá los contenidos de dichos instrumentos aprobatorios, incluido lo relativo a montos por concepto de gasto, compromisos futuros que pueden irrogar y límite máximo, las autoridades facultadas para suscribirlos y los demás procedimientos y modalidades aplicables al efecto (inciso quinto)).


Para el cumplimiento de lo enunciado en el párrafo primero de este literal, le corresponderá velar para que las inversiones que utilicen recursos públicos sean rentables socialmente y respondan a las políticas nacionales y regionales de desarrollo (párrafo segundo). 


Lo dispuesto en esta letra es sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social elaboración de informes de recomendación sobre iniciativas no comprendidas en esta ley (párrafo tercero).


Fue objeto de las indicaciones números 42, 43, 44 y 44 A.


La indicación número 42, del Honorable Senador señor Sabag, para incorporar la frase “de un monto superior a 5.000 unidades tributarias mensuales” a continuación de la palabra “inversión”, la primera vez que aparece.



Las indicaciones números 43 y 44, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Pérez Varela, y del Honorable Senador señor Coloma, respectivamente, para agregar una oración final que señala que la determinación de criterios y metodologías considerará, especialmente, la incorporación de indicadores objetivos, los que deberán mantenerse a disposición del público en el sitio electrónico del Ministerio. 


La indicación número 44 A, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar la letra g) del texto aprobado en general. El nuevo literal propuesto asigna al Ministerio, en su párrafo primero, la función de evaluar los proyectos de inversión con financiamiento estatal para determinar su rentabilidad social y elaborar el respectivo informe de acuerdo con el decreto ley N° 1.269, de 1975. Para tal propósito, el Ministerio actualizará los criterios y metodologías aplicables a la evaluación, los que se determinarán considerando indicadores objetivos y comprobables en relación con el desarrollo de los proyectos de inversión. Las metodologías y sus criterios de evaluación también deberán estar a disposición del público en el sitio electrónico del Ministerio.


El párrafo segundo del texto de reemplazo previene que el Ministerio, en concordancia con lo anterior, velará porque toda inversión con financiamiento estatal sea rentable desde el punto de vista social y responda a las políticas de desarrollo. Dispone, enseguida, que los Ministerios de Desarrollo Social y de Hacienda establecerán directrices que consideren las características de los proyectos o basados en los que sean financiados con transferencias de capital para que no se les exija el informe señalado en el párrafo precedente. Estas directrices se revisarán anualmente, se mantendrán informadas al público en el sitio electrónico del Ministerio de Desarrollo y se informarán a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Concluye este nuevo literal reproduciendo otras normas consignadas en el proyecto que declaran que estas facultades que se entregan al Ministerio son sin perjuicio de la que tiene la Dirección de Presupuestos para solicitarles informes respecto de iniciativas no reguladas en esta ley.


La indicación número 44 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 


En consecuencia, y con idéntica unanimidad, las indicaciones números 42, 43 y 44 se dieron por aprobadas con enmiendas, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe.

Letra h)


Analizar resultados de estudios de preinversión y de inversión evaluados, con el objeto de confirmar criterios, beneficios y parámetros considerados en la letra precedente (párrafo primero). También le corresponderá el seguimiento de los proyectos de inversión en ejecución y de estudios de preinversión, para lo cual utilizará los informes presentados por el organismo público que solicita la emisión del documento interno de la Administración (párrafo segundo). 


Fue objeto de la indicación número 45, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, para reemplazar esta letra por otra, nueva, que dispone en su párrafo primero que al Ministerio le corresponderá la evaluación de los estudios de preinversión y de los proyectos de inversión antes de la formulación de la propuesta presupuestaria, marco en el cual revisará los resultados de los estudios y proyectos con el objeto de validar los criterios, beneficios y parámetros considerados al efecto. El párrafo segundo del nuevo literal reproduce el del texto aprobado en general. El párrafo tercero reenvía a un reglamento del Ministerio de Desarrollo Social -suscrito también por el Ministerio de Hacienda- la forma, etapas, plazos, solución de observaciones y reformulación de estudios y proyectos, con el objeto de asegurar la transparencia y eficiencia del proceso de evaluación. También considera el procedimiento para resolver las diferencias que ocurran en la evaluación de estudios de preinversión y proyectos de inversión, así como de otras materias relativas a la presentación de nuevas propuestas y estudios. El párrafo final dispone que el reglamento contendrá los plazos en los que el Ministerio deberá emitir sus informes, pudiendo diferenciarlos según la magnitud de los proyectos y establecer normas de silencio administrativo. 


La indicación fue aprobada con modificaciones, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 

Letra i)


Poner, en conjunto con el Ministerio de Hacienda, a disposición de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, durante el mes de agosto de cada año, un informe de los estudios de preinversión que hayan sido evaluados y que indiquen, a lo menos, el porcentaje de inversión decretada y ejecutada en el año precedente sometida a la evaluación del inciso cuarto del artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, (Administración Financiera del Estado) y el porcentaje de ésta que obtuvo rentabilidad social positiva. 


Sobre este literal recayó la indicación número 46, del Honorable Senador señor Gómez, para intercalar la frase “de los Gobiernos Regionales, de los Consejos Regionales y de los Alcaldes,” a continuación de la palabra “Presupuestos”; e incorpora, a continuación de la expresión “a lo menos”, la frase “la cartera de proyectos de preinversión de aplicación nacional y regional evaluados y”. 


El Honorable Senador señor Escalona planteó que si se agrega entre los destinatarios de información a las autoridades del nivel regional y comunal, debe desde luego incorporarse al Concejo Municipal, organismo clave en la inversión a nivel local.


La Comisión estuvo conteste con el planteamiento de Su Señoría, añadiendo su propuesta al tenor con que fue aprobada la indicación número 46 en el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. En consecuencia, dicha indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 

Letra j)


Colaborar con la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda en la preparación anual de la Ley de Presupuestos del Sector Público, poniendo a disposición de dicho organismo los informes de recomendación de programas sociales y evaluación de inversiones establecidos en las letras c), d), g) y h) del artículo 3° del presente proyecto de ley.


Puesta en votación la letra j) del artículo 3°, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 

Letra k)


Administrar el Banco Integrado de Programas Sociales y el Banco Integrado de Proyectos de Inversión (párrafo primero). Para ello, elaborará en conjunto con la Dirección de Presupuestos las normas e instructivos para el diseño y funcionamiento de dichos Bancos (párrafo segundo). 


Respecto de este literal se formularon las indicaciones números 47, 47 A, 48 y 49.


La indicación número 47, del Honorable Senador señor Bianchi, para reemplazar la letra k) por otra que prescribe que será facultad del Ministerio administrar el Banco Integrado de Programas Sociales, El Banco Integrado de Proyectos de Inversión, el Banco Integrado de Resultados de Programas y el Banco Integrado de Resultados de Proyectos. 


La indicación número 47 A, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituir, en el párrafo primero, la expresión “conjuntamente con la Dirección de Presupuestos” por “escuchando a la Dirección de Presupuestos”.


La indicación número 48, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, para incorporar una oración final en el párrafo primero, que entrega al Ministerio la función de llevar los registros de programas sociales y de los proyectos de inversión social. 


La indicación número 49, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, para reemplazar, en el párrafo segundo, la expresión “normas e instructivos” por “instrucciones generales”.


Las indicaciones números 47 y 48 se dieron por aprobadas con modificaciones, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 


La indicación número 47 A fue rechazada con la misma votación.


La indicación número 49, finalmente, fue aprobada con idéntica votación.

Letra m)


Promover la capacitación de funcionarios públicos para la preparación y evaluación de estudios de preinversión y proyectos de inversión y de los programas sociales.


Fue objeto de las indicaciones números 51 y 51 A.


La indicación número 51, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, para reemplazarla por otra, nueva, que prescribe que será función del Ministerio capacitar a los funcionarios públicos para la formulación y evaluación de programas sociales, de estudios de preinversión y de proyectos de inversión, para lo cual deberá contar con un plan general de capacitación.


La indicación número 51 A, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir la letra m) por otra, nueva, que dispone que será función del Ministerio capacitar a los formuladores de programas sociales y de proyectos de inversión conforme al plan anual de capacitación dentro de sus posibilidades presupuestarias. 


La indicación número 51 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 


Como consecuencia de la aprobación precedentemente señalada, se dio por aprobada con modificaciones, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe y con idéntica votación, la indicación número 51.

Letra n)


Administrar el Registro de Información Social de la ley N° 19.949, que estableció un Sistema de Protección Social para familias en Situación de Extrema Pobreza denominado “Chile Solidario”.
Letra ñ)


Administrar, coordinar, supervisar y evaluar la implementación del Sistema Intersectorial de Protección Social establecido en la ley N° 20.379.


Puestas en votación las letras n) y ñ) del artículo 3°, resultaron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 

Letra q)

(Corresponde a la letra r) del artículo 3° aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe)


Celebrar convenios de desempeño con los jefes de los servicios públicos o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social. 


Fue objeto de la indicación número 55, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, para suprimir la expresión “de Desarrollo Social”.


La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 




Artículo 8º


Este artículo del texto aprobado en general organiza las secretarías regionales ministeriales encargadas de asesorar al intendente y coordinar la ejecución de las políticas y programas sociales vinculados al Ministerio (inciso primero). Además, en su inciso segundo asigna a estas entidades atribuciones específicas: integrar la secretaría técnica del intendente (letra a); colaborar con ambas Subsecretarías en la coordinación con los servicios públicos relacionados (letras b) y c)); velar por el mejoramiento de la ejecución de las políticas y programas sociales (letra d)); evaluar los estudios de preinversión de los proyectos de inversión que tengan aplicación regional y que soliciten financiamiento del Estado según los criterios definidos por la Subsecretaría de Evaluación Social (letra e)); colaborar con la Subsecretaría de Evaluación Social en los estudios de la situación social regional y en la identificación de las personas o grupos vulnerables (letras f) y g)); cooperar, a solicitud de las municipalidades, en la evaluación de estudios de preinversión financiados con fondos comunales para determinar su rentabilidad social, los que podrán ser incorporados al Banco Integrado de Proyectos de Inversión (letra h)), y capacitar, también a solicitud de los municipios, a los funcionarios en el diseño y formulación de estudios de preinversión y proyectos de inversión (letra i)).


En este artículo recayeron las indicaciones números 74, 75, 76, 76 A, 77, 77 A, 78, 79, 80, 81, 81 A, 82, 83, 84, 84 A y 85. En lo sucesivo, se describirán sólo aquellas que resultan pertinentes a los asuntos que la Comisión de Hacienda debe conocer.


La indicación número 74, del Honorable Senador señor Bianchi, para reemplazar en su totalidad el artículo octavo aprobado en general por otro, nuevo, que replica su contenido e incorpora dos nuevos literales. El primero de ellos prescribe que, a petición de las municipalidades, corresponderá a las secretarías regionales ministeriales colaborar en la elaboración del Plan Comunal de Desarrollo. El segundo literal dispone que las secretarías regionales ministeriales podrán ayudar, a solicitud de los gobiernos regionales, en las materias de desarrollo social a que se refiere las letras a), b) y e) del artículo 19 de la ley orgánica sobre administración regional. (Las letras a), b) y e) del artículo 19 señalan que en materia de desarrollo social y cultural, corresponderá al gobierno regional establecer prioridades regionales para la erradicación de la pobreza; participar con las autoridades competentes en acciones que faciliten a la población de escasos recursos el acceso a beneficios en materias de salud, educación y cultura, y realizar estudios relacionados con las condiciones, nivel y calidad de vida de los habitantes de la región.).


La indicación fue aprobada con modificaciones, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 


En relación con el inciso primero, en particular, se formularon las siguientes indicaciones:

La indicación número 75, de Su Excelencia el Presidente de la República, para intercalar, a continuación de la palabra “Intendente”, la frase “velará por la coordinación de los programas sociales que se desarrollen a nivel regional”.


La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 


La indicación número 76, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, para incorporar, a continuación de la expresión “las políticas”, la frase “planes, garantías explícitas”; y reemplazar la oración “para determinar su rentabilidad social y” por “para determinar su conveniencia y, cuando corresponda, su rentabilidad social e impacto, velando por la eficacia y eficiencia del uso de los fondos públicos”.



La indicación número 76 A, del Honorable Senador señor Rossi, para incorporar la frase “su pertinencia y, cuando corresponda,” a continuación de la oración “para determinar su rentabilidad social”.


Las indicaciones números 76 y 76 A fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 


Respecto del inciso segundo del artículo 8°, se da cuenta a continuación de las indicaciones que recayeron o dieron lugar, según el caso, a las letras f), i) y j) del artículo 8° aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe:

Letra e)

(Corresponde a letra f) del artículo 8° aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe)


La letra e) prescribe el deber de realizar la evaluación social de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión que tengan aplicación regional y que soliciten financiamiento del Estado, para determinar su rentabilidad social.


La indicación número 79, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, para suprimir la letra e).


La Comisión no se pronunció respecto de la indicación número 79, que, como consta en el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, fue retirada.

 
La indicación número 80, del Honorable Senador señor Gómez, para incorporar a la letra e), a continuación de la expresión “Evaluación Social”, la frase “y a solicitud del Gobierno Regional”, y, enseguida de la frase “regionales de desarrollo” la oración “y los planes de desarrollo comunales”.


La Comisión no se pronunció respecto de la indicación número 80, que, como consta en el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, fue declarada inadmisible.

Puesto en votación este literal (que corresponde a letra f) del artículo 8° aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe), fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 

Letra h)

(Corresponde a letra i) del artículo 8° aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe)


Este literal establece el deber de colaborar, a solicitud municipal, en la evaluación de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión financiados con fondos comunales, para determinar su rentabilidad social.


La indicación número 81, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, para reemplazar la frase “para determinar su rentabilidad social” por “para determinar su conveniencia y, cuando corresponda, su rentabilidad social e impacto, velando por la eficacia y eficiencia del uso de los fondos públicos”.


La Comisión no se pronunció respecto de la indicación número 81, que, como consta en el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, fue retirada.


La indicación número 81 A, del Honorable Senador señor Rossi, para intercalar, entre las expresiones “para determinar” y “su rentabilidad social”, la frase “su pertinencia y, cuando corresponda,”.


La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 

Letra i)

(Corresponde a letra j) del artículo 8° aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe)


Este literal habilita a las secretarías regionales ministeriales para, a solicitud de las municipalidades, capacitar a los funcionarios municipales en el diseño y formulación de estudios de preinversión y proyectos de inversión.



La indicación número 82, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir el vocablo “Capacitar” por “Colaborar”; intercalar la frase “en la capacitación de” a continuación de “Municipalidades”; y eliminar la preposición “a” la segunda vez que aparece. 


La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 


La indicación número 83, del Honorable Senador señor Navarro, para suprimir la expresión “solicitud de”.


La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 


La indicación número 84, de los Honorables Senadores señores Alvear y Zaldívar, para reemplazar la frase “de estudios de preinversión y proyectos de inversión” por “de estudios de preinversión, proyectos de inversión y programas sociales”.



La indicación número 84 A, sustitutiva, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar la letra i) del texto aprobado en general, encargando a las secretarías regionales ministeriales la función de colaborar con los municipios en la capacitación de sus funcionarios para el diseño y formulación de proyectos de inversión y programas sociales.


Las indicaciones números 84 y 84 A fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 

Finalmente, la Comisión acordó suprimir, en el encabezamiento del inciso segundo del artículo 8°, el artículo “Les”. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 

Artículo 9°


El artículo 9° prescribe que el personal del Ministerio de Desarrollo Social estará afecto a las disposiciones de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. En lo que respecta a sus remuneraciones, en tanto, serán aplicables a dicho personal las normas del decreto ley N° 249 de 1974, y su legislación complementaria.

Artículo 17


Dispone este artículo, en su inciso primero, que el nuevo Ministerio de Desarrollo Social sucederá legal y patrimonialmente al Ministerio de Planificación, una vez que entre en funcionamiento conforme a lo establecido en el artículo primero transitorio del mismo proyecto de ley.


Agrega, en el inciso segundo, que todas las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa vigente hagan a la Oficina de Planificación Nacional y al Ministro Director de dicha Oficina, al Ministerio de Planificación y Cooperación y al Ministro de Planificación y Cooperación, y al Ministerio de Planificación y al Ministro de Planificación, deberán entenderse hechas al Ministerio de Desarrollo Social y al Ministro de Desarrollo de Ministerio Social, respectivamente.


Finalmente, preceptúa que las referencias que se realicen al órgano de planificación nacional, entidad planificadora o cualquier expresión similar o equivalente, se entenderán hechas al Ministerio de Desarrollo Social, siempre y cuando se trate de materias de su competencia.

Artículo 18




Dispone que no será aplicable al Ministerio de Desarrollo Social la limitación contenida en el inciso primero del artículo 16 de la ley N° 18.091, sustituido por el artículo 19 de la ley N° 18.267. Dicho inciso primero señala que los servicios, instituciones y empresas del sector público, centralizados o regionalizados, las Municipalidades, el Fondo Social y el Fondo Nacional de Desarrollo Regional que recurran obligada o voluntariamente a alguno de los organismos técnicos del Estado para el estudio, proyección, construcción y conservación de obras de cualquier naturaleza, no podrán encomendar a éste la atención financiera de la obra mediante la provisión de recursos, debiendo limitarse la acción del organismo a la supervisión técnica correspondiente de los estudios, procedimientos de licitación, proyectos, construcciones y conservaciones, conforme a los reglamentos y normas técnicas de que dispone para el desarrollo de sus propias actividades.


Puestos en votación los artículos 9°, 17 y 18, resultaron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 

Artículo 24


Esta norma del texto aprobado en general sustituye el inciso final del artículo segundo del decreto número 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley número 164, de 1991, de la misma cartera. La norma de reemplazo prescribe que los estudios de preinversión y los proyectos de inversión que se ejecuten mediante el sistema de concesión deberán contar con un documento interno de Administración y con un informe del Ministerio de Desarrollo Social. Para los proyectos de inversión, el informe deberá ser fundado en una evaluación técnica y económica que analice su rentabilidad social. Los informes de preinversión y proyectos de inversión, por su parte, formarán parte del Banco Integrado de Proyectos de Inversión. En caso de que no exista el informe aludido, no se podrá iniciar el proceso de licitación. (El inciso final vigente del artículo segundo del decreto con fuerza de ley número 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, señala que los proyectos que se ejecuten por el sistema de concesión deberán contar con un documento interno de administración, y, previo al llamado a licitación, con un informe del organismo de planificación nacional fundado en una evaluación técnica y económica.


Fue objeto de las indicaciones números  105 y 106.


La indicación número 105, del Honorable Senador señor Bianchi, que reproduce el artículo descrito, con la sola enmienda de imponer la obligación de consultar la opinión de la secretaría regional ministerial acerca de la elaboración del informe recaído en los estudios de preinversión y proyectos de inversión y, además, considerar las variables técnicas y económicas a nivel nacional y regional.


La Comisión no se pronunció respecto de la indicación número 105, que, como consta en el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, fue declarada inadmisible.

La indicación número 106, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, que reemplaza la frase “que analice su rentabilidad social” por “que permita determinar su conveniencia y, cuando corresponda, su rentabilidad social e impacto, velando por la eficacia y eficiencia del uso de los fondos públicos, de manera que respondan a las estrategias y políticas nacionales, regionales o locales de crecimiento, equidad y desarrollo social que se determinen para el país”. 



La Comisión no se pronunció respecto de la indicación número 106 que, como consta en el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, fue retirada.


Puesto en votación el artículo 24, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 

Artículo 27


Este precepto del texto aprobado en general agrega un inciso tercero, nuevo, al artículo 24 de la ley N° 18.482 (sobre normas complementarias de administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria), que obliga a las empresas a las cuales se les aplican las normas del artículo 11 de la ley N° 18.196 (empresas del Estado y aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan un aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento) a contar, en su estudios y proyectos de inversión, con un informe de evaluación del Ministerio de Desarrollo Social o del Sistema de Empresas Públicas SEP, o de la Comisión Chilena del Cobre o del Ministerio de Energía, que dé cuenta de su rentabilidad.


Respecto de este artículo se formularon las indicaciones números 109, 109 A y 110.


La indicación número 109, del Honorable Senador señor Bianchi, para reemplazar la norma descrita por otra que replica su contenido, con la sola enmienda de incorporar una frase que declara que la determinación de la evaluación técnico económica considerará el impacto regional de las propuestas y de las externalidades que se generen con su aplicación.

La indicación número 109 A, de Su Excelencia el Presidente de la República, para intercalar, a continuación del segundo punto seguido (.) la siguiente oración: 

“La determinación de ésta deberá considerar también el impacto regional de dichas propuestas.”.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Lagos, el señor Ministro de MIDEPLAN señaló que el objetivo de la disposición es flexibilizar el sistema, por la vía de que el informe pueda ser emitido por otra institución para ser puesto, en todo caso, a disposición del Ministerio de Desarrollo Social. 


Las indicaciones números 109 A y 109 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 



La indicación número 110, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, para intercalar la frase “tanto financiera como social” a continuación de la palabra “rentabilidad”.


La Comisión no se pronunció respecto de la indicación número 110, que, como consta en el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, fue retirada.


El Honorable Senador señor Kuschel consultó por el flujo anual de informes que debe atender el MIDEPLAN.


El Jefe de la División de Planificación, Estudio e Inversión, señor Felipe Saavedra, explicó que actualmente se revisa un total aproximado de 6.000 proyectos al año, de los cuales unos 300 corresponden a proyectos de empresas del Estado, y alrededor del 74% guarda relación con los gobiernos regionales.


La demora en la respuesta, culminó, es en promedio de 10 días contados desde la completa recepción de los antecedentes, y existe un 99% de cumplimiento de las metas.


Artículos Transitorios


Artículo Primero


Esta norma del proyecto aprobado en general faculta al Ejecutivo para realizar diversas tareas relacionadas con la puesta en marcha del nuevo Ministerio, como, por ejemplo, la fecha en que éste entrará en funcionamiento y, consecuencialmente, se extinguirá el Ministerio de Planificación (N° 1)). Corresponderá también a estas nuevas competencias fijar las plantas de ambas Subsecretarías (de Evaluación Social y de Servicios Sociales -el encasillamiento podrá incluir personal del Ministerio de Planificación- (N°s 2 y 3)); disponer el traspaso del personal (por estamento y condición jurídica) y dictar normas para estructurar las plantas y, en general, adoptar las disposiciones que la misma norma menciona (numerales 4 al 7) para evitar todo menoscabo de la condición funcionaria con motivo del traspaso e incorporación a las nuevas plantas.


En relación con este artículo se formularon las indicaciones números 112, 113, 113 A, 114, 115, 116, 116 A, 116 B y 117. 


La indicación número 112, del Honorable Senador señor Navarro, para suprimir el artículo.


La indicación número 113, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar, en el número 2), la palabra “podrá” por “deberá”.


La indicación número 113 A, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituir, en el número 2), la expresión “podrá incluir” por “incluirá el”.


La indicación número 114, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar, en el número 3), la palabra “podrá” por “deberá”.


La indicación número 115, de Su Excelencia el Presidente de la República, para intercalar en el número 4), a continuación de la palabra “grado”, la frase “y en la misma calidad jurídica”.



La indicación número 116, de Su Excelencia el Presidente de la República, para suprimir el párrafo segundo del número 6), norma que fija restricciones para el ejercicio de las facultades contenidas en este artículo respecto del personal que afecten.

- - -


La indicación número 117, de Su Excelencia el Presidente de la República, para incorporar un nuevo número 8) al artículo primero transitorio, que prescribe que el ejercicio de las facultades contenidas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal que afecte:


a. No producirá el término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral. Tampoco importará cambios en la residencia habitual fuera de la región en que presten servicios, salvo que el trabajador consienta en ello. 


b. No significará pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Las diferencias que se produzcan en materia de remuneraciones se pagarán por planillas suplementarias, las que absorberán los futuros mejoramientos de remuneraciones, salvo los que provengan de reajustes generales a los trabajadores del sector público. La planilla aludida mantendrá la imponibilidad de aquella de las remuneraciones que compensa. 


c. Los funcionarios encasillados mantendrán la asignación de antigüedad y el tiempo computable a ese reconocimiento. 


La indicación número 116 A, sustitutiva, del Ejecutivo, para agregar un nuevo segundo párrafo al numeral 6) que expresa que los requisitos para el desempeño de los cargos no serán exigibles para efectos del encasillamiento de los funcionarios titulares y a contrata a la fecha de vigencia del respectivo decreto con fuerza de ley. A estos y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, tampoco le serán exigibles los requisitos que se establezcan mediante esta facultad delegada.


La indicación número 116 B, del Honorable Senador señor Zaldívar, para intercalar después del segundo punto seguido (.) del párrafo primero del numeral 6), una frase que prescribe que los requisitos que se establezcan en el ejercicio de la facultad contenida en este numeral no serán exigibles para la permanencia en el cargo de quienes lo hagan en calidad de titulares o a contrata en la fecha de entrada en vigencia de él o los decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo. También elimina las expresiones “la supresión o”, entre las palabras “determinar” y “conversión” del mismo párrafo primero.


Las indicaciones números 113, 114, 115, 116, 116 A y 117 resultaron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 


Con la misma votación, pero con modificaciones, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, fueron aprobadas las indicaciones números 113 A y 116 B.


La indicación número 112, finalmente, fue rechazada con idéntica votación.

Artículo Segundo


Prescribe este artículo que el Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, traspasando a ellas los fondos de la Subsecretaría de Planificación que sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones. Para ello, podrá crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítem, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Puesto en votación, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 

Artículo Quinto
(Corresponde al artículo cuarto aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe)


El texto aprobado en general prevé que las facultades dispuestas por el artículo primero transitorio, hasta su completa ejecución, no podrán irrogar un gasto mayor a $ 1.678.541 miles.


Fue objeto de la indicación número 121, de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, para sustituir la frase “no podrá exceder la cantidad” por “será”.


Fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 


El Honorable Senador señor Frei hizo presente, nuevamente, la insuficiencia de la información financiera del proyecto al efecto emitida por la Dirección de Presupuestos, que nada aporta al tenor de los artículos cuarto y quinto transitorios aprobados por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe.


El Honorable Senador señor Lagos añadió que sin cuestionar los montos involucrados ni su pertinencia, lo deseable sería conocer desagregadamente la información que se da a conocer en el informe financiero. 


Puesto en votación el artículo quinto (que corresponde al artículo cuarto aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe), votaron a favor los Honorables Senadores señores Kuschel y Novoa, y se abstuvieron los Honorables Senadores señores Frei y Lagos.


Repetida la votación, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 178 del Reglamento de la Corporación, se registró idéntico resultado.


En consecuencia, de acuerdo con lo prescrito en el inciso segundo de la antedicha disposición, los votos de abstención se consideraron favorables a la posición de aprobación del presente artículo, que se dio por aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 

Artículo Sexto 

(Corresponde al artículo quinto aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe)


Dispone este artículo que el mayor gasto fiscal que, durante el primer año de su entrada en vigencia, irrogue la aplicación de la ley que el presente proyecto propone, será financiado con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Planificación, o el órgano que lo reemplace. Dicho presupuesto, no obstante, podrá ser suplementado por el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida Tesoro Público, en la parte del gasto que no se pudiera financiar con los antedichos recursos.


Puesto en votación el artículo sexto (que corresponde al artículo quinto aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe), votaron a favor los Honorables Senadores señores Kuschel y Novoa, y se abstuvieron los Honorables Senadores señores Frei y Lagos.


Repetida la votación, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 178 del Reglamento de la Corporación, se registró idéntico resultado.


En consecuencia, de acuerdo con lo prescrito en el inciso segundo de la antedicha disposición, los votos de abstención se consideraron favorables a la posición de aprobación del presente artículo, que se dio por aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe:

Artículo 3°

Letra i)


Incorporar una coma (“,”) a continuación de  la frase “de los Consejos Regionales”; suprimir la conjunción “y” que sucede a la misma frase; e intercalar, entre la palabra “Alcaldes” y la coma (“,”) que le sigue, lo siguiente: “y de los Concejos Municipales”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 46).

Artículo 8°

Inciso segundo


Suprimir, en su encabezamiento, el artículo “Les” e iniciar con mayúsculas la voz “corresponderá”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -


INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 6 de septiembre de 2010, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de Ley tiene por objeto crear el Ministerio de Desarrollo Social, que reemplazará al actual Ministerio de Planificación. Se define como una Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, aplicación, seguimiento y evaluación de políticas, planes y programas en materia de desarrollo social de la comunidad, especialmente aquellas destinadas a superar y erradicar la pobreza, y brindar protección social a las personas o grupos vulnerables, promoviendo la movilidad e integración social. Además, velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia de desarrollo social, a nivel nacional y regional, y porque dichos planes y programas se implementen en forma descentralizada. También le corresponderá evaluar las solicitudes para la realización de estudios preinversionales que requieran financiamiento del Estado y los estudios de preinversión de los proyectos de inversión que solicitan financiamiento del Estado para determinar su rentabilidad social, velando por la eficacia y eficiencia del uso de los fondos públicos, de manera que respondan a las estrategias y políticas de crecimiento y desarrollo económico y social que se determinen para el país. Para cumplir con sus objetivos estará encargado del Banco Integrado de Programas Sociales y del Banco Integrado de Proyectos de Inversión.

Su organización básica estará compuesta por: a) El Ministro de Desarrollo Social; b) La Subsecretaría de Evaluación Social; c) La Subsecretaría de Servicios Sociales; y d) Las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social.

Se crea, además, el Comité Interministerial de Desarrollo Social, que reemplazará al Comité de Ministros creado en la Ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, y al Comité Interministerial establecido en la Ley N° 20.379, que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social. Su función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política del Gobierno en materia de programas sociales. También constituirá una instancia de coordinación, orientación, información y acuerdo para los ministerios que lo integran.

Por último, modifica una serie de cuerpos legales con el objeto de adecuar la normativa vigente a los objetivos propuestos para el Ministerio de Desarrollo Social, y establece disposiciones transitorias a través de la cuales se faculta al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, fije la fecha en que entrará en funcionamiento el nuevo Ministerio de Desarrollo Social, fije la planta de personal, y establezca las normas de encasillamiento, entre otras.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta Ley, durante el primer año de su entrada en vigencia, y el que se derive del ejercicio de la facultad establecida en el artículo primero transitorio del proyecto de ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $1.678.541 miles, y se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Planificación o el órgano que lo reemplace, y en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público.”.

En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -


TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones descritas, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

CREA EL MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL Y MODIFICA LOS CUERPOS LEGALES QUE INDICA

“TÍTULO I
Párrafo 1°

Objetivos, Funciones y Atribuciones


Artículo 1°.- Créase el Ministerio de Desarrollo Social como la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes, y programas en materia de equidad o desarrollo social, especialmente aquellas destinadas a erradicar la pobreza y brindar protección social a las personas o grupos vulnerables, promoviendo la movilidad e integración social y la participación con igualdad de oportunidades en la vida nacional.

El Ministerio de Desarrollo Social velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia de equidad o desarrollo social, a nivel nacional y regional. Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social velará porque dichos planes y programas se implementen en forma descentralizada o desconcentrada, en su caso. 


Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social tendrá a su cargo la administración, coordinación, supervisión y evaluación de la implementación del Sistema Intersectorial de Protección Social creado por la Ley N° 20.379, velando porque las prestaciones de acceso preferente o garantizadas que contemplen los subsistemas propendan a brindar mayor equidad o desarrollo social o ambas a la población en el marco de las políticas, planes y programas establecidos.

Corresponderá también a este Ministerio evaluar los proyectos de inversión que solicitan financiamiento del Estado, para determinar su rentabilidad social, velando por la eficacia y eficiencia del uso de los fondos públicos, de manera que respondan a las estrategias y políticas de crecimiento y desarrollo económico y social que se determinen para el país. 


Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social velará por la participación de la sociedad civil en las materias de su competencia, en especial, aquellas dirigidas a personas o grupos vulnerables.


El Ministerio de Desarrollo Social procurará mantener información a disposición de la sociedad respecto al acceso y mantención de los programas sociales a que se refiere esta Ley.


Artículo 2°.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:


1) Programas Sociales: conjunto integrado y articulado de acciones, prestaciones y beneficios destinados a lograr un propósito específico en una población objetivo, de modo de resolver un problema o atender una necesidad que la afecte. 


Dichos programas deberán encontrarse incluidos en la definición funcional de gasto público social. 


Un reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, fijará los criterios y procedimiento a través del cual se determinará qué programas se clasificarán funcionalmente dentro del gasto público social. En la formulación de estos criterios se deberá oír al Comité Interministerial de Desarrollo Social del artículo 11 de esta Ley.


2) Personas o Grupos Vulnerables: aquellos que por su situación o condición social, económica, física, mental o sensorial, entre otras, se encuentran en desventaja y requieren de un esfuerzo público especial para participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional y acceder a mejores condiciones de vida y bienestar social.


3) Banco Integrado de Programas Sociales: Registro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social, que contiene información correspondiente a los programas sociales, que estén o no en ejecución, que hayan sido o estén siendo sometidos a alguna de las evaluaciones a que hace referencia la letra c) y la letra d) del artículo 3°. Este registro incluirá, a lo menos, una descripción del programa social, el Informe de Recomendación o el Informe de Seguimiento, en los casos en que el programa social cuente con ellos. En caso que se realicen evaluaciones de impacto o ex–post por alguna entidad pública a un programa social, el Banco Integrado de Programas Sociales deberá también contener los informes de dicha evaluación. El registro será público en los términos del Título III de la ley Nº 20.285.


4) Banco Integrado de Proyectos de Inversión: Registro administrado por el Ministerio de Desarrollo Social, que contiene los proyectos de inversión que han sido evaluados, estén o no en ejecución, que requieren financiamiento del Estado. Este registro incluirá, al menos, una descripción del proyecto, el informe de evaluación, demás antecedentes a que hacen referencia las letras g) y h) del artículo 3°, si correspondiera y las evaluaciones posteriores a su implementación, si las tuvieren. El registro será público en los términos de la Ley Nº 20.285.

5) Proyectos de Inversión: Iniciativas de inversión pública destinadas a resolver un problema o atender una necesidad que afecte a una población objetivo, tales como aquellas referidas a la creación, modificación, reposición o a cualquier otra actividad relacionada con la posibilidad de mejorar, incrementar o mantener la productividad de bienes o la prestación de servicios. Dichas iniciativas deberán ser limitadas en el tiempo y encontrarse incluidas en el inciso cuarto del artículo 19 bis del decreto ley Nº 1.263 de 1975. Se incluirán también las iniciativas de inversión pública que sean financiadas mediante transferencias de capital y aquellas a que se refiere el inciso final del artículo 2º del decreto Nº 900 del Ministerio de Obras Públicas, de 1996 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164 del referido Ministerio.


6) Garantías de Protección Social: Son aquellas acciones y prestaciones de acceso preferente o garantizado que, en el marco del Sistema Intersectorial de Protección Social, pueden exigir los beneficiarios ante el organismo que corresponda en cada caso de conformidad a la ley respectiva, de tal forma de propender al desarrollo social o equidad en el marco de las políticas, planes y programas establecidos.

Artículo 3°.- Corresponderán especialmente al Ministerio de Desarrollo Social, las siguientes funciones y atribuciones:

a) Estudiar, diseñar y proponer al Presidente de la República las políticas, planes y programas sociales de su competencia, en particular las orientadas a las personas o grupos vulnerables y la erradicación de la pobreza.


b) Establecer, previa aprobación del Comité Interministerial de Desarrollo Social a que se refiere el artículo 11° de la presente Ley, los criterios de evaluación para determinar, entre otros, la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales que planteen implementarse, ampliarse o reformularse por los ministerios o servicios públicos, así como su coordinación y complementación con otros programas sociales en ejecución o que planteen implementarse.


c) Evaluar y pronunciarse, a través de un informe de recomendación fundado sobre la consistencia, coherencia y atingencia, entre otros factores, de los programas sociales nuevos o que planteen reformularse, por los ministerios o servicios públicos, de manera de lograr una coordinación en el diseño de las políticas sociales. Dichos programas deberán contar con el referido informe para solicitar su financiamiento en el proceso anual de formulación del proyecto de Ley de Presupuestos.


Para dar cumplimiento a lo establecido en el inciso precedente, el Ministerio de Desarrollo Social deberá, entre otros, estudiar la realidad social, nacional y regional, velar porque el diseño del programa propuesto sea consistente con los objetivos planteados y revisar que los programas sociales en formación o los ya existentes, sean complementarios y estén coordinados, de manera de evitar duplicidades o superposiciones.

Un Reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará, entre otros, el contenido, las etapas, plazos, posibilidad y forma de solucionar observaciones y reformular los programas sociales, la vigencia de las evaluaciones efectuadas, las demás materias relativas a la presentación de las propuestas de nuevos programas sociales y, en general, las normas necesarias para asegurar la eficiencia y transparencia del proceso de evaluación. Asimismo, el Reglamento determinará la gradualidad con que comenzarán aplicarse estas evaluaciones, para lo cual fijará plazos y definirá órdenes de evaluación entre los programas sociales. Las demás normas e instructivos necesarios para regular los programas sociales serán dictados conjuntamente por dichos ministerios.


Lo dispuesto en esta letra es sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes de recomendación respecto a programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo 2° de la presente Ley.


d) Colaborar con el seguimiento de la gestión e implementación de los programas sociales que estén siendo ejecutados por los servicios públicos relacionados o dependientes de éste y de otros ministerios, mediante la evaluación de, entre otros, su eficiencia, su eficacia y su focalización. Estos informes de seguimiento de ejecución de los programas sociales deberán ser puestos a disposición del Comité Interministerial de Desarrollo Social.


Lo dispuesto en esta letra se establece sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes de seguimiento respecto a programas no comprendidos en el numeral 1) del artículo 2°.


e) Analizar de manera periódica la realidad social nacional y regional de modo de detectar las necesidades sociales de la población e informarlas al Comité Interministerial de Desarrollo Social, para lo cual deberá considerar, entre otros, los antecedentes que al efecto le entreguen los gobiernos regionales. El resultado de los estudios y análisis debe mantenerse publicado en el sitio electrónico del Ministerio de manera permanente, de acuerdo a las normas establecidas en el Título III de la Ley N° 20.285.


f) Definir los instrumentos de focalización de los programas sociales, sin perjuicio de las facultades de otros ministerios a estos efectos. Uno o más reglamentos expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social, suscritos además por el Ministro de Hacienda, y en su caso por los ministros sectoriales que corresponda, establecerán el diseño, uso y formas de aplicación de él o los referidos instrumentos y las demás normas necesarias para su implementación.


g) Evaluar los proyectos de inversión que soliciten financiamiento del Estado, para determinar su rentabilidad social, y elaborar un informe al respecto, de conformidad al artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263 de 1975, Orgánico de la Administración Financiera del Estado. En cumplimiento de lo anterior, deberá establecer y actualizar los criterios y las metodologías aplicables en la referida evaluación. La determinación de estos criterios y metodologías deberá considerar, especialmente, la incorporación de indicadores objetivos y comprobables respecto al desarrollo de los proyectos de inversión. Las metodologías y sus criterios de evaluación deberán, asimismo, mantenerse a disposición permanente del público a través del sitio electrónico del Ministerio de Desarrollo Social.


En cumplimiento de lo anterior, le corresponderá velar porque toda inversión que utilice financiamiento del Estado sea socialmente rentable, y que responda a las políticas nacionales y regionales de desarrollo. Los Ministros de Desarrollo Social y de Hacienda, conjuntamente, establecerán directrices basadas en las características de los proyectos de inversión y de aquellos financiados mediante transferencias de capital, a partir de las cuales no se les hará exigible el informe señalado en el inciso anterior las que serán revisadas anualmente y se mantendrán publicadas de conformidad al citado inciso. Estas directrices se informarán a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

Lo dispuesto en esta letra se establece sin perjuicio de la facultad de la Dirección de Presupuestos para solicitar al Ministerio de Desarrollo Social la elaboración de informes respecto de iniciativas no comprendidas en la presente Ley.


h) Analizar los resultados de los estudios de preinversión y de los proyectos de inversión evaluados, con el objeto de validar los criterios, beneficios y parámetros considerados en la evaluación a que hace referencia la letra precedente.


Asimismo, realizará el seguimiento de los proyectos de inversión en ejecución y estudios de preinversión. Para ello utilizará los informes que le sean presentados por el organismo público que solicita se emita el documento interno de la Administración. 


i) En conjunto con el Ministerio de Hacienda, poner a disposición de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, de los Gobiernos Regionales, de los Consejos Regionales, de los Alcaldes y de los Concejos Municipales, durante el mes de agosto de cada año, un informe de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión evaluados por el Ministerio de Desarrollo Social que indique, a lo menos, el porcentaje de inversión decretada y ejecutada en el año precedente, que fue sometida a la evaluación señalada en el inciso cuarto del artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975 y el porcentaje de ésta que obtuvo rentabilidad social positiva.


j) Colaborar, en el ámbito de su competencia, con la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda en la preparación anual de la Ley de Presupuestos del Sector Público, para lo cual pondrá a disposición de la Dirección de Presupuestos los informes de recomendación de programas sociales y evaluación de inversiones establecidos en las letras c), d), g) y h) precedentes.


k) Administrar el Banco Integrado de Programas Sociales y el Banco Integrado de Proyectos de Inversión.


Con este fin elaborará, conjuntamente con la Dirección de Presupuestos, las instrucciones generales necesarias para establecer el diseño y adecuado funcionamiento de dichos Bancos.


l) Elaborar las demás normas e instructivos relativos a las evaluaciones e Informes, cuando corresponda, de las letras d), g) y h) precedentes. Las normas e instructivos correspondientes a las letras g) y h), serán elaboradas en conjunto con en Ministerio de Hacienda.


m) Capacitar a los formuladores de programas sociales y de proyectos de inversión, en materia de preparación, presentación y evaluación de los mismos, conforme al plan anual de capacitación y dentro de sus posibilidades presupuestarias.


n) Administrar el Registro de Información Social a que se refiere el artículo 6° de la Ley N° 19.949, que estableció un Sistema de Protección Social para familias en Situación de Extrema Pobreza denominado "Chile Solidario". 


ñ) Administrar, coordinar, supervisar y evaluar la implementación del Sistema Intersectorial de Protección Social establecido en la Ley N° 20.379. 


o) Velar por el mejoramiento constante en la gestión del Sistema Intersectorial de Protección Social, de los subsistemas que lo integran y de los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social.


p) Impartir instrucciones y ejecutar cualquier otra acción necesaria para que exista coherencia funcional entre las políticas, planes y programas sociales ejecutados por los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social y coordinar su ejecución.


q) Establecer las políticas, planes y programas a que deberán ceñirse los organismos e instituciones dependientes del Ministerio de Desarrollo Social, o que se relacionen con el Presidente de la República por su intermedio, los cuales, anualmente, deberán elaborar un informe que dé cuenta de la implementación de las políticas señaladas.


r) Celebrar convenios de desempeño con los jefes de los servicios dependientes o relacionados del Ministerio de Desarrollo Social.


s) Solicitar a los demás ministerios, servicios o entidades públicas la entrega de la información disponible y que el Ministerio de Desarrollo Social requiera para el cumplimiento de sus funciones. Los ministerios, servicios o entidades públicas deberán proporcionar esta información oportunamente. De no encontrarse disponible la información requerida, los ministerios, servicios o entidades públicas podrán solicitar la colaboración de otras entidades del Estado. Las demás unidades evaluadoras que existan o se creen en otros Ministerios, antes de solicitarla directamente, deberán consultar al Ministerio de Desarrollo Social la existencia de la información que estudian requerir de los demás ministerios, servicios o entidades públicas obligadas a informar al tenor de esta ley.


Respecto de los requerimientos sobre información amparada por la reserva establecida en el artículo 35 del Código Tributario, el Ministerio de Desarrollo Social sólo podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos información relativa a los ingresos de las personas que sea indispensable para verificar la elegibilidad de quienes solicitan beneficios o son beneficiarios de los programas sociales. En su requerimiento, el Ministerio deberá indicar expresa y detalladamente la información que solicita y los fines para los cuales será empleada. El Servicio de Impuestos Internos informará, en el ámbito de su competencia, de acuerdo a los antecedentes que consten en sus registros para el uso de sus funciones propias.


El personal del Ministerio de Desarrollo Social que tome conocimiento de la información tributaria reservada estará obligado en los mismos términos establecidos por el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario. El incumplimiento de este deber hará aplicable las sanciones administrativas que correspondan, sin perjuicio de las sanciones establecidas en el Párrafo VIII del Título V del Libro II del Código Penal.


Sólo se podrá solicitar información considerada dato sensible de acuerdo a la ley cuando sea indispensable para verificar la elegibilidad de quienes solicitan beneficios o son beneficiarios de los programas sociales, o la mantención de los mismos, y para complementar el Registro de Información Social señalado en el artículo 6° de la Ley 19.949. En su requerimiento, el Ministerio deberá indicar expresa y detalladamente la información que solicita y los fines para los cuales será empleada.


t) Sistematizar y analizar registros de datos, información, índices y estadísticas que describan la realidad social del país y que obtenga en el ámbito de su competencia, además de publicar la información recopilada conforme a la normativa vigente.


En el tratamiento de datos personales a que hace mención esta letra, el Ministerio deberá consagrar y respetar los derechos de acceso, rectificación, corrección, y omisión por parte de los administrados, y deberá tomar todas las medidas de seguridad en el tratamiento de datos sensibles.


u) Asesorar técnicamente a los Intendentes, a través de las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social, en las materias de competencia del Ministerio de Desarrollo Social que tengan aplicación regional.


v) Presentar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar en junio de cada año, un Informe de Desarrollo Social.


w) Estudiar y proponer las metodologías que utilizará en la recolección y procesamiento de información para la entrega de encuestas sociales y otros indicadores, en materias de su competencia.


x) Las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.

Párrafo 2°
De la Organización

Artículo 4°.- La organización del Ministerio de Desarrollo Social será la siguiente:


a) El Ministro de Desarrollo Social;


b) La Subsecretaría de Evaluación Social;


c) La Subsecretaría de Servicios Sociales; y


d) Las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social, determinará la estructura organizativa interna del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. 


Para efectos de establecer la estructura interna del Ministerio, deberán considerarse áreas funcionales, tales como, las encargadas de estudiar la realidad social, de evaluar la consistencia de los programas sociales que se propone implementar, de realizar el seguimiento de la ejecución de los programas sociales, de articular el Sistema Intersectorial de Protección Social, de coordinar la ejecución de sus servicios relacionados o dependientes, de evaluar la rentabilidad social de las iniciativas de inversión y las demás que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio de Desarrollo Social.

Artículo 5°.- La Subsecretaría de Evaluación Social estará a cargo del Subsecretario de Evaluación Social, quien será su jefe superior. En particular le corresponderá especialmente colaborar con el Ministro en el ejercicio de las funciones establecidas en las letras a), b), c), d), e), f), g), h), i), j), k), l), m), n), s), t), u), v) y w) del artículo 3° precedente.

Artículo 6°.- La Subsecretaría de Servicios Sociales estará a cargo del Subsecretario de Servicios Sociales, quien será su jefe superior. En particular le corresponderá colaborar especialmente con el Ministro en el ejercicio de las funciones establecidas en las letras ñ), o), p), q), r), s) y u) del artículo 3° precedente.


La Subsecretaría de Servicios Sociales tendrá también a su cargo la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social.


Artículo 7°.- El Ministro de Desarrollo Social será subrogado, en primer orden, por el Subsecretario de Evaluación Social. En caso de ausencia o impedimento de éste, el Ministro será subrogado por el Subsecretario de Servicios Sociales. Lo anterior, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.


Artículo 8°.- En cada región del país habrá una Secretaría Regional Ministerial de Desarrollo Social, a cargo de un Secretario Regional Ministerial, dependiente técnica y administrativamente del Ministerio de Desarrollo Social, quien asesorará al Intendente, velará por la coordinación de los programas sociales que se desarrollen a nivel regional y servirá de organismo coordinador de la ejecución de las políticas y programas sociales relacionados con este Ministerio a nivel regional y de evaluador de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión, que soliciten financiamiento del Estado, incluyendo aquellos financiados mediante transferencias de capital, para determinar su rentabilidad social y que tengan aplicación regional. 


Corresponderá en especial a las Secretarías Regionales Ministeriales:


a) Prestar asesoría técnica al Intendente.


b) Colaborar con el Subsecretario de Evaluación Social en la efectiva coordinación de los programas sociales que se desarrollen a nivel regional.


c) Colaborar con el Subsecretario de Servicios Sociales en la coordinación de la acción de los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social.


d) Colaborar con el Subsecretario de Servicios Sociales en la coordinación regional y, en caso de ser necesario, en la coordinación local de los subsistemas que forman parte del Sistema Intersectorial de Protección Social regulado en la Ley N° 20.379.


e) Velar por el mejoramiento constante en la ejecución de las políticas y programas sociales y propender a un trabajo coordinado entre los servicios públicos relacionados o dependientes del Ministerio de Desarrollo Social a nivel regional.


f) Realizar, de acuerdo a los criterios definidos por la Subsecretaría de Evaluación Social, la evaluación de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión, que tengan aplicación regional y que soliciten financiamiento del Estado, incluyendo aquellos financiados mediante transferencias de capital, para determinar su rentabilidad social. Además, deberán emitir los informes respectivos y estudiar su coherencia con las estrategias regionales de desarrollo.


g) Colaborar con la Subsecretaría de Evaluación Social en la realización de estudios y análisis permanentes de la situación social regional y mantener información actualizada sobre la realidad regional.


h) Colaborar con la Subsecretaría de Evaluación Social en la identificación de las personas o grupos vulnerables de la región.


i) Colaborar a solicitud de las Municipalidades, en la evaluación de los estudios de preinversión de los proyectos de inversión financiados con fondos comunales, para determinar su rentabilidad social. Estos proyectos podrán ser incorporados al Banco Integrado de Proyectos de Inversión a que se refiere el artículo 2° número 4) de la presente Ley.


j) Colaborar, a solicitud de las Municipalidades, en la capacitación de sus funcionarios en el diseño y formulación de proyectos de inversión y programas sociales.


k) A petición de las Municipalidades, colaborar, dentro de sus posibilidades y en las materias que competen al Ministerio de Desarrollo Social, en la elaboración y armonización del Plan Comunal de Desarrollo que exige la letra a) del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.695.

Párrafo 3°

Del Personal


Artículo 9°.- El personal del Ministerio de Desarrollo Social estará afecto a las disposiciones de la Ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del Decreto Ley N° 249 de 1974, y su legislación complementaria.


Artículo 10.- El personal del Ministerio de Desarrollo Social deberá guardar reserva y secreto absolutos de la información que contenga datos personales de la cual tomen conocimiento en el cumplimiento de sus labores. Asimismo, deberán abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la Ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a este artículo vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

Título II

Del Comité Interministerial de Desarrollo Social


Artículo 11.- Créase el Comité Interministerial de Desarrollo Social, cuya función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política social del Gobierno. Adicionalmente, este Comité constituirá una instancia de coordinación, orientación, información y acuerdo para los ministerios y servicios que lo integran. 

Artículo 12.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social estará integrado por los siguientes Ministros:


a) El Ministro de Desarrollo Social, quien lo presidirá;


b) El Ministro de Hacienda;


c) El Ministro de la Secretaría General de la Presidencia; 


d) El Ministro de Educación;


e) El Ministro de Salud;


f) El Ministro de Vivienda y Urbanismo; 


g) El Ministro del Trabajo y Previsión Social, y


h) El Director Nacional del Servicio Nacional de la Mujer.

Sin perjuicio de lo anterior, el Ministro de Desarrollo Social podrá invitar a participar con derecho a voz a otros Secretarios de Estado, funcionarios de la Administración del Estado o personas de reconocida competencia en el ámbito social.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso primero.


Artículo 13.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social reemplazará al Comité de Ministros creado en la Ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, y al Comité Interministerial establecido en la Ley N° 20.379, que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social, de manera que toda referencia realizada a estos Comités se entenderá hecha al Comité Interministerial de Desarrollo Social creado por esta Ley.


En consecuencia, y sin perjuicio de las funciones que de conformidad a esta Ley le correspondan al Comité Interministerial de Desarrollo Social, cuando éste deba conocer sobre las materias a las que se refiere la Ley N° 20.422, el Comité Interministerial de Desarrollo Social deberá abordar, en forma prioritaria tales materias. El Comité deberá adoptar todas las medidas que sean necesarias de manera de contar en estas sesiones con la participación de los Ministros de Justicia y Transporte y Telecomunicaciones conforme lo requiere la Ley N° 20.422. En la medida que el Comité Interministerial de Desarrollo Social se encuentre conociendo de las materias a que dicha ley se refiere no se requerirá la integración de los Ministros de Hacienda y Secretaría General de la Presidencia.


Asimismo, cuando de conformidad a lo dispuesto en esta Ley y en la Ley N° 20.379, le corresponda al Comité Interministerial de Desarrollo Social conocer de las materias a que dicho cuerpo legal se refiere, se abordará prioritariamente tales materias y el secretario del Comité Interministerial de Desarrollo Social velará porque en tanto se traten las materias propias de esa ley, el Comité se integre por los miembros que establece el Reglamento de la Ley N° 20.379.


Artículo 14.- Corresponderá especialmente al Comité Interministerial de Desarrollo Social:

a) Proponer al Presidente de la República los lineamientos y objetivos estratégicos de las políticas de equidad o desarrollo social.

b) Proponer al Presidente de la República políticas públicas, planes y programas sociales de aplicación o cobertura interministerial.


c) Conocer las metas estratégicas definidas anualmente por cada Ministerio en materia de equidad o desarrollo social y su cumplimiento, además de su coherencia con los lineamientos y objetivos estratégicos a que se refiere la letra a) precedente.


d) Conocer los informes a que se refiere la letra d) del artículo 3° elaborados por la Subsecretaría de Evaluación Social del Ministerio de Desarrollo Social.


e) Aprobar los criterios de evaluación para determinar, entre otros, la consistencia, coherencia y atingencia de los programas sociales que planteen implementarse, ampliarse o reformularse por los ministerios o servicios públicos, propuestos por el Ministerio.


f) Proponer la reformulación, el término o la adopción de medidas para potenciar programas sociales, según corresponda, en base a las evaluaciones que, sobre los mismos, se encuentren disponibles o que el Comité haya propuesto realizar.


g) Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones. 


Artículo 15.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social celebrará sesiones cuando lo convoque su Presidente. El quórum para sesionar será de 4 miembros y los acuerdos se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del Ministro Presidente o quien lo reemplace. El Comité en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Comité deberá sesionar al menos dos veces al año.


Artículo 16.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social podrá sesionar en las dependencias del Ministerio de Desarrollo Social, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento. El Comité contará con el apoyo de un funcionario del Ministerio de Desarrollo Social, propuesto por el Ministro del ramo y aprobado por el Comité, quien actuará como secretario del mismo, correspondiéndole levantar actas de las sesiones respectivas.


Los acuerdos del Comité Interministerial de Desarrollo Social que deban materializarse mediante actos administrativos que, conforme al ordenamiento jurídico deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social. 

TÍTULO III

DISPOSICIONES FINALES


Artículo 17.- El Ministerio de Desarrollo Social será el sucesor legal y patrimonial del Ministerio de Planificación una vez que entre en funcionamiento conforme a lo establecido en el número 1) del Artículo Primero Transitorio de la presente Ley.


En consecuencia, las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa vigente hagan a la Oficina de Planificación Nacional y al Ministro Director de dicha Oficina; así como al Ministerio de Planificación y Cooperación y al Ministro de Planificación y Cooperación; y al Ministerio de Planificación y al Ministro de Planificación, deberán entenderse hechas al Ministerio de Desarrollo Social y al Ministro de Desarrollo Social, respectivamente.


Asimismo, las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa realicen al órgano de planificación nacional, entidad planificadora o cualquier expresión similar o equivalente, se entenderán hechas al Ministerio de Desarrollo Social, siempre y cuando se trate de materias de su competencia.


Artículo 18.- No será aplicable al Ministerio de Desarrollo Social la limitación contenida en el inciso primero del artículo 16 de la Ley N° 18.091, sustituido por el artículo 19 de la Ley N° 18.267. 


Artículo 19.- Modifícase la Ley N° 20.403 en el sentido de intercalar, en el inciso primero de su artículo 30, entre la palabra “Hacienda” y la conjunción “y”, la frase “, de Evaluación Social”. 


Artículo 20.- Deróganse los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6° y 27 de la Ley N° 18.989, que crea el Ministerio de Planificación. Esta derogación entrará en vigencia a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social.

Artículo 21.- Agrégase, a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social, en el inciso primero del artículo 62 de la Ley N° 20.422, entre la palabra “Planificación” y la conjunción “y” la siguiente frase: “, a través de la Subsecretaría de Servicios Sociales”.


Artículo 22.- Agrégase, a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Ministerio de Desarrollo Social, en el inciso primero del artículo 1° de la Ley N° 19.042, que crea el Instituto Nacional de la Juventud, antes del punto (.) final la frase “, por intermedio de la Subsecretaría de Servicios Sociales”.


Artículo 23.- En el inciso segundo del artículo 6° de la Ley N° 19.949, que establece un Sistema de Protección Social para Familias en Situación de Extrema Pobreza denominado Chile Solidario, intercálase entre la palabra “mismos” y la frase “y de sus condiciones socioeconómicas”, lo siguiente: “, los montos que perciban por estos conceptos, las causales por las cuales tengan la calidad de beneficiarios”.


Artículo 24.- Sustitúyese el inciso final del artículo 2°, del Decreto N° 900 de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 164 de 1991, del Ministerio de Obras Públicas y sus modificaciones, por el siguiente: “La realización de estudios de preinversión y los proyectos de inversión a ejecutarse mediante el sistema de concesión, deberán contar, como documento interno de la Administración, con un informe emitido por el Ministerio de Desarrollo Social. En el caso de los proyectos de inversión, el informe deberá estar fundamentado en una evaluación técnica y económica que analice su rentabilidad social. Los informes relativos a los estudios de preinversión y proyectos de inversión formarán parte del Banco Integrado de Proyectos de Inversión administrado por el Ministerio de Desarrollo Social. Mientras no se cuente con dicho informe no se podrá iniciar el proceso de licitación.”


Artículo 25.- A los gobiernos regionales corresponderán exclusivamente las funciones y atribuciones en materia de planificación del desarrollo de la región, mediante el diseño, elaboración, aprobación y aplicación de políticas, planes y programas dentro de su territorio, los que deberán ajustarse a las políticas nacionales de desarrollo y al presupuesto de la Nación.


Artículo 26.- Incorpórese en el artículo 2° del Decreto con Fuerza de Ley N° 1-18.359 de 1985, que traspasa y asigna funciones a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, una nueva letra h) del siguiente tenor: “h) Velar por la coherencia de los planes y estrategias regionales con las políticas y estrategias nacionales de desarrollo.” 


Artículo 27.- Agréguese el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 24 de la ley N° 18.482, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto y final, del siguiente tenor:


“Del mismo modo, los estudios y proyectos de inversión de las empresas a las que se aplican las normas establecidas en el artículo 11 de la ley N° 18.196, deberán contar, como documento interno de la Administración, con un informe de evaluación del Ministerio de Desarrollo Social o del Sistema de Empresas Públicas (SEP), o de la Comisión Chilena del Cobre o del Ministerio de Energía, entre otros, según sea el caso. Dicho informe deberá fundarse en una evaluación técnico-económica que dé cuenta de su rentabilidad. La determinación de ésta deberá considerar también el impacto regional de dichas propuestas. Corresponderá al Ministerio de Hacienda impartir instrucciones y resolver al respecto. Las empresas aludidas deberán remitir al Ministerio de Desarrollo Social una copia del citado informe, cuando éste no sea elaborado por dicha Secretaría de Estado, dentro de los treinta días siguientes a la recepción por parte de los referidos organismos responsables de elaborarlo, y demás antecedentes que el Ministerio de Desarrollo Social solicite para el adecuado estudio de dicho informe.” 


Artículo 28.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 34 B de la ley N° 19.728, entre la palabra “Hacienda” y la conjunción copulativa “y”, la frase “, de Evaluación Social”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la publicación de la presente Ley, establezca por medio de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Planificación y suscritos además por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento el Ministerio de Desarrollo Social. Además, determinará la fecha de supresión del Ministerio de Planificación.


2) Fijar la planta de personal de la  Subsecretaría de Evaluación Social. El encasillamiento en esta planta deberá incluir personal del Ministerio de Planificación.


3) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Servicios Sociales. El encasillamiento en esta planta deberá incluir personal del Ministerio de Planificación.


4) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde la Subsecretaría de Planificación a las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.


5) Determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica, a cada una de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social. La individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio de Planificación.


6) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del Decreto con Fuerza de Ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en las plantas que fije. También, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a lo dispuesto en el numeral 5° precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dicho cargo por cualquier razón. También, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553.


Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad, no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o los respectivos decretos con fuerza de ley y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley que correspondan.


7) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, las cuales no estarán afectas a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 18.834, respecto de los empleos a contrata incluidos en estas dotaciones.


8) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. 


c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento. 

Artículo Segundo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, y traspasará a ellas los fondos de la Subsecretaría de Planificación, necesarios para que cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítem, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo Tercero.- La modificación a que se refiere el artículo 24 de esta Ley, que sustituye el artículo 2° inciso final del decreto N° 900 de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 164 de 1991, del Ministerio de Obras Públicas y sus modificaciones, entrará en vigencia transcurridos 12 meses contados desde la publicación de la presente Ley en el Diario Oficial.


Artículo Cuarto.- El mayor gasto que se derive del ejercicio de la facultad del artículo primero transitorio de la presente Ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 1.678.541 miles.

Artículo Quinto.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta Ley, durante el primer año de su entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Planificación o el órgano que lo reemplace. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiera financiar con estos recursos.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 3 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 4 de mayo de 2011.

ROBERTO BUSTOS LATORRE

Secretario de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO

EN EL PROYECTO DE LEY QUE CREA

EL MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL

(BOLETÍN Nº 7.196-06)

I.
PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: 


Crear el Ministerio de Desarrollo Social en reemplazo del Ministerio de Planificación, que se extingue.

II.
ACUERDOS: 

Indicación N° 1
rechazada



unanimidad 5x0.

Indicación N° 2
aprobada con modificaciones 
unanimidad 5x0.

Indicación N° 3
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 3 A
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 3 B
rechazada 



unanimidad 5x0.

Indicación N° 4
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 5
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 5 A
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 5 B
rechazada



unanimidad 5x0.

Indicación N° 6
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 9
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 10
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 11
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 12
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 13
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 13 A
aprobada



unanimidad 5x0.

Indicación N° 14
aprobada con modificaciones 
unanimidad 5x0.

Indicación N° 15
aprobada con modificaciones 
unanimidad 5x0.

Indicación N° 16
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 17
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 18
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 18 A
aprobada



unanimidad 5x0.

Indicación N° 19
rechazada



unanimidad 5x0.

Indicación N° 20
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 20 A
aprobada 



unanimidad 5x0.

Indicación N° 21
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 25
aprobada con modificaciones 
unanimidad 5x0.

Indicación N° 26
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 27
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 28
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 29
inadmisible.
Indicación N° 30
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 31
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 32
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 33
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 33 A
aprobada



unanimidad 5x0.

Indicación N° 42
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 43
aprobada con modificaciones 
unanimidad 5x0.

Indicación N° 44
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 44 A
aprobada



unanimidad 5x0.

Indicación N° 45
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 46
aprobada con modificaciones
unanimidad 5x0.

Indicación N° 47
aprobada con modificaciones 
unanimidad 4x0.

Indicación N° 47 A
rechazada



unanimidad 4x0.

Indicación N° 48
aprobada con modificaciones
unanimidad 4x0.
Indicación N° 49
aprobada



unanimidad 4x0.
Indicación N° 51
aprobada con modificaciones 
unanimidad 4x0.
Indicación N° 51 A
aprobada 



unanimidad 4x0.
Indicación N° 55
rechazada 



unanimidad 4x0.

Indicación N° 74
aprobada con modificaciones
unanimidad 4x0.

Indicación N° 75
aprobada



unanimidad 4x0.

Indicación N° 76
rechazada 



unanimidad 4x0.

Indicación N° 76 A rechazada



unanimidad 4x0.

Indicación N° 79
retirada.

Indicación N° 80
inadmisible.

Indicación N° 81
retirada.

Indicación N° 81 A
rechazada 



unanimidad 4x0.
Indicación N° 82
aprobada



unanimidad 4x0.
Indicación N° 83
rechazada



unanimidad 4x0.
Indicación N° 84
aprobada 



unanimidad 4x0.
Indicación N° 84 A
aprobada 



unanimidad 4x0.
Indicación N° 105
inadmisible.

Indicación N° 106
retirada.
Indicación N° 109
aprobada



unanimidad 4x0.
Indicación N° 109 A aprobada



unanimidad 4x0.
Indicación N° 110
retirada.

Indicación N° 112
rechazada 



unanimidad 4x0.

Indicación N° 113
aprobada



unanimidad 4x0.
Indicación N° 113 A aprobada con modificaciones
unanimidad 4x0.
Indicación N° 114
aprobada



unanimidad 4x0.
Indicación N° 115
aprobada



unanimidad 4x0.
Indicación N° 116
aprobada



unanimidad 4x0.
Indicación N° 116 A aprobada 



unanimidad 4x0.
Indicación N° 116 B aprobada con modificaciones
unanimidad 4x0.
Indicación N° 117
aprobada



unanimidad 4x0.
Indicación N° 121
rechazada 



unanimidad 4x0.

III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: 

Está conformado por 28 artículos permanentes y 5 artículos transitorios.

IV. 
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL:

Prevenimos igualmente que los artículos 1°; 3°; letras b), g), l) y u); 4°; 5°; 6°; 8°; 11; 12; 13; 14; 20 y 25 del proyecto, de aprobarse, deben serlo con quórum de ley orgánica constitucional, al tenor del artículo 38 de la Constitución Política, pues se refieren a la organización básica de la Administración del Estado.

V.
URGENCIA: Suma.

VI.
ORIGEN INICIATIVA: Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

VII.
TRAMITE CONSTITUCIONAL: Primer trámite.

VIII.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 28 de septiembre de 2010.

IX.
TRAMITE REGLAMENTARIO: Informe de la Comisión de Hacienda.

X
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 

1) Ley N° 19.989, que creó el Ministerio de Planificación.


2) Ley N° 19.885, sobre donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos.


3) Ley N° 19.949, que estableció el sistema de protección social “Chile Solidario”.


4) Ley N° 20.379, que creó el sistema de protección social “Chile crece contigo”.


5) Ley N° 20.422, sobre igualdad de oportunidades de personas con discapacidad.

Valparaíso, 4 de mayo de 2011.

ROBERTO BUSTOS LATORRE

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 7° DE LA LEY N° 18.525, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE IMPORTACIÓN DE MERCANCÍAS AL PAÍS, EN MATERIA DE SALVAGUARDIAS

(5363-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje del ex Vicepresidente de la República, señor Belisario Velasco, con urgencia calificada de “suma”.


Cabe señalar que la presente iniciativa de ley fue aprobada por la Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, con fecha 16 de abril de 2008. Posteriormente, el 20 de agosto del mismo año, el Senado, en segundo trámite constitucional, rechazó el proyecto en su totalidad.


En virtud de lo expuesto, se constituyó la Comisión Mixta prevista en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, con el objeto de proponer la forma y modo de resolver la divergencia surgida entre ambas cámaras legislativas. 


Respecto de la proposición contenida en el informe evacuado por dicha Comisión, de 15 de marzo de 2011, es que vuestra Comisión de Hacienda se pronuncia en el presente informe.

- - -


A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor García.


Del mismo modo, concurrieron los siguientes  invitados:


Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; la Directora de Presupuestos, señora Rosanna Costa; y el Coordinador Legislativo, señor Jaime Salas.

Del Ministerio de Agricultura, el asesor, señor Andrés Meneses.

- - -

PROPOSICIÓN COMISIÓN MIXTA


La Comisión Mixta encargada de resolver la discrepancia producida entre la Cámara de Diputados y el Senado, propuso aprobar un artículo único que introduce, a través de sus dos numerales, enmiendas en el artículo 7° de la ley Nº 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 31, del Ministerio de Hacienda, de 2005.


Cabe tener presente que el tenor de dicho artículo 7° es el siguiente:

“Artículo 7º.- En caso de que concurran las circunstancias previstas en el Artículo XIX del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 y en el Acuerdo sobre Salvaguardias de la Organización Mundial del Comercio, el Presidente de la República podrá, mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, aplicar sobretasas arancelarias ad valorem, previo informe favorable de la Comisión a que se refiere el artículo 9º.

Las sobretasas señaladas en el inciso anterior se podrán aplicar provisionalmente cuando la Comisión determine que concurren las circunstancias previstas en el artículo 6 del Acuerdo sobre Salvaguardias de la Organización Mundial del Comercio. Para realizar dichas determinaciones la Comisión dispondrá de un plazo no superior a 30 días, contado desde el inicio de la investigación.

La Comisión podrá iniciar la investigación a solicitud escrita presentada por la rama de producción nacional afectada por el daño grave o amenaza del mismo. Para estos efectos se entenderá por rama de producción nacional lo señalado en el párrafo 1, letra c) del Artículo 4 del Acuerdo sobre Salvaguardias de la Organización Mundial del Comercio. También podrá iniciar investigaciones de oficio cuando disponga de antecedentes que así lo justifiquen.

La vigencia de las sobretasas señaladas en el presente artículo no podrá exceder de un año, incluido el período de aplicación provisional de la medida. Sin embargo, dicha vigencia podrá ser prorrogada por un período que no exceda de un año, y por una sola vez, cuando persistan las circunstancias que motivaron su aplicación, para lo cual se requerirá igualmente el informe favorable de la Comisión referida en el inciso primero. La prórroga de la sobretasa deberá contemplar un calendario de desmantelamiento gradual, salvo circunstancias excepcionales debidamente calificadas por la Comisión.

Para aplicar una sobretasa que, sumada al arancel vigente, resulte superior al nivel arancelario consolidado en la Organización Mundial del Comercio, se requerirá de la aprobación de las tres cuartas partes de los integrantes de la referida Comisión.

La aplicación de las medidas de emergencia o de salvaguardia previstas en los acuerdos comerciales se regirán, con carácter supletorio, por las normas del presente artículo y su reglamento. En caso de incompatibilidad entre las normas aquí establecidas y las normas contenidas en los referidos acuerdos, prevalecerán estas últimas en la medida de la incompatibilidad.

Cuando se convenga una compensación con otro país a raíz de la aplicación de una medida de salvaguardia, el Presidente de la República podrá, mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda y durante el plazo en que se aplique la medida, disminuir los aranceles o acelerar el proceso de desgravación previstos en el correspondiente acuerdo comercial.

El Presidente de la República podrá, mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, aumentar los aranceles aplicables a mercancías de otro país, cuando no se haya logrado convenir una compensación adecuada por la aplicación de una medida de salvaguardia, por parte de ese país, a mercancías chilenas.”.

El primer numeral del artículo único del proyecto de ley propuesto por la Comisión Mixta, modifica el inciso cuarto del artículo 7° del siguiente modo:

“a) Reemplázase la expresión “un año”, por “dos años”;

b) Elimínase la siguiente frase: “por un período que no exceda de un año, y por una sola vez”;

c) Sustitúyese el párrafo final, que expresa: “La prórroga de la sobretasa deberá contemplar un calendario de desmantelamiento gradual, salvo circunstancias excepcionales debidamente calificadas por la Comisión.”, por el siguiente: “El período total de vigencia de la medida, incluido el período de aplicación provisional, la medida inicial y su prórroga, no podrá exceder de cuatro años.”.

El segundo numeral, a su turno, intercala a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto y así correlativamente:

“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso séptimo del artículo 9°, cuando la vigencia de una sobretasa sea superior a un año, incluido el período de aplicación provisional de la misma, la Comisión deberá analizar anualmente la medida en vigor, teniendo en consideración la situación de la rama de la producción afectada así como las normas establecidas en los tratados internacionales vigentes.”.
- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 12 de septiembre de 2007, señala, de manera textual, lo siguiente:

“1.- El presente proyecto de ley contempla la modificación del artículo 7° de la ley N° 18.525, ley que permite establecer sobretasas arancelarias ad valorem como medidas de salvaguardia.

2.- La modificación propuesta tiene por objeto extender el plazo máximo de aplicación de las mencionadas sobretasas, desde un año prorrogable hasta otro adicional, por dos años prorrogables hasta ocho años.

3.- Este proyecto de ley no irrogará mayor gasto fiscal.”.

Posteriormente, con fecha 17 de enero de 2008, la Dirección de Presupuestos emitió un Informe Financiero sustitutivo, del siguiente tenor literal:

“1. El presente proyecto de ley contempla la modificación del artículo 7° de la ley N° 18.525, ley que permite establecer sobretasas arancelarias ad valorem como medidas de salvaguardia.

2. La modificación propuesta tiene por objeto extender el plazo máximo de aplicación de las mencionadas sobretasas, desde un año prorrogable hasta otro adicional, por dos años prorrogables hasta otro año.

3. Este proyecto no irrigará mayor gasto fiscal.”.

Finalmente, la Dirección de Presupuestos emitió el 18 de noviembre de 2010, un informe financiero complementario, del siguiente tenor:

“La presente fórmula de solución al Proyecto de Ley que modifica el artículo 7 de la Ley N° 18.525, eleva a cuatro años el período total de vigencia de las sobretasas arancelarias ad valorem que dicha norma permite establecer como medidas de salvaguardia.

La presente modificación podrá traducirse en mayores ingresos fiscales, en la medida en que se apliquen salvaguardias por el período máximo establecido. Por lo anterior, se estima que esta modificación no representará un incremento significativo en los ingresos fiscales para el año presupuestario 2011, y si los hubiera para los años siguientes, estos se incorporarán en las leyes de presupuestos respectivas.

Por otra parte, el proyecto de ley tampoco irrogará mayores gastos fiscales.”

- - -

En relación con el proyecto de ley que corresponde conocer a la Comisión de Hacienda, el señor Ministro de Hacienda explicó que, en primer lugar, debe tenerse presente la diferencia entre una cláusula antidumping y una salvaguardia. La primera procede para afrontar situaciones de competencia desleal como, por ejemplo, la que  enfrenta hoy Chile con la harina de trigo que proviene de Argentina, país en el que existe un impuesto a la exportación de trigo que abarata artificialmente el insumo para la producción de harina. Para afrontar esta situación, aplicó nuestro país una medida antidumping, que ha sido renovada ante la permanencia de las circunstancias tenidas en cuenta inicialmente.

La salvaguardia, en cambio, es una medida que se establece en períodos en que hay un aumento súbito, anormal y significativo de las importaciones de un determinado producto, que llega a poner en peligro a la industria nacional. A diferencia de la cláusula antidumping, que exige la justificación de la deslealtad en el libre comercio, en la salvaguardia no se requiere probar nada: basta el hecho objetivo del aumento que puede poner en riesgo el mercado nacional para que se estime necesaria su aplicación como medida transitoria, con el objeto de contar con  un período en el cual pueda ajustarse el mercado nacional.

El sistema de salvaguardia vigente hoy en Chile, prosiguió, es el denominado 1+1, que contempla la opción de establecer una salvaguardia por un año, prorrogable hasta por un año más. Lo que la  proposición de la Comisión Mixta plantea, en tanto, es un sistema que permita establecer salvaguardias por dos años prorrogables por dos años más, es decir, de 2+2. Con ello, se respeta el marco fijado por la Organización Mundial del Comercio (OMC), que establece la posibilidad de llegar hasta 4 años.

Hizo presente que, en todo caso, el Gobierno se encuentra analizando la introducción de perfeccionamientos a la Comisión Nacional encargada de investigar las distorsiones que puedan existir en el precio de las mercaderías importadas, establecida en el artículo 9° de la ley N° 18.525. 

Sin perjuicio de lo señalado, hizo hincapié en que  la aplicación de las salvaguardias no es un tema absolutamente inocuo, toda vez que las mismas reglas de la OMC establecen que a partir del mes 36 de vigencia se debe compensar a los socios por ella afectados. Dicha compensación puede operar por dos vías: la primera, la reducción de los aranceles en otros productos; la segunda, el uso de la facultad con que cuenta el país afectado de efectuar una especie de represalia, por la que impone una compensación consistente en establecer reducciones en las preferencias arancelarias que pueda tener respecto de productos chilenos que lleguen a su mercado. En este sentido, profundizó, cabe tener presente que nuestro país tiene tratados de libre comercio que cubren más del 90% de su intercambio medido por exportaciones, por lo que la posibilidad de aplicar una compensación a través de la reducción de aranceles es bastante baja, pues se encuentran prácticamente en cero. De manera que la única opción que queda es la reducción de una preferencia que va a afectar a otros productos de exportación. 

A mayor abundamiento, indicó que en el caso del tratado de Chile con la Unión Europea, el aludido plazo de 36 meses quedó reducido a 18 meses, lo que exige analizar con mayor atención los efectos que se puedan seguir de la aplicación de una salvaguardia. 

El Honorable Senador señor Frei advirtió sobre lo insuficiente que resulta nuestra legislación en materia de medidas antidumping o de salvaguardias, por cuanto para que se decida su aplicación se requiere de todo un proceso que dura, en el mejor de los casos, cerca de 6 meses, plazo en el cual el problema que dio origen a la medida puede estar ya solucionado o, peor aún, el perjuicio para el productor nacional se ha tornado irreversible. En otros países, contrastó, se utiliza un sistema inverso, pues una vez solicitada una determinada medida se aplica en forma inmediata y sólo posteriormente se inicia el proceso de análisis que determinará si se justifica o no, con lo que, ante todo, se protege de manera efectiva al productor nacional. 

De acuerdo con lo expuesto, concluyó, el proyecto de ley en informe no se hace cargo del problema de fondo, que no es otro que el procedimiento vigente para la aplicación de las medidas antidumping o de las salvaguardias. 

El Honorable Senador señor García resaltó la importancia que reviste, particularmente para la producción agrícola del sur del país, la revisión del funcionamiento de la Comisión de Distorsiones a que hiciera referencia el señor Ministro de Hacienda, respecto de cuyos perfeccionamientos también se ha pronunciado, en otras instancias, el señor Ministro de Agricultura. 

No obstante lo señalado, prosiguió, resulta también de suma relevancia la aprobación de la proposición de la Comisión Mixta que en esta oportunidad conoce la Comisión de Hacienda, habida consideración de la indiscutible existencia, por ejemplo en Argentina, de prácticas comerciales absolutamente reñidas con las normas más esenciales de la libre competencia, que permiten explicar el origen del riesgo en que se encuentra actualmente la producción triguera nacional. A lo anterior se añade el hecho de que la Unión Europea, Japón y Estados Unidos entregan una cantidad importante de subsidios a sus respectivas agriculturas, de modo que cuando obtienen excedentes los envían a mercados extranjeros, entre ellos Chile, que por ser una economía abierta termina muchas veces importando a precios muy baratos, poniendo, a la postre, en grave riesgo su propia producción. Así, graficó, en el caso de la leche, en el que las procesadoras terminan comprando leche en polvo porque les es más conveniente. Si esto llegara a convertirse en una práctica sostenida en el tiempo, no habrá productor lechero capaz de resistir los malos precios, siendo sus únicos caminos la quiebra o la venta de sus empresas.

Es incuestionable, finalizó, que Chile ha definido ser una economía abierta, y así lo han entendido los distintos gobiernos. Sin embargo, cuando se precisa la adopción de algunas medidas de protección estas deben ser aplicadas, al menos para períodos que son relativamente cortos, más aún si se considera que más allá del mes 36, o del 18 en el caso de la Unión Europea, no es recomendable perseverar en dicha aplicación. 

El Honorable Senador señor Lagos lamentó, en primer lugar, que la Comisión de Hacienda no pueda discutir con mayor profundidad el proyecto en informe, y sólo deba pronunciarse sobre la proposición realizada por la Comisión Mixta constituida de conformidad con lo dispuesto en el artículo 70 de la Carta Fundamental. 

En segundo lugar, hizo ver que el proyecto, en sus términos originales, contemplaba la posibilidad de establecer la salvaguardia por dos años prorrogables por otro más, es decir, un sistema de 2+1 que llegaba a totalizar 36 meses, precisamente para precaver las posibles represalias de los países afectados. 

Enseguida, observó que las comprensibles aprensiones provenientes desde el sector agrícola ante las urgencias que vive, no pueden soslayar la necesidad abordar también el problema desde el punto de vista de los consumidores de los productos a los cuales se pretende poner un freno, por una parte, y de los intereses generales del país, por otra. Cabe preguntarse, al efecto, si Chile depende más de la importación agrícola o de la exportación de sus productos, por cuanto si se privilegia una cierta medida de protección para un producto agrícola, al momento de compensarlo se va a estar penalizando a quien está exportando, logró abrir un mercado y tiene la posibilidad de vender sus productos con algo de valor agregado.

En virtud de lo razonado, afirmó no percibir el efecto práctico de la iniciativa en discusión, más aún teniendo en cuenta las limitaciones señaladas por el señor Ministro de Hacienda. Más bien, pareciera, se persigue un fin político, exclusivamente para dar tranquilidad a un específico sector de la economía.

Las salvaguardias, agregó, persiguen hacer frente a situaciones imprevistas. Si se verifica un alza o una reducción de los precios en el mercado externo que tiende a durar más de 3 años, ya se está en presencia de un problema más estructural, y no de una circunstancia imprevista ante la cual se debe proteger una industria. Para las distorsiones que presenta una competencia de origen desleal existen otras herramientas, una de ellas las cláusulas antidumping, pero también los derechos compensatorios de los subsidios a la producción o a la exportación. La salvaguardia, en suma, si bien es la más mala de las medidas, resulta absolutamente tentadora, pues sólo exige demostrar una modificación de los precios internacionales y el consecuente daño generado en una industria o sector.

El proyecto, en los términos en que lo está conociendo la Comisión de Hacienda, culminó, no es una señal adecuada para un país que ha apostado a la integración y al libre comercio. Habrían sido preferibles los 36 meses en total que originalmente se contemplaban, pues al cabo de los 3 años de protección la medida, por disposición de la ley, debía ser de todas maneras levantada. Así se precavían consecuencias no deseables para Chile, que, salvo en sus relaciones con la Unión Europea, no quedaba expuesto a represalias de otros países. 

El Honorable Senador señor Frei insistió en que poner el acento sólo en los plazos implica no abordar el problema de fondo, que es cómo protegernos ante situaciones lesivas para nuestros productores. Citó, al efecto, la experiencia norteamericana, donde ante la sola ocurrencia de un problema se adoptan las medidas de protección, y sólo posteriormente se inicia el procedimiento pertinente. 

El Honorable Senador señor Kuschel señaló que sin perjuicio de la existencia de los mecanismos que la OMC reconoce como medidas de protección, a saber, cláusulas antidumping, derechos compensatorios y salvaguardias, corresponde en esta ocasión pronunciarse sobre la específica propuesta evacuada por la Comisión Mixta conformada al efecto. Empero, no debe perderse de vista la necesidad de abordar esta clase de problemáticas desde una perspectiva más general, que permita mejorar la capacidad de reacción para que las medidas que se adopten tengan el efecto pretendido y no se apliquen cuando el daño ya se ha producido, particularmente cuando se trate de productos estacionales que muchas veces son de temporadas de sólo seis meses.

El señor Ministro de Hacienda reiteró que el Gobierno se encuentra analizando fórmulas para que la Comisión de Distorsiones tenga una respuesta más expedita a los asuntos que ante ella se plantean, previendo los ciclos de temporadas de los distintos productos y evitando, al cabo, actuar cuando las avalanchas de importaciones ya son inevitables. 

Por otra parte, puso de relieve que la utilización de los plazos más extensos que la proposición de la Comisión Mixta contiene, ha de ser una medida absolutamente excepcional para afrontar circunstancias de la misma índole, un último recurso al que idealmente nunca se deba acudir, pero que constituye una herramienta necesaria con la que se requiere contar, siempre en el entendido que existen otros tipos de mecanismos en caso de distorsiones al comercio.

Del mismo modo, señaló que, efectivamente, el foco de atención debe situarse tanto en las posibles represalias contra nuestros exportadores como en las expectativas de los consumidores locales. Esto, con el fin de no tender hacia la mantención artificial de un producto en el largo plazo cuando las causas de su minusvalía no obedezcan a competencia desleal, sino cambios estructurales de la industria en el mundo que podrían beneficiar a millones de personas.

Resaltó, además, que las carteras de Hacienda y Agricultura se encuentran trabajando los perfeccionamientos que sobre las materias que han sido referidas, sean necesarios introducir. 

El Honorable Senador señor Novoa advirtió, en relación con el sistema 2+2 que la proposición de la Comisión Mixta plantea, que por más que la intención sea no tener que recurrir al plazo máximo de 4 años sino en casos realmente excepcionales, la realidad indica que el uso de dicho término máximo no se agota en tales casos, porque la presión de los afectados va ser siempre a que se les aplique el mayor resguardo posible. Que si, como en la especie, está fijado en 48 meses, será desde luego el objetivo a lograr. En este sentido, expresó su parecer de que, en general, ante las distorsiones bruscas en los precios, el problema no es tanto el plazo como la rapidez con que se actúa. 

Finalmente, hizo un llamado a las autoridades del Ministerio de Hacienda para analizar las modificaciones legislativas que sean necesarias para hacer posible la aplicación de salvaguardias ante situaciones de emergencia.


Puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta como forma y modo de salvar la divergencia suscitada entre ambas Cámaras, votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona y Kuschel, en contra los Honorables Senadores señores Lagos y Novoa, y se abstuvo el Honorable Senador señor Frei.


Repetida la votación, de conformidad con el artículo 178 del Reglamento del Senado, se registró idéntico resultado.


No existiendo una posición que haya obtenido mayor número de votos, se aplicó la regla de empate contenida en el artículo 182 del antedicho Reglamento. En mérito de los resultados antes citados, y por encontrarse vencida la urgencia para la Comisión, se dio por desechada la proposición de la Comisión Mixta.


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda os propone desechar la proposición de la Comisión Mixta.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 6 de abril de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 12 de abril de 2011.

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, APROBATORIO DEL “CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA PROTECCIÓN DE LAS OBTENCIONES VEGETALES”

(6426-10)

HONORABLE SENADO:

En conformidad con lo acordado por la Sala de la Corporación el 5 de abril del presente año, vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, con urgencia calificada de “simple”, el cual ha sido estudiado, previamente, por la Comisión de Relaciones Exteriores.

Se hace presente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular, a la vez.

A una o más de las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Hosain Sabag.


Asimismo, concurrieron, especialmente invitados:

- Por el Ministerio de Agricultura: el Ministro, señor José Antonio Galilea; el Subsecretario de Agricultura, señor Álvaro Cruzat; el Fiscal, señor Mauricio Caussade, y el Asesor Legislativo, señor Andrés Meneses.

- Por el Ministerio de Relaciones Exteriores: la Jefa del Departamento de Propiedad Intelectual de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, señora Luz Sosa; la Directora de Asuntos Económicos Multilaterales, señora Ana Novik, y los Asesores señores Martín Correa y Patricio Balmaceda. 

- Por la Asociación Nacional de Exportadores de Semillas (ANPROS): el Gerente Ejecutivo, señor Mario Schindler.

- Por la Asociación Nacional de Mujeres Rurales e Indígenas (ANAMURI), la Encargada del Trabajo Internacional, señora Francisca Rodríguez. 

- Por la ONG International Grain, la Representante en Chile, Ingeniero Agrónomo, señora Camila Montecinos. 

- Por la Fundación Terram, la Directora Ejecutiva, señora Flavia Liberona.

- Por la Sociedad Nacional de Agricultura SNA, la Gerente de Estudios, señora Ema Budinich. 

- Por el Movimiento Unitario Campesino y Etnias de Chile MUCECH, el Vicepresidente y Encargado del Sector Productivo, señor Orlando Contreras; el Director, señor Omar Jofré y el Asesor Técnico, señor Héctor Torres. 

- De Chile Sin Transgénicos, los voceros señores Iván Santander y Cristián Sauvageot.

- - -

I.- OBJETIVO DEL PROYECTO DE ACUERDO

Establecer un marco jurídico que permita garantizar al obtentor de una nueva variedad vegetal un adecuado reconocimiento al derecho sobre la variedad de su creación.
- - -

II.- ANTECEDENTES GENERALES

2.1. JURÍDICOS

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

a) La Constitución Política de la República, en su artículo 54, Nº 1), que regula la atribución exclusiva del Congreso Nacional, de aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.

b) La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.

c) La ley Nº 19.342, que regula el derecho de los obtentores de nuevas variedades vegetales.

d) El Convenio para la Protección de las Obtenciones Vegetales y Actas de 1972 y 1978, promulgados por el decreto supremo Nº 18, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 5 de enero de 1996 y publicado en el Diario Oficial el 23 de marzo de 1996.

2.2. DE HECHO

1.- El Mensaje señala que la Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV) es una Organización Internacional de carácter intergubernamental, de la que Chile es parte desde 1996. A su vez, el Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (Convenio UPOV) es un acuerdo internacional que data de 1961, el cual ha sido modificado en tres oportunidades, a saber: el 10 de noviembre de 1972, el 23 de octubre de 1978 y el 19 de marzo de 1991.

De esta forma, informa que el Convenio UPOV cuenta con tres diferentes Actas vigentes: “Acta 1961/1972”; “Acta de 1978” y “Acta de 1991”. Indica que los países que deseen adherir al Convenio UPOV deben suscribir el Acta de 1991, sin embargo, la adhesión a esta última no es obligatoria para aquellos países que han adherido previamente a un Acta anterior del Convenio. 

Señala que a la fecha 43 de los 67 miembros de UPOV han adherido al Acta de 1991, encontrándose entre sus miembros países tan diversos como Australia, Albania, China, Corea, Finlandia, Italia, Jordania, Marruecos, Turquía, Singapur y Vietnam. Añade que, en el ámbito latinoamericano, son Estados Parte del Convenio UPOV, además de Chile, Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, República Dominicana y Uruguay. En efecto, acota que nuestros principales socios comerciales, China, Estados Unidos, Japón y la Comunidad Europea también son miembros de UPOV 1991.

Precisa que desde 1996 Chile es parte de la Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales, fecha en la cual adhirió al Convenio y a las Actas de 1972 y 1978, instrumentos internacionales que fueron promulgados por decreto supremo Nº 18, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 5 de enero de 1996, publicado en el Diario Oficial el 23 de marzo de 1996.

Señala que previa a la adhesión de Chile al Acta 1978 del Convenio UPOV, y como un requisito necesario para permitir su integración a dicho organismo internacional, nuestro país estableció a nivel nacional un marco jurídico que reguló la protección de los derechos de los obtentores de nuevas obtenciones vegetales y creó, para estos efectos, un registro nacional de variedades protegidas dependiente de la División Semillas del Servicio Agrícola y Ganadero. Precisa que lo anterior se materializó mediante la ley Nº 19.342, que regula el derecho de los obtentores de nuevas variedades vegetales, la cual fue promulgada el 17 de octubre del año 1994, y publicada en el Diario Oficial el día 3 de noviembre del mismo año. Sobre el particular, destaca que esta ley incorporó varios de los estándares del Acta 1991 del Convenio UPOV.

Informa que a la fecha, el registro cuenta con aproximadamente seiscientas variedades registradas, tanto de titulares chilenos como del resto del mundo, lo que representa un incremento respecto de las registradas en el año 1996, de doscientos cincuenta variedades. Añade que se espera que con la incorporación de nuevas tecnologías en el sector agroalimentario y forestal chileno se incrementen las solicitudes de registro de nuevas variedades vegetales.

Refiere que los beneficios derivados de la implementación de los estándares del Acta 1978 del Convenio UPOV han contribuido a la transformación de Chile en uno de los principales países exportadores de productos agrícolas, forestales y de semillas en la región. Sin embargo, acota que los nuevos desafíos que enfrenta el sector agrícola y la competencia en los mercados internacionales exigen la incorporación de nuevos elementos en el sistema de protección a los derechos de quienes innovan creando nuevas variedades vegetales, salvaguardando el acceso y los usos permitidos a los agricultores, de conformidad al Acta 1991 del Convenio UPOV.

Resalta que el principal objetivo del Convenio UPOV es establecer un marco jurídico que permita garantizar al obtentor de una nueva variedad vegetal  un adecuado reconocimiento al derecho sobre la variedad que es de su creación, y señala que el presente proyecto de acuerdo, que propone la adhesión de Chile al Acta 1991 del Convenio UPOV, permitirá elevar de forma equilibrada las garantías a la protección de estos derechos e incorporar a Chile al grupo de 43 países que ya han adherido al acta más actualizada de este tratado internacional.

Agrega el Mensaje que, de forma complementaria al presente proyecto, se ha enviado al Congreso Nacional un proyecto de ley que deroga la ley N° 19.342 y regula los derechos sobre las nuevas variedades vegetales. Al respecto, puntualiza que dicha iniciativa  incorpora en la legislación chilena los estándares y las excepciones obligatorias y facultativas establecidas en el Acta 1991 del Convenio UPOV. 

Destaca que este nuevo marco normativo permitirá consolidar a Chile como una potencia agroalimentaria y forestal y fortalecer la industria de investigación, desarrollo e innovación asociada a la producción de nuevas variedades vegetales. Asimismo, sostiene que ayudará a atraer inversión extranjera al país, con equipamiento de punta y un consecuente mejoramiento de las competencias y capacidad de gestión de nuestros investigadores y productores.

En cuanto a la relación entre el Acta 1991 del Convenio UPOV y los acuerdos de Chile en materia de propiedad industrial, indica que consistentemente con lo acordado en los Tratados de Libre Comercio (TLC) suscritos durante la última década, Chile ha reafirmado sus compromisos internacionales en materia de propiedad intelectual en la Organización Mundial de Comercio (OMC) y en la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI). Refiere que ello se ha materializado mediante la adhesión a múltiples acuerdos internacionales sobre propiedad intelectual, siempre manteniendo el necesario balance entre los legítimos intereses de los titulares de derechos y los legítimos intereses de consumidores, usuarios y la comunidad en general.

En este contexto, comenta que si bien las variedades vegetales no se encuentran dentro de las categorías de propiedad industrial expresamente referidas en el Párrafo II del Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio (Acuerdo sobre los ADPIC) de la Organización Mundial de Comercio, es indudable que respecto de las nuevas variedades vegetales existe a nivel internacional un estatuto especial para protegerlas.

De este modo, sostiene que la adhesión al Acta 1991 del Convenio UPOV representa un paso adicional en la estrategia de Chile de participar en el sistema multilateral de propiedad intelectual, que permitirá otorgar mayor seguridad jurídica tanto a los inversionistas extranjeros que quieran registrar sus variedades vegetales en Chile, como a los obtentores y creadores de nuevas variedades nacionales.

Además, destaca que la adhesión al Acta 1991 del Convenio UPOV, al igual que a otros tratados internacionales que forman parte del sistema multilateral de propiedad industrial, fue comprometida internacionalmente por Chile en diversos acuerdos bilaterales de libre comercio (TLC). En particular, menciona al TLC sucrito por Chile con los Estados Unidos de Norteamérica, el TLC Chile – Japón y el Acuerdo de Asociación entre Chile y la Comunidad Europea. Precisa que estos tratados establecen compromisos respecto a la adhesión o incorporación en la legislación nacional del Acta 1991.

En el caso del Tratado de Libre Comercio Chile-Estados Unidos, refiere que en las Disposiciones Generales del Capítulo 17 de “Propiedad Intelectual”, las partes se han comprometido a ratificar o adherir al Acta 1991 del Convenio UPOV antes del 1 de enero de 2009. Por su parte, continúa, de conformidad al Título VI de “Derechos de Propiedad Intelectual”, artículo 170.a).v) del Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea, ambas partes se comprometieron a una ejecución adecuada y efectiva de las obligaciones derivadas del Convenio UPOV, Acta 1978 o Acta 1991. En el caso del TLC Chile - Japón, acota que el artículo 162 establece que ambas partes deberán adherir al Acta 1991 de UPOV, antes del 1 de enero de 2009.

En consecuencia, concluye que la adhesión al Acta 1991 de UPOV además de formar parte del proceso de modernización de la legislación chilena a las normas más completas del sistema internacional de propiedad intelectual e industrial, permitirá dar cumplimiento a compromisos asumidos por Chile con dos de sus más importantes socios comerciales.

Enfatiza, en seguida, las principales características del Acta 1991 del Convenio UPOV.  Incorpora estándares más específicos que los existentes en el Acta del año 1978, de esta forma, amplía los derechos relativos al material de reproducción o de multiplicación de la variedad protegida y aumenta los plazos mínimos de protección. Reafirma la facultad de los países para establecer excepciones al derecho de los obtentores de nuevas variedades vegetales, en particular lo referido al uso con el fin de propagación que los agricultores pueden realizar con una variedad protegida en su propia explotación.

El Acta 1991 de Convenio UPOV mantiene inalterados los requisitos que debe cumplir una nueva variedad para ser susceptible de protección, es decir, debe tratarse de una variedad nueva, homogénea, estable, distintiva y que cuente con una denominación adecuada.

En materia de plazos, aumenta el período de protección de las nuevas obtenciones vegetales de 18 a 25 años en el caso de las variedades de árboles y vides, y de 15 a 20 años para el resto. 

En relación a los derechos concedidos y a su ámbito de aplicación, al igual que en las Actas anteriores de UPOV se concede al obtentor de una nueva variedad vegetal derechos exclusivos respecto de los actos que se realicen con el material de reproducción o de multiplicación de la variedad protegida.





El Acta 1991 detalla con precisión las conductas que se encuentran protegidas: la producción, la preparación para los fines de reproducción, la oferta, la venta, la exportación, la importación y toda otra forma de comercialización. De esta forma, se requerirá la autorización del titular para ejecutar cualquiera de los actos señalados con material de reproducción o multiplicación de la variedad protegida. 

Sin embargo, enfatiza que es en el ámbito de la extensión de los derechos del obtentor de una nueva variedad vegetal a material distinto del de reproducción o multiplicación donde el Acta 1991 de UPOV presenta las mayores diferencias respecto de las anteriores. En particular, establece que los derechos del obtentor se extienden no sólo a los actos relativos al material de reproducción o de multiplicación de la variedad protegida, sino que también al producto de la cosecha, incluidas las plantas enteras y partes de plantas. Lo anterior, precisa será aplicable cuando el producto de la cosecha ha sido obtenido por una utilización no autorizada del material de reproducción o de multiplicación de la variedad protegida, a menos que el obtentor haya podido ejercer razonablemente su derecho con relación a dicho material. De esta forma, se extienden los derechos del obtentor respecto de los productos obtenidos por el uso ilegal del material de reproducción o multiplicación de la variedad protegida.

Otra diferencia del Acta de 1991 respecto del Acta de 1978, continúa, se encuentra en que ésta última exigía que la protección se extendiera al menos a veinticuatro géneros o especies botánicas después de ocho años de ingreso al Acta, mientras que el Acta de 1991 exige su aplicación a todos los géneros o especies transcurridos diez años desde el ingreso al Acta. Sobre este punto, refiere que la legislación chilena vigente desde el año 1994 extiende la protección a todas las especies y géneros, que sean nuevas, estables, homogéneas y distintivas, sin exclusiones, por lo que el estándar del Acta de 1991 ya se encuentra incorporado en nuestro ordenamiento interno.

Respecto a la protección provisional, el Acta de 1991 establece que los Estados Parte deben concederla en el período comprendido entre la presentación de una solicitud de protección de una nueva variedad o su publicación y la fecha en que se concede la inscripción ante el registro nacional de nuevas variedades vegetales. Añade que este tipo de protección representa un cambio adicional respecto de las Actas anteriores del Convenio UPOV, ya que este tipo de protección era facultativa. 

Esta protección provisional, prosigue, consiste en que el solicitante de una nueva variedad tendrá derecho a obtener una remuneración equitativa de quien realice, en el período comprendido entre la solicitud o publicación y la concesión del derecho, alguno de aquellos actos que una vez concedido el derecho requieren de la autorización del titular.

Asimismo, informa que el Acta de 1991 incorpora el concepto de variedad esencialmente derivada, extendiendo respecto de ellas los derechos que se conceden al obtentor. Son variedades esencialmente derivadas aquellas que se derivan principalmente de la variedad inicial, o de una variedad que a su vez se deriva principalmente de la variedad inicial, conservando al mismo tiempo las expresiones de los caracteres esenciales que resultan del genotipo o de la combinación de genotipos de la variedad inicial; que se distinguen claramente de la variedad inicial, y que salvo por lo que respecta a las diferencias resultantes de la derivación, son conformes a la variedad inicial en la expresión de los caracteres esenciales que resulten del genotipo o de la combinación de genotipos de la variedad inicial.

También, hace presente que el Acta de 1991 mantiene la excepción a los derechos de obtentor establecida en el Acta 1978, que excluye a ciertas situaciones del ámbito de protección de este derecho, como: los usos privados, los usos a títulos experimentales y los realizados con la finalidad de crear una nueva variedad a partir de variedades protegidas. Añade que el Convenio UPOV, expresamente, establece una excepción facultativa que permite, dentro de un marco de respeto al derecho concedido, que los agricultores utilicen con fines de reproducción o de multiplicación en su propia explotación el producto de la cosecha que hayan obtenido por el cultivo de la variedad protegida. Además, señala que el Acta de 1991 permite que por razones de interés público se limite el ejercicio de los derechos de obtentor, sujeto a una remuneración equitativa, para que un tercero pueda realizar alguno de los actos que requerirían autorización.

En relación al agotamiento del derecho, expresa que de forma coherente con el sistema de extinción de los derechos de propiedad intelectual vigente en Chile, el Acta de 1991 establece que el derecho concedido al obtentor se extingue una vez que el material de reproducción o de multiplicación, o, en su caso, el producto de la cosecha de la variedad protegida ha sido vendido o comercializado en el territorio de una de las partes contratantes.

Finalmente, el Tratado consta de X Capítulos que, a su vez, comprende 42 artículos, que abordan diversas materias, a saber: definiciones; obligaciones generales de las partes contratantes; condiciones para la concesión del derecho del obtentor; la solicitud de concesión del derecho de obtentor; los derechos de obtentor; la denominación de la variedad; la nulidad y caducidad del derecho de obtentor; la organización institucional de la Unión; la aplicación del Convenio y otros acuerdos, y las cláusulas finales propias de este tipo de instrumentos.





2.- El informe de la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado, de 8 de marzo del presente año, mediante el cual aprueba por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales”.





3.- Documentos. Durante el estudio del proyecto de acuerdo, la Comisión tuvo a la vista los siguientes:

- Cuadro Comparado  UPOV 1978/OPOV 1991, elaborado por  el Ministerio de Relaciones Exteriores.





- Informe proporcionado por la Biblioteca del Congreso Nacional.





-  Nómina actualizada de los miembros de la Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales, UPOV, al 15 de enero de 2011.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

En lo que atañe a esta Comisión, cabe recordar que el aludido acuerdo de la Sala, de 5 de abril del presente año, en el sentido de enviar esta iniciativa a la Comisión de Agricultura para su informe, tuvo su origen en diversas observaciones e inquietudes planteadas por los Honorables Senadores en el sentido de: evaluar el posible costo que pudiese significar para los agricultores esta proyecto; el que exista una iniciativa legal que se está tramitando en paralelo en esta Comisión, que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342, la cual procura implementar el instrumento en análisis; despejar dudas en cuanto a su relación con los transgénicos, y hacer partícipe a los posibles afectados, en particular los pequeños agricultores, entre otras materias.

Por consiguiente, la Comisión, con el propósito de obtener una visión más completa para evaluar la iniciativa en estudio, acordó iniciar una ronda de audiencias e invitar a exponer sus puntos de vistas a diversas entidades y especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica:

- De la Asociación Nacional de Exportadores de Semillas (ANPROS): el Gerente Ejecutivo, señor Mario Schindler.

- De la Asociación Nacional de Mujeres Rurales e Indígenas (ANAMURI), la Encargada del Trabajo Internacional, señora Francisca Rodríguez. 

- De la ONG International Grain, la Representante en Chile, Ingeniero Agrónomo, señora Camila Montecinos. 

- De la Fundación Terram, la Directora Ejecutiva, señor Flavia Liberona.

- De la Sociedad Nacional de Agricultura SNA, la Gerente de Estudios, señora Ema Budinich. 

- Del Movimiento Unitario Campesino y Etnias de Chile MUCECH, el Vicepresidente y Encargado del Sector Productivo, señor Orlando Contreras; el Director, señor Omar Jofré y el Asesor Técnico, señor Héctor Torres. 

- De Chile Sin Transgénicos, los voceros señores Iván Santander y Cristián Sauvageot.

Asimismo, cabe señalar que todos los documentos recibidos y los acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión

Al iniciar el estudio de esta iniciativa en sesión de fecha 11 de abril del presente año, la Comisión recibió al Gerente Ejecutivo de la Asociación Nacional de Exportadores de Semillas, ANPROS, señor Mario Schindler, quien hizo presente que tuvo ocasión de presenciar el debate de la Sala a propósito de la discusión del presente proyecto, en el cual se acordó enviarlo a la Comisión de Agricultura y, con la finalidad de contribuir a su pronta tramitación, abordará determinadas materias que pudiesen aclarar algunas afirmaciones y comentarios formulados por los señores Senadores en dicha sesión.

En primer lugar, en relación con su posible vínculo con el proyecto de ley sobre transgénicos, aclaró que este proyecto de acuerdo no tiene ninguna relación con la iniciativa sobre vegetales genéticamente modificados. Acotó que el registro de variedades protegidas del Servicio Agrícola Ganadero no es el antecedente para permitir la introducción de transgénicos al país. Además, señaló que aquel proyecto tiene su origen en una moción parlamentaria de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y Frei y del ex Senador Flores y que a su respecto el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva.

En el caso del Convenio UPOV, informó que éste existe desde el año 1961 y que el presente proyecto de acuerdo tiene por objetivo aprobar la adhesión de Chile al Acta del año 1991. En seguida, manifestó que en virtud de la ley N° 19.342, que regula derechos de obtentores de variedades vegetales, que permitió la adhesión de Chile al Acta de UPOV del año 1978, en nuestro país existen registradas oficialmente 1.770 variedades, de las cuales 700 están protegidas. Lo anterior, continuó, ha permitido a Chile ser líder mundial en rendimientos de cultivos y en exportaciones frutícolas, beneficiando con ello a los agricultores chilenos, incluyendo a los pequeños agricultores.

En segundo lugar, y en relación al costo que esta iniciativa podría significar para los pequeños agricultores, hizo presente que los cambios que se requieren para adherir al UPOV 1991 no conlleva un aumento en los costos para los pequeños agricultores. Sobre este particular, indicó que existen variedades vegetales públicas, que son de libre acceso para quien quiera comercializarlas a cualquier título cumpliendo con las condiciones establecidas en el decreto ley N° 1.764, de 1977, que fija las normas para la investigación, producción y comercio de las semillas. En efecto, precisó que es de resorte del agricultor decidir qué tipo de variedad siembra. Por otra parte, sostuvo que las modificaciones del Acta de UPOV de 1991 tienen por objetivo mejorar las condiciones en que un obtentor protege y resguarda su creación y no establece condiciones que signifiquen mayores gastos para los agricultores.

Al respecto, enunció algunos de los principales cambios de UPOV 1991 en relación a UPOV 1978, a saber:

- Extensión de la protección al producto de la cosecha.  UPOV 1991 deja libertad a los países para regular el privilegio del agricultor, entendido como la posibilidad de que los agricultores usen en su propia explotación el producto de la cosecha de variedades protegidas para siembras posteriores. En su opinión este punto podría significar un costo menor para los pequeños agricultores.

- Consagra una protección provisional para quien solicita la inscripción de una nueva variedad la cual, a su juicio, no tiene efecto sobre el costo de los pequeños agricultores.

- Extensión del período de protección de 18 a 25 para árboles y vides y de 15 a 20 años  para el resto, 

-Incorporación del concepto de variedad esencialmente derivada.

En tercer lugar, hizo presente que existe un error conceptual en relación a este proyecto, pues se tiende a pensar que el sistema de protección de UPOV permite patentar variedades.  Al respecto, enfatizó que en Chile las variedades vegetales están excluidas del patentamiento, según lo dispone el literal b), del artículo 37, de la N° 19.039, sobre Propiedad Industrial. A mayor abundamiento, indicó que la Convención de UPOV 1991 permite la protección de variedades vegetales y establece derechos sobre las mismas, pero, al mismo tiempo, reconoce excepciones a estos derechos, como el privilegio del agricultor y la excepción del obtentor, que permite usar variedades protegidas para desarrollar nuevas variedades,  entre otras. Recalcó que este punto marca una notoria diferencia entre los derechos de los obtentores de las patentes industriales.

Asimismo, sostuvo que en nuestro país el desarrollo de variedades comerciales llevado adelante por los pequeños agricultores o por las comunidades indígenas es casi inexistente y que en el caso del maíz yuteño o de las papas chilotas éstos están debidamente cautelados, ya que no son variedades, sino ecotipos no registrables bajo el sistema UPOV, porque no son nuevas variedades, por lo que las comunidades locales podrán seguir utilizándolos sin ninguna restricción de acceso. Además, señaló que un mejoramiento de estos ecotipos, que genere una nueva variedad vegetal podría producir efectos positivos para las mismas comunidades que tendrían una mayor diversidad de alternativas para sus siembras. 

En cuarto lugar, respecto a la  preocupación de no haber consultado a los agricultores, refirió que ellos han hecho presente su necesidad de contar con nuevas y mejores variedades, lo que ocurre particularmente en la fruticultura, puesto que al no tener acceso a las nuevas variedades que demanda el mercado mundial, podría dejar al principal sector exportador de la agricultura chilena sin competitividad.

Advirtió que son los propios agricultores los que están permanentemente exigiendo al mercado que genere nuevas y mejores variedades. A manera ilustrativa, dio a conocer los porcentajes, según estadísticas oficiales de ODEPA, que muestran el incremento del rendimiento promedio por hectárea a nivel nacional de los cultivos anuales de los pequeños agricultores, entre los años 2000 y 2010: en trigo 51%; en papas 30%; en remolacha 38%; en maíz 18%; en maravilla 76%; en poroto 23%; en avena 67%; en cebada 67%, y en lenteja 25%, y agregó que gran parte de este aumento se debe a la introducción permanente de nuevas variedades.

En quinto lugar, informó que existen 46 países adscritos a UPOV 1991 y sólo 22 a UPOV 1978. Acotó que UPOV insta a que los países avancen en su legislación hacia los criterios de UPOV 1991, y todo país que postule a ser miembro debe hacerlo depositando una ley que esté en sintonía con el Acta de1991.

En sexto lugar, en relación a la preocupación de que Brasil y Argentina aún no han adherido a UPOV 1991, explicó que ello se debe a los significativos porcentajes de venta ilegal de semilla que tienen estos dos países, principalmente en el cultivo de soya, del cual son megaproductores, de hecho, informó, Argentina cultiva 18,2 millones de hectáreas de soya. Tanto Brasil como Argentina no pueden cumplir con la cláusula de UPOV 1991, que establece que si el obtentor no ha podido ejercer sus derechos de propiedad sobre la semilla, podrá hacer efectivo su derecho sobre el producto de la cosecha. Es decir, si estos países adhiriesen a UPOV 1991 infringirían esta norma al exportar millones de toneladas de soya proveniente de semillas ilegales, lo cual les podría generar un grave conflicto a nivel internacional.

En séptimo lugar, se refirió a la necesidad de que los pequeños agricultores también tengan acceso a la protección de sus variedades. Al respecto, señaló que cualquier persona que obtenga una variedad, según UPOV, califica como obtentor.  Precisó que en Chile son prácticamente inexistentes las variedades comerciales desarrolladas por pequeños agricultores, pues ello requiere de inversiones considerables de dinero, tiempo, mano de obra, de infraestructura y de conocimientos profesionales. Comentó que la mayoría de los fitomejoradores pertenecen al Instituto de Investigaciones Agropecuarias (INIA) y a las universidades que cuentan con grupos científicos dedicados a las investigación.

Bajo este contexto, sostuvo que los pequeños agricultores son los principales beneficiarios del trabajo de los fitomejoradores o de quienes tienen la licencia de obtentores extranjeros, porque a través de esta vía tienen la posibilidad de acceder a genética de nivel mundial, lo que les permite dejar la agricultura de subsistencia. Acotó que UPOV 1991 garantiza mantener un acceso fluido a variedades extranjeras de excelencia y a la vez estimula la investigación de los fitomejoradores nacionales.

En relación a la aprensión de que este proyecto de acuerdo protege principalmente a los obtentores extranjeros, refirió que UPOV 1991 promueve la protección de todas las variedades vegetales registradas, sean de obtentores nacionales o extranjeros, e informó que de las 700 variedades protegidas inscritas en el Servicio Agrícola Ganadero 615 son extranjeras. Agregó que estas semillas son la base de gran parte de nuestra agricultura y fruticultura, y que los obtentores extranjeros seguirán entregando sus materiales para que sean utilizados en Chile siempre que se cautelen sus derechos. De lo contrario, expresó, no inscribirán sus semillas en Chile, lo que podría perjudicar la competitividad de nuestro país como agroexportador.

Por lo anterior, resaltó que estimular la investigación y el desarrollo de nuevas variedades debe ser una prioridad, y que Chile debe dar un paso cualitativo y cuantitativo en esta materia. No obstante, acotó que los principales cultivos en los que se investiga en Chile, como cereales, papas y leguminosas, tienen un alto porcentaje de venta ilegal de semilla, lo que desincentiva la investigación nacional. Bajo este contexto, señaló que UPOV 1991 permitirá elevar los estándares en esta materia y consecuencialmente  que los investigadores nacionales prosperar en sus investigaciones.

Finalmente, indicó que la ley N° 19.342 que regula derechos de obtentores de nuevas variedades vegetales no contempla los criterios más relevantes de UPOV 1991, como la obligación de incorporar en un plazo de 10 años a todos los géneros y especies, y advirtió que no se trata de avanzar rápidamente en esta materia, ya que desde el punto de vista del Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos este proyecto de acuerdo debería haberse aprobado en el mes de enero del año 2009. Por último, hizo presente que Estados Unidos tiene como política global en todos sus acuerdos comerciales, a nivel mundial, establecer como prioridad el tema de la propiedad intelectual, lo que se debió haber tenido en consideración al momento de suscribir el presente tratado. 

Enseguida, expuso la representante en Chile de la ONG Internacional Grain, señora Camila Montecinos, quien afirmó que el proyecto de acuerdo no protege los conocimientos ni la biodiversidad, ya que en su opinión sólo fomenta la privatización de los bienes que conforman el patrimonio colectivo de los pueblos, especialmente de las comunidades campesinas y de los pueblos indígenas. De esta forma, manifestó que fomenta un principio que consideró inaceptable, cual es incentivar la privatización de los conocimientos y de las diversas formas de vida existentes en nuestro país. En efecto, dijo, abre las puertas a la expropiación y a la privatización de la biodiversidad agrícola y silvestre de Chile.  UPOV 1991 sólo busca una mayor privatización de los recursos genéticos y de la biodiversidad nativa, al extender el alcance de los derechos de obtentor a todas las especies vegetales.

Sostuvo que esta iniciativa no responde a un deseo de los agricultores, ya que sólo una minoría de ellos podría mejorar su producción en base a nuevas variedades vegetales. Indicó que UPOV 1991 no impedirá casos aberrantes, como sucedió con la alstroemeria, el pepino dulce, el boldo, el quillay o el avellano. Añadió que facilitará que una empresa se apropie de las variedades campesinas e indígenas, al considerar como nueva cualquier variedad que no haya sido comercializada ampliamente o inscrita en registros de propiedad intelectual.

Adicionalmente, continuó, restringe prácticas que han estado en vigencia desde los inicios de la agricultura, como el seleccionar, mejorar, obtener, guardar, multiplicar e intercambiar semillas libremente de una cosecha anterior. Esta práctica es un derecho fundamental de los agricultores del mundo, reconocida en el Tratado de Recursos Fitogenéticos de la FAO, y que fue central en la creación de la diversidad y de la riqueza genética que hoy usan las mismas empresas semilleras que buscan prohibirla. Con estas medidas, continuó, se impedirá que las comunidades campesinas e indígenas experimenten, mejoren e intercambien libremente sus semillas, proceso a través del cual generaron toda la diversidad que hoy sustenta su agricultura. 

Consideró nefasta la combinación de esta normativa con la Ley de Propiedad Industrial, pues promoverá la aplicación de sanciones a los agricultores cuyas variedades han sido contaminadas por cultivos transgénicos y permitirá que sus variedades sean confiscadas. Señaló que este proyecto de acuerdo entra en conflicto con el Tratado de Recursos Genéticos de la FAO, del cual Chile es signatario. Además, indicó que no garantiza un mayor acceso a las variedades vegetales. En efecto, acotó que la aplicación de la ley N° 19.342, junto a otras políticas agrícolas, ha llevado a una menor disponibilidad de variedades, y que este proyecto agrava esta tendencia. Sobre este punto, informó que la experiencia mundial ha demostrado que las leyes de propiedad industrial sobre las plantas han provocado un proceso de concentración extrema de la producción de semillas a nivel mundial, restringiendo así el acceso a nuevas variedades y  reduciendo la oferta tecnológica.

Señaló que UPOV 1991 crea las condiciones para la introducción y la expansión de los cultivos transgénicos, al reconocer el derecho de propiedad sobre variedades vegetales sin exigir una prueba efectiva de su mejoramiento, al tener como única base la simple expresión de un carácter. Al respecto, indicó que el artículo 5° de UPOV 1991 al enumerar los requisitos para otorgar un derecho de obtentor no exige que la nueva variedad sea efectivamente mejor que las ya existentes, ni siquiera exige que sea útil o inocua. Asimismo, señaló que el artículo 7° al definir el criterio de distinción permitirá a las empresas biotecnológicas utilizar variedades antiguas para adicionarles transgenes o genes cosméticos, sin valor productivo, pero capaces de provocar una diferencia visible, a fin de registrarlas como nuevas variedades. Agregó que la no exigencia de mejorías comprobables o de inocuidad facilitará la introducción de cultivos tóxicos.
Hizo presente que UPOV 1991 crea condiciones para expandir la presencia de empresas semilleras transnacionales en el país, en desmedro del desarrollo nacional de variedades vegetales. Sobre el particular, señaló que la ley N° 19.342 ya produjo un proceso de concentración de la variedades en uso en manos de las empresas transnacionales y que el articulado del proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales aumenta las ventajas de las empresas sobre los mejoradores genéticos nacionales, ya que ellas podrán registrar sus variedades por simple proceso de homologación, mientras que las empresas nacionales deberán demostrar que cumplen con los requisitos de novedad, distinción, homogeneidad y estabilidad. Acotó que si se aprueba el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes estas ventajas serán aún mayores.
Resaltó que garantiza a las empresas extranjeras el poder definir qué se utilizará en el país, al entregarles el derecho a controlar la comercialización, importación o exportación del material de propagación. En efecto, comentó que los derechos otorgados por esta ley permitirá a las empresas decidir qué se podrá cultivar en el país. Más aún, enfatizó que UPOV 1991 posibilitará que una empresa registre una variedad con el fin específico de no permitir su uso. Bajo este contexto, señaló que UPOV 1991 permitirá la constitución de poderes monopólicos sobre las semillas, dificultando los procesos de mejoramiento genético independiente, impidiendo a los agricultores producir sus propias semillas y facilitando los procesos de concentración de las empresas, lo que en su opinión provocará una inevitablemente alza de los precios de las semillas, encareciendo la producción agrícola en general y la de alimentos en particular. 
Adicionalmente, refirió que convertirá a las empresas semilleras en fiscalizadoras del cumplimiento de esta iniciativa, ya que deja en sus manos el asegurar que las disposiciones de este Tratado se observen adecuadamente. Refirió que se consagrará la exclusividad de dicha fiscalización, dejando fuera a la supervisión pública, lo que en su opinión violará las normas fundamentales del país.
También, comentó que UPOV 1991 permitirá el decomiso y el embargo de los cultivos y de las cosechas de quienes sean acusados de no cumplir con la ley. En su opinión, esto se podrá traducir en la destrucción de los cultivos y de los plantaciones frutales, en el decomiso de los productos agrícolas destinados a la venta, e incluso, en el embargo de las exportaciones chilenas. Agregó que esta medidas se reafirman en los artículos 52 y 53 del texto del proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales, al establecer procedimientos sumarios para conocer de las acciones que podrá ejerce el titular del derecho de obtentor vulnerado o lesionado y no consagra una compensación en caso de desecharse dichas acciones, con lo cual consideró que se limita sin fundamento el derecho a defensa de los demandados. 

En cuanto al proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales, refirió que su fundamentación utiliza un lenguaje engañoso, porque no da a conocer el origen de esta iniciativa e introduce justificaciones de carácter tecnológicas que no guardan relación directa con dicho proyecto de ley. Al respecto, complementó que su fundamentación permite deducir que esta ley intentará crear condiciones favorables para la introducción de los llamados farmocultivos o cultivos productores drogas. Por otra parte, indicó que este proyecto de ley al no exigir inocuidad, podría permitir que se reconozca el derecho de obtentor sobre cultivos productores de drogas o sustancias químicas de uso industrial y que nuestro país se podría ver expuesto a presiones de parte de las empresas transnacionales para convertir a Chile en una de sus zonas de cultivo. Si esto ocurre, continuó, será imposible proteger a la producción alimentaria y agrícola en general de los procesos de contaminación con genes tóxicos. Sobre el particular, opinó que si tales cultivos llegan a introducirse en el país, no sólo crearán problemas graves para la salud pública, sino que también llevarán a la ruina a la producción de alimentos y a las exportaciones agrícolas chilenas.
Observó que el referido proyecto de ley se presenta como un facilitador para la adopción de nuevas tecnologías respecto de semillas y de material reproductivo, siendo que en realidad restringe el acceso a ella. Hizo presente que el principal motivo de este proyecto de ley es la implementación de los Tratados de Libre Comercio suscritos por nuestro país, especialmente con Estados Unidos. Además, reparó que la fundamentación de esta iniciativa legal señala que la mayoría de los agricultores espera poder utilizar nuevas variedades vegetales en los próximos años; no obstante que de acuerdo a los datos presentados en la misma fundamentación sólo un tercio de los agricultores encuestados expresó su apoyo a esta iniciativa legal.

Bajo este contexto, señaló que rechazan el proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales y el presente proyecto de acuerdo, porque atentan gravemente contra el conjunto de los habitantes de nuestro país, en el entendido de que la agricultura tiene un carácter eminentemente social, puesto que tiene la función de sustentar y de alimentar a toda la población. De esta manera, precisó que poner en riesgo la seguridad y la soberanía alimentaria de Chile, por la concesión de nuevos privilegios para las empresas transnacionales que están en el negocio agrícola,  es un suicidio para el sector agrícola. 
A continuación, la Directora Ejecutiva de la Fundación Terram, señora Flavia Liberona, recordó que en materia de obtentores existen dos proyectos en discusión, a saber: el proyecto de acuerdo aprobatorio del Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales, que ingresó a la Cámara de Diputados el 31 de marzo de 2009, el cual actualmente se encuentra, en segundo trámite constitucional en el Senado, y el proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga ley N° 19.342, que ingresó a la Cámara de Diputados el 13 de enero de 2009 y que también se encuentra en el Senado en su segundo trámite constitucional. 
A continuación, señaló que Chile al poseer una economía abierta, ha suscrito una gran cantidad de Tratados de Libre Comercio multilaterales y bilaterales, lo que en su opinión ha incentivado al sector exportador, desprotegiendo el patrimonio natural que pertenece a todos los chilenos.

Refirió que en los Tratados de Libre Comercio además de negociar relaciones comerciales, también se abordan aspectos culturales, laborales, ambientales y económicos. Además, indicó que Chile ha suscrito Acuerdos de Complementación Económica (ACE) en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI), siendo su principal objetivo la negociación comercial, particularmente la instauración de rebajas arancelarias. Asimismo, complementó que nuestro país también ha adscrito Acuerdos de Asociación, en los cuales además de la negociación comercial, se negocian aspectos culturales, laborales, ambientales, inversiones y se promueve la cooperación entre los países que lo suscriben.

En lo referente al Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos, informó que éste fue firmado el 6 de junio de 2003 y que entró en vigencia el 1 de enero de 2004. Agregó que este Tratado aborda, entre otros, los siguientes temas: acceso a mercados; reglas de origen; administración aduanera; salvaguardias; antidumping; barreras técnicas al comercio; asuntos sanitarios y fitosanitarios; inversiones; movimientos de capital; servicios; entrada temporal de personas de negocios; telecomunicaciones; servicios financieros; comercio electrónico; compras públicas; propiedad intelectual; medio ambiente; asuntos laborales, y solución de controversias.

En particular, acotó que el Capítulo 17 de este TLC contiene una serie de obligaciones para Chile referidas a los derechos de propiedad intelectual e informó que éste prescribe que cada parte aplicará las disposiciones de este Capítulo y que podrá prever en su legislación interna, aunque no estará obligada a ello, una protección más amplia que la exigida por éste, a condición de que tal protección no infrinja las disposiciones del mismo. Además, precisó que dispone que antes del 1 de enero del año 2007 las Partes deben ratificar o adherir al Tratado de Cooperación en Materia de Patentes y que antes del 1 de enero de 2009 las Partes deben ratificar o adherir a la Convención Internacional sobre la Protección de Nuevas Variedades de Plantas, UPOV 1991, el Tratado sobre Derechos de Marcas (1994) y el Convenio sobre la Distribución de Señales Portadoras de Programas Trasmitidos por Satélite (1974). Asimismo, indicó que este Capítulo establece que las Partes harán todos los esfuerzos razonables para ratificar o adherir a los siguientes acuerdos, de conformidad con su legislación interna: el Tratado sobre Derechos de Patentes (2000); el Acuerdo de la Haya sobre Depósito Internacional de Diseños Industriales (1999), y el Protocolo referente al Arreglo de Madrid relativo al Registro Internacional de Marcas (1989).

Por otra parte, hizo presente que en este Capítulo se señala que ninguna disposición relativa a los derechos de propiedad intelectual irá en detrimento de las obligaciones y derechos de una Parte respecto de la otra en virtud del Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio (ADPIC) o tratados multilaterales de propiedad intelectual concertados o administrados bajo los auspicios de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI).

Luego, trajo a colación al artículo 17.9 número 2 de este Tratado, que se refiere a las patentes, cuyo texto es el siguiente: “Cada parte realizará esfuerzos razonables, mediante un proceso transparente y participativo, para elaborar y proponer una legislación dentro de cuatro años desde la entrada en vigor de este Tratado, que permita disponer de protección mediante patentes para plantas a condición de que sean nuevas, entrañen una actividad inventiva y sean susceptibles de aplicación industrial.”. 
En cuanto a la protección de la variedades vegetales, indicó que existen dos sistemas para protegerlas, a saber: el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio y los Acuerdos de la Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales, UPOV.

En el caso del Convenio UPOV, informó que éste fue adoptado en París en el año 1961 y revisado en los años 1972, 1978 y 1991. Refirió que el Convenio UPOV, en general, promueve un sistema de protección de la propiedad intelectual sui géneris, adaptada específicamente al proceso de fitomejoramiento y elaborada para alentar a los obtentores a crear nuevas variedades vegetales. Al respecto, informó que la primera Acta de UPOV fue redactada en el año 1961, principalmente por los gobiernos de los países industrializados que deseaban proteger a los obtentores vegetales, tanto en sus mercados locales como externos. Luego, indicó que el Convenio UPOV fue revisado por las Actas de 1972, 1978 y 1991 y que en el caso de la versión de 1991, ésta entró en vigencia en el mes de abril del año 1998.

En seguida, señaló que Chile suscribió al Tratado UPOV de 1978, promulgando previamente la ley N° 19.342, para dar cumplimiento a los criterios de UPOV 1978. Sin perjuicio de lo anterior, acotó que el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos nos comprometió a adherir a UPOV 1991. 
Posteriormente, comentó que UPOV 1991 incluye niveles más estrictos de protección en comparación con el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC). Además, observó que el contexto mundial en el que se suscribió el Convenio UPOV de 1978 es completamente distinto al actual, a modo de ejemplo, indicó que en el año 1978 no existía la biotecnología y tampoco la transgenia a nivel comercial e industrial. También, hizo presente que Chile aún no cuenta con una legislación adecuada para la protección de la biodiversidad y del patrimonio filogenético.

En relación al Acta de UPOV 1991, formuló las siguientes observaciones:

1.- No todos los países que han suscrito a UPOV 1978 han adherido a UPOV 1991 y mencionó como ejemplo a: Argentina, Bolivia, Brasil, Bulgaria, Canadá, China, Colombia, Ecuador, Francia, Irlanda, Italia, México, Noruega, Paraguay, Portugal y Uruguay.

2.- La gran diferencia entre UPOV 1978 y 1991 radica en que esta última estipula que se requiere la autorización del obtentor para la producción o reproducción de semillas para cualquier otro fin. En su opinión este punto restringiría el llamado privilegio del agricultor.

3.- El artículo 7° del Convenio UPOV 1991 establece que se considerará distinta la variedad si se distingue claramente de cualquier otra variedad cuya existencia, en la fecha de presentación de la solicitud, sea notoriamente conocida. Al respecto, observó que un campesino difícilmente podrá conocer si una variedad es notoriamente conocida o si ésta pertenece a un obtentor.

4.- El artículo 10 número 3) que señala que ninguna Parte podrá denegar la concesión de un derecho de obtentor o limitar su duración, argumentando que la protección para la misma variedad no ha sido solicitada, o que ésta ha sido denegada o que ha expirado en otro Estado o en otra organización internacional. Sobre esta norma, reparó que desprotege a los pequeños campesinos y comunidades indígenas que han desarrollado variedades para su uso, ya que las variedades podrían ser inscritas por cualquiera persona, sin respetar los derechos del verdadero obtentor.

5.- El artículo 14 número 1) referido al alcance del derecho de obtentor establece que se requerirá la autorización del obtentor para los actos de reproducción o de multiplicación de la variedad protegida que involucren: la producción o su reproducción, la oferta en venta, la venta o cualquier otra forma de comercialización, la exportación, la importación y la posesión de la variedad con fines de reproducirla o de importarla. Cabe señalar que este artículo faculta al obtentor a subordinar su autorización a condiciones y a limitaciones. Sobre el particular, alertó que con esta norma se estaría prohibiendo a los campesinos a guardar el producto de sus cosechas con fines reproductivos.

6.- El artículo 14 número 2) señala que también se requerirá la autorización del obtentor para la reproducción y la posesión del producto de la cosecha, incluidas plantas enteras y partes de plantas, obtenido por la utilización no autorizada del material de reproducción o de multiplicación de la variedad protegida, a menos que el obtentor haya podido ejercer razonablemente su derecho en relación con dicho material de reproducción o de multiplicación. Al respecto, comentó que este artículo pone en riesgo a la agricultura familiar campesina e indígena, y también sus usos tradicionales, puesto que las variedades que han sido desarrolladas por dichas comunidades podrían ser registradas por otros y de este modo prohibirles su uso.

7- El artículo 15 número 2) consagra que cada Parte Contratante podrá restringir el derecho de obtentor respecto de toda variedad, dentro de límites razonables y a reserva de la salvaguardia de los intereses legítimos del obtentor, con el fin de permitir a los agricultores utilizar con fines de reproducción o de multiplicación, en su propia explotación, el producto de la cosecha que hayan obtenido por el cultivo, en su propia explotación. Explicó que este artículo permite establecer excepciones o salvaguardias, las cuales permitirían proteger en algún grado a la agricultura familiar campesina y a los usos tradicionales.

8.- Los conceptos y contenidos de las Actas UPOV son poco conocidos por la sociedad civil, por las organizaciones campesinas y por las entidades académicas, porque no se ha realizado un proceso transparente y participativo para su divulgación, en consonancia con el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos, los Convenios UPOV 1978 y 1991, la Convención de Biodiversidad, y el Convenio N° 169 de la OIT.

9.- Necesidad de realizar un análisis comparativo entre los Convenios UPOV 1978 y UPOV 1991, identificando: los cambios entre uno y otro, y como éstos podrían afectar a los pequeños campesinos y comunidades indígenas; la incorporación de nuevas restricciones, y las formas bajo las cuales se podría brindar una adecuada protección a la biodiversidad del país, incluyendo las especies vegetales chilenas y la biodiversidad agrícola, en el marco de esta nueva legislación. Asimismo, realizar un estudio comparativo entre la ley N° 19.342 y el proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales.

10.- Realizar un análisis de la Convención de Biodiversidad, suscrito por Chile en 1994, en relación a la protección de las especies nativas, especies y variedades vegetales usadas tradicionalmente por campesinos y comunidades indígenas con fines agrícolas, medicinales, rituales u otros, detectando sus posibles puntos de conflicto con el Convenio UPOV 1991.

11.- Finalmente la señora Liberona instó a  instalar los conceptos de derechos, usos tradicionales y de bien común, asegurando la protección de las prácticas tradicionales y de los recursos vegetales nativos, y promover una ley de protección de la biodiversidad o de los recursos fitogenéticos.
A continuación, el señor Ministro de Agricultura,  don José Antonio Galilea, informó que este proyecto de acuerdo, al igual que la iniciativa legal que busca regular los derechos sobre las obtenciones vegetales, fueron presentados durante el Gobierno anterior y que esta nueva Administración asumió la necesidad continuar con su tramitación, especialmente porque ambos dan cumplimiento a los compromisos asumidos por nuestro país en los Tratados de Libre Comercio suscritos con Estados Unidos, Japón y Australia, lo que en su opinión constituye un elemento más que suficiente para aprobarlos.

Indicó que Chile necesita desarrollar con mayor potencia la generación de estímulos para el desarrollo de nuevas variedades vegetales al interior del país. Al respecto, destacó que existe una demanda creciente del sector agrícola de contar con nuevas variedades vegetales y no sólo depender de variedades extranjeras, toda vez que el desarrollo de nuevas variedades, particularmente en el ámbito frutícola, facilitará a nuestros agricultores nacionales, el acceso a los mercados internacionales. En efecto, precisó que esta demanda se centra en buscar nuevas variedades que se adapten mejor al medio agrícola chileno y que simultáneamente respondan a la demanda de calidad de nuestros principales mercados.

Informó que el Gobierno presentará una indicación al proyecto de ley que regula derechos sobre las obtenciones vegetales y que deroga la ley N° 19.342, con el fin de resolver el problema de los pequeños agricultores. Esta propuesta, continuó, permitirá a los pequeños agricultores ocupar parte del producto de su cosecha en su propia explotación sin autorización del obtentor, dentro de ciertos límites definidos por esta ley.

Luego, hizo presente que el Instituto de Investigación Agropecuaria (INIA) es un gran generador de nuevas variedades vegetales y señaló que gran parte de sus científicos son destacados investigadores que en estos días han lanzado nuevas variedades en materia de carozo y de uva de mesa, las que en su opinión constituyen dos nuevas alternativas para los productores agrícolas. Además, refirió que en el ámbito forestal se ha creado una nueva variedad de pino radiata, que permite un crecimiento en un 20% superior que las plantas convencionales, lo que mejora la situación de los productores forestales de la VIII Región y comentó que existe un programa para desarrollar estas nuevas variedades en plantaciones de pequeña y mediana propiedad forestal. Por lo anterior, concluyó, el Ministerio de Agricultura está por avanzar en ambas iniciativas legales. 

El Honorable Senador señor Sabag recordó que hubo un largo debate en el Senado, del cual él fue uno de los promotores, en el que se advirtió que el Convenio UPOV 1991 está ligado con los transgénicos y además señaló que existe un temor fundado de parte de los pequeños agricultores de tener que pagar una remuneración por sus producciones agrícolas. Por otra parte, hizo presente que en esta ley se debe precisar cuándo se deberá pagar estos derechos y a cuánto ascenderán. Además, indicó que se debe definir si se pagarán con las semillas o con la producción del agricultor. Bajo este contexto, sostuvo que están ante una gran incertidumbre pues si bien coincide en mejorar la genética de nuestro país, ello debe ser  con reglas claras y conocidas por todos los agricultores.

Finalmente, propuso invitar a las agrupaciones de agricultores para que puedan exponer sus planteamientos respecto de esta iniciativa.

En sesión posterior, de fecha 18 de abril del presente año, la Gerente de Estudios de la Sociedad Nacional de Agricultura, señora Ema Budinich, señaló que el principal objetivo del Convenio UPOV 1991 es establecer un marco jurídico que permita garantizar al obtentor de una nueva variedad vegetal un adecuado reconocimiento al derecho sobre la variedad. También, comentó que amplía los derechos relativos al material de reproducción o de multiplicación de la variedad protegida y que aumenta los plazos mínimos de protección de las nuevas obtenciones vegetales de 18 a 25 años en el caso de las variedades de árboles y vides, y de 15 a 20 años para el resto.

Mencionó que se detallan con precisión las conductas que se encuentran protegidas; se introduce la noción de variedad esencialmente derivada (EDV), y se mantiene el derecho a una protección provisional entre la presentación de una solicitud y la fecha en que se concede la inscripción.
Enfatizó que este proyecto de acuerdo se justifica por el compromiso adquirido por nuestro país, en virtud de un acuerdo en el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos, en el cual Chile se comprometió a adherir a UPOV 1991 el 1 de enero de 2009. Adicionalmente, sostuvo que los Acuerdos Comerciales con la Comunidad Europea y con Japón también establecen la obligación de Chile de incorporarse a las normas del Acta de UPOV 1991. Advirtió que en los países de destino de nuestras exportaciones, existe una creciente exigencia a respetar la propiedad intelectual de las variedades vegetales y que las metas de desarrollo que se ha propuesto Chile demandan un creciente desarrollo y adopción de innovaciones en todos los campos. Bajo este contexto, precisó que el desarrollo agrícola será altamente sensible a la adopción de nuevas variedades.

Indicó que retrasar la adhesión a UPOV 1991, podría generar para nuestro país una serie de sanciones, litigios internacionales o la retención y el embargo de los productos nacionales infractores a la propiedad intelectual. Alertó que sin duda se deteriorará la imagen del país a nivel internacional, lo que en su opinión podría generar el cierre temporal o definitivo de ciertos mercados y la consecuente pérdida de las oportunidades abiertas por los Tratados de Libre Comercio. En efecto, acotó que se podría perder terreno frente a nuestros competidores en el mercado mundial y limitar la agregación de valor a la producción agrícola, restringiendo la plantación y la comercialización de las variedades protegidas, que tienen un mejor precio y calidad. Agregó que también se podría desalentar la investigación y la innovación en el país.

Por otra parte, se refirió a los beneficios del uso de variedades mejoradas. Al respecto, comentó que se ganará en eficiencia y que con la innovación tecnológica los agricultores obtendrán más beneficios, derivados del incremento de rendimiento, de la reducción de los costos y de una mejor de la calidad del producto. Asimismo, señaló que se propenderá a un uso más eficiente del suelo agrícola, puesto que en la misma superficie se podrá producir más. Refirió que el desarrollo y la adopción de nuevas variedades elevará la competitividad de la agricultura.

Al mismo tiempo, indicó que aumentará el valor agregado del sector, con un mayor aporte al PIB, ya que las exportaciones agrícolas se multiplicaron por 6 en 20 años. Además, sostuvo que aportará a la generación de empleo al hacer más competitivo el negocio y aumentará la seguridad alimentaria, ayudando consecuentemente a reducir la pobreza rural. Destacó, enseguida que beneficiará a los consumidores, porque hará más accesibles los alimentos a los hogares, especialmente a los más pobres e incentivará un menor uso de agroquímicos y fertilizantes en la agricultura.

Posteriormente, mencionó un estudio del INIA sobre el impacto de la innovación en los pequeños agricultores. Al respecto, informó que los pequeños agricultores valoran el poder tener acceso a las innovaciones y tienen claridad que éstas les permitirán ser más productivos y negocios más sostenibles. En general, acotó que los pequeños agricultores entienden que serán beneficiados con UPOV 1991, porque podrán acceder a variedades mejoradas, lo que les permitirá aumentar su productividad. A vía de ejemplo citó el caso de los cereales, en los cuales cerca de un 50% de las mejoras de rendimiento en la trayectoria de los últimos veinte años se debe a mejoras genéticas, por lo cual arguyó que si no tenemos un marco jurídico que proteja toda esta generación de conocimiento se estarían poniendo en riesgo todos estos beneficios.

Complementó que UPOV 1991 también beneficiará a las pymes agrícolas, sector en donde existen las mayores brechas de competitividad y que por lo mismo su prioridad está en elevar la productividad. Al respecto, consideró necesario incentivar la innovación en variedades, ya que en su opinión este cambio traerá ganancias en el rendimiento, en la calidad y en la rentabilidad. En efecto, acotó que es una oportunidad para las pymes agrícolas la introducción de semillas mejoradas como parte de los programas de transferencia tecnológica.

Adicionalmente, señaló que un nuevo marco legal en materia de obtenciones vegetales traerá beneficios a la innovación local, para ello se requiere de un adecuado reconocimiento al derecho sobre una nueva variedad, de modo que constituya un incentivo a la innovación. El Estado, continuó, ha invertido fondos equivalentes al 1,5% del PIB para apoyar la investigación de sus instituciones agrícolas y para proyectos en esas materias.

Señaló que nuestro patrimonio genético endémico es una importante fuente de innovación.  A vía de ejemplo mencionó  la frutilla blanca, las nuevas variedades de papa, los usos medicinales de la rosa mosqueta y el potencial antioxidante del maqui. En efecto, enfatizó, Chile tiene un tremendo potencial para la exportación de innovaciones locales, desarrollando nuevas variedades de trigo, de arroz, de papa, o de quínoa.

Enseguida el Vicepresidente del Movimiento Unitario Campesino Etnias de Chile (MUCECH), señor Orlando Contreras, informó que según el VII Censo Nacional Silvoagropecuario la agrupación que encabeza reúne a 268.000 familias, que comprende un millón doscientos mil personas y generan 900.000 empleos aproximadamente. Agregó que representan un 89% de las unidades productivas del país, que equivale a un 25% de la tierra agrícola y, en algunos rubros, llegan a un 25% del PIB agrícola. Agregó que son fuertes en la producción de hortalizas y que el 28% del trigo nacional es producido por los pequeños agricultores. Además, comentó que del total de explotaciones agrícolas MUCECH aglutina a 268.449, con una superficie de 2.293.975 hectáreas. En efecto, destacó, son fuertes productores para el mercado local.

Asimismo, indicó que MUCECH agrupa a once organizaciones campesinas y que se relaciona con el Gobierno, a través de Ministerio de Agricultura, en especial con INDAP, ya que forman parte del Consejo Consultivo de INDAP, y son consejeros del INIA y de CONAF y que a nivel internacional son cofundadores de COPROFAM (del MERCOSUR Ampliado) y tienen convenio con el IICA, FAO, FIDA, ACTIONAID, entre otros.

En relación a la Convención de UPOV 1991, hizo presente que la agricultura familiar campesina no se opone a la investigación y al desarrollo de nuevas variedades vegetales, porque ha permitido aumentar el nivel de productividad del sector agrícola. Les parece conveniente aprobar el Convenio UPOV 1991, pues favorecerá la protección de la producción de nuevas semillas y les dará certeza jurídica de que las variedades que utilizarán estarán debidamente resguardadas. En este sentido, valoró que el INIA, su principal proveedor de semilla y de planta certificada, estará mejor protegida, al igual que el material genético de sus cultivos y de sus plantas.

El Director de MUCECH, señor Omar Jofré, expresó, estamos ante una gran oportunidad para desarrollar e intensificar la investigación agrícola en el país. Chile, dijo, es rico en material genética y en esta labor destacó el trabajo desempeñado por el INIA e INFOR, dos entidades que han ayudado en la recuperación de este material. 

Enfatizó que la iniciativa que busca modificar y mejorar la Ley de Bosque Nativo y la aprobación de este Convenio son dos potentes señales de valoración del patrimonio silvoagropecuario de nuestro país.

A continuación, por el Ministerio de Relaciones Exteriores, expuso la Directora de Asuntos Económicos Multilaterales de la Dirección General de Relación Económicas Internacionales, señora Ana Novik, quien manifestó que UPOV 1991 debe ser aprobado pues es un compromiso internacional y porque permite modernizar el sistema nacional al incorporar los estándares internacionales adecuados. Informó que Chile ya es parte de UPOV 1978 y que esta iniciativa busca actualizar la legislación vigente.

Tal como expusieron los representantes del sector, continuó, esta Cartera coincide en que la aprobación de este Convenio dará una mayor certeza jurídica tanto a los productores nacionales como a los inversionistas extranjeros que registren sus variedades vegetales. Además, refirió que Chile se está posicionando a nivel internacional como un fuerte productor de semillas. 

Aclaró, también, que el derecho de obtentor no es una patente, sino una especie de registro e indicó que con ello se permitirá consagrar excepciones que benefician a los pequeños productores. Explicó que de acuerdo a la APIC, que corresponde al Acuerdo de Propiedad Intelectual que está bajo la OMC, existen tres sistemas de protección de las variedades vegetales, a saber: las patentes, un mecanismo sui géneris y un sistema que mezcla ambos. En particular, Chile optó por darles protección a través de este registro, el cual ya está en funcionamiento en nuestro país con la dictación de la ley N° 19.342, que se encuentra bajo la supervigilancia del SAG. 

Finalmente, expresó, estamos ante un derecho de propiedad intelectual que merece ser protegido y la forma por la cual se está optando les permite la flexibilidad que el país requiere.

A continuación, el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, pidió a los representantes del MUCECH precisar en qué medida la adhesión a UPOV 1991 podría significar una mejor protección para las plantas y cultivos nativos.

El Director de MUCECH refirió que Chile posee un rico potencial en material nativo y a vía de ejemplo mencionó el maqui, el cual está siendo utilizado por los extranjeros para timbrar y definir la calidad de sus carnes, en reemplazo de otros materiales contaminantes. En efecto, precisó que existe una historia larga de aprovechamiento y de desaprovechamiento de nuestro material nativo. Mencionó que lo anterior se reflejó en los acuerdos que suscribieron con el Senado, en especial con su Comisión de Agricultura en los años 1995 y 1996, y en la discusión de la Mesa de Diálogo Agrícola del año 2001, en la cual refirió que MUCECH enfatizó la necesidad de que las instituciones del Estado, en especial el INIA e INFOR, realizaran un gran esfuerzo para recuperar, mantener y aprovechar este patrimonio nativo. En efecto, acotó, cualquier iniciativa que busque potenciar la investigación de ese patrimonio representa una vía para aprovechar de mejor manera este material. Bajo este contexto, indicó que apoyan la adhesión a UPOV 1991, porque consideran abre una posibilidad para que los organismos técnicos, ya sean públicos o privados, se dediquen a la investigación y al desarrollo de los recursos agropecuarios que se tienen en Chile.

La Honorable Senador señora Rincón, por una parte, consultó a los representantes de la Dirección General de Relación Económicas Internacionales si tienen un documento que justifique la necesidad de adherir a UPOV 1991 y, por otra, hizo presente que el derecho del obtentor si bien no es una patente, tampoco es un mero registro, porque contempla un derecho de prioridad de doce meses a quienes hayan presentado una solicitud de protección en alguna de las Partes Contratantes para presentar otra solicitud de protección de la misma variedad ante otra autoridad. Por último, pidió al Ejecutivo que informen sobre la situación de Brasil, país que ha manifestado su intención de no ratificar el Acta de 1991.

En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Quintana pidió a la Dirección General de Relación Económicas Internacionales que informen sobre la situación de los países que no están dispuestos a ratificar el Acta de UPOV 1991, entre otros mencionó a Francia, Irlanda, México, Colombia, Paraguay, Panamá y Brasil. Al respecto, comentó que varios de estos países argumentan que la adhesión de UPOV 1978 sería suficiente como para dar por cumplido los compromisos adquiridos en los Tratados de Libre Comercio. Además, solicitó la opinión del Gobierno respecto del nuevo escenario que existe en el sector agrícola e hizo presente que los contextos han cambiado. En efecto, precisó que en el año 1978 aún no existía todo el desarrollo de la biotecnología, ni de la transgenia a nivel comercial e industrial. 

En relación al comentario formulado por la representante de la Sociedad Nacional de Agricultura de que la ratificación UPOV 1991 permitirá acceder de mejor forma a nuestro patrimonio genético, opinó que primero habría que  definir, recopilar y defender nuestro patrimonio genético. Advirtió que este mismo debate se produjo cuando se aprobó el Acta de UPOV 1978 oportunidad en que se enfatizó la necesidad de proteger nuestras especies. Acotó que con la aprobación de UPOV 1991 se podrían abrir las puertas para que las grandes empresas registren en otros países nuestras especies endémicas.

A su turno, la Directora de Asuntos Económicos Multilaterales de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, en primer lugar, reconoció que el derecho del obtentor no es un mero registro. En efecto, precisó que estamos ante un registro que pretende darle al obtentor de variedades vegetales un nivel de protección superior. Sin perjuicio de lo anterior, comentó que este sistema de registro permite ciertas flexibilidades, como la consagración de las excepciones a este derecho. En segundo lugar, recalcó que la adhesión a UPOV 1991 es un compromiso internacional adquirido en los Tratados de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos, Australia y Japón. Asimismo, expresó que varios países de la región también tienen dentro de sus agendas ratificar el Acta de 1991, como sucede con Perú, Costa Rica y Colombia. En el caso de Brasil, continuó, cuenta con un gran mercado interno, a diferencia de lo que ocurre con el nuestro que es bastante reducido, concentrándose gran parte de la producción nacional en el mercado exportador. En este contexto, sostuvo que con la adhesión de UPOV 1991 se intenta dar una certeza jurídica a los innovadores nacionales y también a los inversionistas extranjeros que se relacionan con nuestro sector exportador. Finalmente, se comprometió a enviar un cuadro comparativo entre UPOV 1978 y 1991.

Luego, la Honorable Senador señora Rincón se refirió a un documento de Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales, que fija las orientaciones de los miembros de la UPOV para ratificar el Acta de 1991 e indicó que en estas recomendaciones se establece la exigencia de elaborar una ley que guarde conformidad con el Acta de UPOV 1991. En este contexto, pidió al Ejecutivo que aclare si es necesario para adherir a UPOV 1991 dictar previamente una ley que incorpore los criterios de este Convenio o basta con formalizar la aprobación del Acta de 1991. 

La Directora de Asuntos Económicos Multilaterales de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, respondió que la ratificación plena del Convenio de UPOV 1991 implica la aprobación del Acta de UPOV 1991 y el haber dictado una ley de implementación del mismo. Sin perjuicio, indicó que el Ejecutivo ha optado por separar ambos procesos de discusión y le ha dado preferencia a la aprobación de este proyecto de acuerdo.

En cuanto a las observaciones formuladas por Sus Señorías respecto a las variedades endémicas, explicó que la iniciativa no protege a dichas especies, sino que protege a las nuevas variedades que tengan algún grado de innovación, es decir, un derecho de propiedad intelectual nuevo. Aclaró que el derecho de dominio sobre las propiedades endémicas no caben dentro de los registros que promueve UPOV, porque no cumplen el requisito de la novedad para ser registrables.

A su vez, la representante de la Sociedad Nacional de Agricultura advirtió que en su presentación únicamente se refirió a la riqueza genética que tienen las especies endémicas que existen en Chile y a su potencial para transformarse en especies mejoradas, en el sentido de generar a partir de ellas nuevas variedades registrables con un alto potencial comercial.

Terminada la ronda de audiencias, en la sesión del 2 de mayo, el Honorable Senador señor García planteó a la Comisión poner en votación el proyecto de acuerdo.

La Honorable Senadora señora Rincón propuso que antes de votar se continúe el estudio del proyecto de ley que regula los derechos sobre obtenciones vegetales en tabla en la Comisión de Agricultura, ya que, recordó, de acuerdo al Acta de UPOV 1991 para adherir al presente Convenio se requiere contar con ley que incorpore los criterios de UPOV 1991. Así el número 2 del artículo 30 del Convenio  dispone: “queda entendido que, en el momento de la presentación de su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, cada Estado u organización intergubernamental deberá estar en condiciones, de conformidad con su legislación, de dar efecto a las disposiciones del presente Convenio.”.

El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, señaló que normalmente las leyes que aplican los convenios internacionales se dictan con posterioridad a los mismos, puesto que la ley viene a instrumentalizar en el ordenamiento interno los criterios de un convenio determinado. En este contexto, consideró que la propuesta planteada por la Honorable Senadora señora Rincón podría dilatar la tramitación de este proyecto de acuerdo.

En cuanto a UPOV 1991, recordó que Chile ya es parte de la matriz del Acta de 1978 y que en este sentido UPOV 1991 representa un avance o una evolución de la misma. Por otra parte, indicó que UPOV 1991 estimulará la obtención de variedades vegetales mejoradas y que beneficiará a los pequeños agricultores, que en pequeñas porciones de tierra pretenden mejorar el rendimiento de su productividad. En efecto, acotó que con el uso de semillas mejoradas el rendimiento de un cultivo aumentará entre un 45% a un 75%, según sea el tipo de gramínea.

En relación al argumento de que UPOV 1991 podría obligar a los agricultores nacionales a usar semillas inscritas, sostuvo que dicha afirmación no tiene sentido, porque existen más de mil variedades que no están registradas. Acotó que los agricultores tienen la opción de adquirir semillas mejoradas o utilizar las semillas no registradas, por tanto, arguyó, este Tratado no atenta contra la libertad de trabajo, ni tampoco excluye a los pequeños agricultores.

Con respecto a la vinculación de UPOV 1991 con los transgénicos, trajo a colación la teoría de la evolución planteada por Charles Darwin, en la cual se postula que en todo proceso de generación de semillas siempre ocurren cambios en su ADN, de esta forma, indicó, no prevé ningún inconveniente en que la agricultura recurra a una evolución dirigida, como sucede con las técnicas empleadas para mejorar las semillas. Explicó que en rigor la transgenia supone incorporar en una variedad determinada genes de otra especie y que la mejora de variedades vegetales no es más que una evolución gradual dirigida. En efecto, comentó que la obtención de variedades vegetales es una suerte de evolución dirigida que procura buscar un resultado predeterminado. Por otra parte, señaló que gran parte de los oponentes de la transgenia son partidarios de la mejora genética en el campo de la zootecnia, mas no en los vegetales. 

En cuanto al planteamiento de que UPOV 1991 afectaría la biodiversidad, señaló que la biodiversidad no está integrada por un conjunto de nomenclaturas de variedades predefinidas, ya que todas las variedades han sido objeto de evolución y cada vez que se realizan mejoras vegetales se alteran algunas de sus características, afectando de este modo a su ADN.

En seguida, valoró que UPOV 1991 permita la libertad de uso del producto de las cosechas en una superficie determinada, porque consideró que esta excepción podría amortiguar en parte el pago que deben desembolsar los agricultores por las semillas mejoradas. Al respecto, recordó que nuestro país es productor de semillas mejoradas y que exporta aproximadamente 400 millones de dólares por concepto de obtentores vegetales. 

Finalmente, concluyó que no vislumbra ninguna razón para oponerse a la ratificación de UPOV 1991 e instó a la aprobación en el ordenamiento interno chileno de una ley que regule  las obtenciones de vegetales.

El Honorable Senador señor Quintana refirió que este mismo debate se produjo hace unos años atrás a propósito de la aprobación de UPOV 1978 y recordó que si bien fue menos apresurado fue tan controvertido como éste. En esa oportunidad, continuó, se quedó con la sensación de que Chile está desprovisto de un adecuado resguardo de su patrimonio genético y, a contrario sensu de lo planteado por el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, consideró que nuestro país ya cumplió con el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos al aprobar el Acta de UPOV 1978 y con la dictación de la ley N° 19.342.

Luego, señaló que aprobar UPOV 1991 conllevará la apertura a los grandes productores de variedades vegetales, lo que en su opinión incentivará únicamente a un sector exportador, monocultivista y que utiliza alta tecnología. En efecto, comentó que en nuestro país han fracasado todas las experiencias que buscaban incorporar tecnologías de punta a bajo costo para mejorar los rendimientos de la producción de cereales de los pequeños agricultores. Esta propuesta, dijo, no tuvo el impacto esperado y hoy los rendimientos del trigo siguen siendo los mismos que los de hace veinte años atrás. 

Antes de finalizar, señaló que no apoyará la aprobación de este Convenio, pues, a su juicio, se debe adoptar una postura más cautelosa, en especial porque nuestro país no cuenta con un sistema de protección de su biodiversidad, ni de su patrimonio genético.

La Honorable Senador señora Rincón luego de valorar el gesto de los Honorables Senadores señores García y Larraín, don Carlos, por apoyar la propuesta de que este proyecto de acuerdo también fuese informado por esta Comisión, manifestó que con la aprobación de UPOV 1978 y con la dictación de la ley N° 19.342 se dan por cumplidos los compromisos internacionales que Chile ha adquirido en diversos Tratados de Libre Comercio. 

Luego, planteó la necesidad de que nuestro país defina cuál será la postura que adoptará, en el sentido de determinar si optará por la transgenia o por aprovechar sus condiciones fitozoosanitarias, dedicándose a la agricultura orgánica y de esta forma satisfacer las necesidades de los mercados europeos, como Alemania en donde se ha instalado el concepto de los bioalimentos, los que se venden a un precio superior a los vegetales genéticamente modificados. Al respecto, estimó que no es conveniente seguir el camino que el mercado determine, sin haber hecho previamente esta reflexión y que si se opta por la transgenia probablemente se inhibirá la posibilidad de cultivar agricultura orgánica. Admitió que en materia de agricultura nuestro país no puede competir con Argentina o con Brasil, dada la diferencia de superficie que se tiene con ellos, sin perjuicio de lo anterior arguyó que Chile por sus características geográficas puede posicionarse como un gran generador de productos orgánicos.

Posteriormente, hizo presente que UPOV 1991 si bien no promueve la protección de las obtenciones vegetales a través de patentes comerciales, sí lo hace mediante derechos de propiedad, los que en su opinión podrían elevar los costos de producción de las semillas. Al respecto, comentó que en una primera etapa los grandes productores de semillas regalan las variedades vegetales o las venden a bajos precios, y que una vez introducido el producto en un mercado determinado, suben sus precios considerablemente, afectando a los pequeños agricultores.

Informó que existen varias organizaciones que han manifestado su disconformidad con este Convenio y por alguna razón países como Brasil y Argentina no han ratificado a UPOV 1991. En su opinión, UPOV 1991 resguarda únicamente los intereses comerciales de los grandes productores de variedades vegetales, que incentivan un modelo de desarrollo agrícola monocultivista, de alta tecnología de insumos, que podría excluir a los pequeños y medianos agricultores de nuestro país.

Por último, anunció que junto a los Honorables Senadores señores Quintana y Lagos pedirán al Ministerio de Agricultura los informes científicos que concluyen que los vegetales genéticamente modificados producen efectos inocuos y que no afectarán a los cultivos orgánicos.

El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos se manifestó contrario a lo sostenido por Su Señoría y señaló que la iniciativa combate el monocultivo, pues, a su juicio, mientras se generen nuevas variedades vegetales se incrementarán las posibilidades de cultivos. Además, acotó que se trata de variedades mejoradas, que aumentarán el rendimiento de los cultivos. Recalcó que UPOV 1991 no se vincula a la transgenia, porque se trata de variedades vegetales mejoradas ya existentes y que representan la continuación de un proceso de evolución dirigido de las especies. Por otra parte, estimó que su aprobación no pone en riesgo a la biodiversidad y a modo de ejemplo indicó que por sus óptimas cualidades botánicas tanto el canelo como la palma chilena han sido transplantados en diversos países del mundo. Apoyó a Chile como isla fitozoosanitaria y acotó que esta iniciativa no obliga a los agricultores a abandonar la producción orgánica, por el contrario, indicó que UPOV 1991 defiende los intereses de quienes tienen una pequeña porción de tierra y que desean incrementar su productividad. Añadió que aprobar UPOV 1991 tampoco implicará un aumento de los costos asociados a la agricultura, porque sólo deberán pagar por las semillas mejoradas quienes deseen utilizarlas. Por último, sostuvo que cree que la evolución dirigida será beneficiosa para nuestro país y que Chile no puede quedar fuera del desarrollo de la ciencia y de la tecnología. 

El Honorable Senador señor García manifestó su voto favorable a la iniciativa y argumentó que existen compromisos internacionales que nuestro país debe cumplir y no debe quedar expuesto a sanciones internacionales por la demora en la ratificación a este Convenio.

- Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por mayoría de sus miembros. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín, don Carlos, y en contra los Honorables Senadores señora Rincón y señor Quintana.

- - -

En mérito de lo expuesto, vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:





"Artículo único.- Apruébase el “Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales”, de 2 de diciembre de 1961, revisado en Ginebra según el Acta de 19 de marzo de 1991.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 11 y 18 de abril, y 2 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González y señores Juan Antonio Coloma Correa, Carlos Larraín Peña y Jaime Quintana Leal.





Sala de la Comisión, a 4 de mayo de 2011.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO, CON EL OBJETIVO DE FACULTAR A LAS MATRONAS PARA RECETAR ANTICONCEPTIVOS

(7245-11)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, iniciado en moción de los Honorables Diputados señora Carolina Goic y señores Pablo Lorenzini, Marco Antonio Núñez, Víctor Torres y Matías Walker.


A la sesión en que la Comisión estudió este proyecto asistieron las siguientes personas:


De la Secretaría General de la Presidencia: el analista señor Pedro Pablo Rossi Guajardo


De la Biblioteca del Congreso Nacional: la analista señora Irina Aguayo Ormeño.


 Del Instituto Libertad y Desarrollo: la abogada señora Silvia Báez Vallejo.


Los asesores del Honorable Senador Chahuán, señoras Marcela Aranda Arellano y María Isabel González, y señores Marcelo Sanhueza Mortara y doctor Hugo Reyes Farías.

- - - - - - - 


Considerando que el proyecto en informe es de artículo único, y visto lo dispuesto por el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión lo discutió en general y en particular a la vez, y acordó proponer al Senado adoptar igual procedimiento.  

- - - - - - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





Modificar el Código Sanitario, a fin de permitir que las matronas indiquen, usen y prescriban los medicamentos que se indican, incluyendo la prescripción de métodos anticonceptivos.

- - - - - - -

ANTECEDENTES

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

-Constitución Política de la República, principalmente el artículo 19, N° 9, que establece el derecho constitucional a la protección de la salud.

- Código Sanitario.

- Ley N° 20.418, que fija normas sobre información, orientación y prestaciones en materia de regulación de la fertilidad.

- Ley N° 19.536, que concede una bonificación extraordinaria para enfermeras y matronas que se desempeñan en condiciones que indica, en los establecimientos de los servicios de salud.

- - - - - - - - - -

B.- ANTECEDENTES DE HECHO





La moción que originó la tramitación de esta iniciativa expresa que, hasta la aprobación de la ley N° 19.536, el artículo 117 del Código Sanitario era bastante escueto en la explicitación de las funciones profesionales de las matronas. Durante la discusión de la citada ley, la Cámara de Diputados propuso agregar como función de las matronas, entre otras, actividades relacionadas con la salud reproductiva y, de este modo, complementar y modernizar la definición legal incluyendo en ella otras acciones de salud que la matrona realiza en forma normal y habitual desde hace algún tiempo, según se señala en el Primer Informe de la Comisión de Salud de la Cámara.





En el Senado el texto fue modificado, y se reemplazó la expresión "la salud reproductiva" propuesta por "la lactancia materna", cambio que fue aprobado en la Cámara, en el tercer trámite. Se esbozaron como principales objeciones al término “salud reproductiva”, una supuesta ambigüedad de la expresión y el riesgo que ello podía implicar, atendido que en la práctica de otros países este concepto incluía desde la planificación familiar hasta el aborto. 





Los autores de la moción resaltan que esa aprensión, en esa época ya infundada, perdió todo sustento con la aprobación de la ley N° 20.418, pues el legislador, en el inciso tercero del artículo 4° de la misma, prescribe lo siguiente: "En todo caso, no se considerarán anticonceptivos, ni serán parte de la política pública en materia de regulación de la fertilidad, aquellos métodos cuyo objetivo o efecto directo sea provocar un aborto.".





Es indispensable modificar el Código Sanitario incorporando la salud reproductiva como parte de las funciones de las matronas y precisando que en el marco de la atención de salud sexual y reproductiva ellas podrán recetar y entregar medicamentos anticonceptivos hormonales, y también indicar e instalar otros mecanismos anticonceptivos, en !a medida que ellos no impliquen uso de técnicas quirúrgicas. El ámbito de actuación de las profesiones de la salud, médicos y otros profesionales vinculados con la protección de la salud y la rehabilitación y recuperación de los enfermos en el país, está definido precisamente por el Código Sanitario.





El artículo 117 de dicho Código, luego de las modificaciones introducidas al inciso primero por la ley N° 19.536, configuró un espacio de actuación más amplio, autónomo y claro para las matronas. Los incisos segundo y tercero no se modificaron en ese sentido, pero, pese al tenor literal del inciso tercero, en la práctica tradicional de la asistencia profesional brindada por las matronas y de acuerdo a las normas técnicas que han emanado desde el Ministerio de Salud desde fines de los años 60, ellas siempre, como parte de un equipo de salud, han indicado anticonceptivos orales y aplicado procedimientos no quirúrgicos de anticoncepción, como la instalación de dispositivos intrauterinos, sin que ello haya sido considerado nunca como actuaciones que extralimitan lo que tanto la ley como la correcta lex artis permiten.





Un tema pacífico desde hace muchos años, como es rol de las matronas, ha sido puesto en duda por problemas interpretativos, afectando el acceso equitativo y oportuno a las acciones de salud de millones de mujeres chilenas. Se menciona en este punto el instructivo que el SEREMI de Salud de la Región de Coquimbo emitió restringiendo a las matronas la posibilidad de recetar y despachar anticonceptivos de uso oral a mujeres que se encuentren en control de salud sexual y reproductiva, pese a que estos medicamentos son, por regla general, de venta libre, esto es, no requieren de indicación médica para su dispensación en farmacias.





Se afirma que ello no sólo contradice las prácticas aceptadas y tradicionales del sistema de salud chileno, sino que también una correcta interpretación sistemática de la ley y de la normativa técnica que ha surgido a su amparo.





Finalmente, los autores ponen de relieve que el inciso segundo del artículo 4° de la ley N° 20.418, que fija normas sobre información, orientación y prestaciones en materia de regulación de la fertilidad, mandata a los órganos de la Administración del Estado con competencia en la materia, para poner a disposición de la población los métodos anticonceptivos que cuenten con la debida autorización, tanto hormonales como no hormonales, tales como los combinados de estrógeno y progestágeno, los de progestágeno solo, los hormonales de emergencia y los no hormonales, naturales y artificiales. Esta obligación no puede ser incumplida por la falta de claridad acerca del ámbito de atribuciones que las matronas pueden desempeñar y la interpretación equivocada de las normas vigentes.

- - - - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Honorable Senador señor Rossi estuvo de acuerdo con el proyecto. Recordó que fue a raíz de la polémica entre el Colegio de Matronas y el SEREMI de Salud de Coquimbo, por el oficio en que se explicitaba que las primeras no están habilitadas para prescribir anticonceptivos, que se originó la necesidad de tramitar un proyecto como este. 


En la práctica cotidiana las matronas prescriben este tipo de medicamentos relacionados con la planificación familiar, más aún, entre las funciones de esas profesionales están el control de la natalidad y la planificación familiar.


Señaló que el Colegio de Matronas y Matrones de Chile ha hecho presente su interés en el rápido despacho de este proyecto.


El Honorable Senador señor Chahuán manifestó estar a favor del control de la natalidad por medios anticonceptivos o con la utilización de preservativos, y con que las matronas puedan recetar medicamentos destinados a la regulación de la fertilidad. No obstante, mostró su aprensión tratándose de la llamada “píldora del día después” o anticonceptivo de emergencia, pues dentro de sus  efectos posibles están el efecto anovulatorio, el anticonceptivo y, en tercer lugar, un potencial efecto micro abortivo, al impedir la anidación del óvulo fecundado en la pared uterina.


Todas las chilenas y chilenos deben tener acceso a los métodos anticonceptivos. Su duda dice relación con otorgamiento de la contracepción de emergencia, que está regulado por ley. En esos casos la prescripción y la entrega debieran ser visadas por un médico.


El Honorable Senador señor Rossi estimó que una exigencia como la propuesta transformaría esto en un procedimiento engorroso. Sin perjuicio de las opiniones personales sobre el tema, consideró que no es en este proyecto que la discusión se deba centrar en la anticoncepción de emergencia y un efecto potencialmente abortivo, o si el dispositivo intrauterino podría incidir también en la anidación, según señalan algunos estudios.


El Honorable Senador señor Chahuán reiteró que está enteramente de acuerdo en la entrega de anticonceptivos y preservativos. No así con la píldora del día después, particularmente si se trata de su entrega a menores de edad. Hay que vincular este aspecto con lo que se aprobó en el proyecto de ley sobre derechos y deberes de personas en su atención de salud.


El Honorable Senador señor Uriarte sostuvo, al igual que en la Cámara de Diputados, su acuerdo con el texto en estudio.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Rossi, puso en votación en general y en particular el proyecto.


- La Comisión lo aprobó en general y en particular, por la mayoría de sus miembros presentes, con dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Rossi y Uriarte, y la abstención del Honorable Senador señor Chahuán.

- - - - - - - 

TEXTO DEL PROYECTO


La Comisión de Salud propone aprobar en general y en particular el proyecto de ley en informe, en los términos despachados por la Cámara de Diputados:


PROYECTO DE LEY





"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 117 del Código Sanitario:





a) Intercálase, en el inciso primero, entre las expresiones "planificación familiar" y la conjunción "y", la expresión ", la salud sexual".





b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "aquellas curaciones" por "aquellos procedimientos".





c) Reemplázase el inciso tercero, por el siguiente:





"Podrán indicar, usar y prescribir sólo aquellos medicamentos que el reglamento clasifique como necesarios para la atención de partos normales y, en relación con la planificación familiar y la regulación de la fertilidad, prescribir métodos anticonceptivos, tanto hormonales -incluyendo anticonceptivos de emergencia- como no hormonales, y desarrollar procedimientos anticonceptivos que no impliquen uso de técnicas quirúrgicas, todo ello en conformidad a la ley N° 20.418.".".

- - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 3 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi  Ciocca (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán y Gonzalo Uriarte Herrera.


Valparaíso, a  3 de mayo de  2011.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR GÓMEZ, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE IMPIDE LA ELIMINACIÓN DE ANTECEDENTES PENALES POR DELITOS SEXUALES

(7621-07)

Honorable Senado:

A continuación se presenta una propuesta legislativa con el objeto de excluir del beneficio que permite la eliminación de antecedentes penales a quienes cometan delitos sexuales contra menores o mayores de edad.

Las normas legales y reglamentarias que permiten la eliminación de antecedentes penales son el Decreto Ley Nº 409, de 1932, “Que establece normas jurídicas reos” (sic), el Decreto Supremo Nº 64, de 1960, del Ministerio de Justicia, que reglamenta la eliminación de prontuarios penales, de anotaciones, y el otorgamiento de certificados de antecedentes y el Decreto Ley Nº 3.482, de 1980, que concede indulto, reduce la pena y elimina anotaciones prontuariales a las personas condenadas por los delitos que indica, en las condiciones que expresa.

Estas normas condicionan la aplicación de los beneficios de eliminación de antecedentes penales y de omisión de antecedentes penales (este último beneficio, sin eliminar los antecedentes), sólo a la pena asignada en concreto al delito de que se trate, y no a una categoría determinada de delitos. Por lo tanto pueden acceder a estos beneficios los condenados por cualquier clase de delitos, incluyendo aquellos que se puedan estimar de entre los más graves, como por ejemplo, los delitos sexuales.

Consideramos que lo anterior es negativo, pues permitiría que los condenados por delitos sexuales puedan acercarse a nuevamente a sus víctimas, aumentando el peligro de reincidencia ya que se trata de conductas de muy difícil rehabilitación.

Por lo tanto, para excluir legislativamente a los delitos sexuales de los beneficios de eliminación de antecedentes penales y de omisión de los mismos, es necesario modificar el Decreto Ley Nº 409 y el Decreto Ley Nº 3.482, ya mencionados.

1. Eliminación de antecedentes penales

Decreto Ley Nº 409, de 1932, ya mencionado, dispone en su Artículo l.o: “Toda persona que haya sufrido cualquier clase de condena y reúna las condiciones que señala esta ley, tendrá derecho después de dos años de haber cumplido su pena, si es primera condena, y de cinco años, si ha sido condenado dos o más veces, a que por decreto supremo, de carácter confidencial, se le considere como si nunca hubiere delinquido para todos los efectos legales y administrativos y se le indulten todas las penas accesorias a que estuviere condenado.

El decreto que concede este beneficio se considerará como una recomendación del S. Gobierno al Senado para los efectos de la rehabilitación a que se refiere el número 2.o del artículo 9.o de la Constitución Política.”.

La norma citada se refiere a toda clase de condenas, sin distinguir o excluir a ningún delito o categoría de delito.

Luego, el Decreto Supremo Nº 64, de 1960, del Ministerio de Justicia, que reglamenta la eliminación de prontuarios penales, de anotaciones, y el otorgamiento de certificados de antecedentes, permite borrar definitivamente una o más anotaciones del Prontuario Penal, siempre que se cumplan determinadas condiciones.

Entre dichas condiciones, se exige que se trate de personas condenadas por cuasidelito, simple delito o crimen que se hayan sancionado con multa o pena corporal no superior a 3 años, que ésta sea su única anotación y que hayan transcurrido al menos 10 años de cumplida su condena, si es un crimen, o más de 5 años en los casos restantes, siempre que se trate de la única anotación del prontuario.

Los condenados menores de 18 años que hayan cumplido pena de hasta 3 años, pueden eliminar la anotación inmediatamente de cumplida la condena. Si la condena es superior a 3 años, se elimina después de transcurridos 3 años y siempre que se trate de la única anotación.

2. Omisión de Anotaciones Penales en Certificados de Antecedentes

El artículo 9 del Decreto Ley Nº 3.482, de 1980, que concede indulto, reduce la pena y elimina anotaciones prontuariales a las personas condenadas por los delitos que indica, en las condiciones que expresa, establece el beneficio de omisión de anotaciones penales en Certificados de Antecedentes. Este beneficio consiste en la entrega de Certificados de Antecedentes libres de una o más anotaciones penales, las que, sin embargo, permanecen vigentes en el Prontuario.

De acuerdo al articulo 9 del Decreto Ley Nº 3.482, para obtener el beneficio de omisión, debe tratarse de anotaciones por faltas o simples delitos, ser la única anotación en el prontuario penal, haber transcurrido 5 años desde la condena y que la pena impuesta no exceda los 3 años de presidio. Esta omisión se hace efectiva en Certificados de Antecedentes para conducir vehículos motorizados y para fines particulares. También se exceptúa el Certificado para conducir vehículos motorizados cuando se trata de delitos de la Ley de Tránsito.

Según lo anteriormente expuesto, vengo en presentar el siguiente

Proyecto de Ley

Artículo 1°.- Agréguese el siguiente inciso tercero y final al artículo l.o del Decreto Ley Nº 409, de 1932, Que establece normas jurídicas reos:

“Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a los delitos contemplados en los párrafos 5 a 7, ambos inclusive, del Título VII, del Libro II, del Código Penal.”.

Artículo 2°.- Agréguese el siguiente inciso segundo y final al artículo 9 del Decreto Ley Nº 3.482, de 1980, que concede indulto, reduce la pena y elimina anotaciones prontuariales a las personas condenadas por los delitos que indica, en las condiciones que expresa:

“Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a los delitos contemplados en los párrafos 5 a 7, ambos inclusive, del Título VII, del Libro II, del Código Penal.”.

(Fdo.): José Antonio Gómez Urrutia, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, LAGOS, MUÑOZ ABURTO, QUINTANA Y ROSSI, EN MATERIA DE MANEJO DE RESIDUOS ELECTRÓNICOS GENERADOS POR EQUIPOS COMPUTACIONALES

(S 1357-12)

1. Que en el 2007 Bernhard Steubing, de la Escuela Politécnica Federal de Lausana, Suiza, apoyado por el Instituto Federal Suizo de Investigación y Prueba de Materiales y Tecnología de ese país, realizó un estudio sobre la basura electrónica en Chile, especialmente los desechos de computadores y notebook, que contienen elementos altamente tóxicos para las personas y pueden afectar la salud de las personas.

2. Que dicho estudio estimó que para el 2020 Chile estará desechando, sólo en computadores, 1,7 millones de unidades anuales. Bernhard, plantea que para ese año, se habrán acumulado 215.000 toneladas de residuos provenientes de estos equipos, los que contendrán 2 toneladas de arsénico (suficiente para contaminar 225 millones de litros de agua), 3 toneladas de mercurio y 10.000 toneladas de plomo, todos elementos altamente tóxicos.

3. Que en el análisis de flujo de materiales este estudio consideró los equipos de escritorio, computadores portátiles, monitores (TRC, tubos de rayos catódicos) y monitores planos (LCD, pantallas de cristal líquido).

4. Que una característica importante del mercado chileno de computadores es que el 75% está controlado por un pequeño grupo de productores internacionales de TIC, mientras una gran cantidad de pequeños ensambladores locales completa el escenario con el restante 25%. Los tres principales grupos de consumidores -empresas, hogares e instituciones gubernamentales-compran respectivamente el 55, 35 y 10% del equipamiento computacional.

5. Que sin embargo, no todo el equipo es comprado nuevo. La reutilización es un fenómeno de primera importancia, en circunstancias de que más de la mitad del equipo computacional tiene un segundo uso. Por consiguiente, el reacondicionamiento desempeña un papel esencial. La reutilización de los equipos computacionales se da principalmente a nivel domiciliario y en pequeñas instituciones y empresas, que tarde o temprano desechan casi el 90% de todos los computadores. La media de la vida útil de los computadores es de ocho años.

6. Que se estima que la cantidad de residuos de computadores se incrementará en un 10% durante la próxima década, dos veces más rápido que los residuos domésticos gestionados por las municipalidades. Tal como muestra el modelo de predicción, más de 300 mil equipos de escritorio y computadores portátiles se convirtieron en residuos el 2007, esperándose que alcance a 1,7 millones de computadores obsoletos anuales el 2020.

7. Que la cantidad de residuos de computadores se triplicará de 7 mil toneladas en 2007 a 20 mil en 2020. Del total de residuos de computadores que se habrá producido durante el período de simulación 1994-2020, únicamente alrededor de 10% ha sido generado en la primera mitad del período (hasta 2006), mientras el 90% restante lo será en la segunda mitad (2007-2020).

8. Que sin embargo, la medida fundamental para la adecuada gestión de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE) en Chile es la introducción de un marco legislativo que trate específicamente de los e-residuos. Este marco debe definir el tratamiento apropiado de los RAEE e incorporar el concepto de Responsabilidad Extendida del Productor (REP). La industria debe asumir su cuota de responsabilidad, participando activamente en este proceso.

9. Que las cifras indican que las empresas internacionales dominan el mercado computacional chileno, con una participación de más de 75%. Y los tres productores más importantes en el país controlan más de 50% del mercado.

10. Que la importación de equipos computacionales completos representan un 42% de participación en el mercado, los equipos con marca, pero ensamblados localmente son un 35% y los equipos sin marca propia, ensamblados localmente llegan a un 23%.

11. Que el mercado de computadores ha crecido en Chile en los últimos años, con tasas de 23% en 2005 y 35% en 2006. En 2006 se vendieron más de 800 mil computadores, y el 2007 se realizaron ventas superiores a las 900 mil unidades.

12. Que la OCDE define la Responsabilidad Extendida del Productor (REP) como “un enfoque de política ambiental según el cual la responsabilidad del productor por un producto se extiende hasta la etapa de pos-consumo en el ciclo de vida de sus productos” (OECD 2001).

13. Que los beneficios de introducir la REP pueden ser que los fabricantes: utilicen materiales, más seguros ambientalmente en el proceso de producción; consuman menos materiales en el proceso de producción; diseñen el producto para que dure más y sea más útil; creen sistemas de reciclaje más seguros; mantengan bajos los costos de los residuos; dejen de traspasar los costos del manejo final de los residuos al gobierno y a los contribuyentes.

14. Que en Chile, los productores de computadores no han implementado la REP. Los principales motivos para esta falta de iniciativa serían: falta de conciencia sobre el problema en general; falta de reconocimiento de responsabilidad de parte de la industria misma; ausencia de verdaderas alternativas de reciclaje en Chile; dificultad para convencer a todos los productores de que participen; temor a perder si se arriesgan en iniciativas por su cuenta; heterogeneidad de las políticas internacionales de los grandes productores; falta de legislación que obligue a todos los productores a introducir REP.

15. Que Aunque hay una industria de reciclaje incipiente, esta no responde a la solución de este tema tanto a nivel ambiental como económico. Por otra parte, se supone que el resto de actividades de desensamblaje y reciclaje está en los circuitos informales, sin control ni regulación medioambiental.

El Senado acuerda:

Solicitar a la Sra. Ministra de Medio Ambiente, María I. Benítez, que:

1. Esa cartera desarrolle acciones de fomento, articulación y difusión de iniciativas que promuevan soluciones para la prevención, la adecuada gestión y el correcto tratamiento final de los residuos electrónicos generados por los equipos computacionales.

2. Que en consideración a que Chile no tiene una normativa sobre residuos electrónicos y hasta ahora, las empresas productoras e importadoras no asumen ninguna responsabilidad, en el proyecto de Ley General de Residuos que está elaborando el Ministerio de Medio Ambiente se incluya la especificidad de los residuos electrónicos, atendida su toxicidad.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES QUINTANA, NAVARRO, PÉREZ VARELA, RUIZ-ESQUIDE Y SABAG, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE MONUMENTO EN MEMORIA DEL POETA GONZALO ROJAS PIZARRO

(7622-04)

Honorable Senado:

En nuestro país ha existido una tradición republicana fuertemente arraigada, que consiste en expresar, de diferentes maneras, el respeto y admiración hacia las personas que, por distintos motivos, han destacado, de un modo particular, en los diversos aspectos de la vida social.

Una de estas personas, sin dudas, ha sido el gran poeta chileno, recientemente fallecido, don Gonzalo Rojas Pizarro.

Su biografía habla por sí sola.

Hijo del técnico carbonífero Juan Antonio Rojas y de Celia Pizarro don Gonzalo Rojas, nació en Lebu el 20 de Diciembre de 1917. Profesor de profesión, realizó sus estudios secundarios en el Internado Nacional Barros Arana y los universitarios de derecho y pedagogía en la Universidad de Chile. En 1936 colaboró en el periódico El Tarapacá de Iquique, donde publicó sus poemas y un ensayo sobre el escritor español Ramón María del Valle Inclán. Posteriormente trabajó en el Instituto Barros Arana y en las minas de Atacama, donde se dedicó a la alfabetización de los trabajadores. Se incorporó como jefe de redacción en la revista Antártica de Santiago de Chile. Fue profesor en Valparaíso entre 1946 y 1952. Luego, entre 1952 y 1973, profesor en la Universidad de Concepción en las cátedras de Literatura Chilena y de Teoría Literaria del Departamento de Español. En dicha universidad creó los Encuentros de Escritores y las Escuelas Internacionales de Temporada.

Fue un eximio representante de la denominada generación del 38, cuya obra se enmarca en la tradición continuadora de las vanguardias literarias latinoamericanas del siglo XX. Es ampliamente reconocido a nivel hispanoamericano, habiendo sido galardonado, entre otros, con el Premio Reina Sofía de Poesía Iberoamericana 1992, el Premio Nacional de Literatura de Chile 1992 y el Premio Cervantes 2003.

El Presidente de la República, Salvador Allende Gossens, lo nombró Consejero Cultural en China entre 1970 y 1971, y más tarde encargado de negocios en Cuba entre 1972 y 1973, este último cargo equivalente a embajador. En dicho país, se sintió más cercano a los jóvenes que con el gobierno.

Tras el golpe de 1973, estuvo exiliado en la República Democrática Alemana (entre los años 1973 y 1975), Venezuela (1975-1980), y fue además exonerado como profesor de todas las universidades chilenas. En 1958 recibió la Beca UNESCO para escritores, que lo llevó a residir varios meses en Europa. Ganó la Beca Guggenheim en 1994, regresó a Chile y se radicó en la ciudad de Chillan, donde vivió hasta el año de su muerte. Vivió en Estados Unidos entre 1980 y 1994. Entre 1980 y 1985, fue profesor visitante en Columbia University y en la Universidad de Chicago. Entre 1985 y 1994 fue profesor titular en Brigham Young University. Obtuvo el Premio Nacional de Literatura de Chile y el Premio Reina Sofía de Poesía Iberoamericana, ambos en 1992. También recibió el Premio Octavio Paz de México y José Hernández de Argentina. Fue galardonado con el Premio Cervantes 2003 el 23 de abril de 2004. Su poesía está traducida al inglés, alemán, francés, portugués, ruso, italiano, rumano, sueco, chino, turco y griego.

Es considerado uno de los más grandes poetas chilenos del Siglo XX. Su poesía, según él mismo ha expresado, tiene grandes influencias del surrealismo (aunque él no se consideraba surrealista), de los poetas latinos como Catulo y de César Vallejo.

Autor fragmentario, su primer libro, La Miseria del Hombre (con ilustraciones de Pedraza), fue publicado en 1948, recibiendo malas reseñas por parte de los críticos; Alone llegó a decir, incluso: “Al paso que llevan, las letras nacionales no prometen nada bueno”. En cambio, de parte de poetas recibió muy buenas críticas; Miguel Arteche le expresó: “Seguramente no va a gustar a ciertos críticos almibarados, sucios de espíritu. (...) Este es un libro que tiempo hacía no se presentaba en nuestro país”. Gabriela Mistral dijo: “Me ha tomado mucho, me ha removido y, a trechos, me deja algo parecido al deslumbramiento de lo muy original, de lo realmente inédito. (...) Lo que sé, a veces, es recibir el relámpago violento de la creación efectiva, de lo genuino, y eso lo he experimentado con su precioso libro”.

Recién 16 años después publicó su segundo libro, Contra la muerte, que fue aumentado en otras ediciones. Rojas expresaría: “Mientras mi primer libro había tenido un grado de audiencia dispar, pero intensa, el segundo tuvo una acogida mayor. Sin presumir, puedo decir que situó mi nombre en América Latina”.

En 1977 apareció Oscuro, en Venezuela, libro que le dio gran difusión en el continente, logrando buenas críticas. Carlos Fuentes diría, al recibir el Premio Rómulo Gallegos de ese año, donde Rojas fue jurado, que éste constituye "el gran arco lírico" junto a Rubén Darío, Leopoldo Lugones, Vicente Huidobro, Pablo Neruda, José Gorostiza, César Vallejo, José Lezama Lima y Octavio Paz.

En 1979 aparece Transtierro (Versión antológica). En 1980 aparecen 2 libros, Antología breve y 50 poemas. En 1981 aparece Del relámpago, que será aumentada en su segunda edición de 1984. En 1986 publica El alumbrado. En 1987, en Madrid, publica El alumbrado y otros poemas, que será aumentada en la edición chilena.

En 1988 se publica Antología Personal, Schizotext and Other poems y Materia de testamento.

En marzo de 1989 aparece Materia de testamento en un ranking de El País como uno de los tres libros de poesía más vendidos de los últimos años.

En 2002 fue nombrado académico de honor de la Academia Chilena de la Lengua. Miembro del Instituto de Literatura Latinoamericana de Pittsburg, su obra ha sido traducida a varios idiomas y su nombre aparece en gran parte de las antologías literarias del mundo.

Fue nombrado Doctor Honoris Causa por la Universidad Nacional Andrés Bello de Chile.

Recientemente, el día 22 de febrero de 2011 Gonzalo Rojas sufrió un accidente cerebro vascular, el cual lo mantuvo en estado crítico y con soporte médico las 24 horas del día en su casa de Chillan. El 12 de marzo fue trasladado a un centro asistencial de Santiago, donde permaneció hasta su fallecimiento, la madrugada del 25 de abril. El poeta ya había tenido problemas de salud en septiembre de 2010, por una neumonía que lo obligó a internarse en el Hospital Clínico Herminda Martín de Chillan. El mismo día de su fallecimiento, el gobierno decretó dos días de duelo oficial.

El parlamento chileno, a través de la aprobación de este proyecto que autoriza a erigir un monumento en memoria del Poeta Gonzalo Rojas Pizarro en su natal Lebu, quiere sumarse a las muestras de admiración y estima, que son al mismo tiempo, las muestras de todo un país.

POR TANTO,

El senador patrocinante que suscribe y los demás adherentes, vienen en someter a la consideración de este Honorable Congreso Nacional el siguiente,

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Autorízase a erigir un monumento en memoria del destacado Poeta Gonzalo Rojas Pizarro, de la ciudad de Lebu.

Artículo 2°.- La obra se financiará mediante erogaciones populares, obtenidas a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se establece en el artículo 4°

Artículo 3°.- Créase un fondo destinado a las erogaciones, donaciones y demás aportes señalados en el artículo precedente.

Artículo 4°.- Créase una comisión especial, compuesta por integrantes ad-honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por el Ministro de Cultura, que la presidirá, un representante de la I. Municipalidad de Lebu; los senadores de la 13a Circunscripción; los diputados del distrito 46; el decano de la Facultad de Arquitectura de la Universidad del Bíobío; el Secretario Regional Ministerial de Educación y el Intendente de la Región del Bíobío, y voluntariamente por los familiares de don Gonzalo Rojas Pizarro, que deseen participar, hasta por un máximo de 3 personas.

El quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.

Artículo 5°.- La comisión especial que se crea, tendrá las siguientes funciones:

a) Determinar la fecha y forma en que se efectuarán las colectas públicas contempladas en el artículo 2°, como también realizar las gestiones pertinentes destinadas a que ellas se efectúen.

b) Determinar el sitio en que se emplazarán las obras y monumentos, en coordinación el Consejo de Monumentos Nacionales, y disponer y supervigilar su construcción en el plazo establecido, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley Nº 17.288, sobre Monumentos Nacionales.

c) Convocar para el diseño y ejecución de las obra, a profesionales de reconocido prestigio

d) Administrar el fondo creado por el artículo 3°, y

e) Abrir una cuenta corriente bancaria especial para gestionar el referido fondo.

Artículo 6°.- las obras deberán ejecutarse en el plazo de 10 años, contado desde la publicación de la presente ley. Vencido dicho plazo sin que se hubieren ejecutado las obran, los recursos obtenidos hasta esa fecha por concepto de erogaciones serán aplicados a los objetivos de beneficencia que la Comisión establezca.

Artículo 7°.- Si al concluir la construcción de los monumentos, resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin específico que la comisión especial determine.

(Fdo.): Jaime Quintana Leal, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.
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